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23.- Artículo 37. Incorporación nuevo párrafo. Dictamen de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable. (Exptes. Nros. 394, 425, 675, 781, 810 y 835). Consideración. Sancionado.
24.- Día y hora de próxima sesión.
–En la ciudad de Paraná, a los 28 días del mes de abril de 2008, se reúnen los señores convencionales en el recinto de la Convención Constituyente.

–A las 17.09 dice el:

1

ASISTENCIA

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Por Secretaría se tomará asistencia.

–Así se hace.

SR. SECRETARIO (Reviriego) ─ Informo, señor Presidente, que se encuentran presentes 43 señores convencionales constituyentes.

2

APERTURA

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Con la presencia de 43 señores convencionales, declaro abierta la 6ª sesión ordinaria de la Convención Constituyente.

3

IZAMIENTO DE BANDERAS

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Invito al señor convencional Nelio Higinio Calza a izar la Bandera Nacional, y a la señora convencional Eda Raquel Caramelle a izar la Bandera de Entre Ríos.

–Así se hace. (Aplausos.)

4

ACTA

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Por Secretaría se dará lectura al Acta de la sesión anterior.

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH ─ Solicito, señor Presidente, se obvie la lectura del Acta de la sesión anterior y se dé por aprobada.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Si hay asentimiento de los señores convencionales, así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

5

ASUNTOS ENTRADOS

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Por Prosecretaría se dará cuenta de los Asuntos Entrados, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 88º de la Convención Constituyente.
–Se lee:
I

COMUNICACIONES OFICIALES

- El Presidente de la Comisión Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, convencional Barrandeguy, solicita el giro a dicha comisión del Expte. Nro. 345 por estar relacionado con los temas que está tratando en forma conjunta con la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo al Artículo 30º del Reglamento, si hay asentimiento del Cuerpo, se dará el giro propuesto. 

–Asentimiento general de los señores convencionales.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.
–Se lee:

- El Presidente de la Comisión Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, convencional Barrandeguy, solicita el giro a su comisión de los Exptes. Nros. 231 y 240, referidos a medio ambiente. (Expte. Nro. 919)
SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo al Artículo 30º del Reglamento, si hay asentimiento del Cuerpo, se dará el giro propuesto. 

–Asentimiento general de los señores convencionales.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.
–Se lee:
- El Concejo Deliberante de la Municipalidad de Paraná remite Decreto Nro. 14 del 10/04/08 relacionado con la creación, en el ámbito del Honorable Concejo, de la Comisión Permanente de “Equidad de Género e Igualdad de Oportunidades”. (Expte. Nro. 927)
–En Secretaría a disposición de los señores convencionales.
- El Presidente de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, convencional Barrandeguy, solicita el giro a su comisión del Expte. Nro. 360, referido a la autonomía y autarquía de las universidades provinciales. (Expte. Nro. 952)

SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo al Artículo 30º del Reglamento, si hay asentimiento del Cuerpo, se dará el giro propuesto.
–Asentimiento general de los señores convencionales.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.
–Se lee:
II

DICTAMENES DE COMISIÓN

De la de Redacción y Revisión:

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 7 de la Convención, en los Exptes. Nros. 141, 188 y 199, por el que se incorpora el Consejo Económico y Social como órgano de consulta de los poderes públicos.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 10 de la Convención, en el Expte. Nro. 166, por el que se suprime el Inciso 18 del Artículo 81 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 11 de la Convención, en los Exptes. Nros. 361 y 577, por el que se modifica el Artículo 90 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 12 de la Convención, en el Expte. Nro. 162 por el que se modifica el Artículo 29 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 13 de la Convención, en el Expte. Nro. 215, por el que se modifica el Artículo 89 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro.15 de la Convención, en el Expte. Nro. 578, por el que se mantiene la actual redacción del Artículo 51 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 17 de la Convención, en el Expte. Nro. 147, por el que se rechaza la modificación al Artículo 147 de la Constitución vigente, declarado pétreo por el Artículo 4 Inciso 13º de la Ley Nro. 9.768.

De la de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral:

- Proyecto de reforma (por unanimidad). Suprimir el Artículo 126. (Expte. Nro. 179)
De la de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral:

- Proyecto de reforma (en mayoría, minoría y disidencia parcial). Modificar el Artículo 127. (Exptes. Nros. 542, 472, 322, 285, 258 y 168 unif.)

- Proyecto de reforma (en mayoría con disidencia parcial). Modificar el Artículo 128. (Exptes. Nros. 171 y 324 unif.)
–Al Orden del Día de la próxima sesión.

De la de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral:

- Proyecto de reforma (por unanimidad). Modificar los Artículos 121, 133 y 159. (Exptes. Nros. 160, 172, 206 y 357)

- Proyecto de reforma (por unanimidad). Modificar el Artículo 81 Inciso 17º. (Expte. Nro. 174).
- Proyecto de reforma (por unanimidad). Modificar el Artículo 134. (Expte. Nro. 167 abordado con el Expte. Nro.384)

- Proyecto de reforma (por unanimidad). Suprimir los incisos 5º, 20º y 24º del Artículo 135. (Expte. Nro. 384 abordado con el Expte. Nro. 167).
De la de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular:

- Proyecto de reforma (por unanimidad). Prohibir el nombramiento de familiares en la Administración Pública. (Expte. Nro. 508)

- Proyecto de reforma (por unanimidad). Modificar el Artículo 22. (Exptes. Nros. 177, 270, 308 y 387).
De la de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable:

- Proyecto de reforma (por unanimidad). Incorporar un texto al Artículo 37. (Exptes. Nros. 394, 425, 675, 781, 810 y 835)
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Solicito, señor Presidente, que todos los dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión, y los expedidos por unanimidad por las otras comisiones, sean reservados en Secretaría para solicitar oportunamente su tratamiento sobre tablas.

–Ingresa al recinto el señor convencional Allende.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Quedan reservados, señor convencional.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

III

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 869)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Articulo 1º: Incorpórase como disposición transitoria el siguiente artículo:

Artículo   Todo elemento material que constituya testimonio histórico del funcionamiento de la Convención Constituyente así como la documentación original de la misma (Proyectos, extractines, resoluciones, diario de sesiones, sesiones filmadas y grabadas) serán transferidos al Museo Histórico “Martiniano Leguizamón” y al Archivo General de la Provincia a los efectos de su preservación y de la posibilidad de acceso de la comunidad a los mismos.

DE PAOLI – BARRANDEGUY – CEPEDA – MONGE – ALLENDE (Clidia) – ROGEL – GUY – REGGIARDO – DÍAZ (Carlos) – SCHVARTZMAN – ACHARTA – GIANFELICI – DE LA CRUZ DE ZABAL – HAIEK – CALZA – ZABALA – PASQUALINI – PESUTO – ACEVEDO MIÑO
FUNDAMENTOS
Sr. Presidente, al sancionar el Reglamento de la Convención incluimos en las Disposiciones complementarias dos artículos que norman el destino de los testimonios del funcionamiento de la Convención Constituyente para su preservación y acceso público.

Pretendíamos con esta disposición preservar la documentación que está produciendo la Convención así como los testimonios materiales, a efectos de que se constituyera una Colección Documental de la Convención bajo la dirección de dos instituciones señeras de nuestra provincia, el Museo Histórico de Entre Ríos “Martiniano Leguizamón” y el Archivo General de la Provincia de Entre Ríos y mostraba con ello la Convención su criterio y su preocupación en torno a su patrimonio.

Sabemos, Sr. Presidente y seguimos a Jacques Le Goff en esto, que la memoria es un elemento esencial de lo que hoy se estila en llamar la “identidad”, individual o colectiva, cuya búsqueda es una de las actividades fundamentales de los individuos y de las sociedades de hoy, en la fiebre y en la angustia. Consideramos en consecuencia que la preservación del patrimonio material y documental, ha de contribuir a esa identidad, testimoniando el desarrollo y la producción de la Convención Constituyente, con vistas a la tarea del historiador que en un futuro cercano o lejano intente mirar esta realidad y desmonte estos documentos y los lea como producto complejo de nuestra sociedad y descubra, seguramente, motivos que hoy, nosotros, protagonistas directos, no alcanzamos a percibir.

Las fuentes que produzcamos serán primarias, se producirán al mismo tiempo que los acontecimientos que en el futuro investigarán los historiadores. Los historiadores analizarán, valorarán, interpretarán y contextualizarán la información que esas fuentes proporcionen en el contexto en que han surgido.

Como bien cultural, esos documentos y testimonios materiales son un soporte tangible de un mensaje cultural que trascenderá el momento histórico que nos toca protagonizar y han de constituirse en un medio que permitirá acceder al conocimiento de la mentalidad del entrerriano de nuestro tiempo.
La voluntad de conservar estos elementos consiste en hacerlos TRASCENDENTES a su circunstancia original, transformándolos, en manos de las instituciones especializadas, en parte de la memoria colectiva. Formarán parte de un mensaje distinto y permitirán la reflexión para hacerlo comprensible a los ojos de los hombres del futuro.
Finalmente, Sr. Presidente, en manos de las instituciones que proponemos, indudablemente estos testimonios han de servir, más allá de su preservación, al investigador desde la posibilidad que ofrece el Archivo General de la Provincia y para la difusión y la enseñanza desde el ámbito del Museo Histórico “Martiniano Leguizamón”, atendiendo a que el término “documento” viene del latín “DOCUMENTUM”, que etimológicamente deriva del verbo docere: enseñar, instruir.

Sr. Presidente, en razón de lo expuesto solicitamos que el artículo que ponemos a consideración de los Sres. Convencionales sea incluido en las Disposiciones Transitorias de nuestra Constitución.

Raúl E. Barrandeguy – Silvina E. Cepeda – Jorge D. Monge – Clidia A. Allende – Griselda L. De Paoli – Fabián D. Rogel – Raúl D. Guy – Santiago C. Reggiardo – Carlos C. Díaz – Américo Schvartzman – Emiliano Acharta – Darío R. Gianfelici – Adriana De la Cruz de Zabal – María M. Haiek – Nelio H. Calza – Gregorio D. Zabala – Flavia E. Pasqualini – Hermo L. Pesuto – Martín J. Acevedo Miño.
–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

IV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 870)

La HONORABLE convenciÓn Constituyente SANCIONA:
Art.:… “El Estado ejerce el control, seguimiento y resguardo de la calidad de los servicios públicos cuya prestación o fiscalización se realice por la administración central y descentralizada, empresas públicas, privadas o mixtas; para la defensa y protección de los derechos de sus usuarios y consumidores, de la competencia y del medio ambiente a través del Ente Único de Control y Regulación de los Servicios Públicos de la Provincia, éste es un Organismo autárquico, posee personería jurídica, independencia funcional y legitimación procesal, tutelando el cumplimiento de los derechos que esta Constitución consagra, como de las normas legales que se dicten al respecto, garantizando la participación de las Organizaciones de Usuarios y Consumidores y de los Municipios interesados mediante mecanismos de audiencias públicas, mediación, solución de conflictos, arbitraje y/o conciliación.”
Art.: … “El Ente Único de Control y Regulación de los Servicios Públicos estará conformado por un Directorio integrado por un (1) Presidente y un (1) Vicepresidente designados por el Poder Ejecutivo; dos (2) Vocales designados por la Legislatura por simple mayoría de votos de cada Cámara, debiendo ser un (1) Vocal el representante propuesto por la oposición parlamentaria y el restante Vocal será propuesto por las Organizaciones de Usuarios y Consumidores reconocidas de la Provincia. Los miembros del Directorio no podrán tener vinculación directa ni mediata con los concesionarios y licenciatarios de servicios públicos y durarán en sus mandatos el término de cinco (5) años.”

ROGEL – MONGE – ARRALDE – VILLAVERDE – ALLENDE (Clidia) – GUY – BRASESCO.

FUNDAMENTOS

Garantizar la efectiva prestación de los servicios públicos, por si o a través de concesiones es un deber primordial del Estado. Atento a esta importancia se propone la creación de un Ente Único de Control y Regulación de los Servicios Públicos, que garantice tanto en su integración como en su funcionamiento la efectiva participación de los usuarios y consumidores, en consonancia con lo preceptuado por el artículo 42° de la Constitución Nacional y en distintas constituciones provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, siguiendo tal inteligencia hemos visto y aprobado en esta Convención varios proyectos que consagran los derechos de usuarios y consumidores, incorporado mecanismos de participación ciudadana y acciones judiciales de amparo colectivo en protección de los llamados intereses difusos; y en el caso particular de los servicios públicos debe garantizarse al ciudadano usuario no solo un mecanismo ágil y transparente de participación y solución de controversias, sino también que el organismo estatal encargado de velar por estos intereses sea estable, imparcial, autónomo e independiente, tanto frente a los sujetos controlados como con relación a los órganos centralizados de poder, ya que cuando el regulador no actúa con autonomía, termina siendo "capturado", y con ello deja librados a su suerte a los usuarios. En ese sentido se conforma el directorio del ente proyectado con dos representantes propuestos por el Poder Ejecutivo (Presidente y Vicepresidente), un Vocal propuesto por las organizaciones de usuarios y consumidores; y el restante Vocal por la oposición parlamentaria, fijando la duración de sus mandatos por el plazo de cinco años.

Por estas razones, y por las que se darán en Comisión y en el Plenario, solicitamos de este cuerpo la aprobación del presente proyecto.

Fabián D. Rogel – Jorge D. Monge – Juan C. Arralde – Rubén A. Villaverde – Clidia A. Allende – Raúl D. Guy – Luis A. Brasesco.
–A la Comisión de Control del Estado.

V

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 871)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórase en un nuevo capítulo como Órgano de Control Externo el siguiente articulado bajo el título Auditoria General de la Provincia que quedará redactado de la siguiente manera:

SECCIÓN (NUEVA)

ÓRGANOS DE CONTROL

CAPÍTULO II

ÓRGANO DE CONTROL EXTERNO

AUDITORIA GENERAL DE LA PROVINCIA

Artículo ......- “El control externo de la Administración Pública Provincial en sus aspectos patrimoniales, económicos, financieros y operativos es una atribución propia del Poder Legislativo, la que es ejercida a través de una Auditoría General.

La Auditoría General de la Provincia constituye un órgano autónomo con independencia funcional, técnica y presupuestaria de los órganos administrativos y es la encargada de ejercer el contralor externo de la legalidad, la gestión y la auditoría de la Administración Pública centralizada y descentralizada, entes autárquicos, empresas del Estado, y todo otro organismo estatal que administre, gestione, erogue o invierta recursos públicos.

El organismo está a cargo de un Presidente y tres auditores generales. El Presidente es designado a propuesta del partido político de oposición al Poder Ejecutivo que haya obtenido el segundo lugar en el número de votos de la última elección para Gobernador y Vice gobernador y cuente con representación parlamentaria en cualquiera de las Cámaras. Los Auditores Generales son designados uno de ellos a propuesta del Presidente del órgano y los restantes por los Presidentes de cada una de las cámaras de la Legislatura, y mantendrán sus funciones mientras no se modifique la representación política que les da origen. Gozan de una remuneración equivalente a los miembros del Tribunal de Cuentas y pueden ser removidos por el procedimiento previsto para la remoción de los jueces inferiores.

La Auditoría General de la Provincia posee legitimación procesal, no reemplaza a la Legislatura en el control del sector público provincial y su ejercicio del control es siempre posterior a la realización del acto, el desenvolvimiento de la gestión y la administración, inversión o erogación de los recursos públicos.

Una ley especial sancionada por la mayoría absoluta de los miembros de cada Cámara determinará la organización, el funcionamiento y las funciones complementarias del órgano“.
ARRALDE – MONGE – BRASESCO – DE PAOLI – GUY – CEPEDA.
FUNDAMENTOS

El presente proyecto de reforma se entronca en la necesidad de modernizar y fortalecer la Legislatura provincial. Un análisis detenido de la política argentina, y en particular de la política entrerriana, desde la recuperación de la democracia y el Estado de Derecho a esta parte, muestra un aumento de las atribuciones del Poder Ejecutivo en detrimento del Poder Legislativo.

A la cuestión del mayor poder real del órgano administrativo debe sumarse el creciente desprestigio de los ámbitos deliberativos y representativos frente a la opinión pública, fenómeno que se repite en otras partes del mundo. El fortalecimiento de la Legislatura provincial y la revalorización de sus funciones en el Estado moderno es uno de los imperativos de la hora.

En efecto se trata –entre una de las télesis de la creación de la nueva figura– de revitalizar la función representativa, redimensionando –al mismo tiempo– la función de la Legislatura como ámbito de debate y diseño de políticas públicas y finalmente, de rescatar y dinamizar las funciones de control que son propias del órgano legislativo frente al ejecutivo, en la forma republicana y democrática de gobierno en la cual nos adscribimos.

Una de las funciones esenciales del poder legislador es la relacionada con el control del poder administrador. Cuando ese control es débil o llega tarde, el equilibrio de poderes se desdibuja y la República corre peligro y acrecentándose el riesgo de una concentración excesiva del poder e incluso de la utilización discrecional y arbitraria del mismo.

Para contribuir a evitar estos peligros, el presente proyecto refuerza la función de control a partir de la creación de la Auditoria General de la Provincia en la órbita de la Legislatura Provincial.

La Auditoria General de la Provincia tendrá a su cargo el control de legalidad, gestión y auditoría de toda la actividad de la administración pública provincial, centralizada y descentralizada, cualquiera fuese su modalidad de organización. Aquí se incluyen a todos los organismos públicos y/o privados, empresas, entes, etc. en donde el Estado provincial tenga participación a partir de sus representantes.

No debe confundirse la naturaleza de este organismo que funciona dentro de la jurisdicción del Poder Legislativo con la del Tribunal de Cuentas existente, cuya estructura, funcionamiento y ubicación constitucional se vincula con mayor estrictez dentro de los organismos extrapoder de control de la hacienda pública y en donde prima un criterio de estricto corte técnico jurídico-contable en el ejercicio de contralor estrechando su cometido más específico al de la aprobación o desaprobación de la percepción e inversión de caudales públicos.

El nuevo órgano constitucional que se proyecta tiene contornos institucionales propios que le dan a la singularidad de su creación algunos rasgos específicos:

a) Se ubica claramente en el área del Poder Legislativo.

b) Goza de autonomía funcional, pudiendo la Legislatura encomendarle diversas tareas relacionadas con su competencia constitucional, tales como la de recabar informaciones, opiniones técnicas, asesoramientos puntuales, conclusiones de auditaciones de gestión, etc.

c) Tiene una clara función de contrapeso y equilibrio entre los poderes del Estado.

d) Evita toda superposición de funciones con otros órganos de control al ejercer su cometido ex post facto.

e) Tiene a su cargo una función inédita e inexistente en Entre Ríos: la auditación o examen de la gestión global o particular de cada estructura administrativa: la evaluación de la oportunidad, exigencia, conveniencia y eficiencia en las decisiones administrativas con impacto patrimonial, financiero, económico u operativo efectuadas por el poder administrador.

f) Se trata de un organismo técnico aunque de conducción política, lo que introduce un factor equilibrador frente a la concentración de poder que exhibe el órgano administrador desde 1983 a la fecha.

g) Goza de legitimación procesal lo que indica que el contralor no se limita al mero examen externo de la Administración Pública sino que puede acudir al Poder Judicial ante la evidencia o fundada sospecha de la comisión de hechos ilícitos en el ejercicio de la gestión pública.

Es destacable la diferencia fundamental que existe en lo que respecta a las atribuciones de la Auditoria General y el Tribunal de Cuentas de la Provincia, desde que este último Organismo lleva adelante el Juicio de Cuentas determinando las responsabilidades correspondientes, mientras que este nuevo organismo con rango constitucional no posee facultades jurisdiccionales, sino simplemente investigativas que podría llegar a producir un informe con el cual y como una consecuencia de la producción de sus informes podría efectuar la pertinente denuncia penal si de las mismas surgiera estar frente a un delito.

La Auditoría tiene un ámbito más amplio y abarca toda la actividad de la administración pública provincial, tanto en lo concerniente a las cuentas públicas, como así también al seguimiento, evaluación y control del funcionamiento, rendimiento y eficacia de la Administración Pública Provincial.

La Auditoría es un organismo que goza de autonomía pero depende de la Legislatura provincial quien determinará por ley lo relativo a su organización y funcionamiento de acuerdo a las pautas establecidas en la Constitución, a cuyo fin la ley orgánica deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de cada Cámara de la Legislatura.

Su composición se reserva en el mayor cargo –la Presidencia del organismo– a la propuesta que formule la primera minoría parlamentaria juzgada como opositora en la última elección de Gobernador y Vice que se haya alzado con el segundo número en los votos para la fórmula gubernativa, cuyo bloque propondrá asimismo uno de los tres Auditores Generales. Los dos Auditores restantes llegarán al organismo a sola propuesta de los Presidentes de ambas Cámaras, con lo cual la sospecha de parcialidad, arbitrariedad o reducto de opositores se desvanece frente a la paridad política interna que exhibirá el órgano.
No se han fijado mandatos medidos en años para las funciones de sus principales funcionarios –en idéntica línea con la Auditoría General de la Nación– teniendo en cuenta precisamente los cambios que sobrevienen cada 4 años en la representación política de la Legislatura y atendiendo al origen y conducción política del ente. Aunque esta voluntaria omisión pudiera conspirar contra la independencia, estabilidad y autonomía del órgano creemos que la valla de su destitución lo constituye su sometimiento al procedimiento del “jury de enjuiciamiento”, aunque la remoción anticipada antes de que cambie la relación de fuerza política en la Legislatura debe justificarse en causas graves puesto que –de lo contrario– se diluiría el reaseguro que se proyecta al ligar la presidencia de la novel institución a la propuesta del principal partido de oposición parlamentaria.
En particular, siendo responsabilidad del principal partido de oposición la de instituir al presidente de la Auditoria General, también debe serlo la posibilidad de revocarlo en el ejercicio de su cargo. De este modo consideramos que no debe ser inamovible. La revocatoria de este órgano de control debe estar a disposición del principal partido de oposición en la Legislatura, lo haya o no propuesto para su designación.

Juan C. Arralde – Jorge D. Monge – Luis A. Brasesco – Griselda L. De Paoli – Raúl D. Guy – Silvina E. Cepeda.
–A la Comisión de Control del Estado.

VI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 872)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

“Art.     Quedan garantizados en la Provincia para todos sus habitantes los derechos a una vivienda digna y a un hábitat adecuado para el desarrollo humano. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivos estos derechos, planificando y regulando la utilización del suelo y promoviendo el ordenamiento territorial para el desarrollo sostenible de acuerdo con el interés general, para impedir la especulación y con miras al uso racional y equitativo del territorio y los recursos naturales. La comunidad participará en las plusvalías que genere la inversión de los entes estatales en obras de infraestructura de servicios públicos y equipamiento comunitario.”
ARRALDE – ROGEL – DE PAOLI – GUY.
FUNDAMENTOS

“El Día Mundial del Hábitat nos invita también a recordar que el derecho a un hábitat digno no puede ser limitado al derecho a la vivienda o a un pedazo de tierra donde vivir de manera segura. Nos invita a recordar que si bien la vivienda y la tierra son los derechos más inmediatos a ser respetados y afirmados, no son más que un primer paso. La afirmación del derecho a un hábitat digno es a su vez parte de un derecho más amplio, del derecho a la ciudad y a una ciudadanía plena y activa. Reafirmamos que el tema de la inclusión social, económica, cultural, política y territorial está contenido en la noción de derecho al hábitat y constituye un objetivo central para los excluidos y las excluidas del desarrollo”.
(Yves Cabannes, Coordinador del Programa de Gestión Urbana de Naciones Unidas, CNUAH Hábitat, Asamblea Mundial de Pobladores, México, Octubre de 2000)

“El derecho a la vivienda es un derecho humano fundamental, reconocido en muchos textos a nivel internacional y regional y en varias Constituciones o leyes”. Es el ámbito natural de la esfera privada. Es, también, el lugar que compartimos con aquellos a los que abrimos las puertas de nuestro hogar, el “locus” de la amistad y de la hospitalidad. Una vivienda digna, con todo lo que ello implica, es un poderoso factor de integración social y de fortalecimiento de las relaciones familiares y comunitarias.
Buena parte de las angustias cotidianas de millones de compatriotas se desprenden de la circunstancia de no contar con la posibilidad cierta de acceder a una vivienda digna y adecuada. Viviendas mal localizadas, segregadas en verdaderos ghettos urbanos o suburbanos, con deficientes sistemas de aislación térmica, hidrófuga y acústica, mal diseñadas, demasiado estrechas para sus moradores, inseguras, carentes de servicios públicos, sin adecuados equipamientos urbanos y espacios verdes; son una realidad incontrastable que sufren a diario miles de personas en muchas de nuestras ciudades. Esto, cuando el Estado ha logrado al menos brindar lo que ampulosamente se exhibe como “solución habitacional”. En muchos otros casos, ni siquiera se accede a la más mínima formalidad, y lo que aparece son asentamientos irregulares en terrenos fiscales, villas de emergencia, ocupaciones ilegales, construcciones precarias hechas por los propios pobladores, etc. Estas tienen sin embargo, a veces, una racionalidad tecnológica y una configuración de las relaciones entre el espacio público y el espacio privado que aventajan en algún sentido a las soluciones burocráticas y tecnocráticas que brinda el Estado y sus profesionales (utilización de materiales autóctonos y accesibles como la madera vs. utilización de sistemas constructivos como producto de lobbies empresarios, preferencia por localizaciones céntricas vs. expulsión a áreas marginales por costo del suelo, etc.). De todos modos, la inseguridad en la tenencia, la falta generalizada de una política de ordenamiento del uso del suelo, y la cristalización de un patrón inequitativo de distribución de la riqueza, con vastos sectores de la población sumergidos en la pobreza o en la indigencia de manera estructural, impide que estas aproximaciones espontáneas a la búsqueda de soluciones al problema de la vivienda arrojen resultados demasiado alentadores, y configuran por lo general intentos desesperados por encontrar al menos “un lugar donde vivir”. Aún así, no se puede dejar de reconocer que sin estos esfuerzos espontáneos de los sectores marginales urbanos la crisis de la vivienda adquiriría dimensiones mucho mayores.

La Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU sostiene que “a primera vista puede parecer extraño que un tema como la vivienda guarde relación con los derechos humanos. No obstante, si se examinan más de cerca las leyes nacionales e internacionales así como la importancia que tiene un lugar seguro donde vivir para la dignidad humana, la salud física y mental y en general la calidad de vida, es posible apreciar algunas de las relaciones entre la vivienda y los derechos humanos. En todas partes se considera que la vivienda adecuada es una de las necesidades humanas fundamentales.” (Folleto Informativo No.21, El Derecho Humano a una Vivienda Adecuada)

La Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU ha considerado también que “uno de los obstáculos a la realización del derecho a la vivienda ha sido la falta de una definición universalmente reconocida de todos los elementos que integran esta norma. Tal vez esto sea resultado de una concepción del tema más que de un análisis jurídico auténtico. En los últimos tiempos, se han tomado distintas nacionales. Sin embargo, se viola muy a menudo: centenares de miles de personas son desalojadas arbitrariamente por la fuerza cada año y 100 millones de personas viven en el mundo al descubierto, sin poder protegerse y vivir dignamente.”
La reforma de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos constituye una magnífica oportunidad para introducir en el texto constitucional el reconocimiento de nuevos derechos y garantías y para consagrar cláusulas programáticas que permitan lograr, para el siglo XXI, una Constitución tan progresista y de avanzada como lo fue –y lo sigue siendo– la Constitución entrerriana de 1933.
La iniciativa de consagrar en el texto constitucional reformado el derecho a la vivienda digna y al ambiente adecuado para el desarrollo humano, visualizándolos como una nueva generación de derechos humanos, requieren no sólo su reconocimiento explícito para ser operativos, sino también una adecuada interacción entre ellos –y con otros derechos– y la presencia de algunas cláusulas programáticas que permitan en el futuro a los gobiernos y a la sociedad civil avanzar hacia marcos legislativos y programas de gestión que brinden soluciones concretas y aumenten los niveles de equidad e integración social.

El término “vivienda”, siguiendo a la Real Academia Española, significa “lugar cerrado y cubierto construido para ser habitado por personas”, y deriva del latín “vivenda”, que a su vez proviene del verbo “vivere”, o sea vivir. La etimología, siempre útil a la hora de indagar acerca del significado profundo de las palabras, nos dice que –esencialmente– la vivienda es un elemento intrínsecamente unido a la vida misma de las personas. De lo que podríamos inferir que el derecho a la vivienda es una suerte de extensión o cualificación del derecho a la vida, en la medida en que “vivimos”, en tanto vivimos “en algún lugar”, que nos proporciona los elementos mínimos para asegurar nuestra supervivencia.
La vivienda no es el mero refugio que nos protege de las inclemencias de la naturaleza y adquiere siempre un valor simbólico de relevancia. Nuestra vivienda –si tenemos la suerte de tenerla– es el lugar donde vivimos, pero también es el refugio último de nuestra intimidad y de nuestros afectos medidas para ahondar en el enfoque jurídico de la cuestión. En particular en la Observación General Nº 4 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales sobre el derecho a una vivienda adecuada se define este derecho como integrado por diversos aspectos concretos. En conjunto, estos elementos constituyen las garantías básicas que se confieren jurídicamente a todas las personas en virtud del derecho internacional”.
Una visión amplia y abarcativa del derecho a la vivienda incluye el derecho al hábitat y al ambiente saludable, aunque –como veremos más adelante– se verifica en estos momentos una corriente internacional de pensamiento muy significativa a favor de ampliar estos derechos de la mano de la incorporación del concepto del “derecho a la ciudad”, superador del derecho a la vivienda en sentido restrictivo. Como lúcidamente señala el urbanista catalán Jordi Borja, “la vivienda urbana es una necesidad humana básica pero también un mecanismo perverso de fabricar marginalidad, además de ser hoy uno de las principales formas de enriquecimiento especulativo”. (“Del derecho a la vivienda al derecho a la ciudad”). Y ello porque “reivindicar el derecho a la vivienda aisladamente puede contribuir a que se promuevan proyectos públicos o privados con planteamientos “sociales” que produzcan operaciones de baja calidad en suelos marginales, que sirvan para valorizar los suelos intermedios y que generen guetos de pobreza en lugar de ciudad.” Borja sostiene que “la ciudad como espacio colectivo es una condición necesaria para que el habitante de un territorio sea ciudadano. La vivienda sola no proporciona status de ciudadanía, el que hace que las personas sean libres e iguales, o que lleguen a serlo y se les reconozca como tales. Pero la vivienda es indispensable para que haya ciudadanos y ciudad.” En definitiva, podríamos argumentar que la vivienda es una condición necesaria pero no suficiente para la ciudad, y que ésta es una condición necesaria pero no suficiente para la plena ciudadanía. Por lo tanto, podemos afirmar que el derecho a la vivienda interactúa de manera dialéctica con otros derechos humanos y sociales, y su pleno ejercicio es un poderoso factor de promoción de la democracia republicana y la equidad social.
El derecho a la vivienda con rango constitucional
Evidenciando una contradicción flagrante y dolorosa entre la normativa y la realidad, el derecho a la vivienda está presente en nuestra Constitución Nacional. Un conjunto de tratados y convenciones internacionales con jerarquía constitucional desde la reforma de 1994 así lo estipulan:

a.- La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, de 1948, concibe a la vivienda como un elemento del derecho a la preservación de la salud y al bienestar, al establecer, en el Artículo 11, que “toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la vivienda, y la asistencia médica, correspondientes al nivel que permitan los recursos públicos y los de la comunidad”.

b.- La Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de Diciembre de 1948, establece en su Artículo 25 inciso 1 que “toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad”.

c.- El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de 1966 establece, en el párrafo 1 del artículo 11, lo siguiente: "Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento."
d.- La Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, de 1979, establece, en el párrafo 2 del artículo 14, que: "Los Estados partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural y en sus beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a... h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de agua, el transporte y las comunicaciones.”

e.- La Convención sobre los Derechos del Niño, de 1989, establece, en el párrafo 3 del artículo 27, lo siguiente: "Los Estados partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas responsables por el niño a dar efectividad a este derecho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia material y programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda."

Nuestra Constitución Nacional en su artículo 14 bis in fine consagra concretamente el derecho a acceder a una “vivienda digna”. Persigue la finalidad de brindar a todos los hombres la posibilidad de gozar de una vivienda higiénica y confortable, sean o no propietarios. Por eso el Estado está obligado a crear las condiciones económicas y los regímenes crediticios que permitan el ejercicio cierto del derecho natural a ser propietario y a establecer un sistema de locaciones adecuados a las posibilidades económicas de los requirentes.
La Constitución de México otorga a las familias el carácter de sujetos del derecho a la vivienda: "Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo”. (Artículo 4º, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos).

La Constitución española (1978), en cambio, considera que "Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos". En momentos en que en España se debate ardorosamente acerca del impacto de la nueva Ley del Suelo, cuando la especulación inmobiliaria adquiere dimensiones colosales a pesar del mandato constitucional y la crisis de la vivienda se transforma en uno de los factores de movilización social más poderosos, queda claro que las contradicciones entre la norma y la realidad no son privativas de la Argentina; y que la Constitución reformada no podrá por sí sola solucionar los problemas, pero sí será la base imprescindible sobre la que se podrá el día de mañana edificar un conjunto de políticas públicas que hagan realidad la satisfacción de los derechos consagrados en ella.

El Artículo 23 de la Constitución belga nos parece particularmente interesante, puesto que incluye el derecho a la vivienda digna, dentro del conjunto de los derechos económicos, sociales y culturales, junto al derecho a un ambiente saludable y al derecho al desarrollo, como modo de propender al logro de una vida “conforme con la dignidad humana”. “Cada uno tiene el derecho de llevar una existencia conforme con la dignidad humana. A tal fin, la ley, el decreto o la disposición prevista en el artículo 134 garantizarán, teniendo en cuenta los correspondientes deberes, los derechos económicos, sociales y culturales, y determinarán las condiciones de su ejercicio.

Tales derechos comprenderán especialmente:

1. El derecho al trabajo y a la libre elección de una actividad profesional en el marco de una política general de empleo tendiente entre otros objetivos a asegurar un nivel de empleo tan estable y elevado como fuese posible, el derecho a condiciones de trabajo y a una remuneración equitativas, así como el derecho de información, de consulta y de negociación colectiva.

2. El derecho a la seguridad social, a la protección de la salud y a la asistencia social, médica y jurídica.

3. El derecho a una vivienda digna.

4. El derecho a la protección de un medio ambiente saludable.
5. El derecho al desarrollo cultural y social.”)

La Constitución de Venezuela, en su Artículo 82, establece que “Toda persona tiene derecho a una vivienda adecuada, segura, cómoda, higiénica, con servicios básicos esenciales que incluyan un hábitat que humanice las relaciones familiares, vecinales y comunitarias. La satisfacción progresiva de este derecho es obligación compartida entre los ciudadanos y ciudadanas y el Estado en todos sus ámbitos. El Estado dará prioridad a las familias y garantizará los medios para que éstas, y especialmente las de escasos recursos, puedan acceder a las políticas sociales y al crédito para la construcción, adquisición o ampliación de viviendas.”

La Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, en el Capítulo Quinto, referido al “Hábitat” (artículo 31) establece que “la Ciudad reconoce el derecho a una vivienda digna y a un hábitat adecuado. Para ello:

1. Resuelve progresivamente el déficit habitacional, de infraestructura y servicios, dando prioridad a las personas de los sectores de pobreza crítica y con necesidades especiales de escasos recursos.

2. Auspicia la incorporación de los inmuebles ociosos, promueve los planes autogestionados, la integración urbanística y social de los pobladores marginados, la recuperación de las viviendas precarias y la regularización dominial y catastral, con criterios de radicación definitiva.

3. Regula los establecimientos que brindan alojamiento temporario, cuidando excluir los que encubran locaciones.”

La Constitución de la Provincia de Corrientes, en su Capítulo IV (De los Derechos de la Familia), garantiza que “la familia es el núcleo primario y fundamental de la sociedad y goza de las condiciones económicas, culturales y sociales que propendan a su desarrollo y protección integral. El Estado Provincial debe establecer políticas que faciliten su constitución y fortalecimiento, incluyendo el derecho al acceso y la preservación de la vivienda familiar única como institución social. Debe promover la asistencia familiar en lo que respecta a la vivienda, el empleo, el crédito y la cobertura social”. (Artículo 39).

La Constitución de la Provincia de Chubut, en su artículo 77, establece que “el Estado propende a que toda persona acceda a una vivienda digna, para sí y su familia, que incluye servicios sociales y públicos e integración con el entorno natural y cultural, quedando resguardada su privacidad. En sus previsiones el Estado contempla planes habitacionales, individuales y colectivos, en función del progreso tecnológico y de la evolución social. La política respectiva provee al ordenamiento territorial con miras al uso racional del suelo, al interés público y a las características de las diversas comunidades. El acceso a la vivienda propia se promueve en todo el ámbito de la Provincia, sobre la base de la equidad y mediante regímenes adecuados a los distintos casos, con prioritaria consideración a los de menores recursos.”

La Constitución de la Provincia de Río Negro, en relación al ORDENAMIENTO TERRITORIAL, en su artículo 74, establece que “la Provincia con los municipios ordena el uso del suelo y regula el desarrollo urbano y rural, mediante las siguientes pautas:

1. La utilización del suelo debe ser compatible con las necesidades generales de la comunidad.

2. La ocupación del territorio debe ajustarse a proyectos que respondan a los objetivos, políticas y estrategias de la planificación democrática y participativa de la comunidad, en el marco de la integración regional y patagónica.

3. Las funciones fundamentales que deben cumplir las áreas urbanas para una mejor calidad de vida determinan la intensidad del uso y ocupación del suelo, distribución de la edificación, reglamentación de la subdivisión y determinación de las áreas libres.

4. El cumplimiento de los fines sociales de la actividad urbanística mediante la intervención en el mercado de tierras y la captación del incremento del valor originado por planes u obras del Estado.”

La Constitución de la Provincia de Tierra del Fuego, en su artículo 25, establece que “todo habitante tiene derecho a gozar de un medio ambiente sano. Este derecho comprende el de vivir en un ambiente físico y social libre de factores nocivos para la salud, la conservación de los recursos naturales y culturales y los valores estéticos que permitan asentamientos humanos dignos, y la preservación de la flora y fauna.”

La Constitución de la República Oriental del Uruguay, en su artículo 45, señala que “todo habitante de la República tiene derecho a gozar de vivienda decorosa. La ley propenderá a asegurar la vivienda higiénica y económica, facilitando su adquisición y estimulando la inversión de capitales privados para ese fin.” El artículo 47, a su vez, establece que “la protección del medio ambiente es de interés general. Las personas deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o contaminación graves al medio ambiente. La Ley reglamentará esta disposición y podrá prever sanciones para los transgresores.”
Aún así, como diría Jordi Borja, “la ciudad no se agota en viviendas y equipamientos, en centros accesibles y espacios públicos de calidad. El derecho a la ciudad incluye también derechos políticos, sociales, económicos y culturales como la igualdad de derechos políticos entre todos los residentes, la formación continuada, la renta básica y la protección de los colectivos minoritarios con identidades culturales propias. Pero es otra historia, otro artículo.” Es por ello que el derecho a la vivienda y al hábitat cobran pleno sentido y vigencia en la medida en que se complementan con otros derechos y con otros institutos.

Juan C. Arralde – Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli – Raúl D. Guy.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

VII

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 875)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase nuevo artículo de la Sección I “Declaraciones, Derechos y Garantías” ó donde se considere pertinente el siguiente texto:

“El Estado provincial protege los derechos de consumidores y usuarios de bienes y servicios mediante políticas activas orientadas a garantizar la defensa de la competencia, la calidad, eficiencia, universalidad, regularidad, libertad de elección y equidad en la prestación de los servicios públicos. Promoverá la información sistemática y veraz, la educación para el consumo y la asociación para la defensa de intereses colectivos.
Los entes regulatorios tendrán la indelegable función de control, actuando con independencia funcional, autarquía financiera y promoviendo la participación de los usuarios en su dirección”.

ROMERO

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

El proyecto que ponemos a consideración de esta Convención Constituyente resulta procedente de conformidad a lo dispuesto en la Ley Nº 9768 Art. 1º inc. 10, 15 y 26; al Art. 42 de la C.N. según texto ordenado en 1994 y a las razones que a continuación se exponen.
Reforma del Estado y regulación:
En la ultima década del siglo XX la Argentina optó como numerosos países por disminuir marcadamente la intervención del Estado en la actividad económica adoptando políticas de privatización con el propósito - según se declaró entonces- de reducir la inflación, disminuir el déficit fiscal, mejorar la gestión pública y hacer más eficiente la prestación de servicios esenciales para la comunidad.

En ese proceso de reformulación del rol del Estado y la Sociedad aparecieron nuevos actores y paradigmas, entre ellos los usuarios y consumidores, con el consecuente reconocimiento de sus derechos y garantías a nivel constitucional integrados en una nueva normativa referida a la regulación y control que incluye los organismos encargados de su aplicación. Así, los entes reguladores ingresan de modo orgánico a nuestro sistema jurídico como efectores relevantes en la nueva política de los servicios públicos, dentro de un conjunto articulado que se llamó “Reforma del Estado” y fue puesto en vigencia a través de la Ley Nº 23696 de 1989.

Los principios distintivos del proceso fueron: la descentralización, la desregulación económica y la regulación de servicios públicos (a partir de la transferencia al sector privado) con implicancia en una diferenciación de funciones: planificación y fijación de políticas, otorgamiento de los títulos habilitantes, prestación de los servicios y la regulación y control público sobre todos los actores del sistema. La primera de las funciones comprende la sanción de los marcos regulatorios mediante leyes ó decretos. En cuanto al otorgamiento de los títulos habilitantes, incluye la declaración de “sujeto a privatización” de las entidades públicas que prestaban los servicios y la asignación del título mediante licencia ó concesión, ambas a cargo del Poder Ejecutivo con aprobación del Congreso.

La prestación de los servicios en el ámbito nacional después de la Reforma del Estado, ha sido transferida a empresas privadas, mientras que en las provincias se observa que las cooperativas conservan un papel destacado, subsisten empresas públicas y los servicios más importantes –como electricidad ó agua potable- se operan a través de empresas semipúblicas, ó de economía mixta y en menor medida por prestadores privados.

El control público sobre los actores del sistema es ejercido en primer lugar por los reguladores sobre los prestadores de servicios y en segundo lugar por los órganos especializados del sector público: en el orden nacional, la Sindicatura General de la Nación, la Auditoria General, la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas y el Defensor del Pueblo. En nuestra provincia, por el Ente Provincial Regulador de la Energía – EPRE- en el sector eléctrico como por similares en otras materias, por el Tribunal de Cuentas y la Fiscalía de Estado según corresponda.

En el orden nacional la situación nos indica que falta aun sancionar los marcos reguladores legales exigidos por el art. 42 C.N. Por ahora existen el del gas y la electricidad, (leyes 24.076 y 24.065) y fundamentalmente está pendiente una ley marco que establezca los trazos generales de su funcionamiento, sin dependencia del Poder Ejecutivo ni facultades reglamentarias de éste sobre tales entes o sus relaciones con los concesionarios y licenciatarios sujetos al control.
Entre los principales Entes se encuentran el ENRE, Ente Nacional Regulador de la Electricidad, ENARGAS, Ente Nacional Regulador del Gas, CNC, Comisión Nacional de Comunicaciones, ETOSS, Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios.

Bases y principios de la regulación:
Desde el análisis económico, la regulación es una forma de intervención del Estado en el mercado. Se trata de una política pública consistente en cierta restricción ó interferencia en las actividades de un sujeto regulado por un órgano ó sujeto público regulador distinto al que ejecuta la actividad, que dicta las reglas a las que debe ajustarse la misma y tiene la responsabilidad de verificar su cumplimiento. Según esta descripción, podemos señalar algunas características de la regulación en materia de servicios públicos:

1°) La regulación es una actividad distinta y externa a la actividad regulada, que implica una limitación a su libertad.

2°) En esa línea rige el principio de que “el que concede no debe controlar”, inspirado en el criterio actualizado de la división de poderes y el sistema de frenos y contrapesos que nuestra Constitución perfecciona (Gordillo. A. Tratado de Derecho Administrativo” T.II 2ª Edición Bs.As. 1998, Cap.V.pg. 1 y 2.

2°) Es una política pública, por lo que debe responder al interés general.

3°) Presupone un patrón, rol ó modelo que es la conducta deseada del regulado, lo que está contenido en la norma ó criterio regulatorio.
4°) La tarea de control consiste en la verificación de su cumplimiento (“contre róle” ó confrontación con el patrón) preservando la independencia y estabilidad de quien la realiza.
Surge de lo expuesto que la regulación comprende  el establecimiento de reglas orientadas a disciplinar una actividad y también la misión de verificar  que aquella se ajuste a dichas reglas. Implica una posición crítica frente al mercado, en tanto procura corregir sus “fallas” para que en definitiva los menores costos y la mayor eficiencia se trasladen a los usuarios, evitando que ante situaciones monopólicas el prestador abuse de su “posición dominante”.

Otra de las razones que justifican una política de regulación es que los consumidores ó usuarios no disponen de información adecuada sobre los bienes ó servicios que consumen, que les posibilite tomar decisiones en condiciones de paridad con los proveedores de los mismos. A un usuario de agua potable por ejemplo le resultaría muy complicado y costoso verificar si el agua que recibe reúne las condiciones de calidad que la hacen apta para el consumo humano. Ese control lo asume el Estado a través de la regulación, aunque esa función no se agota en un cometido de control sino que comprenda – con respecto a ese punto– la provisión de adecuada información.

Atendiendo a los argumentos de índole jurídica se incluye en los marcos regulatorios un plexo de objetivos que no configuran una enumeración taxativa como: la protección de los derechos de los usuarios, el estímulo a las inversiones, la confiabilidad y eficiencia del servicio, asegurando su regularidad, universalidad, continuidad y equidad; la expansión del sistema de prestación, la protección de la salud pública y el medio ambiente incluyendo en todos los casos, tarifas justas y razonables.

Componentes de la función reguladora:

En ese proceso permanente y dinámico de interacción entre regulador y regulado, podemos identificar las subfunciones siguientes:

a) normativas: consiste en el dictado de normas de alcance general, en su mayoría de contenido técnico que aplican y completan el marco regulatorio y el título habilitante.

b) de control y sanción: están referidas a verificar que la conducta regulada se ajuste al patrón establecido- marco, título y normas–y en caso de desviación, adoptar una conducta correctiva ó sancionatoria.
c) jurisdiccional: llamada también de arbitraje ó mediación, que atribuye al regulador la solución de conflictos entre las partes ó actores del sistema de servicio público.

d) de generación y administración de incentivos: relacionada con la oferta de estímulos ó beneficios destinados a lograr la conducta deseada por parte del regulado.

Como ejemplo puede indicarse la Ley N° 8835 de la provincia de Córdoba que crea el Ente Regulador de Servicios Públicos Provincial ERSEP) y establece que la función reguladora del Ente local “comprende el dictado de la normativa regulatoria, el control y aplicación de sanciones, la solución de conflictos entre las partes del sistema, el estímulo de la calidad y eficiencia de los prestadores y la aplicación de incentivos relativos a la actividad regulada, de conformidad con las políticas sectoriales” (Art.24).

Independencia y Estabilidad:
La reforma constitucional nacional de 1994 incorporó autoridades administrativas independientes, algunas en el marco del Congreso como la Auditoria General ó el Defensor del Pueblo, otras en el Poder Judicial como el Consejo de la Magistratura y el Jurado de Enjuiciamiento ó el Ministerio Público. El Derecho comparado europeo integra a  ese universo los Entes reguladores con un criterio que ha sido adoptado por nuestro país. En este punto la doctrina ha considerado que hoy el “debido proceso” como garantía constitucional comprende la existencia de organismos imparciales é independientes poder concedente y dotados de estabilidad y medios adecuados para el cumplimiento de sus fines, “Los principios de idoneidad é independencia aspiran también a evitar dos distorsiones típicas de la regulación: la “captura” del regulador por el prestador y facilitada por la asimetría informativa del regulador y su “captación “por el poder político que interfiere sus decisiones con el riesgo de situarlas al margen del propio marco regulatorio” (Cassagne Juan C.”La actividad administrativa” Ed. Abeledo Perrot Bs.As. 1992 pág.23- 156.

Organización de los Entes reguladores:

Para el diseño de los Entes en Argentina, tanto en el orden nacional como provincial, se ha articulado el modelo latino-continental de la entidad autárquica con el anglosajón de la agencia ó comisión reguladora independiente en ambos casos dotados de personalidad jurídica, patrimonio propio y fin público, a través del ejercicio de sus competencias.

En el ámbito nacional para los servicios ínter jurisdiccionales y por razones de escala, se ha creado un regulador para cada servicio, mientras que en el espectro provincial coexiste ese modelo con otros en que un Ente único tiene a su cargo la regulación de todos los servicios públicos (caso de Córdoba, Salta y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires).

En este capítulo resulta pertinente recordar que la reforma de 1994 introdujo una norma nueva sobre los derechos de usuarios y consumidores que en lo particular expresa: “La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y las provincias interesadas, en los organismos de control” (ARt.42) Si bien se refiere a “organismos de control” al mencionar también los “marcos regulatorios de los servicios públicos” permite concluir que ello incluye a los entes reguladores, siendo atribución del legislador la asignación de su autarquía.

Otro instrumento básico esencial para el buen funcionamiento de los entes es la participación consultiva de los usuarios a través de las audiencias públicas, las reuniones informativas, las encuestas y en fin los pedidos de opinión por diferentes medios. Este procedimiento es entendido por la jurisprudencia actual como una garantía constitucional respecto de los derechos de usuarios y consumidores y ha sido expresamente incorporado por el Poder Ejecutivo Nacional en materia de Acceso a la Información Pública disponiéndolo así en su Decreto Nº 1172 -03 sobre la materia.
Conclusiones:

La independencia constitucional de los entes reguladores, sin sujeción al Poder Ejecutivo, no supone que tengamos órganos sin control. Es cierto que no puede ejercer ese control el Poder Ejecutivo concedente, sino que lo harán mejor otros órganos independientes con relación a la trilogía tradicional del Poder. Se transfiere su ejercicio a todo un sistema de autoridades administrativas independientes que interactúan mediante mecanismos de control recíproco a la luz de la opinión pública y bajo supervisión parlamentaria y judicial.

Se trata de actuar en consonancia con los tiempos, con los nuevos principios y derechos recogidos é impresos en el texto constitucional nacional y fundamentalmente con una creciente demanda de control social que se ha ido consolidando a través de formas concretas de participación ciudadana en la última década.
Corresponde que la nueva Carta Magna de los entrerrianos se sitúe en esta sintonía, al nivel de las constituciones más modernas y asumiendo el desafío de incorporar estos nuevos Organismos que irrumpen con fuerte aprobación social en la estructura histórica de nuestra organización institucional y completan el circulo virtuoso de los nuevos derechos y garantías- llamados de “tercera generación”, la garantía del “Amparo colectivo” y la institución del Defensor del Pueblo.

En tal sentido, entendemos oportuno y pertinente a la estructura de la Constitución introducir la figura del Ente así como los principios que deben regir su funcionamiento, reservando a la órbita del legislador su diseño concreto y su organización, según lo aconseje la materia de su competencia y de acuerdo a los intereses generales que se pretenden atender y proteger.

Por todo lo expuesto, y por las razones que se expresarán oportunamente, solicitamos la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

Rosario M. Romero
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

VIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 878)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1°) Modifícase el texto del artículo 60° que queda redactado de la siguiente forma:
“Artículo 60°) El Senado se compondrá de un Senador elegido a pluralidad de sufragios por cada uno de los Departamentos de la Provincia. La ley podrá incorporar la elección de otro Senador en relación a la cantidad de habitantes”.

REGGIARDO – DÍAZ (Carlos).
FUNDAMENTOS

La evolución demográfica y urbana de la provincia ha generado la necesidad de adecuar la representación territorial, –investida en el Senado y concebida igualitariamente (un senador por cada departamento)– al principio de equidad a través del cual se exponga la diversidad demográfica de cada territorio departamental.

La rigidez del texto constitucional ha llevado a que, para sortear esa deuda de representación subsistente entre departamentos más o menos poblados, diversas opiniones, a nuestro criterio desacertadas, proponen como solución crear nuevos departamentos subdividiendo aquellos que cuentan con varias ciudades asentadas en su territorio.

Por nuestra parte consideramos un remedio más adecuado a la historia, identidad, realidad y economía geopolítica provincial corregir la desigualdad causada por la igualdad de tratamiento que el artículo 60° da a todos los territorios departamentales determinando en el texto constitucional la posibilidad de compatibilizar representación por territorio y por número de habitantes.

Como solución, siguiendo el ejemplo de otras constituciones provinciales, proponemos que la representación territorial departamental aumente en proporción a un número de habitantes determinado por ley.

De allí que podría existir, por ejemplo, para departamentos con mayor cantidad de población (Paraná, Concordia, Gualeguaychú) la posibilidad de estar representados en la Cámara Alta por más de un Senador, a diferencia de otros departamentos menos poblados, que estarían representados sólo por uno.

Señalamos, por último, que nuestro proyecto se inscribe en normas de similar carácter contenidas en la Constitución de Buenos Aires (art. 75°) y Mendoza (art. 75°).

Invitamos a los señores convencionales a dar oportuna aprobación al proyecto expuesto.
Santiago C. Reggiardo – Carlos C. Díaz.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

IX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 879)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Título: “Régimen de promoción educativa para trabajadores del Estado que no hayan completado sus estudios secundarios”

Art ….incorpórese a la Constitución el siguiente artículo.

Art. ...: Es requisito indispensable para ser candidato a cualquiera de los cargos elegibles en la provincia de Entre Ríos, haber completado los estudios secundarios o de nivel medio.

Art… incorpórese como disposición transitoria los siguientes artículos.

Art. ... : Todos los ciudadanos que estén trabajando en relación de dependencia del Estado Provincial, así como de los distintos Institutos Autárquicos, Estados Municipales, y cualquiera de las instituciones que dependan de ellos, y que no hayan terminado con sus estudios secundarios a la fecha de la sanción de esta Constitución de la Provincia de Entre Ríos, gozarán de un plazo de 10 (diez) años para completarlos, contando con un régimen promocional que le otorgará una licencia extraordinaria 2 (dos) horas laborales diarias con goce de haberes mientras dure su condición de alumno regular en cualquiera de los establecimientos educativos de la provincia en los que se encuentren completando sus estudios de Nivel Medio o Secundario.

a) Si la repartición estatal contara con un premio, sobresueldo, plus o estímulo económico por presentismo, la licencia extraordinaria no lo afectará, en la medida en que los trabajadores que estén completando sus estudios mantengan el nivel de asistencia requerido para el beneficio, tanto en su trabajo como en la institución educativa.

b) Aquellos trabajadores que en esta misma situación aún no hayan completado sus estudios primarios, gozarán de los mismos beneficios y un plazo extendido por 15 (quince) años.

c) En todos los casos los trabajadores podrán comenzar sus estudios en el momento en que lo consideren conveniente, en un plazo no mayor a los 5 (cinco) años de sancionada esta Constitución.

d) Quedan exceptuados de esta obligación los ciudadanos que residan en localidades en las que no haya establecimientos educativos para adultos mientras no los hubiera, contando con la misa obligación, los mismos plazos y el mismo régimen tras la creación por parte del Estado Provincial de un establecimiento educativo para adultos que capacite en el Nivel Medio.

e) Quedan exceptuados de esta obligación los trabajadores estatales que sin haber completado sus estudios secundarios tengan a la fecha de entrada en vigencia de esta Constitución más de 50 años de edad. No obstante, si fuera intención del trabajador completar sus estudios secundarios, gozará de los mismos derechos especiales previstos en este artículo.

f) A aquellos trabajadores que siendo mayores de 25 años y sin tener sus estudios secundarios completos opten por ingresar en una carrera universitaria reconocida por el Ministerio de Educación de la Nación, y dictada por una Universidad pública, haciendo uso del beneficio del Artículo 7 de la Ley Nacional de Educación Superior, se les considerará –a los efectos de su relación laboral con el Estado– cumplido el requisito de Estudios Secundarios Completos con la sola presentación del certificado de aprobación del examen previsto en el artículo citado de la Ley Nacional.

En estos casos, los trabajadores tendrán derecho a una licencia de 5 (cinco) días laborales previos a la fecha del examen de ingreso, sin que la misma afecte el presentismo, en los casos que éste esté bonificado, siendo suficiente justificación la presentación de una constancia universitaria que acredite la presencia del trabajador en el examen.

g) Los trabajadores que en los plazos previstos por esta norma no hayan completado sus estudios secundarios cesarán en su relación laboral con el Estado, excepto en el caso de los mayores de 60 años

h) El Estado podrá contratar a ciudadanos que no tengan sus estudios secundarios completos durante un plazo de 5 (cinco) años a partir de la entrada en vigencia de esta Constitución, incluyéndolos en el régimen de promoción educativa previsto en este articulado. Estas contrataciones sólo podrán realizarse en la categoría más baja de la escala salarial prevista por la repartición en que se desempeñen, incluyendo el Estado Provincial, sus Institutos Autárquicos, los Estados Municipales, y cualquier otra forma de representación del Estado.

i) A partir del 1 de enero de 2014 el Estado, en sus diferentes estamentos, no podrá contratar a ciudadanos que no tengan sus estudios secundarios completos, siendo la excepción aquellos que hayan ingresado en el régimen previsto por el presente artículo.

j) A partir del 1 de enero de 1024, las reparticiones del Estado en cualquiera de sus instituciones que incluyan en su sistema de contratación un plus por el título secundario completo, dejarán de abonarlo en este concepto, incluyendo en el salario básico el monto o porcentaje previsto en la norma de contratación vigente.

k) Los Institutos de capacitación de las Fuerzas de Seguridad de la Provincia (Policía de la Provincia de Entre Ríos y Servicio Penitenciario de la Provincia de Entre Ríos), conjuntamente con el Consejo General de Educación, arbitrarán en un plazo no mayor de 5 (cinco) años los medios necesarios para que la capacitación de dichos institutos, en los casos en que el requisito de ingreso no incluya tener completos los estudios secundarios o de nivel medio completo, otorguen un título equiparable al de secundario o nivel medio”.

l) En caso de considerarlo necesario, la Legislatura Provincial podrá aprobar una ley en la que establezca una prórroga del plazo previsto en el inciso “i” del presente artículo, caducando el plazo máximo al que puede extenderse la ley el 1 de enero de 1024. La norma deberá especificar las funciones en las que por excepción se podrá efectuar la contratación de ciudadanos que no tengan completados sus estudios secundarios, los que quedarán sometidos al régimen de promoción educativa aquí previsto. En ningún caso estas contrataciones podrán superar las categorías mínimas previstas en el escalafón correspondiente, y ningún trabajador que no tenga terminados sus estudios secundarios podrá ser remunerado por el Estado con un salario básico superior al de un trabajador que sí haya completado dichos estudios.”

Art. ...: Los funcionarios políticos del Estado que no hayan completado sus estudios secundarios al momento de la entrada en vigencia de la presente Constitución o los que siendo mayores de 25 años no hayan ingresado en una carrera universitaria reconocida por el Ministerio de Educación de la Nación y dictada por una Universidad Nacional haciendo uso del beneficio del artículo 7 de la Ley de Educación Superior, cesarán inmediatamente en sus funciones.

Quedan exceptuados de este artículo aquellos funcionarios que residan en una localidad que no cuente con un establecimiento de educación de adultos que otorgue título secundario, ni delegación universitaria, ya sea física o virtual, de una Universidad Nacional que incluya en su oferta académica carreras reconocidas por el Ministerio de Educación de la Nación.

En los casos en los que tras la entrada en vigencia de esta Constitución se abra alguna de las opciones de capacitación previstas en el párrafo anterior, los funcionarios que no hayan completado sus estudios secundario tendrán la obligación de cursarlos, sin las facilidades previstas para los empleados de carrera”.

Art. ...: El Consejo General de Educación podrá dictaminar en qué condiciones y bajo qué requisitos un curso de capacitación laboral para adultos pueda ser equiparable al completamiento de los estudios secundarios, especificando los siguientes aspectos:

a) Edad mínima requerida.

b) Nivel de estudios mínimo para su ingreso.

c) Tiempo mínimo de duración del curso.

d) Contenidos mínimos del curso.

e) Modalidad de aprobación

f) Título otorgado.

En todos los casos deberá contemplar los conocimientos mínimos previstos en la Ley de Educación”

En el texto de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

ZABALA – DÍAZ (Carlos) – SCHVARTZMAN.
FUNDAMENTOS

Consecuencias directas de la inclusión prevista en el artículo 42 de la Ley 9768/07

De los trabajadores del Estado

El artículo 42 de la Ley 9768/07, mediante la cual se declara la Necesidad de la Reforma de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, establece que uno de los puntos a considerar en dicha reforma es el siguiente:
“Garantizar el cumplimiento efectivo de la obligatoriedad escolar a partir del preescolar hasta completar la escuela secundaria; la formación en y para el trabajo y la vinculación con la ciencia y la tecnología; la integración educativa de las personas con necesidades especiales; la educación permanente y la formación y perfeccionamiento de los docentes.”
La norma, en consonancia con la ley nacional recientemente aprobada, tiene una serie de consecuencias en su inclusión en la letra constitucional, las cuales deberán ser tenidas en cuenta a la hora del debate.
Al respecto conviene destacar que en la medida en que el criterio expuesto en el artículo 42 incluye a la educación permanente como un valor del cual en estado es garante, se entiende por lógica y coherencia que la obligatoriedad de los estudios secundarios completos no alcanza solamente a los niños y jóvenes en edad escolar, sino que se extiende a toda la población.
Por un lado, inhibe al Estado provincial y cualquiera de los Estados municipales, a contratar en cualquiera de las formas de relación de trabajo, a ciudadanos que no tengan terminados sus estudios, porque justamente la Provincia se convierte en garante de esos estudios, y la no finalización de los mismos pone al ciudadano en contra de las obligaciones que el mismo Estado se impuso a sí mismo y a toda la comunidad.
En primer lugar, esto da lugar a dos situaciones:

a) La de aquellos ciudadanos que sin haber terminado sus estudios secundarios o de nivel medio se encuentran trabajando en la órbita de alguna de las distintas reparticiones del Estado, y con cualquier modalidad de contratación (jornalizados, planta permanente, contrataciones...).

b) La de aquellos ciudadanos que sin haber terminado dichos estudios pudieran ingresar en la administración pública en un presente cercano.

En la primera de las situaciones, corresponde la introducción de una cláusula transitoria en un apartado de la nueva Constitución, en la que se establezca un plazo para que todos aquellos ciudadanos que al momento de la sanción de la carta magna estén relacionados laboralmente con cualquiera de las reparticiones del Estado tengan un plazo razonable y prudencial, así como una serie de facilidades y flexibilizaciones laborales que les permitan culminar sus estudios secundarios (y primarios en los casos en los que fuera necesario).
El texto sugerido en el artículo en cuestión es el siguiente:

“Régimen de promoción educativa para trabajadores del Estado que no hayan completado sus estudios secundarios.
Todos los ciudadanos que estén trabajando en relación de dependencia del Estado Provincial, así como de los distintos Institutos Autárquicos, Estados Municipales, y cualquiera de las instituciones que dependan de ellos, y que no hayan terminado con sus estudios secundarios a la fecha de la sanción de esta Constitución de la Provincia de Entre Ríos, gozarán de un plazo de 10 (diez) años para completarlos, contando con un régimen promocional que le otorgará una licencia extraordinaria 2 (dos) horas laborales diarias con goce de haberes mientras dure su condición de alumno regular en cualquiera de los establecimientos educativos de la provincia en los que se encuentren completando sus estudios de Nivel Medio o Secundario.

a) Si la repartición estatal contara con un premio, sobresueldo, plus o estímulo económico por presentismo, la licencia extraordinaria no lo afectará, en la medida en que los trabajadores que estén completando sus estudios mantengan el nivel de asistencia requerido para el beneficio, tanto en su trabajo como en la institución educativa.

b) Aquellos trabajadores que en esta misma situación aún no hayan completado sus estudios primarios, gozarán de los mismos beneficios y un plazo extendido por 15 (quince) años.

c) En todos los casos los trabajadores podrán comenzar sus estudios en el momento en que lo consideren conveniente, en un plazo no mayor a los 5 (cinco) años de sancionada esta Constitución.

d) Quedan exceptuados de esta obligación los ciudadanos que residan en localidades en las que no haya establecimientos educativos para adultos mientras no los hubiera, contando con la misma obligación, los mismos plazos y el mismo régimen tras la creación por parte del Estado Provincial de un establecimiento educativo para adultos que capacite en el Nivel Medio.

e) Quedan exceptuados de esta obligación los trabajadores estatales que sin haber completado sus estudios secundarios tengan a la fecha de entrada en vigencia de esta Constitución más de 50 años de edad. No obstante, si fuera intención del trabajador completar sus estudios secundarios, gozará de los mismos derechos especiales previstos en este artículo.

f) A aquellos trabajadores que siendo mayores de 25 años y sin tener sus estudios secundarios completos opten por ingresar en una carrera universitaria reconocida por el Ministerio de Educación de la Nación, y dictada por una Universidad pública, haciendo uso del beneficio del Artículo 7 de la Ley Nacional de Educación Superior, se les considerará –a los efectos de su relación laboral con el Estado- cumplido el requisito de Estudios Secundarios Completos con la sola presentación del certificado de aprobación del examen previsto en el artículo citado de la Ley Nacional.

En estos casos, los trabajadores tendrán derecho a una licencia de 5 (cinco) días laborales previos a la fecha del examen de ingreso, sin que la misma afecte el presentismo, en los casos que éste esté bonificado, siendo suficiente justificación la presentación de una constancia universitaria que acredite la presencia del trabajador en el examen.

g) Los trabajadores que en los plazos previstos por esta norma no hayan completado sus estudios secundarios cesarán en su relación laboral con el Estado, excepto en el caso de los mayores de 50 años”.

La no exigencia de los estudios secundarios completos para ingresar en la administración pública puede convertirse en un mensaje del Estado en contra de la letra de la Constitución, alentando al incumplimiento de la obligatoriedad de escolar con la excusa de que quien no complete sus estudios secundarios obtendrá trabajo en el Estado. De ahí la necesidad de analizar estos aspectos en la norma.
En lo que respecta a los trabajadores que pudieran ingresar en el Estado tras la inclusión del texto del artículo 42 de la Ley 9768 resulta evidente que la posibilidad de establecer la prohibición inmediata de contrataciones a aquellos ciudadanos que no tengan sus estudios secundarios completos sería fuente de conflictos sociales, por lo que la recomendación es también la aplicación de un plazo razonable para invitar a los ciudadanos a completar sus estudios.
La recomendación es que durante un plazo de 5 (cinco) años a partir de la aprobación del nuevo texto de la carta magna provincial, el Estado –en sus distintas reparticiones- pueda seguir contratando a trabajadores que no haya completado sus estudios secundarios, incluyéndolos en el régimen de promoción educativa fijado, en el articulado anterior, por lo que corresponde el agregado de dos nuevos incisos, pero estableciendo que las contrataciones sólo pueden realizarse en la categoría mínima establecida en el escalafón correspondiente:

“h) El Estado podrá contratar a ciudadanos que no tengan sus estudios secundarios completos durante un plazo de 5 (cinco) años a partir de la entrada en vigencia de esta Constitución, incluyéndolos en el régimen de promoción educativa previsto en este articulado. Estas contrataciones sólo podrán realizarse en la categoría más baja de la escala salarial prevista por la repartición en que se desempeñen, incluyendo el Estado Provincial, sus Institutos Autárquicos, los Estados Municipales, y cualquier otra forma de representación del Estado.

i) A partir del 1 de enero de 2014 el Estado, en sus diferentes estamentos, no podrá contratar a ciudadanos que no tengan sus estudios secundarios completos, siendo la excepción aquellos que hayan ingresado en el régimen previsto por el presente artículo.”

Hay otro detalle que se deduce de la norma. Si el Estado provincial es garante de la obligatoriedad de la culminación de los estudios secundarios, el título secundario deja de ser un elemento de diferenciación cualitativa de los trabajadores, por lo que no debe otorgar un plus salarial una vez que la obligatoriedad sea una de las exigencias mínimas.
Para la supresión de este plus por título, es necesario que todos los trabajadores hayan cumplido este requisito, y tampoco puede significar una disminución en los haberes de los trabajadores, por lo que se contará el plazo máximo previsto (15 años) y corresponde expresarlo en la norma de la siguiente manera:

“j) A partir del 1 de enero de 1024, las reparticiones del Estado en cualquiera de sus instituciones que incluyan en su sistema de contratación un plus por el título secundario completo, dejarán de abonarlo en este concepto, incluyendo en el salario básico el monto o porcentaje previsto en la norma de contratación vigente.”

También se debe tener en cuenta el caso de los agentes policías y los agentes penitenciarios de la provincia, que no cuentan con el requisito de los estudios secundarios completos para el ingreso en sus institutos de formación de agentes y suboficiales.
En este caso corresponde que los estudios que otorguen dichos institutos se equiparen en contenido y capacitación con los estudios secundarios, que debería quedar expresado de la siguiente manera:

“k) Los Institutos de capacitación de las Fuerzas de Seguridad de la Provincia (Policía de la Provincia de Entre Ríos y Servicio Penitenciario de la Provincia de Entre Ríos), conjuntamente con el Consejo General de Educación, arbitrarán en un plazo no mayor de 5 (cinco) años los medios necesarios para que la capacitación de dichos institutos, en los casos en que el requisito de ingreso no incluya tener completos los estudios secundarios o de nivel medio completo, otorguen un título equiparable al de secundario o nivel medio”.

Finalmente, y ante la posibilidad de que en determinadas funciones se imponga la necesidad de contratación de trabajadores que pudieran no contar con sus estudios secundarios completos, corresponde la inclusión de un nuevo inciso:

“l) En caso de considerarlo necesario, la Legislatura Provincial podrá aprobar una ley en la que establezca una prórroga del plazo previsto en el inciso “i” del presente artículo, caducando el plazo máximo al que puede extenderse la ley el 1 de enero de 1024. La norma deberá especificar las funciones en las que por excepción se podrá efectuar la contratación de ciudadanos que no tengan completados sus estudios secundarios, los que quedarán sometidos al régimen de promoción educativa aquí previsto. En ningún caso estas contrataciones podrán superar las categorías mínimas previstas en el escalafón correspondiente, y ningún trabajador que no tenga terminados sus estudios secundarios podrá ser remunerado por el Estado con un salario básico superior al de un trabajador que sí haya completado dichos estudios.”

De los funcionarios políticos no electos del Estado

Se entiende, a los efectos de esta discusión, como Funcionarios Políticos no Electos del Estado a aquellas personas que, nombrados en sus funciones por el titular del Ejecutivo Provincial o Municipal, cumplan funciones políticas que caduquen como máximo con la finalización del mandato otorgado por el pueblo en elecciones.
Esto incluye a Secretarios (de Estado o privados), Subsecretarios, Directores, Subdirectores, Coordinadores, Asesores, y cualquier otro cargo que forme parte del staff político de la gestión de gobierno y no sean empleados de carrera.
Si la obligación del Estado es, de acuerdo con el articulado que se intenta incluir en el texto de la Constitución, ser garante de la obligatoriedad de la finalización de los estudios secundarios, corresponde que aquellos funcionarios no electos del Estado que no hayan completado sus estudios secundarios dejen de cumplir esa función hasta tanto no hayan completado sus estudios.
Como garante de la educación, el Estado no contratar en funciones políticas a ciudadanos que no cumplan con las obligaciones previstas en la ley en la jurisdicción en que se desempeñan, y la inclusión de esta garantía por parte del Estado provincial en la Constitución entrerriana es una adhesión a lo previsto en la Ley Nacional de Educación, y abarca a todas las jurisdicciones estatales de la provincia.
Por ende, el articulado propuesto es el siguiente:

“De los funcionarios políticos del Estado

Los funcionarios políticos del Estado que no hayan completado sus estudios secundarios al momento de la entrada en vigencia de la presente Constitución o los que siendo mayores de 25 años no hayan ingresado en una carrera universitaria reconocida por el Ministerio de Educación de la Nación y dictada por una Universidad Nacional haciendo uso del beneficio del artículo 7 de la Ley de Educación Superior, cesarán inmediatamente en sus funciones.

Quedan exceptuados de este artículo aquellos funcionarios que residan en una localidad que no cuente con un establecimiento de educación de adultos que otorgue título secundario, ni delegación universitaria, ya sea física o virtual, de una Universidad Nacional que incluya en su oferta académica carreras reconocidas por el Ministerio de Educación de la Nación.

En los casos en los que tras la entrada en vigencia de esta Constitución se abra alguna de las opciones de capacitación previstas en el párrafo anterior, los funcionarios que no hayan completado sus estudios secundario tendrán la obligación de cursarlos, sin las facilidades previstas para los empleados de carrera.”

De los funcionarios electos

Si el Estado se convierte en garante de la obligatoriedad de los estudios hasta completar el secundario, la exigencia de contar con título secundario para aquellas personas que sean candidatos a los distintos cargos elegibles en la provincia no es impensable.
Esto tiene pros y contras, y –a juicio de quien suscribe- sería bueno que la discusión se dé en el marco de la convención constituyente.
En contra se puede considerar que esta exigencia atenta contra el derecho de ser elegido.

En pro se puede argumentar que se trata de un requisito al cual están obligados todos los ciudadanos y del cual el Estado provincial es garante, por lo que su no cumplimiento podría considerarse como el incumplimiento de la Constitución. Además, conviene recordar que el Pacto de San José de Costa Rica impide discriminaciones electorales, “salvo por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, condena penal o incapacidad civil o mental” (Art. 23 Inc. 2º), y que este Pacto tiene carácter constitucional en la Argentina, por lo que un condicionamiento de estas características está previsto como exigible sin afectar los derechos ciudadanos de ser elegido.
La pregunta es: ¿es lícito que los candidatos no respeten las obligaciones previstas en la Constitución?
No se exige nada que esté por encima de las capacidades de los ciudadanos en la medida en que se considera que al ser el secundario de carácter obligatorio todo ciudadano está en condiciones de cumplir este requisito, salvo en los casos en que cuente con algún tipo de incapacidad que se lo impida.
Si bien el pueblo es el soberano del Estado y puede elegir a quien quiera para la administración del mismo... ¿hasta qué punto es lícito que elija a alguien que ignora las obligaciones impuestas para todos los ciudadanos?
Se puede alegar en contra que impone un requisito más allá de la ciudadanía para ser candidato, por lo que se violaría un derecho democrático y humano. No obstante, son varios los requisitos que debe cumplir quien sea candidato a alguna responsabilidad de Estado, y que nunca fueron cuestionados.
De hecho, la Ley 9768 prevé, por ejemplo, que no puedan suprimirse de la norma constitucional los requisitos para ser Gobernador, entre los que se cuenta tener treinta años de edad (lo que se podría interpretar como violatorio del derecho de los ciudadanos de entre 18 y 29 años a ser elegidos), la ciudadanía argentina (siendo el pueblo soberano, tranquilamente podría elegir a un extranjero como Gobernador), y tener domicilio en la provincia (vale la misma aclaración anterior).
Por otra parte los candidatos y funcionarios electos tienen la obligación moral de dar ejemplo, ya que en caso contrario se desprende el razonamiento de que la clase política consiente el desprecio hacia la educación como valor, y contradice el concepto del Estado como garante de la educación permanente.
Corresponde preguntarse con qué derecho el Estado le exige a los ciudadanos algo que no le exige a sus responsables.
Si bien con el correr del tiempo y la aplicación de la norma se espera obtener que un porcentaje lo más cercano posible al 100% de la población cumpla con la obligatoriedad del nivel medio, mientras esto no ocurra es obligación de la clase política desalentar aquellas conductas que atenten contra el texto y el espíritu de la ley.

Alternativas de capacitación

Si bien la norma establece expresamente la obligatoriedad de la educación hasta la culminación de los estudios secundarios, también es cierto que el reconocimiento de haber alcanzado los conocimientos mínimos exigibles en la educación media puede darlos el examen previsto en el artículo 7 de la Ley Nacional de Educación Superior. Pero no es el único caso.
Actualmente se han desarrollado muchas formas de capacitación de adultos, ya sea orientadas al campo laboral como a la formación personal, en buena medida indiferenciables una de la otra si se considera que el desarrollo de habilidades laborales forma parte de la realización personal y la realización personal es impensable sin el acompañamiento de un deseable desarrollo laboral.
A partir de este criterio se puede acordar que en determinadas condiciones, varios de los cursos de capacitación laboral que se dictan hoy en nuestra provincia con el aval del Consejo General de Educación puedan ser asimilables en determinadas condiciones a los estudios secundarios, pero esto requiere de un estudio particular en cada caso, por lo que la recomendación es incluir en las normas transitorias el siguiente artículo:

“El Consejo General de Educación podrá dictaminar en qué condiciones y bajo qué requisitos un curso de capacitación laboral para adultos pueda ser equiparable al completamiento de los estudios secundarios, especificando los siguientes aspectos”:

a) Edad mínima requerida.

b) Tiempo mínimo de duración del curso.

c) Contenidos mínimos del curso.

d) Modalidad de aprobación”
Consideraciones finales

Si bien se entiende que los plazos y exigencias previstos en este proyecto son amplios y coherentes con el espíritu del artículo 42 de la Ley 9768, indudablemente se trata en general de una recomendación que apoya fuertemente la vigencia de la obligatoriedad de la escolarización entre el preescolar y la finalización del secundario.
Hay otro detalle que no se puede pasar por alto.
La Ley 1420 preveía que el Estado podía hacer uso de la fuerza pública a los efectos de asegurar la concurrencia de los niños a la escuela. Se entiende que el uso de la fuerza pública estaba orientado en la defensa de los intereses de los niños y como protección de los mismos ante lo que pudiera ser un abuso de la autoridad paterna.
¿Qué pasa en el caso de los menores que se niegan a asistir a los establecimientos educativos, entrada la adolescencia?
¿Es lícito cargar punitivamente a los menores?
¿Pueden ser llevados a la escuela por la fuerza pública menores de edad entre, por ejemplo, los 14 y los 18 años?
¿Es lícito cargar punitivamente a sus padres o tutores si carecen de la autoridad necesaria para obligar al menor a cumplir con la ley?
Creo que estas son algunas de las preguntas que deberá responder el legislador para que el Estado se convierta en efectivo garante de la educación en los plazos previstos por la Ley e incluidos en la Constitución.
Si bien el Estado favorece mediante la creación de establecimientos educativos para adultos la posibilidad de que el ciudadano pueda rever su actitud adolescente y cumplir de esta manera con la obligación prevista en la ley, favorecer su inclusión laboral sin haber cumplido con la letra de la Constitución tenderá a fortalecer la falsa conciencia según la cual abandonando el secundario se obtiene un trabajo en el Estado por el cual se trabajan pocas horas y se beca el estudio, algo que está muy lejos del espíritu de los legisladores que escribieron tanto la Ley Nacional de Educación como la Ley de Necesidad de la Reforma de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.
De ahí la importancia de fijar los plazos en los cuales los ciudadanos en pleno ejercicio de sus derechos deberán cumplir con las obligaciones impuestas por la Ley y la Constitución, y las facilidades que el Estado otorgará a sus trabajadores para cumplirlas.

Gregorio D. Zabala – Carlos C. Díaz – Américo Schvartzman.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 883)

FUNDAMENTOS

Ente regulador de servicios y consumos públicos y privados.

El proyecto que presentamos para V. ilustrada consideración propone, la creación de un Ente que controle el adecuado cumplimiento de la prestación de servicios públicos de fuente provincial y que a la vez ejerza la defensa de los derechos del usuario y del consumidor1 de bienes y servicios privados en los términos estrictos consagrados en el art. 42 de la Constitución Nacional.

Respecto a los servicios públicos, en nuestra Provincia, el único ente regulador existente es el creado por ley 8916 que lleva a cabo el control en materia de abastecimiento y distribución de electricidad, cuya creación fue consecuencia de la privatización de la empresa estatal que prestaba este servicio (la EPEER).

En cambio, en materia de derechos del consumidor y del usuario de bienes y servicios, públicos o privados, corresponde señalar que la Nación comenzó a transitar un plausible camino a partir de la Reforma Constitucional de 1994 que expresamente los consagró en el art. 42, de la Ley Fundamental de la Nación. Este precepto, que sin duda marca la dirección que en este aspecto debe seguir la reforma de nuestra Carta Magna dispone: “La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control”. Consecuencia de tal directiva fue la ley 23.361 recientemente modificada por la ley 24.240, que minuciosamente reglamentó estos nuevos derechos2.

Fácil se advierte que dicho precepto atiende la necesidad, impostergable en las sociedades modernas, de instituir organismos que propendan al cumplimiento de aquellos fines, asegurando la prestación de servicios públicos regulares, previniendo los conflictos y garantizando el consumo de bienes de calidad. A tales efectos debe asumirse que los usuarios y consumidores no dedican, ni pueden dedicar su tiempo, a vigilar la conducta de prestadores y oferentes. De allí que el control institucional sobre estas prestaciones, dotadas de tanta significación en la vida cotidiana de los ciudadanos, se defina como una actividad esencial para asegurar el efectivo ejercicio de los derechos del usuario y del consumidor, vitales en el Estado Constitucional de Derecho. Para los prestadores, en cambio, el servicio es la razón de su existencia y su modo de vida. Cuando se produce el conflicto y los incumplimientos legales, los usuarios y los consumidores se encuentran en inferioridad de condiciones con los prestadores, si no existe un organismo que controle la forma en que estos últimos cumplen las obligaciones a su cargo.

Para justificar la creación y funciones de dicho ente cabe ponderar la doctrina sentada por el más alto Tribunal de la Nación para el cual “un derecho que no se realice, no es un derecho” (Fallos 300:1284). En efecto, la Carta Magna no puede ser reducida a un mero plexo de expresiones de deseo, sin posibilidad alguna de concretarse en la realidad, requiriendo en consecuencia un diseño institucional que contemple organismos eficaces encargados de garantizar la vigencia efectiva de los Derechos que ella declara. Con base en esta circunstancia parece necesario concluir que el Ente al que se le encomiende la función de asegurar que se observen los derechos de los usuarios y consumidores, debe ser incorporado a nuestra Constitución Provincial, según ya lo autorizara el art. 1º, incs. 10 y 15 de la ley 9768.

Esta propuesta es receptada por algunas Constituciones Provinciales que, aunque sin crear el ente regulador, declaran estos derechos en términos muy similares, como ocurre con los arts. 48 de Corrientes, 55 de Neuquén, 36 de Santiago del Estero y 46 de la Ciudad de Buenos Aires.

En E. Ríos, si bien son escasos los servicios públicos prestados por la provincia (electricidad, agua potable, transporte), por ser insustituibles y de demanda inelástica, son de enorme importancia para la población entrerriana que ha padecido en muchos momentos verdadera zozobra respecto de su continuidad ininterrumpida, cuando la prestación fue afectada por grandes crisis derivadas a mi juicio, tanto del modelo prestacional, como de la inexistencia de un verdadero control, o porque el existente no tuvo la eficacia prevista en la ley regulatoria.

Luego de la reforma de la Constitución Nacional de 1994, los derechos civiles, políticos, económicos y sociales del individuo se ampliaron al incorporarse los reconocidos en los Tratados y Pactos internacionales (art. 75, inc. 22) inspirados todos en la idea consagrada en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre según el cual: “Que los pueblos americanos han dignificado la persona humana y que sus constituciones nacionales reconocen, que las instituciones jurídicas y políticas, rectoras de la vida en sociedad, tiene como fin principal la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad”. Por otra parte y en el mismo sentido, el inciso 1º del art. 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, expresamente dispone: “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para si y su familia, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho”.
En consecuencia con estas disposiciones, la reforma constitucional de 1994 incorporó a la Carta Magna federal el art. 42, referido a la protección de los derechos de consumidores y usuarios que a mi modo de ver no aparece con la precisión deseable en las más modernas Constituciones Provinciales. No obstante, parece no haber dudas acerca de que, la incorporación al texto constitucional de este resguardo responde a una imperativa realidad. Es esta la oportunidad para que nuestra Provincia ajuste sus textos Magnos a la exigencia prioritaria de la ciudadanía referida la regularidad, puntualidad y calidad, tanto de los servicios públicos, como de los bienes privados que le ofrece el mercado para atender las necesidades propias de la vida en sociedad.

1 En verdad,  como lo enseña muy calificada doctrina “la palabra “consumidor”, en esta ley, como en casi todas las leyes similares del derecho comparado, tiene un significado amplísimo que excede la idea de que es sólo la persona que adquiere cosas consumibles…consumidor es toda persona física o jurídica que adquiere o utiliza, como destinatario final , bienes o servicios cualquiera sea su naturaleza” (sic en FARINA, Juan M. “Defensa del Consumidor y del Usuario”, Ed. Astrea, Bs. As.1995, p. 15).
2 Es de observar que la primera parte del art. 2º de la ley 24.240 dispone: “Quedan obligados al cumplimiento de esta ley  todas las personas físicas o jurídicas, de naturaleza pública o privada que, en forma profesional, aún ocasionalmente, produzcan, importen, distribuyan o comercialicen cosas o presten servicios a consumidores

Raúl E. Barrandeguy

TEXTO DEL PROYECTO
Articulo nuevo: Los derechos de los usuarios de servicios públicos son protegidos, controlados y su adecuada prestación regulada por un Ente Provincial que los garantizará según los principios de continuidad, regularidad, igualdad, generalidad, accesibilidad, eficiencia y obligatoriedad, tanto cuando se trate de prestadores estatales, como cuando estén a cargo de entidades mixtas o privadas. Asimismo y necesariamente deberá intervenir en el proceso de concesión del servicio y en la fijación de un sistema tarifario justo, razonable y transparente.

Tutelará además los derechos de los consumidores y usuarios de bienes y servicios privados en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada, veraz y oportuna; a la libertad de elección y a condiciones de trato equitativo y digno.

La ley que reglamente su integración y funcionamiento contemplará procedimientos de participación de usuarios y consumidores en audiencias públicas para la fijación de las tarifas; la aprobación de sus contrataciones y la selección de sus contratantes. Establecerá asimismo procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos.

Saludo a Ud. con toda consideración.

BARRANDEGUY

–A la Comisión de Control del Estado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente, pregunto si no sería más razonable que este proyecto de reforma –Expte. Nro. 883–, referido al derecho de los usuarios, sea girado de la misma manera que el proyecto de reforma –Expte. Nro. 875–, que también se refiere a los derechos de consumidores y usuarios, a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Concretamente, ¿qué es lo que sugiere señor convencional?

SR. SCHVARTZMAN – Sugiero que los dos proyectos sean girados a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, ya que se refieren a derechos de los consumidores y usuarios.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración la propuesta del señor convencional Schvartzman en el sentido de girar el proyecto de reforma –Expte. Nro. 883–, a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Tiene la palabra la señora convencional Romero.

SRA. ROMERO – Señor Presidente, me parece adecuado el planteo de que se gire a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, porque el tema está vinculado con los derechos de los usuarios y consumidores.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, si hay asentimiento, el proyecto se gira a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.
–Se lee:
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 888)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese al texto de la Constitución Provincial el siguiente artículo, estando la temática que involucra habilitada por la ley 9768 en su art.1º incs.14 y 42.

Artículo   : El estado provincial atenderá la promoción, funcionamiento y expansión de Bibliotecas Públicas y Populares de la provincia. Contribuirá a incorporar las tecnologías necesarias para la integración de personas con discapacidades.

Generará políticas de democratización del libro y la lectura y atenderá la construcción del conocimiento cooperativo en textos escolares multiformatos, libres de toda propiedad intelectual, impulsando en ellos la incorporación de conocimientos sobre los pueblos originarios del territorio provincial, las historias regionales, la constitución provincial y la protección del ambiente.

DE PAOLI – ROGEL – VILLAVERDE.
FUNDAMENTOS

En todos los países del mundo existen Bibliotecas Públicas, donde los ciudadanos pueden leer –libros, revisas, diarios– sin ser propietarios del “objeto” (soporte se dice hoy) que contiene conocimientos científicos y técnicos, narrativa, poesía, son refugios de la cultura que nos posibilitan la travesía del conocimiento, la cultura, el deporte, el arte, el entretenimiento, el trabajo, la información , nos conecta imaginariamente, incluyen socialmente, fortalecen la autonomía y la capacidad de comunicarnos.
En las Bibliotecas Públicas la cultura escrita (ahora también en sus formas plásticas y musicales y en imágenes animadas), está al alcance de todos, la propiedad es “pública” y la ciudadanía puede acceder libremente a ella.
La Argentina es el único país del mundo en el que, además de Bibliotecas Públicas existen Bibliotecas Populares, creadas por el Presidente Sarmiento en 1890 por una ley asegurando el acceso universal (de pobres y ricos, de chicos y grandes, de nativos y extranjeros) al conocimiento de las letras, las ciencias y las artes, pudiendo así acceder a la cultura escrita, cumplir con la educación obligatoria y seguir estudios formales, gracias a la existencia de estas bibliotecas creadas, organizadas y funcionando gracias a la dedicación voluntaria de ciudadanas y ciudadanos que aportando una pequeña cuota mensual para que TODOS (aún los que no aportan) puedan leer.
Las Bibliotecas Populares han sobrevivido a todos los avatares del ¿desarrollo? Capitalista en la Argentina, al fraude conservador, a las dictaduras, a las quemas de libros, a la inundación de best sellers, al marqueting.
Estas instituciones comunitarias en la provincia al igual que las bibliotecas públicas necesitan ser fortalecidas y acompañadas, sostenidas por el estado ya que en la actualidad las vemos sufrientes, pobres, desactualizadas para enriquecer saberes que deben seguir a un mundo que cambia permanentemente.
Pilares insustituibles para la educación común, son una herramienta para la apropiación universal de las culturas. Ahora les toca enfrentar las corrientes de monopolización del conocimiento, la ola de las privatizaciones pretende acaparar también el saber, los saberes.

Usemos esas herramientas que tienen más de un siglo de vida fecunda: no se trata solo de defender lo que existe, también hay que avanzar, difundiendo el hambre de lectura, las ganas de saber.
Al decir de Mariano Moreno “Es justo que los pueblos esperen todo lo bueno de sus dignos representantes; pero también es conveniente que aprendan por sí mismos lo que es debido a sus intereses y derechos”.
Desde que somos humanidad producimos socialmente conocimientos en términos generales, cada cosa que creamos está basada en cosas que otros crearon, toda la expresión científica, técnica, cultural es el resultado de un conjunto de mecanismos de transmisión social. En la escuela hay una circulación constante de saberes distintos, diversos, cada quien tiene un saber que puede compartir con el otro; esta cooperación en la construcción y apropiación de saberes y la resignificación de los conocimientos necesitan ser apoyados, estimulados para la construcción de textos escolares en distintos formatos (papel, digital soporte para ciegos, sordos) que puedan llegar comunitariamente a todos/ todas en la idea de asegurar una educación común culturalmente diversa.

Griselda L. De Paoli – Rubén A. Villaverde – Fabián D. Rogel.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 903)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

BASES EXTRANJERAS

Artículo 1°: Incorpórese un nuevo artículo en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, con el siguiente texto:

Artículo ___: No se permite el establecimiento de bases militares extranjeras ni de instalaciones extranjeras con propósitos militares en el territorio provincial.
SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – ACHARTA – GIANFELICI – DE LA CRUZ DE ZABAL.
FUNDAMENTOS

En 2003 varios medios nacionales se hicieron eco de la denuncia por presencia de marines norteamericanos realizando maniobras en Entre Ríos, sin autorización del Congreso y en operativos presentados como campañas de ayuda social. En los años siguientes se realizaron en distintas oportunidades ejercicios conjuntos entre las fuerzas armadas argentinas y otras fuerzas armadas latinoamericanas, bajo la dirección del Comando Sur; el marco, los proyectos de instalación de bases norteamericanas en nuestro territorio y la militarización de regiones completas del país.
La presencia de marines en el país ya se registra desde 1993, cuando tropas norteamericanas hicieron maniobras en Misiones, con la presencia del comandante general del ejército sur de Estados Unidos, general George Cracker, mientras en Córdoba otro grupo de tropas realizaba actividades similares bajo el nombre de “ejercicios de gabinetes de comandos”. En ese mismo mes -entre el 6 y el 10 de septiembre- ya se habían realizado ejercicios militares en Misiones ‘para perfeccionarse en tareas en zonas de espesa vegetación selvática’”. A mediados de 1996 una información periodística reveló que existía un Proyecto de Seguridad presentado por Argentina a Brasil que suponía la intervención militar en “procesos de desestabilización social, cultural y política en los estados partes”.
Investigadores del tema señalan que más allá de los planes de instalación de bases militares extranjeras en la Argentina, ya existen enclaves que integran este esquema estratégico de control, como son:

-La base militar inglesa de las Islas Malvinas

-La oficina de la División Antinarcóticos de Estados Unidos (DEA) con efectivos de gendarmería y policía argentinos, bajo la supervisión de tropas norteamericanas en la ciudad de Salta.

-La presencia de un destacamento norteamericano en nuestras islas entrerrianas del delta del río Paraná, denunciada en 2003 y negada por el gobierno, aunque varias veces confirmada por los pobladores de la zona;

-La base del Sistema Internacional de Vigilancia para la Prevención y Prohibición de Ensayos y Explosiones Nucleares en la ciudad de Tolhuin, en el centro de la isla de Tierra del Fuego, autorizada en 2002.

-Los operativos Cabañas, realizados en los años 2000 y 2001 en Córdoba y Salta, con oficiales de Chile, Bolivia, Ecuador, Paraguay, Perú y Uruguay, dirigidos por el Comando Sur del Pentágono, realizados sin autorización del Congreso, aunque según la Constitución Nacional es obligatoria la consulta al Parlamento para el ingreso de tropas extranjeras al país.
El documento preparado por la Secretaría de Asuntos Militares, la Subsecretaría de Políticas y Estrategia y la Dirección Política del Ministerio de Defensa de Argentina bajo el gobierno de Carlos Saúl Menem proponía la intervención militar para prevenir estallidos por causas diversas como “indigenismo, subversión, terrorismo, narcotráfico, factor campesino”, y manifestaba la intención de “desarrollar estrategias de anticipación a partir de la detección temprana de los riesgos y amenazas comunes”. Como presidente, Eduardo Duhalde remitió a la Comisión de Defensa de la Cámara de Diputados el proyecto de ley que autorizaba el ingreso al país de personal militar extranjero para realizar ejercicios militares.

En 2006 el Congreso sancionó la Ley Antiterrorista, expresión cabal del cumplimiento por parte del gobierno nacional de las exigencias de la administración republicana de los Estados Unidos, abriendo a través de la incorporación de la figura de “asociación ilícita terrorista” al Código Penal la posibilidad de criminalizar la protesta social. Tal como señaló entonces el senador Rubén Giustiniani, no es posible abordar la cuestión de la penalización del terrorismo sin analizar el significado que la lucha contra el terrorismo ha ido adquiriendo en el escenario internacional a partir del 11 de septiembre de 2001 y más específicamente con la nueva “Estrategia de Seguridad Nacional de los Estados Unidos”, definición doctrinaria dada a conocer públicamente por el presidente Bush en septiembre de 2002.
Esta nueva concepción estratégica que sepultó las doctrinas de contención y disuasión que caracterizaron al período de la Guerra Fría; pone el énfasis en el fortalecimiento de alianzas regionales para eliminar el terrorismo global, la anticipación de conflictos vía acciones militares preventivas y el robustecimiento de las capacidades militares y de inteligencia para hacer frente a las “amenazas globales”.
Entre Ríos es tierra de paz y queremos que lo siga siendo. Por eso es que entendemos que la letra de nuestra Carta Magna provincial debe descartar cualquier posibilidad de presencia de bases militares o tropas extranjeras en nuestro territorio. Por todo ello es que invitamos a nuestros pares a dar sanción favorable al presente proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.
Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Emiliano Acharta – Darío R. Gianfelici – Adriana De la Cruz de Zabal.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 904)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

AMÉRICA CRIOLLA

Artículo 1°: Incorpórese un nuevo artículo en la sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías, de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, a continuación del actual artículo 8, y con el siguiente texto:

Artículo ____: El Estado entrerriano reconoce y promueve, desde la identidad cultural propia, la unidad indisoluble de los pueblos y países que conforman la América Criolla, así como la valoración y defensa de su identidad cultural y natural integral, en la diversidad.
SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – REGGIARDO – ACHARTA – GIANFELICI.
FUNDAMENTOS

Desde los orígenes de la provincia de Entre Ríos y mucho antes, con la vida muy activa de los pueblos originarios sin las fronteras actuales, este territorio estuvo y está inserto en una región de clarísima historia y anhelado destino comunes, e incluso eso quedó patente en muchas prédicas y luchas del pueblo, liderado ya por José Artigas, Francisco Ramírez, u otros dirigentes, y en textos que insertaban a Entre Ríos en esta región.

Con el paso del tiempo y las experiencia acumuladas, quedó nítida la necesidad imperiosa y la obligación política de cultivar la unidad de la América Latina y el Caribe, bien llamada “América Criolla” por nuestro Marcelino Román, de cuyo nacimiento se cumplen 100 años en este 2008.
El pasado 31 de enero, a manera de homenaje militante a Atahualpa Yupanqui al cumplirse 100 años de su nacimiento, dos organizaciones entrerrianas, la Junta Americana por los Pueblos Libres y el Foro Artiguista Entrerriano, realizaron un encuentro en Rosario del Tala, donde el gran creador popular vivió algún tiempo. Allí se aprobó una declaración “Por la Unidad de nuestra América Criolla”, orillas del río Gualeguay, en la que como conceptos principales, los firmantes se comprometieron a:

- promover y defender la identidad de la América Criolla, como le llamó a nuestra Patria Grande el poeta entrerriano Marcelino Román, de cuyo nacimiento también se cumple un siglo en 2008;

- a reforzar la presencia de esa identidad en nuestras actividades cotidianas, y a emprender caminos nuevos para impulsar la unidad de los pueblos de toda la América no imperialista, en una “unidad sin saqueos”, e impulsar además la diversidad que caracteriza a nuestro continente.

- afirmar la adhesión a los principios de la república, las autonomías, la independencia, la Confederación de la América Criolla y la equitativa distribución de las riquezas;
Esto fueron algunos de los puntos que se tuvieron en cuenta, entre otros profundos llamamientos que también advierten por el deterioro de la diversidad natural (puesta en jaque por monocultivos expulsores de seres humanos en esta región, como el eucalipto y la soja) y el deterioro de la diversidad cultural, que forman parte indisoluble de nuestra identidad continental.
De toda una tradición histórica y particularmente de esa iniciativa surgió la presente propuesta, que no se propone más que un acto de justicia histórica, al señalar la indisoluble pertenencia de esta provincia, “la de Entre Ríos”, a una integralidad mayor, cuyo destino comparte y cuyo futuro anhela libre e igualitario, con la entrañable consigna de “naide es más que naide”. En este sentido es dable recordar que casi dos siglos atrás, el requisito para ser gobernador entrerriano era haber nacido en América. La identidad de la América Criolla, con sus afluentes de todas las culturas del planeta, con su ascendencia y presencia actual aborigen y negra, criolla y gringa, es parte de nuestro futuro común, que es de unidad en la diversidad.

Por todo ello es que invitamos a nuestros pares a dar sanción favorable al presente proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Santiago C. Reggiardo – Emiliano Acharta – Darío R. Gianfelici.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 905)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

UNIÓN CIVIL DE LAS PERSONAS

Artículo 1°: Incorpórese un nuevo artículo en la sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías, de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, a continuación del actual artículo 8, y con el siguiente texto:

Artículo ____: El Estado reconoce a las personas el derecho a unirse libremente con independencia de su sexo u orientación sexual, en una relación de afectividad estable y pública, con tratamiento normativo equivalente al de los cónyuges. La inscripción legal de dichas uniones será formalizado en las oficinas del Registro del Estado Civil de las Personas, en la forma que lo establezca la ley.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – REGGIARDO – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS

En nuestro país, el principio de igualdad ante la ley, está reconocido en el artículo 16 de la Constitución Nacional. En ese sentido, la interpretación jurídica que se hace de la legislación civil quebranta dicha igualdad jurídica al dar por sentado el requisito de diversidad de sexos para la existencia de la pareja.

El presente proyecto tiene base en la jerarquía constitucional otorgada a la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; (art. 75 inc. 22 C.N.), que "en todos los casos sistematizan los dos aspectos que se han tenido presentes para adecuar la legislación civil a las garantías constitucionales: I) El derecho de las personas a contraer matrimonio, y; II) El derecho a no sufrir discriminación de ninguna índole en razón de la religión, raza, color, sexo, etc”.

Una unión civil es uno de los varios términos usados para un estado civil similar al matrimonio, creados típicamente para permitir el acceso de las parejas homosexuales a las ventajas gozadas por las parejas heterosexuales casadas. En algunos lugares, las uniones civiles están también disponibles para los heterosexuales que no desean formalizar su relación en un matrimonio. Estas uniones heterosexuales reciben el nombre legal de unión libre.

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires fue la primera de América Latina en aprobar la unión civil entre personas del mismo sexo en el año 2003, pero con escasos beneficios para la pareja, destacándose el derecho a una pensión en caso de fallecimiento o del uso de obras sociales, las cuales al día de hoy, no aceptan en su totalidad a la pareja, tema que en los últimos años comenzó a solucionarse mediante presentaciones ante la Justicia. En el mismo año, la provincia de Río Negro también aprobó la unión civil con máximos beneficios, los que al día de hoy, son ejemplo en todo el país.

A fines de 2007, la ciudad de Villa Carlos Paz aprobó en el seno de la convención redactora de su Carta Orgánica, la unión civil entre personas homosexuales, aprobada por unanimidad, considerando que las parejas gay/lesbianas y de otra diversidad sexual creció notablemente, y que merece su tratamiento dado que se trata de seres humanos, más allá de su sexualidad.

Estas leyes garantizan iguales derechos y oportunidades para todas las personas, sin reparar en el grupo familiar del que formen parte, tenga éste su origen en la filiación, en el matrimonio o en la unión de dos personas, con independencia de su sexo y orientación sexual, que convivan en análoga relación de afectividad.

Antecedentes internacionales

República Oriental del Uruguay:

El vecino país aprobó en diciembre de 2007 una ley que derivó de varios proyectos presentados en los últimos años por parte del Ejecutivo Nacional de ese país y legisladores pertenecientes a distintos sectores políticos. Desde entonces las parejas del mismo sexo podrán unirse civilmente con todos los derechos, mientras que se deja abierta la discusión para un futuro, la posibilidad de ampliar los derechos de los homosexuales, como el caso de la familia.

España, Israel, Estados Unidos... Argentina

Los Estados Unidos fueron el primer país en aprobar la unión civil y la adopción en el continente americano. Al igual que España y otros países europeos y asiáticos, hasta el momento, no se han registrado en estos países casos de hijos de parejas homosexuales que también tengan una orientación sexual distinta al de heterosexual. Pocos meses atrás, el estado de Israel, con su trasfondo histórico, cultural y fundamentalmente religioso, aprobó la adopción entre personas de un mismo sexo, mientras que ese estado, aprobó el “matrimonio” hace ya varios años. Debates y posteriores sanciones de leyes ya se han dado en España, Bélgica, Holanda, Canadá e Inglaterra y tienen lugar en este momento en una gran cantidad de naciones.

En el Congreso de la Nación Argentina existe un proyecto de Ley de modificación del Código Civil de la Nación, presentado por el diputado Eduardo Di Pollina (Partido Socialista - Provincia de Santa Fe) que instaura la unión civil. La iniciativa lleva la firma de otros 19 legisladores de un amplio abanico partidario, que incluye el Frente para la Victoria, el ARI y la UCR, entre otros. El proyecto se inscribe en la campaña nacional con la consigna “Los mismos derechos con los mismos nombres”. El primer paso fue un pedido a la Justicia para que declare inconstitucional la actual prohibición. El proyecto, pese al cambio profundo que propone, es muy simple: no se trata de una nueva figura, distinta a la del matrimonio actual, sino que se limita a modificar dos artículos del Código Civil. “Hay muchos tipos de familia. Por ello, allí donde la Constitución Nacional garantiza la protección a la familia, todas las familias deben tener derecho a estar incluidas”, concluye en sus fundamentos el autor de la iniciativa.

Entendemos que, más allá del nombre con que se denomine a la institución, todas las personas tienen derecho a vivir dignamente y a unirse con las mismas garantías que la ley prevé para las parejas heterosexuales. Por todo lo expuesto, invitamos a nuestros pares a dar íntegra sanción al presente proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Santiago C. Reggiardo – Darío R. Gianfelici.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 906)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

DOBLE LECTURA
Artículo 1°: Incorpórense los siguientes artículos a la Sección IV Capítulo VI de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, con el siguiente texto:

Artículo ____: La siguientes materias y sus modificaciones que sancione la Legislatura provincial, tienen el procedimiento de doble lectura:

1. Leyes que tengan vinculación con Códigos de Planeamiento Urbano, Ambiental y de Edificación.
2. Normas ambientales de la provincia.
3. Imposición de nombres a sitios públicos, emplazamiento de monumentos y esculturas y declaración de monumentos, áreas y sitios culturales e históricos. 

4. Desafectación de los inmuebles del dominio público y todo acto de disposición de éstos. 

5. Desafectación de tierras de dominio público.

6. Toda concesión, permiso de uso o constitución de cualquier derecho sobre el dominio público de la provincia.
7. Las que consagran excepciones a regímenes generales.
8. La ley prevista para el presupuesto y salario de los legisladores.
9. Leyes de empréstitos.

10. Leyes impositivas y códigos tributarios.

12. Los temas que la Legislatura disponga por mayoría absoluta.

Artículo ____: El procedimiento de doble lectura tiene los siguientes requisitos:
1. Despacho previo de comisión bicameral, que se creará al efecto, que incluya el informe de los órganos involucrados.

2. Aprobación inicial por la Legislatura.

3. Publicación y convocatoria a audiencia pública, dentro del plazo de treinta días, para que los interesados presenten reclamos y observaciones.

4. En el caso de cuestiones que afecten directamente a habitantes de un determinado departamento, la publicación y la audiencia pública se debe realizar en la ciudad cabecera de dicho departamento.

5. Consideración de los reclamos y observaciones y resolución definitiva de la Legislatura.

Ningún órgano del gobierno puede conferir excepciones a este trámite y si lo hiciera éstas serán nulas.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – ACHARTA.
FUNDAMENTOS

La ley de necesidad de la reforma de la Constitución provincia N’ 9768, habilita el tratamiento de mecanismos de participación popular en las distintas instancias de toma de decisiones del gobierno. La propuesta que presentamos, doble lectura, tiende a mejorar uno de los déficit de nuestra democracia representativa e ir avanzando hacia una democracia participativa.

En este caso, el mecanismo, consiste en nada ni nada menos que darle participación a los ciudadanos, para que puedan opinar y presentar adhesiones u oposiciones en leyes que tienen real trascendencia y que puedan afectar a los entrerrianos. La idea subyacente es que existen temas de tal trascendencia que es conveniente que no queden sólo en manos de los legisladores; incluso existen casos en que el pueblo se entera de la sanción de leyes mucho tiempo después de sancionadas.

Para ello proponemos cambiar la base de la decisión legislativa en casos de relevancia como los consignados en esta iniciativa; para ello habrá que informar y convocar a participar a la ciudadanía y a las organizaciones sociales, en el momento de la discusión y previo a la sanción de una ley, pensada para regir durante años.

En los temas más sensibles o importantes –como es el caso de la normativa ambiental, organización territorial, venta o enajenación de tierras e inmuebles, imposiciones de nombres a espacios públicos, excepciones generales, códigos de planeamiento urbano, sueldos de los legisladores, etc– proponemos que se dé un tiempo prudencial (treinta días) para que los vecinos presenten oposiciones a la norma que se esté sancionando, con la posibilidad de realizar Audiencias Públicas y que las mismas se realicen en la ciudad cabecera del departamento afectado por la norma, para que puedan participar los vecinos directamente involucrados en el tema a tratar.

Asimismo, queremos ser claros en el planteo de que este instituto que nos proponemos crear, para que sea efectivo, debe tener claramente especificada la declaración constitucional de nulidad de todo acto de gobierno que vulnere el procedimiento de doble lectura y la convocatoria a audiencia pública, especificados en el presente proyecto.

Si sancionamos este instituto en nuestra carta magna, le daremos la posibilidad a la Legislatura provincial de incentivar y garantizar la participación popular, utilizando una herramienta de democracia participativa como lo son las Audiencias Públicas, todo esto previo a la sanción de las leyes, lo que supone que tendrán una mayor legitimidad.

Antecedentes: El primer lugar de nuestro país donde se comenzó a aplicar este procedimiento fue en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, especificado en los Arts. 89 y 90 de la Constitución de la ciudad. Asimismo, un procedimiento similar se prevé en el Art. 106 de la Constitución de la provincia de Córdoba y así también la Constitución de la provincia de Río Negro, en su Art. 142, dispone que todas las leyes, con excepciones dispuestas en el Art. 143, se aprueban con doble voto. Asimismo, algunas cartas orgánicas municipales han comenzado a utilizar este mecanismo en la sanción de sus ordenanzas.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Emiliano Acharta.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 907)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

MODIFICACIÓN ARTÍCULO 221

ELECCIÓN DE CONVENCIONALES
Artículo 1°: Modifíquese el Artículo 221 de la Constitución Provincial, que quedará redactado de la siguiente manera:

“La Convención se compondrá de un número de miembros igual al de la totalidad de senadores y diputados. Serán elegidos directamente por el pueblo de la Provincia, en distrito único por el sistema de representación proporcional D’Hont, por voto directo no acumulativo. Se elegirán también lista de suplentes por cada partido o agrupación para reemplazar a los que cesen en su mandato por muerte, renuncia o cualquiera otra causa.

Las listas de candidatos, tanto titulares como suplentes, serán integradas en un cincuenta por ciento de miembros de cada sexo, sucediéndose alternadamente, mujeres y varones en tramos de a dos.

Mientras ejerzan su cargo gozarán de las mismas inmunidades y remuneración que los diputados provinciales”.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – ACHARTA.
FUNDAMENTOS

La Ley provincial 9768, que convocó a la Reforma Constitucional, en su artículo 1º, inciso 1, indica que entre los artículos habilitados para su modificación se encuentra el Art. 221 de nuestra Carta Magna, con la salvedad expresa: “…en lo referido a la forma de elección de los Convencionales Constituyentes”.

En este sentido, entendemos que el espíritu de atribución de bancas que resolvió la Constitución de 1933, a nuestro juicio erróneo, otorgando mayoría absoluta en la Cámara de Diputados a la primera minoría aunque no alcance la mitad más uno de los sufragios emitidos, so pretexto de la “gobernabilidad”, no se aplica en absoluto al alcance de la Convención Constituyente, en donde resulta de clara evidencia la necesidad de la representación proporcional pura, que permite la genuina expresión de las manifestaciones del electorado, máxime al tratarse de la renovación de un texto constitucional, cuya aspiración más trascendente es que sea sentido como propio por la inmensa mayoría de los entrerrianos.

La argumentación del constituyente de 1933 no puede trasladarse sin violencia a la elección de convencionales. La necesidad de “garantizar la eficiencia del gobierno”, por opinable que sea, sacrificando un criterio de representación integral en la Cámara de Diputados, no puede extenderse al poder constituyente, en donde la esencia de la labor a realizar nada tiene que ver con gobernar la provincia, sino con definir, elaborar y proyectar el modelo institucional del Estado entrerriano, con los alcances que la propia Constitución le otorga. La Asamblea Constituyente debe ser, ante todo, representativa y así es que la utilización de un sistema proporcional como el D’Hont, sin limitaciones, para la elección de convencionales constituyentes es aconsejable para evitar la riesgosa probabilidad de que en el futuro se puedan forzar reformas de la mano de mayorías eventuales.
Debe señalarse que la presente Convención Reformadora, convocada en el marco de una ley que instituyó el sistema D’Hont para su composición, es la mejor constatación de la viabilidad y corrección de la modificación propuesta.

Por otro lado, queremos agregar la distribución equitativa de género en un cincuenta por ciento, para hombres y mujeres, de manera alternada, convencidos de que la participación igualitaria es una estricta cuestión de justicia y de que la incorporación constitucional de la paridad de género debe establecerse no sólo en formulaciones generales, sino en cada una de las disposiciones que involucran la conformación de órganos deliberativos.
Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Emiliano Acharta.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 909)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Sustituir el artículo 152 por el siguiente texto:
Artículo 1º: “La justicia de paz estará a cargo de jueces letrados”.

Incorporar la siguiente cláusula transitoria:
Artículo: Los jueces de paz legos que actualmente integren los juzgados de paz habidos en el territorio provincial, seguirán en el desempeño de sus funciones hasta la cobertura de los mismos con jueces de paz letrados, una vez producida las vacantes por las circunstancias y causales contempladas en la ley.

Articulo 2º: De Forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS
La figura de la Justicia de Paz históricamente, se origina en las instituciones francesas surgidas de la revolución, en un intento de superar un sistema lento, complicado y oneroso que se venía utilizando para la solución de los pleitos. Sistema pensado en una nueva estructura procesal fundamentada en tres premisas, a saber: a) Cualquier vecino podía ser juez de Paz, aunque no fuese abogado, siendo su función preventiva y conciliatoria; b) El nuevo sistema reemplazaba a las engorrosas leyes del régimen abolido, por normas claras fundadas en la razón y; c) Esta justicia, así concebida, estaba destinada al conocimiento de juicios sencillos. En el recuento histórico, los jueces de paz llegaron a tener facultades judiciales, administrativas, municipales, militares y policiales. De este modo sus actividades eran muy amplias, superando las estrictamente jurisdiccionales.

El paso del tiempo, con la consiguiente organización judicial, fue perfeccionando la institución, no obstante la misma siguió siendo ejercida por jueces legos. 

En la actualidad, la justicia de paz ejerce una jurisdicción que ha ido evolucionando hacia un grado de complejidad que requiere de ciertos conocimientos propios de un profesional del derecho, toda vez que esta institución no actúa sólo en referencia a procesos simples, sino que su jurisdicción se ha extendido a materias que requieren de una gran dosis de conocimientos jurídicos, piénsese en la temática de defensa del consumidor o en cuestiones relacionadas al trámite procesal entre las cuales se puede mencionar la competencia, las distintas clases de proceso en las que debe entender, etc. Todas estas materias exceden los conocimientos de un lego y en los tiempos que corren deben ser abordadas por personas que posean título de abogado.

A ello debe añadirse otro factor no menos importante de las primeras décadas del S XX: la falta de profesionales del derecho.

 Es de público y notorio conocimiento, la existencia al presente, de una oferta considerable de abogados que además de reunir el título de grado, acreditan posgrado en distintas especialidades y una capacitación, actualización y perfeccionamiento continuos.

En este sentido, un repaso por distintas Constituciones Provinciales, permite advertir que las mismas han acompañado este proceso de “profesionalización” de los jueces de paz, dado que exigen exclusivamente o preferentemente el título de abogado a los fines de ejercer la titularidad de dichos juzgados.

 Dentro de las primeras, se enrola la Carta Magna de la vecina provincia de Corrientes, que en su Cap. V establece que “Los jueces de paz son nombrados y removidos en la forma y con los requisitos, inhabilidades e incompatibilidades establecidos para los de primera instancia”.

Por su lado, entre las Constituciones que privilegian el titulo de abogado, podemos mencionar la de Chaco o Catamarca.

Dado que nuestra propuesta se encuadra dentro de las facultades que otorga la ley 9.768, específicamente en su artículo 1º inciso 37 que reza “Eliminar la Justicia de Paz y darle el carácter de letrada” nos limitamos a tal fin. No obstante corresponde advertir, que esta modificación tiene relación con otros artículos de la Constitución, tales como los artículos 135 inciso 19, 166 inciso c) entre otros, como así también el futuro poder constituyente de los municipios, conforme lo dispuesto por la ley de reforma antes mencionada. La advertencia refiere a la calificación de “legos” que se imprime a los jueces de paz en los artículos mencionados.

Asimismo, vale realizar otra aclaración, referente a la ansiada incorporación de la figura del Consejo de la Magistratura a nuestra Carta Magna provincial. Esta gran aspiración en vías de concreción tiene entre sus cometidos instaurar el mecanismo de “…selección y acusación de Jueces y Funcionarios del Poder Judicial…” como literalmente sostiene el apartado 35 de la ley que habilita la reforma. El sistema a adoptarse conllevará la eliminación del apartado c) del artículo 166, que faculta al Superior Tribunal de Justicia a “…Remover los jueces de paz legos”. Para el hipotético caso de que se proyecte un sistema distinto para la selección y remoción de los jueces de paz –dejando en pie la atribución que el artículo mencionado otorga al S.T.J.E.R.- deberá sustituirse el término “lego” por “letrado”, como anteriormente aconsejáramos.
Importante será tener en cuenta que la profesionalización propuesta de los jueces de paz deberá contemplar la situación de transición de aquellos jueces legos que hoy desempeñan el cargo. Ello hasta tanto se realice la cobertura de los mismos con jueces letrados, una vez producida las vacantes, por las circunstancias o causales habidas en la ley. Por tal motivo, se introduce un artículo transitorio que amerite la situación.

En conclusión, los jueces de paz deben estar a la altura de los retos y desafíos del S XXI, entre los cuales, la profesionalización creciente y continua de todas las actividades humanas es un imperativo sine qua non.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 910)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Derogase el inciso 17 del artículo 47 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

Artículo 2º: Modifíquese el artículo 157 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, por el siguiente texto:

Articulo 157: “los funcionarios judiciales no podrán formar parte de corporación o centro político, inmiscuirse, en grado o en forma alguna, en actividades políticas, ni podrán ejercer su profesión en ningún fuero ni ante ningún tribunal.

La violación de estas normas implicará una falta grave a los efectos de su enjuiciamiento en la forma prevista en esta Constitución”

Artículo 2°: De forma.
BUSTI
FUNDAMENTOS
El proyecto por cuya aprobación brego tiene por objeto la supresión de la prohibición de ejercicio de actividades políticas, y consiguiente, afiliación a partidos políticos que, sin discriminación alguna, hace recaer nuestro texto constitucional, en sendos artículos, sobre “Todos” los funcionarios y empleados públicos y judiciales.
Que la citada prohibición vulnera derechos consagrados por nuestra Constitución Nacional, en los artículos 14, 16, 33, 37 y 38 y Tratados con Jerarquía constitucional, no resistiendo, su conservación, examen de constitucionalidad.

En efecto, el articulo 5 de la Constitución Nacional primicia determinando “Cada Provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional…”, es decir, sienta la exigencia imperativa de conformidad de las Constituciones locales a los principios, declaraciones y garantías consagrados en la Constitución Nacional; en forma genérica, los enunciados plasmados en la primera parte de la constitución Nacional resultan de seguimiento obligatorio para las provincias, con suerte tal que si alguna de ellas niega algún derecho allí consagrado, el acto deviene inconstitucional.
La Corte Suprema de Justicia ha dicho que la Provincias al reglamentar los Derechos Constitucionales emergentes del plexo Constitucional Nacional, deben respetar el principio de razonabilidad condensado en el artículo 28 de la Constitución Nacional.
Al respecto enseñaba Bidard Campos que “en cada derecho hay un reducto que configura, como mínimo, su núcleo esencial, y que este núcleo no tolera ser suprimido, alterado o frustrado porque, de ocurrir algo de esto, se incurre en irrazonabilidad, arbitrariedad o inconstitucionalidad”, añadiendo que la razonabilidad exige que el medio escogido para alcanzar un fin guarde proporción suficiente con el mismo, así como también, que no exista una alternativa menos restrictiva para el derecho que se limita, es decir, es menester que entre los diversos medios igualmente posibles para alcanzar un fin, se opte por el menos severo o, si se quiere, por el mas benigno.

Que las prohibiciones contenidas en los artículos a reformar deben ser suprimidas, toda vez que el medio escogido –prohibición- para alcanzar el fin: imparcialidad que debe reinar en la administración, comporta una restricción de derechos políticos irrazonable en lo que refiere a los funcionarios y empleados públicos y judiciales. Ellos son, antes que nada, “ciudadanos” con derecho a expresar libremente ideas y accionar en el campo de lo lícito, luego son empleados y es en este carácter que podrá establecerse la prohibición de valerse del cargo que ocupan para hacer política, lo que, en mi humilde opinión, constituye una realidad diferente que deberá reglamentarse por Ley, más no plasmarse en la Constitución.

Para concluir, bien ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en oportunidad de declarar la inconstitucionalidad del articulo 157 de nuestra Ley fundamental -Caso: “Recurso de hecho deducido por José E. Ormache en la causa Fiscal del Superior Tribunal de Justicia doctor Mestres. Informa sobre Ormache José E.” del año 1986-. “que la indudable finalidad del art. 157 de la Constitución Provincial… es resguardar la imparcialidad del juez y la independencia de su función. Y la actividad política partidista, que implica proselitismo electoral, lealtades respecto a la conducción, etc., de los magistrados judiciales podrá convertirse en obstáculo para el logro de tales fines, por lo que su prohibición, circunscripta a quienes ejercen la función judicial y a sus colaboradores directos no parece irrazonable…Que, en cambio, tal situación no se configura respecto de los empleados, que ejercen actividad administrativa dentro del Poder Judicial, porque ellos no comprometen el ejercicio de la función específica de dicho poder con su afiliación o actuación en política”, lo dicho vale también en relación a los empleados de la Administración Pública.

Que respecto a los funcionarios se presentará un proyecto sobre ética pública en donde se consagrarán normas tendientes a garantizar el cumplimiento correcto y efectivo de la función sin ingerencias de factores distorsionantes.
Jorge P. Busti

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 911)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el artículo que sigue:

“La Provincia reconoce y garantiza la plena vigencia  de los Colegios y/o Consejos profesionales creados o a crearse; les otorga el carácter de personas jurídicas de derecho público no estatal, les confiere el gobierno de la matricula y la facultad disciplinaria sobre sus miembros y les reconoce el derecho de conservar y crear organismos previsionales y asistenciales de carácter solidario.
Los colegios y/o Consejos tienen a su cargo la defensa y promoción de sus intereses específicos y la adecuada satisfacción de los intereses generales relacionados con el ejercicio de la respectiva profesión y gozan de las atribuciones que la ley determina para el desempeño de sus funciones, con arreglo a los principios de la ética profesional. Su estructura interna y funcionamiento deben ser democráticos y pluralista”.
Artículo 2º: De forma.
BUSTI
FUNDAMENTOS

“Al batir de alas, cada ave crea una ‘fuerza ascensional’ para el ave que le sigue. Una bandada en ‘formación V’ puede volar 71% más lejos que cada ave por sí sola.

Moraleja: quienes comparten una dirección común y un sentimiento de comunidad alcanzan su meta en menos tiempo y más fácilmente, porque confían uno en otro” Milton Olson, Sínodo de Nebraska (EICCA)

Que por expresa disposición del artículo 1º, inciso 6 y 7 de la Ley nº 9769 se habilita a la Honorable Convención Constituyente a incorporar normas atinentes a la colegiación de profesionales y ampliar las normas e instituciones en materia de seguridad social, sin alterar los preceptos actuales constituidos en el artículo 19 de la Constitución vigente.
Que la reglamentación de los profesionales liberales compete a las autoridades locales, habida cuenta que constituye una facultad –el ejercicio del poder de policía- reservada por los Estados locales. En mérito de ello, Nuestra Provincia ha sancionado leyes de creación de Colegios y/o Consejos de profesionales en quienes ha delegado atribuciones propias del poder de policía del que es titular, es decir, ha llevado a cabo un proceso de descentralización administrativa otorgando facultades y funciones de orden público a los organismos profesionales, ello así, porque como ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación en autos “Colegio de Médicos de la segunda circunscripción de Rosario contra Mario Sialle”, del año 1957: “en el caso de los profesionales, la descentralización ha sido impuesta por el desmesurado crecimiento del número de diplomados, cuya actividad esta sujeta al control directo del Estado. De las dos soluciones posibles para cumplir la función de policía, la creación de nuevos y numeroso organismos administrativos o la atribución del gobierno de las profesiones a los miembros de cada una de ellas, regularmente constituidos dentro de las normas establecidas por el propio Estado, ha sido preferida esta última…”.
De esta manera y en virtud de ley, los colegios profesionales  vienen ejerciendo –algunos de ellos hace mas de 50 años- y en clara consonancia con los principios democráticos, la representación de sus miembros, la habilitación y el control de la matrícula y las potestades disciplinarias sobre los mismos, de manera certera y eficiente, contribuyendo vigorosamente a la independencia de la profesión frente a los poderes públicos y a su dignificación, sin desmedro de la libertad de los colegiados y más aún, lo que resulta de mayor importancia, no solo se encuentran al servicio del interés sectorial o grupal que representan sino que, principalmente, sus actividades también se realizan en miras al bien común. Cuando hago referencia al bien común estoy pensando en el alcance otorgado al término por Morillo y Berizonce, es decir, “al conjunto de condiciones de la vida social que hacen factible a la comunidad, como a cada uno de sus miembros, el logro pleno de su propia perfección”.
Los colegios profesionales son fruto de la realidad social que el Estado ha reconocido e institucionalizado, delegándole funciones que le son propias, en virtud de lo cuál, ejercen facultades que son de derecho público –control de la matricula y potestad disciplinaria-; su naturaleza es la de ser personas de derecho público no estatal. En este sentido se ha pronunciado la Corte Suprema de Justicia de la Nación al declarar la constitucionalidad de los regimenes legales que regulan su existencia y así lo prevén las leyes que rigen la colegiación en nuestra provincia. Más aún, autores de reconocida trayectoria en el ámbito del derecho administrativo, como son Dromí y Gordillo califican a los colegios de profesionales como sujetos de derecho público no estatales.

Que ha esta altura de la historia las virtudes y ventajas de las organizaciones colegiales está fuera de toda discusión que se dice seria; ha sido la experiencia la que ha demostrado que las mismas gozan de amplia legitimación social, jurídica y política. En el estado actual de la situación y frente a esta oportunidad histórica de reforma de nuestra carta fundamental, resulta necesario otorgarles rango constitucional.
Dicho reconocimiento constitucional se fundamenta no solo en los derechos de los profesionales, activos actores sociales en el desarrollo de las empresas, escuelas, industrias, en fin de la comunidad entrerriana toda, sino también como garantía de los intereses de los destinatarios de sus servicios, y en consecuencia, de la sociedad en su conjunto; el fundamento resulta ser también el interés general.

Por último, La norma constitucional deberá contemplar no sólo lo señalado, sino también, el derecho de las organizaciones profesionales de conservar y crear organismos previsionales y asistenciales de carácter solidario, y ello así, porque si bien las mismas gozan de consagración constitucional en virtud de la reforma de 1994, se impone la necesidad de adecuación de la Constitución Provincial a lo prescripto en el artículo 125 de la Constitución Nacional, reafirmando así la competencia de la provincia de entre Ríos –en materia de seguridad social- no delegada a la Nación. Así lo han efectuado la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, y la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, entre otras.
Jorge P. Busti

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Barrandeguy.

SR. BARRANDEGUY – Señor Presidente, solicito que este proyecto, sea girado también a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, como se ha hecho con todos los proyectos referidos a la colegiación.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento, así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, el proyecto se gira a las comisiones de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable y de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

–Ingresa al recinto el señor convencional Alasino.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

XX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 912)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Modifíquese el Artículo 135 en su inciso 17 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Nombrar con acuerdo del Senado, los miembros del Superior Tribunal de Justicia, del Defensor por ante ese tribunal, el Fiscal General, Fiscal de Estado, Contador, Tesorero, miembros del Tribunal de Cuentas, Director General de Escuelas, Vocales del Consejo General de Educación, Jefes Militares desde Teniente Coronel y los demás Funcionarios para los cuales la ley establezca esta forma de nombramiento.
Designar, con acuerdo del Senado y a propuesta de terna vinculante del Consejo de la Magistratura, los integrantes del Ministerio Público–Pupilar y Fiscal en cualquiera de las instancias, Jueces y Vocales de cámaras”.

Artículo 2º: Suprímase el Articulo 154 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

Artículo 3º: Incorpórese como nuevo Artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

“El Consejo de la Magistratura es órgano asesor permanente del Poder Ejecutivo Provincial que tiene por competencia exclusiva y excluyente proponerle, mediante concursos públicos de oposición y antecedentes y a través de ternas vinculantes, la designación de los integrantes del Ministerio Público–Pupilar y Fiscal en cualquiera de las instancias, Jueces y Vocales de Cámaras.
Estará integrado por representantes del Poder Ejecutivo provincial; de los abogados de la matrícula provincial, de los Magistrados o Funcionarios Judiciales, de los sectores académicos y científicos, de los Empleados del Poder Judicial de Entre Ríos, de las Organizaciones Sociales, Profesionales y/o Sindicales con Personería Jurídica y/o Gremial y cuyo objeto social tenga vinculación con la defensa del sistema democrático, de los derechos humanos y del sistema republicano de gobierno. La composición asegurará el equilibrio entre los sectores representados y no podrá integrarse con predomino de un sector.

El desempeño del cargo será ad honorem. Duraran dos años en sus funciones, pudiendo ser reelectos por una sola vez.”

Artículo 4º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

Acerca de la derogación del artículo 154 de la Constitución Provincial.

Se propone la derogación del citado artículo por entenderse sobreabundante –máxime tratándose del texto constitucional– toda vez que la forma de designación de los citados magistrados y funcionarios judiciales se encuentra contemplada en el inciso 17 del articulo 135.

Sobre el Consejo de la Magistratura.

Que por el año 2003 siendo por entonces, Gobernador electo de la provincia y ante la preocupación generada por el creciente reclamo social de lograr una justicia altamente capacitada e independiente, decidí auto limitar la facultad que, conferida por la constitución provincial, coloca en cabeza del Poder Ejecutivo la designación de los Magistrados y Funcionarios judiciales, con la finalidad de disipar cualquier tipo de sospecha de manipulación que se hacia sopesar en torno a la designación de los Magistrados. Que el día 13 de diciembre de aquel año fue creado mediante Decreto nº 39 el Consejo de la Magistratura de Entre Ríos como órgano asesor permanente del Gobernador para la selección de jueces, fiscales y defensores. el mismo día de su creación el Consejo inició sus actividades, y en los cuatros años de funcionamiento que lleva ha supero toda expectativa, constituyendo un verdadero modelo a seguir: se han respetado plenamente los resultados de los concursos de oposición y antecedentes llevados a cabo por el Consejo, optando siempre el Poder Ejecutivo por proponer en todos los concursos al profesional que obtuvo el mayor puntaje en las diversas instancias de los concursos públicos, siendo actualmente más de 58 los magistrados y funcionarios designados por el citado Consejo, lográndose de esta manera el resultado deseado, cuál es, lograr un mayor servicio de justicia a través de la jerarquización del Poder Judicial, dotando de mayor transparencia los mecanismos de selección de los miembros del Poder Judicial, y, consecuentemente, tornando real los requisitos de idoneidad e igualdad de oportunidades en el acceso a la justicia a fin de lograr la plena independencia e imparcialidad, constitucionalmente consagrada, del Poder Judicial.

La composición debe respetar el equilibrio entre todos los sectores, sin que uno tenga preeminencia o predominio sobre otro.

Respecto a la reglamentación específica en respeto de las normas consagradas se realizará por la legislatura a la brevedad.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 918)
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

SECCION…

PODER JUDICIAL

Capítulo…

Disposiciones generales

Registro de la Propiedad Inmueble

Artículo… “Es de exclusiva competencia del Poder Judicial de la Provincia todo lo relacionado con el Registro de la Propiedad Inmueble. El registro judicial de la propiedad, proyectará y ejecutará su presupuesto.”
ACHARTA – DE LA CRUZ DE ZABAL – SCHVARTZMAN – HAIEK.
FUNDAMENTOS

INTRODUCIÓN

Es un dato histórico y de la realidad, que el ser humano valora y presta importancia a determinados bienes a partir de que éstos se tornan escasos. Para confirmarlo, basta con observar lo que ocurre con los combustibles fósiles y más recientemente con el agua, en especial, la potable.
Así ocurrió también en su momento con la tierra y esta fue la génesis del Registro de la Propiedad Inmueble, para que hubiera seguridad jurídica a cerca de la propiedad de cada finca; sobre todo con el advenimiento del crédito y su necesidad de garantizar suficientemente su devolución, lo que se logró con la hipoteca y su inscripción en el Registro para que pueda ser oponible a todos.
En efecto, de esta manera tenemos lo que podríamos denominar dos aspectos de la propiedad, el estático, la tierra como tal, y el dinámico, la riqueza que ésta puede generar más allá de su productividad o fertilidad natural, a partir de su posibilidad de servir de garantía para la obtención de recursos económicos que generen a su vez mayor riqueza y un capital activo en crecimiento que permita el desarrollo, la generación de empleo, mayor recaudación para el fisco y en definitiva, una mejor calidad de vida para todos.
Es preciso desmitificar en esto el concepto del capital; no hablamos aquí de la defensa de un capitalismo salvaje al estilo de los 90, lejos del ser humano común o cuando menos, sin importarle demasiado. Todo lo contrario, el capital es necesario para el desarrollo de cualquier Estado. Así lo expresó Felipe González al asumir su cargo en lo que fue el resurgimiento económico de España al decir: “...Si no generamos riquezas, repartiremos miseria...”
En el mismo sentido, la actual Sra. Presienta de los argentinos, Dra. Cristina Fernández de Kirchner, en su reciente visita a Concepción del Uruguay manifestó que: “...es necesario apoyar un capitalismo inclusivo y solidario...”
Estas ideas con respecto a la propiedad inmueble, muy bien estudiadas y magníficamente desarrolladas por el Economista peruano Hernando de Soto en sus libros “El misterio del Capital” y “El otro Sendero”, han sido comprendidas por la mayoría de los países desarrollados y poco a poco, por muchos en vías de desarrollo.
Tal es así, que están siendo inteligentemente aplicadas por la República de China, que acaba de incorporar el derecho a la propiedad privada en su reciente reforma constitucional, por Rusia y hasta por Cuba, que se encuentra en plena reorganización del Registro de la Propiedad Inmueble, intentando reconstruir el tracto a partir del titular dominial que figuraba inscripto, luego e haber abolido la propiedad privada y “borrado” las hipotecas al inicio de la revolución; lo mismo sucede con los países de Europa del Este, etc.
La teoría de De Soto ha quedado demostrada incluso en nuestro país, en un experimento que se llevó adelante en Quilmes, pcia. de Bs. As., “...Las familias que tienen un título de propiedad generan mayor riqueza que aquellas que no lo poseen. La tenencia del título divide las aguas en indicadores como nutrición, escolaridad, embarazos adolescentes y hasta creencias.

Estas son las conclusiones preliminares de una investigación en 600 familias, encarada por un equipo de economistas, arquitectos y médicos de la Universidad Di Tella...” (Ver Diario Clarín Económico, domingo 11 de abril de 2.004)

Es decir que la importancia que tiene hoy en día la registración de la propiedad inmueble está fuera de toda discusión seria. Y la trascendencia de la Institución Registro, más allá de su función específica y primaria de brindar seguridad jurídica es obvia.

Basta con recordar que hace aproximadamente un mes, las autoridades nacionales condicionaron la disposición de una importante suma de dinero destinada a la construcción de viviendas sociales en la provincia de Entre Ríos a un único requisito, la existencia de los inmuebles de dominio privado del Estado necesarios para tal fin.

Para ello, es indispensable la información del Registro.

Más aún, sería conveniente registrar también los inmuebles de dominio público del Estado (actualmente no obligatorio por el art. 10 de la Ley 17.801 en nuestro país y ya implementado con excelentes resultados en otros países, España, por ejemplo), no solo para tener un conocimiento claro y concreto de los mismos, sino además, para evitar habituales usurpaciones sobre ellos o superposiciones con inmuebles de particulares alegándose muchas veces confusión de límites.

Por otra parte, el Registro de la Propiedad es hoy en día y con un futuro promisorio en ese sentido, una Institución fundamental en materia de: Ordenamiento territorial; uso del suelo; regularización dominial; extranjerización de la tierra, registro y control sobre ello; Sociedades Off Shore; Medio ambiente; residuos peligrosos; protección de consumidores; protección del bosque nativo, de las aguas; asentamiento de pueblos originarios y la regularización de su dominio; conocimiento concreto y en tiempo real de toda la geografía actualizada de la provincia vinculando al Registro con el georeferenciamiento de sus fincas y disponiendo así de información al instante y jurídicamente confiable.

Esta información es de carácter estratégico para cualquier gobernante que quiera planificar, desarrollar y aplicar verdaderas políticas de estado. En efecto, de esta manera podría –y debería– conocerse oportunamente por ejemplo donde construir un barrio o complejo habitacional, si existen áreas protegidas por razones ambientales, culturales, etc. O por el contrario, si en la zona operó en el pasado una industria contaminante cuyos deshechos (tratados o no) desaconsejan habitar la zona.

Qué áreas son las más aptas para la agricultura, cuales para ganadería, para la producción de miel; en cuales zonas está prohibido desmontar el bosque nativo, en cuales solo temporalmente, cómo podrían “compensarse” las zonas buscando el equilibrio entre desarrollo y medio ambiente como lo hace Brasil a través de su particular Derecho de Superficie Forestal, diferente al de cualquier otro país; qué tipos de suelos existen en cada región; donde es conveniente construir una escuela, un hospital, una comisaría; cual sería la traza ideal de un camino, cual de ellos necesita reparación inmediata y cual puede esperar, estableciendo prioridades; cual la distribución de la electrificación rural en función económica y social; qué inmuebles están afectados por restricciones al dominio en este sentido más allá de sus titulares a quienes se puede conocer al instante. Y así se podría seguir.
FUNCIÓN ESPECÍFICA DEL REGISTRO

Ahora bien, conforme a la ley nacional respectiva, las funciones principales que debe cumplir el Registro de la Propiedad Inmueble -sin perjuicio de las propuestas más arriba y varias otras impuestas por leyes provinciales que se indicarán más adelante- consisten en:

a) La inscripción de Derechos Reales, anotación de medidas cautelares, afectaciones de inmuebles al régimen de Bien de Familia y sus correspondientes cancelaciones.

b) La certificación e información sobre dichas inscripciones y anotaciones a solicitud de los Tribunales de Justicia, Escribanos, Abogados, Agrimensores, Contadores, reparticiones públicas y particulares con interés legítimo.

SITUACIÓN DE LA INSTITUCIÓN

La falta de una estructura Orgánica adecuada; de un presupuesto suficiente en función de lo que recauda la Institución y del servicio que debe brindar. La ausencia de una planificación y aplicación de políticas registrales claras, pertinentes, oportunas y sobre todo, sustentables en el tiempo más allá del signo político que circunstancialmente desempeñe el gobierno -lo cual no es posible dentro de la dependencia funcional actual- han acentuado con visos de gravedad, la situación.
Al respecto, la DECLARACIÓN DE LIMA SOBRE FORTALECIMIENTO Y MODERNIZACIÓN DEL SISTEMA REGISTRAL SEÑALÓ: “Para lograr la plena eficacia del sistema de Registro se requiere que en cada uno de los países se establezcan políticas de Estado en materia Registral, las que deben gozar de continuidad, permitiéndose así el acceso de todos los ciudadanos al servicio registral.”
Obvio es destacar el serio perjuicio y las perdidas económicas, directas e indirectas, que tal situación significa para la regularidad de las transacciones inmobiliarias en la provincia de Entre Ríos y la inseguridad jurídica que acarrea en una materia tan relevante como lo es nada menos que la Propiedad Inmueble.
La actividad económica de la provincia en general se ve seriamente afectada y la comercial inmobiliaria en particular; como así también el servicio profesional de los Escribanos, Abogados, Agrimensores, Corredores Inmobiliarios y Martilleros; Bancos y Entidades Financieras y hasta el propio Servicio de Justicia, muchos de cuyos trámites dependen del Servicio Registral para evitar paralizarse. Y lo que es más grave, la propia actividad asistencial que debe brindar el Estado, cuyos destinatarios, en muchísimas ocasiones no pueden obtener el beneficio que les corresponde ante la carencia de algún documento que debería expedir a tiempo el Registro, siendo éste quizás, el sector más vulnerable y sufrido, que sin embargo no puede hacer escuchar su inmerecida angustia.
Las actuales circunstancias además, impiden cualquier proyección o plan de trabajo a corto, mediano y largo plazo que el Registro necesariamente debería prever. Como así también, la posibilidad de encarar nuevas técnicas, programas, organizar cursos de capacitación, etc. que redunden en beneficio de un mejoramiento del servicio; lo cual hace, cuando menos, que este se “estanque”.

Por otra parte, esto provoca un plus sumamente potenciado al natural riesgo que por sí misma tiene la actividad registral inmobiliaria, generando la posibilidad cierta y concreta de producir daños civiles que, al fin de cuentas e indefectiblemente, la provincia de Entre Ríos deberá pagar. Además, crea las condiciones propicias para que se lleven a cabo hechos de corrupción, sumamente difíciles de erradicar si llegan a institucionalizarse.

LEYES CONVENIO

Situaciones como esta no son nuevas en el país, aunque quizá nunca tan pronunciadas ni prolongadas en el tiempo, lo que la aproxima a lo crónico.
En efecto, ya el 2 de diciembre de 1966 -época en que la democracia estaba ausente- se sancionó la Ley 17.050, cuyo encabezamiento rezaba: “Registro de la propiedad inmueble; colaboración técnica y financiera del Colegio de Escribanos de la Capital Federal para su reestructuración” y la nota al Poder Ejecutivo acompañando el proyecto de ley expresaba textualmente en uno de sus párrafos: “...la actual situación que evidencia un arrastre acumulado de más de 40.000 títulos pendientes de inscripción, con más de un año de presentación. ...” Cualquier parecido con la realidad, es mera coincidencia.

Este tipo de “leyes convenio” se fueron reproduciendo por todo el país con diferentes resultados.
Entre Ríos no fue la excepción, es así que el 9/9/71 se sanciona la ley 5.032 (1) y el 28/04/72 se suscribe el primer convenio entre el Colegio de Escribanos y el Registro.
En el año 1976 el Colegio de Escribanos hace una presentación al entonces Ministro de Gobierno, Justicia y Educación, solicitando deje sin efecto la ley 5.032. En octubre de 1981 se realiza la denuncia formal del convenio.
El 11/12/81 la ley 6851 (2) modifica la ley 5.032, que a su vez es modificada el 18/09/85 por la ley 7.629 (3); la que vuelve a modificarse en fecha 16/05/06 por la ley 9.699 (4); que a su vez se modifica el 28/06/07 por ley 9.775 (5); que además está por modificarse por el Expte. Nº 16391, ingresado en la Cámara de Diputados con entrada 1066, fecha de salida 06/11/2007 y actualmente en el Senado provincial (6). Vale decir que se han experimentado hasta la fecha seis intentos por el mismo camino.
De todos modos, debe decirse que en algunas provincias han sido de utilidad; en otras se ha desnaturalizado el espíritu y la finalidad del sistema, han sido insuficientes o simplemente no resultaron la solución para resolver el problema que dio origen a su sanción.
Consiste en la autorización para percibir de los usuarios del servicio registral, una tasa -en algunas jurisdicciones-; una sobre tasa, tasa diferencial o tasa especial, además de la de Rentas Generales -en otras, como en E. R.-. Es decir fondos para -estatales, administrados por el Colegio de Escribanos- que percibe un porcentaje por ello- y destinados a un fin específico; el mejoramiento técnico, operativo y humano del Registro de la Propiedad Inmueble.
Por otra parte, en algunos casos, el sistema ha generado diferencias entre los Colegios como administradores de los fondos y los Registros como destinatarios de los mismos, dando pie en algunas jurisdicciones a una intromisión ilegítima y preocupante.

LEY DE FINANCIAMIENO REGISTRAL INMOBILIARIO

Precisamente por esto en el año 1998, el propio Registro presentó un proyecto de ley con características y finalidad similares a las anteriores pero teniendo como administrador de los fondos al propio organismo estatal.

En fecha 29/11/2001, por Expte. Nº 12.597 ingresó en la Cámara de Diputados un proyecto en el mismo sentido y proponiendo derogar la ley convenio 7629.

PROYECTO DE LEY PARA QUE EL REGISTRO FUNCIONE EN LA ÓRBITA DEL PODER JUDICIAL.

En fecha 26/07/05, a instancias del Poder Ejecutivo provincial, se presentó en la Subsecretaría de Justicia un proyecto de ley para que el Registro funcione en la órbita del Poder Judicial.

La Subsecretaría de Justicia invitó, entre otras instituciones, al Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos para integrar una Comisión que evalúe esta posibilidad; pero éste, sin entrar en los fundamentos, hizo una estimación de acuerdo a la Constitución Provincial y rechazó la invitación por Acuerdo General Nº 22/05 del 02/08/05.
No obstante, el proyecto fue presentado en el Senado provincial en fecha 30/08/05, asignándosele el Expte. 8.039. Ha recibido un amplio apoyo y se han expedido a favor del mismo destacadas Instituciones como el Colegio de Abogados de Entre Ríos; el de Martilleros y Rematadores; Jueces, ex Integrantes del STJER, Camaristas, destacados juristas; Constitucionalistas; Instituciones Intermedias; Diputados y Senadores de diferentes extracciones políticas; Gremios; Profesionales; Usuarios en general del Registro; etc.
Por otra parte, se llevó a cabo en la Comisión de Legislación de la Honorable Cámara de Senadores, un debate público y muy fructífero sobre el proyecto. Además de varias reuniones en la Subsecretaría de Justicia con las demás Instituciones invitadas a conformar la Comisión, generándose un enriquecedor intercambio de opiniones.

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

Ante la posibilidad que brinda el Art. 1º, inc. 43 de la Ley Nº 9.768 del 31/05/07, de remover el eventual obstáculo constitucional y que habilita a esta Convención para establecer que el Registro de la Propiedad Inmueble se ubique en la órbita del Poder Judicial de la Provincia, es necesario ocuparse seriamente del tema.
Considerando que es deber del Estado provincial salvaguardar la debida prestación del servicio público que el Registro de la Propiedad Inmueble debe brindar a la comunidad, se hace necesario proveer a una completa y profunda reestructuración de su organización, mediante las reformas legales adecuadas, la capacitación del personal (lo que no se hace desde 1.994) y la incorporación de los elementos que la técnica registral moderna requiere indispensablemente para un eficiente cumplimiento de su función.

LA CONSTITUCIÓN NACIONAL

La Carta Magna de nuestro país, no solo permite claramente el cambio propuesto, sino que además, en varias de sus disposiciones hay un mandato implícito para llevarlo adelante.
En efecto, entre las que posibilitan esta reforma se encuentran los Artículos: 5; 121; 122; 124 y 125.
En tanto que, de alguna manera están propiciando la reforma que se propone los Artículos: 14 “Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos...;...de usar y disponer de su propiedad;...” (el ejercicio de éste último no está asegurado plena e igualitariamente con el servicio brindado por la Institución); 14 bis “...la protección integral de la familia; la defensa del bien de familia;...” (Idem); 17; 41 “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras;...Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales...” (La Institución debiera brindar un servicio fundamental en ese sentido); 42 Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno (Idem).
Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos,...,...al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos,...” (Es una obligación ineludible e inexcusable) y finalmente también el Artículo 124, además de habilitar esta reforma la promueve al decir: “...Corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio.” (Los cuales debe proteger y para ello, es de suma importancia la contribución que puede y debe hacer el Registro de la Propiedad)
FUNCIÓN REGISTRAL

La tarea registral inmobiliaria es específica, eminentemente técnico-jurídica y en constante evolución; para mencionar algunas de las características que la diferencian marcadamente del resto de la Administración Pública. Quienes la desempeñan no son simples empleados administrativos; requieren una capacitación especial derivada de las propias disposiciones legales que deben aplicarse, con plazos determinados y variables, oponibilidades, incompatibilidades y prioridades de derechos, reservas anticipadas de estos según los casos, etc. Por esta razón, normalmente insume bastante tiempo “formar” a un registrador inmobiliario.
Tanto es así, que el Dr. Scotti (hijo del ilustre co – autor de la Ley 17.801, Dr. Edgardo Augusto Scotti) ha definido a esta actividad como “PARAJUDICIAL”, calificativo al que sin ninguna hesitación se le debe sumar el de “ALTAMENTE RIESGOSA”. En efecto, diariamente se firman infinidad de documentos, muchos de los cuales resulta materialmente imposible verificar que esté correcto, es decir, se debe confiar en el trabajo y la honestidad del empleado que lo procesó.
A lo dicho, se suma que no es posible contar con una instancia superior que “revise” la exactitud en la expedición del documento, con lo que la responsabilidad civil del Estado, y de quien suscribió con su firma la inscripción o anotación, emanada del Registro, está sumamente expuesta.
Obsérvese que ni en el ámbito del propio Poder Judicial se corren estos riesgos, pues siempre existe la posibilidad del Recurso ante el Tribunal de Grado que corrige el eventual error.
En este mismo sentido, el destacado jurisconsulto español Manuel Peña Bernaldo de Quirós al definir la naturaleza de la función registral expresa: “Es una función pública cuasi jurisdiccional porque podría encajarse en la función jurisdiccional, en sentido material. Aunque en sentido estricto o formal no es función jurisdiccional, es, en todo caso, una función pública muy distinta de la típica administración del Estado.”
Y continúa diciendo: “Se trata de una función cuasi jurisdiccional: tiene como finalidad primordial proclamar oficialmente situaciones jurídicas. Responde, pues, a la idea etimológica del vocablo (“juris dictio”). Estas declaraciones tienen prima facie, según veremos, cierta eficacia análoga a las sentencias y, como ellas, son, en principio, inconmovibles.” (Peña Bernaldo de Quirós, Manuel; Derechos Reales. Derecho Hipotecario, Cuarta Edición 2.001, Tomo II, Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España. Centro de Estudios Registrales, Madrid – 2.001, página484.

El contenido Jurídico del Registro de la Propiedad Inmueble es de suma importancia. Esta característica, más la responsabilidad de la función y el riesgo de ésta lo distingue totalmente y hace que no tenga cabida o, cuando menos, no encaje adecuadamente en el lugar del cual depende funcionalmente en la actualidad.
En cambio, sí es adecuada y armónica su ubicación dentro del Poder Judicial, no solamente por ser ésta la tendencia actual en el país y el sistema adoptado por los países que están a la vanguardia del Derecho Registral Inmobiliario como luego veremos, sino porque además, existen más allá de los ya expuestos, otros argumentos sólidos y suficientes para afirmar, sin temor a equivocación alguna, que es en esta provincia donde más se justifica un cambio como el que por este proyecto se propone.
En efecto, buena parte de las funciones que naturalmente corresponderían al Poder Judicial, hoy están a cargo del Registro de la Propiedad Inmueble. Así:

- Por disposición del art. 130º de la Ley 6964 debe llevar el registro de las Cesiones o Renuncias de Acciones y Derechos Hereditarios y además, anotar las medidas cautelares que afecten esos derechos o acciones.

Como puede apreciarse, la tarea está íntimamente vinculada a las vicisitudes que se producen en expedientes judiciales, principalmente sucesorios.

- El art. 134º de la misma ley responsabiliza al Registro de anotar, a solicitud de parte, todos los juicios concursales -civiles y comerciales- preventivos, quiebras, de protocolización de testamentos y sucesorios que se inicien en los tribunales provinciales.
Nuevamente se ve como una función netamente judicial, es cumplida por el Registro, lo que es inédito para los demás registros inmobiliarios del país.
El art. 138º de la ley citada, también pone a cargo del Registro el archivo de los protocolos notariales y de los expedientes judiciales, además del deber de expedir copias de la documentación archivada -las que generalmente constituyen nada menos que un segundo o ulterior Título al dominio u otro Derecho Real-, remitirla a requerimiento judicial y facilitarla para su consulta.
Más allá de lo cuestionable que pueda resultar el hecho que el Registro tenga a su cargo el archivo de protocolos notariales, lo cierto es que tener el de los expedientes judiciales es -como su propio nombre lo indica- una función claramente judicial, siendo este un caso único en el país, salvo en los Registros como los de las provincias de San Juan o Mendoza, en las que el Registro funciona como un órgano más del Poder Judicial.

- Registro Público de Comercio. Tal vez el caso más paradigmático y ciertamente único y exclusivo en todo el país, aún considerando todas las provincias en las que el Registro funciona dentro de la órbita del Poder Judicial, es el del Registro Público de Comercio.

En efecto, el art. 160º de la Ley 6964 pone a cargo de quien hoy desempeña la función de Jefe de Registro en cada Departamento (Técnicamente el término y cargo correcto es Director), el Registro Público de Comercio. Pero no se detiene allí, que de por sí significa la responsabilidad de un nuevo Registro, diferente al de la Propiedad Inmueble y extraño a este en cualquier lugar del país, incluidas las provincias en que los Registros están dentro del Poder Judicial, sino que avanza un poco más allá y le impone las funciones de Secretario del Juez de Comercio, con una aplicación por demás particular del art. 34 del Código de Comercio.
Así, se tramitan en el Registro los expedientes para: obtener la Matrícula de Comerciante; las Habilitaciones para Ejercer el Comercio; las Transferencias de Fondos de Comercio y las Rúbricas de Libros de Comercio de Comerciantes Individuales. Registrando luego, además, el resultado de estos procedimientos (Arts. 25 y ss.; 34 y ss. y 43 y ss del Código de Comercio y Arts. 160º a 178º de la Ley 6964)
Por otra parte, se rubrican también los Libros de Comercio de las Sociedades comerciales (Art. 4º de la Ley 6963). Cabe destacar, que aún en provincias como San Juan o Neuquén en las que el Registro de la Propiedad Inmueble funciona dentro del Poder Judicial, no se le cargan estas funciones; es más, hasta la rúbrica de los Libros de Consorcios de las Propiedades Horizontales están a cargo del Juez de Paz.

Estas circunstancias, sumada a la prohibición absoluta para ejercer la profesión que impone la Ley 6.964 en su artículo 179º a los abogados, escribanos, procuradores, contadores o martilleros que se desempeñen en el Registro de la Propiedad Inmueble, por sí solas son justificación suficiente para incluir a estos profesionales dentro de los funcionarios del Poder Judicial; por lo que sería una decisión política acertada, coherente, inteligente y justa colocarlos dentro de la órbita de ese Poder.
Es notable la similitud de incompatibilidades -exactamente la misma, en cuanto a la profesión, impuesta por el art. 157 de la Constitución Provincial)- que establecen el Art. 4 y subsiguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 6.902 para los Magistrados, Funcionarios y empleados y el Art. 179 de la Ley Registral provincial para los Funcionarios y empleados. En este último caso, se trata del único dentro de la Administración Pública, junto con el Fiscal de Estado y Fiscales Adjuntos, con esa característica; total. Esto distingue absolutamente la actividad dentro de ese sector, en el que no tiene una ubicación armónica desde ese punto de vista.
Por otra parte, si bien establece esta última disposición legal que “…En compensación gozarán los profesionales del suplemento que se fije de modo general para el personal de la Administración Pública comprendido en dicha situación…” Lo cierto es, como se expresara, que no existe otro personal, con la salvedad apuntada, comprendido en esa situación y, por lo tanto, tampoco existe la generalidad del modo que prevé la norma. Sí existe una situación anómala e injusta, por cuanto la mencionada compensación no es tal, o cuando menos, no es integral y adecuada como debiera; resarciendo la imposibilidad absoluta y total de ejercer la profesión. Obsérvese que los profesionales de otras áreas de la Administración Pública; tal el caso del Registro Civil, Escribanía Mayor de Gobierno, Fiscalía de Estado (con la salvedad apuntada), D.I.P.J., D.G.R., Servicio Administrativo Contable, etc. pueden ejercer la profesión, salvo en cuestiones contrapuestas con los intereses del Estado y por ello, reciben una compensación cuya diferencia con la de la incompatibilidad total no es significativa, considerando la posibilidad que se les brinda.
El Proyecto propuesto, precisamente resuelve también esta anomalía de una manera razonable, armónica y justa.

Las leyes relativas al lavado de dinero o las disposiciones referentes a la adquisición de Derechos Reales sobre Inmuebles por parte de las Sociedades Extranjeras y las denominadas off shore, tema hoy en boga, no agotado e irresuelto lamentablemente en nuestro país y provincia, tan expuesta y apetecible por su ubicación estratégica, riquezas naturales y controles insuficientes.
También al igual que en la Justicia, en los Registros se debe conocer cual es la jurisprudencia actual aplicable a cada caso concreto en un momento histórico determinado.
Al respecto, el V Seminario Registral celebrado en Guatemala en el año 2.007, al enumerar en el texto del documento suscripto por más de quine países de Iberoamérica que se denomina “LOS PRINCIPIOS ORGANIZATIVOS Y ORIENTATIVOS DE LA OFICINA REGISTRAL DEL S. XXI” sentenció: “Al configurarse el Registro como una Institución esencialmente jurídica por su procedimiento, contenido y control que ejerce el Registrador, es necesaria una completa formación jurídica de éste”.
El mismo documento internacional expresa: “Para que las decisiones de los Registradores generen confianza absoluta es necesario que se les doten de las mismas garantías de independencia y autonomía que tienen los Jueces...”

En otras ocasiones, el Registrador, al igual que el Juez, debe enfrentarse a situaciones de la realidad que el legislador aún no las ha contemplado, pero que concretamente existen y, también como el Juez, debe resolverlas.

Tal es el caso de los denominados Nuevos Derechos, Nuevas Formas de Dominio, Nuevas Contrataciones o Propiedades Especiales (Clubes de Campo, Cementerios Privados, Tiempos Compartidos, Shoppings, Clubes Náuticos, Barrios Cerrados, Parques Industriales, etc.) Algunos de ellos funcionan desde hace más de 40 años, sin que a la fecha se haya sancionado una ley adecuada que los contemple.
Permanentemente el Registrador debe efectuar el control de legalidad de cada trámite que ingresa al registro (arts. 3, 8, 9 y ss. Ley 17.801 y arts. 18 ss. y cctes. Ley 6964), función que es esencial a la actividad registral y afín con la del Juez.
En efecto, en una de las principales funciones que le son propias, al Registrador le incumbe la calificación registral (control de legalidad) de los documentos que se presentan para su inscripción y en virtud de ello practicar o denegar la registración solicitada por resolución fundada (Art. 18 Ley 6964). Presentado el Recurso de Recalificación, el Jefe de Registro, luego de su sustanciación, debe dictar Resolución (Arts. 32 y stes. Ley cit.) De ello se sigue que desarrolla en la materia una actividad jurisdiccional, pues interpreta y aplica el derecho al caso concreto suscitado por la registración solicitada.
Si existiera alguna duda, ella resulta despejada por el art. 40 de esta última ley, que prescribe: “Las resoluciones de los Jefes de Registros y las del Director General deberán contener pronunciamiento fundado sobre el mérito de las cuestiones sometidas a su decisión y los argumentos relevantes de la parte recurrente y citar el derecho en que se funden.”
Es por ello que la “OCTAVA REUNIÓN NACIONAL DE DIRECTORES DE REGISTROS DE LA PROPIEDAD” celebrada en San Luis en 1971, en su Despacho Nº 1, Tema I, punto 4º Declaró: “Que es indispensable se reconozca a los Registros como organismos técnicos -no administrativos- por la ESTRICTA NATURALEZA JURÍDICA DE SU COMPETENCIA FUNCIONAL.”
Al respecto, y dado su carácter esclarecedor sobre esta cuestión recurrentemente discutida en esta provincia, transcribimos parte del texto enviado por el Dr. JUAN CARLOS MEJIA COTO, Consultor Registral adscrito a la Oficina de Modernización de los Registros de la Propiedad de la Rca. de Honduras -Hoy Superintendente de Registros Pbcos.- al Director de Administración de Personal de la Carrera Judicial, en el ámbito de la Corte Suprema de Justicia de la Rca. de Honduras: “...Que de acuerdo a los alcances que el término “jurisdiccional” implica, expresado por el Diccionario Jurídico Elemental, no se restringe su aplicabilidad solamente a aquellos que de forma directa “administran justicia” y por tanto se incluyen en el mismo de manera genérica toda autoridad con una serie o conjunto de atribuciones que corresponden en una materia determinada. A esta altura de la evolución de las disciplinas jurídicas nadie puede negar la existencia y grado de especialidad técnica jurídica del Derecho Registral, misma que es materia exclusiva de los Registros de la Propiedad.
A este respecto, ampliando dicho concepto, los jurisconsultos Raúl García Coni y Ángel Frontini distinguen a los funcionarios jurisdiccionales, no determinados éstos como aquellos en el ejercicio de la administración de justicia, sino que los definen dentro de los “operadores del derecho” entre los que se encuentran los Magistrados y jueces al servicio directo de la justicia y los Registradores que dedican sus esfuerzos al logro de una correcta paz jurídica (obviamente con la aplicación de la ley a un caso concreto: principio de legalidad para la calificación registral, que es uno de los principios fundamentales del derecho registral).
Negar la calidad de jurisdiccional a la institución registral, sus funcionarios y empleados, es negar la existencia de los efectos jurídicos del Registro de la Propiedad. Si bien es cierto en el inicio de los tiempos de la Institución Registral ésta en un principio tuvo una finalidad meramente administrativa, su necesidad de valoración jurídica quedó de manifiesto al no poder prescindir de la “publicidad” y sus ineludibles efectos de garantía que transformaron irrevocablemente a los Registros de la Propiedad como un medio idóneo de seguridad en el tráfico jurídico, obviamente y por derivación la finalidad de los Registros de la Propiedad es robustecer la seguridad en el tráfico de los bienes y profundiza sobre el concepto de las atribuciones jurisdiccionales de los Registros de la Propiedad el hecho de ofrecer como efecto jurídico de la registración, un medio privilegiado de prueba reconocido y desarrollado por la legislación.
Adicionalmente al tema podemos afirmar, con base en la doctrina registral gracias al trabajo del gran jurisconsulto brasileño Sergio Jacomino, experto en Derecho Registral, que la previsión legal, de acuerdo con ley específica, del examen de legalidad (que se realiza sobre los documentos dentro del proceso inscriptivo) disipa una vieja y obstinada idea de que la actuación del registrador sería la de un mero amanuense, un archivador de documentos, tanto de los títulos notariales (por la presunción de que están conformes a la ley y revestidos de todas las formalidades).
Tal como registró Chico Y Ortiz, citando al patriarca del derecho registral español, don Jerónimo González, “en un sistema como el nuestro, en que los asientos se presumen exactos, resulta lógica la existencia de un previo trámite depurador de la titulación presentada a registro porque, de lo contrario, los asientos sólo servirían para engañar al público, favorecer el tráfico ilícito y provocar nuevos conflictos”.
Se enmarca dentro de la tradición del derecho latino conferir al oficial registrador, por medio de sucesivas normas y reglamentos, la importante tarea de conocer y decidir respecto de una inscripción que le es rogada (labor jurisdiccional). Dice Ricardo Dip que tal configuración aparta al registrador de una actuación meramente ejecutiva, administrativa y subalterna, para inserirlo en una dimensión jurídica e independiente, en el plano decisorio. Y continúa el reconocido autor: “Es este el doble aspecto de fondo de la función de calificación registral: a) primero, que deja en evidencia la naturaleza jurisprudencial de la actuación del registrador, quien es un operador jurídico, tornado apto para decidir y emitir un juicio sobre la inscripción, hic et nunc, de determinado título o documento; b) segundo, que revela la independencia decisoria del registrador, en el límite primario de la apreciación y decisión acerca del registro de un título singularizado”.
Con las mismas palabras el jurista brasileño Afranio de Carvalho ya consignaba que es el examen previo de la legalidad de los títulos el que visa establecer la correspondencia constante entre la situación jurídica y la situación registral, de manera que el público pueda confiar plenamente en el registro. Es incontestable, por lo tanto, que por ser la nulidad un efecto que se produce ipso jure, decorriendo apenas de la existencia del vicio, el registrador, al examinar el título -en proceso semejante al de la jurisdicción voluntaria- debe tenerla en cuenta para oponer la ‘duda’ tendiente a vetar la inscripción requerida. La regla dominante en este asunto, en nuestro derecho y en cualquier otro, es la de que el funcionario público debe negar su colaboración en negocios manifiestamente nulos, inclusive, abstenerse de hacer inscripciones en los registros públicos.

A diferencia de los registros de efectos jurídicos los registros administrativos no tienen por objeto la publicidad registral ni ofrecen los efectos de oponibilidad ni de seguridad jurídica que se han descrito...” (Corte Suprema de Justicia de Honduras, Tegucigalpa, 26 de agosto de 2.004)

Por otra parte, en muchos lugares de la provincia, los Registros de la Propiedad Inmueble funcionan físicamente en dependencias del Poder Judicial, es decir, dentro del mismo edificio. Así sucede en Nogoyá, La Paz, Gualeguaychú, Concepción del Uruguay y hasta hace poco también en Paraná; lo cual demuestra que a lo largo del tiempo, las diferentes autoridades del Gobierno han considerado similares a ambas funciones.
Por otra parte, el ciudadano común cree que los Registros pertenecen al Poder Judicial y que las funciones, responsabilidades y remuneraciones de quienes allí trabajan son similares. Esto que en una primera lectura parecería un dato menor, se transforma en un argumento de importancia a poco que lo analicemos.
En efecto, esta idea está instalada en el pensamiento de buena parte de la comunidad, quizá en la mayoría, es decir en el subconsciente colectivo o en lo que los antiguos filósofos alemanes llamaban “el espíritu del pueblo”, al que atribuían tanta importancia. De esta manera, una cuestión que podría calificarse de sociológica, se transforma en un fundamento jurídico de trascendencia, habida cuenta del valor que hoy en día atribuyen los juristas, la doctrina en general y la jurisprudencia particularmente a “la apariencia” como fuente del Derecho.
El contingente de funcionarios y empleados que pasan a depender del Poder Judicial no es significativo, si consideramos que apenas supera el centenar de personas sobre un total de aproximadamente 50.000 empleados que integran la Administración Pública central; vale decir que equivale al 0,25% de esta.
Este pequeño grupo, tampoco impactaría prácticamente en la estructura del Poder Judicial, que cuenta con 2.600 empleados aproximadamente; en el que equivale al 4,23% también aproximado.

PRESUPUESTO

Para llevar adelante los cambios necesarios y alcanzar objetivos y resultados positivos en la prestación del Servicio, es indispensable contar con fondos suficientes y expeditos, libres de tramitaciones excesivamente burocráticas; con la consecuente oportuna rendición de cuentas, claro está.
En efecto, haciendo pequeños ajustes, más que en el monto de las tasas como tal, en la racionalidad en el modo de aplicarlas y de percibirlas; con el Estudio Actuarial correspondiente y necesario que determine, en función de las inversiones a corto, mediano y largo plazo, los recursos que correspondan, es perfectamente posible y recomendable. Todo ello sin perjuicio de nuevos servicios que el Registro permanentemente debe implementar, acrecentando la recaudación.

Por otra parte, entendemos que no existe obstáculo presupuestario o económico financiero para que lleve adelante la reforma que se propone; ello por cuanto el Registro de la Propiedad Inmueble con su recaudación supera con creces lo que gasta. Lo afirmado quedó demostrado en el Proyecto de Ley de Inclusión (Expte. Nº 8.039) citado supra, al que se acompañó oportunamente Presupuesto de Gastos de la D.G.N.R.A; Planilla de Recaudación del Registro por Tasas de Servicios e Informe Técnico y Consideración de Contador Público Nacional. Cabe destacar que no se incluyo allí: a) La recaudación por sobre tasa o tasa especial de Ley 7.629 (Denominada “Ley Convenio”) que además actualmente, por una de sus tantas reformas generalizó este aporte extra a todos los usuarios del Registro de la Propiedad y duplicó el valor del costo del mismo; b) Ni los aumentos en la recaudación de tasas convencionales del Estado (Con destino a Rentas Generales) a partir de las Leyes 9621 y 9622, modificatoria del Código Fiscal y de la Ley Impositiva, que entraron en vigencia el día 15/06/05.
Además, Es importante tener presente que la XXXIV REUNIÓN NAC. DE DIRECTORES DE REGISTROS DE LA PROP. INMUEBLE luego de destacar “Que la situación institucional de los Registros de la Propiedad Inmueble se ve lesionada, por desconocimiento de la función específica de la protección del tráfico jurídico, por proyectos que modifican las mismas raíces que sustentan a estos organismos, como dadores de la certeza y seguridad jurídica, o que de alguna manera perturban su normal desenvolvimiento o sus programas de perfeccionamiento,...” (El resaltado es nuestro) Declaró en el punto 1.-, párrafo 3º: “Además, se debe rechazar toda iniciativa que coloque como primer argumento, el ahorro para el Estado, por cuanto dentro de las tareas que le son esenciales e indelegables, está la administración de justicia. Y ésta, en su sentido más amplio, comprende la publicidad registral de los derechos reales inmobiliarios.” (El destacado es nuestro)
De esta manera, se coloca a la Provincia de Entre Ríos a la altura de los sistemas registrales más avanzados del mundo y se la convierte en pionera en todo el país, ya que a la fecha, no existen antecedentes en este sentido en la República Argentina pese a los reiterados foros jurídicos registrales, locales e internacionales, que así lo recomiendan.
A modo de ejemplo, ya la PRIMERA REUNIÓN NACIONAL DE DIRECTORES DE REGISTROS DE LA PROPIEDAD llevada a cabo, precisamente en Paraná, en el año 1.964, declaró:
“...b) Que para las necesidades inmediatas, deben contar con recursos móviles que posibiliten su utilización en el momento oportuno”; “c) Que la manera práctica de lograr los propósitos enunciados consistiría en conferir a los Registros autarquía financiera sobre la base de tasas ordinarias y / o extraordinarias de la prestación del servicio, adecuadas al cumplimiento de sus fines...”
En tanto que, en el ámbito internacional se ha dicho:

“En el "Estudio sobre aspectos clave de la legislación sobre Catastro y Registro", de ONU/CEE se observa que una clara mayoría de los países europeos encuestados financian sus sistemas con los derechos satisfechos por los usuarios. En esta mayoría, los países con sistema de Registro son unanimidad prácticamente; en cambio, en los supuestos de sistemas registrales de reciente creación la solución no es univoca y ello es así porque en sus orígenes los sistemas registrales tienden a ser deficitarios.

“Se ha observado que el ingreso de los trechos del registro en el sistema presupuestario general, ha generado en una rápida obsolescencia del sistema y en una generalización de la carencia del medio. Es por lo que la ONU y la Unión Europea recomiendan para los países en transición un sistema autofinanciado de Registro...”
“...Documento realizado en Ginebra en septiembre de 1998 para el Comité de Asentamientos Humanos del Consejo Económico Social: "Un objetivo de cualquier sistema de tierras que funcione adecuadamente es que debería ser autofinanciado. La inversión constante y los costes corrientes para mantener un sistema registral y proveer sus servicios, debería ser totalmente cubierto por tasas o aranceles pagados por los usuarios de dichos servicios. Esto no siempre puede ser alcanzado, siendo realistas, en los primeros años de desarrollo de un nuevo Sistema.". "Es importante a este respecto que los Gobiernos en Países en transición acepten que la financiación durante los primeros años de funcionamiento del Sistema es en realidad una inversión en el desarrollo de la economía en su conjunto. Los títulos inscritos son los activos económicos y negociables del País. Ellos atraen de forma progresiva la inversión y construyen la confianza de empresas y particulares para participar en el desarrollo de la economía del País".

“El documento del Banco Mundial sobre "Proyectos de Titulación e Inscripción de Fincas en países de la ECA" distingue entre catastro legal o registro de la propiedad, catastros físicos y catastros fiscales. El catastro fiscal determina el valor de las propiedades con fines fiscales, el catastro físico daría información sobre la base física de los inmuebles y el Registro de la propiedad conformaría la información jurídica definidora de los derechos sobre fincas, publicando los titulares de los mismos y la legitimación para disponer de ellos el cual "es fundamental en una economía de mercado" pues "promueve un mercado de la propiedad inmobiliaria más eficiente". (GUATEMALA, V Seminario Registral: “Los Principios Organizativos Orientativos de la Oficina Registral del Siglo XXI”. Año 2.007. Texto suscrito por los representantes de todos los Países participantes y asistentes en este encuentro, que son: ARGENTINA, BRASIL, CHILE, CUBA, ECUADOR, EL SALVADOR, ESPAÑA, GUATEMALA, HONDURAS, MEXICO, NICARAGUA, PANAMA, REPUBLICA DOMINICANA, URUGUAY, VENEZUELA Y COMO ENTIDAD INTERNACIONAL EL BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO.(BID).
Y en la Declaración de Lima, Perú, sobre “EL FORTALECIMIENTO Y MODERNIZACIÓN DEL SISTEMA REGISTRAL”. Año 2.007, se dijo:

“La protección plena se logra a partir del cumplimiento de determinados presupuestos que permiten sentar las bases de un Registro eficiente. Los mismos son, entre otros, el carácter público del documento que accede al Registro, el respeto a la técnica del folio real, la aplicación de los principios registrales, la capacitación permanente de los registradores, y un sistema en que los fondos provenientes de la actividad registral se destinen a la misma. Dichos presupuestos deben estar recogidos por las leyes.”
Es decir que todos los casos, como se propone en esta reforma, se establece el retorno al servicio de lo recaudado por la prestación del mismo y para su reinversión en él, con la intención de un mejoramiento constante.

ANTECEDENTES NACIONALES E INTERNACIONALES

La ubicación del Registro de la Propiedad Inmueble dentro de la órbita del Poder Judicial no es novedosa en el país; por el contrario, sí puede decirse que existe una tendencia en ese sentido.
En Mendoza, la Ley Orgánica de Tribunales Nº 552, del 18 de noviembre de 1.910, en sus artículos 263 y ss. previó la organización del Registro Público y Archivo Judicial dentro del Poder Judicial; manteniéndolo en su última revisión de fecha 18/09/04.
En San Juan, la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 1.434, de fecha 4/11/1.949, en su Libro III (arts. 340 y ss.) dispuso el funcionamiento del “Registro General y Archivo de Tribunales” dentro de la administración de Justicia. En fecha 26 de abril de 1973, la Ley Nº 3.802 al reglamentar la Ley Nacional Registral Nº 17.081 que había comenzado a regir algunos años antes, mantuvo esta estructura orgánica, bajo la dependencia inmediata de la Corte de Justicia de la Provincia (Art. 4º de la Ley)
En la provincia de Neuquén es la propia Constitución Provincial aprobada el 17/02/2006, la que en su Artículo 237 establece: “Es de exclusiva competencia del Poder Judicial de la Provincia todo lo relacionado con el Registro de la Propiedad, hipotecas, embargos e inhibiciones.”
Del mismo modo, la nueva provincia de Tierra del Fuego al dictar su Constitución el17/05/91, estableció en el artículo 154 de la misma una disposición similar, cuando fija la Jurisdicción y Competencia del Poder Judicial al decir: “…Será de su exclusiva competencia todo lo relativo al registro de la propiedad inmueble, hipotecas y medidas cautelares.” Y así la Ley Nº 532 del 12/11/01, adhiriendo la provincia de Tierra del Fuego a la Ley Nacional de Registros Nº 17.801, reglamenta esta cuestión diciendo: “…El Registro de la Propiedad Inmueble funcionará como un organismo judicial…”
La provincia de Santa Fe ha comenzado a andar el mismo camino, equiparando el régimen y monto de las remuneraciones del personal del Registro con las del Poder Judicial mediante la Ley Nº 10.694 del 08/11/91, que se hizo efectiva con el dictado de la Ley Nº 12.287 del 13/07/04 y el Decreto correspondiente del Poder Ejecutivo.
En el orden internacional, la estadística a favor de la dependencia funcional Judicial es aún más abrumadora, según un trabajo realizado por el Dr. Edgardo Augusto Scotti, publicado en su libro “Aportes al derecho registral argentino”, Editorial Fides, noviembre de 2.002, página 151.
En el mismo, el destacado jurista concluye diciendo: “…De los doce países analizados diez dependen directa o indirectamente del Poder Judicial,…” Esos países son: Alemania*; Bélgica; Brasil; Ecuador; España; Israel; Nicaragua; Perú; Puerto Rico y Venezuela. A los cuales se les puede agregar Chile y Paraguay. (*Cabe recordar que la Sra. Presidenta Cristina Fernández de Kirchner ha manifestado en más de una oportunidad que le gustaría parecer En otros como Honduras o El Salvador, los Registros, si bien no tienen esa dependencia, funcionan como un organismo autárquico y autónomo administrativa y financieramente.

ALGUNAS VENTAJAS

La aprobación de este proyecto mejorará en lo inmediato el servicio registral inmobiliario en la provincia. Sin embargo, las mayores ventajas se van a producir progresivamente, con la aplicación práctica de la ley reglamentaria y el funcionamiento del Registro conforme a la misma.
Dicha ley deberá establecer para el ingreso al Registro, un concurso de antecedentes y oposición, al igual que para ascender en lo que a partir de ahora será “la carrera registral”, donde se valore el conocimiento, la capacidad, la predisposición para el trabajo, el buen trato al usuario y compañeros de trabajo, la educación, la responsabilidad, el trabajo en equipo, etc. Ello sin perjuicio de la aplicación de las políticas registrales adecuadas, que necesariamente se deben implementar a partir del nuevo funcionamiento.
Generará además, una mayor seguridad jurídica; dentro de un ámbito que resulta mucho más afín para ello, disminuyendo considerablemente el riesgo actual existente para la responsabilidad civil patrimonial del Estado entrerriano.
Posibilita una mayor carga horaria de trabajo para mantener “al día” el servicio y avanzar en otros programas o proyectos; como por ejemplo, digitalizar la información existente y la nueva; microfilmar o escanear grandes volúmenes de indeseable papel, telegestionar la información y brindar servicios por Internet, avanzar en la implementación de la firma digital; en la posibilidad de instrumentar garantías mobiliarias, que ponen en circulación importantes capitales, permiten una nueva y segura forma de obtener créditos y están funcionando muy bien en otros países, como es el caso del Perú.
Así también se ubica al Registro dentro de un régimen disciplinario más práctico, ágil y efectivo.
Ante las disminuciones estacionales o excepcionales del personal de cada Registro, existiría una eventual posibilidad, jurídica y técnicamente viable, práctica, ágil y cercana, de cubrir la falencia por tiempo limitado con personal de alguno de los Juzgados del Departamento respectivo y viceversa.
El economista peruano Hernando de Soto, citado al comienzo de esta presentación, al que consultan estadistas y políticos de todo el mundo, tanto de países desarrollados como en vías de desarrollo o subdesarrollados, sostiene en sus obras “El Otro Sendero” (best seller mundial) y “El Misterio del Capital” (Editorial Sudamericana, año 2.002 – hoy agotada) que los países que no prosperan, fundamentalmente lo hacen por no tener un sistema ordenado de propiedad, lo que significa un enorme capital -muchas veces, superior a sus propias deudas externas- inmovilizado y sin liquidez.

La Ley 9.768 del 31/05/07 en su Artículo 1º inc. 43 habilita a esta Convención para establecer que el Registro de la Propiedad Inmueble se ubique en la órbita del Poder Judicial de la Provincia.
La situación de esta importante Institución a mejorar está planteada; la solución también.

Los argumentos y fundamentos para resolverla de la manera propuesta son más que suficientes, elocuentes y contundentes tanto en términos jurídicos, como económicos, políticos y sociales.
El consenso y el apoyo de la ciudadanía en general y particularmente de quienes son usuarios del servicio que brinda el Registro de la Propiedad Inmueble es tan abrumador, que un mandato cívico, ético y axiológico debieran hacer imposible de soslayar. Al igual que las razones expresadas para fundar ese apoyo por parte de diferentes y prestigiosos profesionales del Derecho; la Agrimensura; el Notariado. Así como también Círculos Académicos; Universidades; Colegios Profesionales como el de Abogados de la Provincia de Entre Ríos; de Martilleros y Rematadores Públicos. Gremios; Centros de Comercio; Diputados; Senadores; Concejales; Jueces; Camaristas; Ex – Miembros del STJER.
REGISTRO DE LA PROPIEDAD JUDICIAL Y DERECHOS HUMANOS:
El proyecto responde naturalmente a la mancomunada labor de los trabajadores con el esfuerzo social y bienestar social.

Ante las imponentes “res novae” del mundo del trabajo, la doctrina social de la Iglesia recomienda, ante todo, evitar el error de considerar que los cambios en curso suceden de modo determinista. El factor decisivo y “el árbitro” de esta compleja fase de cambio es una vez más el hombre, que debe seguir siendo el verdadero protagonista de su trabajo. El hombre puede y debe hacerse cargo, creativa y responsablemente, de las actuales innovaciones y reorganizaciones, de manera que contribuyan al crecimiento de la persona, de la familia, de la sociedad y de toda la familia humana. Es importante para todos recordar el significado de la dimensión subjetiva del trabajo, a la que la doctrina social de la Iglesia enseña a dar la debida prioridad, porque el trabajo humano “procede directamente de personas creadas a imagen de Dios y llamadas a prolongar, unidas y para mutuo beneficio, la obra de la creación dominando la tierra”.
Se transcribe notas periodísticas descriptivas en estricta relación existente entre el registro de la propiedad judicial y derechos humanos:
El Registro de la Propiedad Inmueble constituye en si un archivo de la memoria y en sí un único y por virtud testimonio de la reconstrucción histórica de la verdad, sobre todo un testimonio y elemento, prueba y base estadística capaz de describir por sí solo el movimiento económico en especial de los procesos que se llevan a cabo en los juicios contra delitos de lesa humanidad por procesos dictatoriales.

En la causa de la Esma: vemos en diarios “El represor Jorge "el Tigre" Acosta fue procesado con prisión preventiva y un embargo de 2.400.000 pesos por el desapoderamiento de inmuebles, dinero y otros valores a detenidos en la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA) durante la última dictadura militar” “La medida la dictó el juez federal Sergio Torres, quien también procesó con prisión preventiva por delitos similares a otros dos oficiales retirados de la marina, Carlos José Pazo y Jorge Rádice, con embargos de 1.500.000 en cada caso”
Otros casos que obran en expedientes “a Rádice (quien aparecería con el falso nombre de Juan Héctor Ríos) se cedían las propiedades que luego eran transferidas a terceros. Entre los daminificados figuran Jorge Carlos Munetta, Nilda Actis Garreta, Hugo Tarnopolsky (en cuya vivienda ingresaron mediante el uso de explosivos), Mercedes Inés Carazo y Carmelo Hernández, A Munetta, Actis Garreta los habrían extorsionado para desapoderarlos de inmuebles en la avenida Belgrano al 1500 y en la calle Besares al 2000 de esta Capital”.  Fuente diario la época.

Transcribimos Diario la época”: “Política y Caja era una misma cosa” la detención de Eduardo Enrique Massera. Para sus variadas propiedades inmuebles el ex almirante constituyó, además de Misa Chico, otras dos sociedades. Una se llamó “y presumiblemente aún se llama “Luz del Sur. Luz del Sur tuvo entre sus accionistas originales a Roberto Castellanos (escribano y amigo œde los burros? del ex almirante), a su cuñado De La Lastra y a su nuera María Luz Méndez Ezcurra, mujer de su hijo mayor Eduardo Enrique, hoy detenido. Esa primera constitución societaria fue la que compró en 13 millones de la época la quinta de El Talar de Pacheco en la que Massera estuvo recluido en mayo de 1999. La quinta de Pacheco, cercana a la planta Ford, tiene características similares a las descriptas por sobrevivientes de la ESMA que relataron haber sido llevados allí en varias ocasiones. La transferencia de la quinta se efectuó en una fecha sugestiva, en lo más caliente de la fiebre del oro que atacó a la Escuela de Mecánica “abril de 1977 “y fue legalizada por todo el staff de escribanos del ex almirante: De La Lastra, Castellanos, Fernando Mitjans. En 1991, Luz del Sur pasó a ser propiedad mayoritaria de Lily Vieira, quien mantuvo en ella a su nuera María Luz Méndez Ezcurra e incluyó a su hijo menor, Emilio Esteban Massera. En ese año pasaron a ser patrimonio de Luz del Sur un departamento de la calle Figueroa Alcorta 3590, piso 16, y el piso 12 de Avenida del Libertador 2423, vivienda de los Massera. Como una rareza, la sociedad que vendió a Luz del Sur los terrenos de El Talar de Pacheco se llamaba Apadi; el escribano que protocolizó las escrituras, Aarón Siganevich, primo de Sara Siganevich, la dueña de la Lotería Chaqueña, secuestrada y desaparecida en plena dictadura, pese a que era una hermosa mujer œcon amistades influyentes?, como escribieron misteriosos los diarios de la época. Otra sociedad del ex almirante fue ECER, a cuyo nombre estaban inscriptos el departamento de Cerrito al 1100, donde tuvieron sede Misa Chico, el Partido por la Democracia Social (PDS) y el estudio de abogados de Eduardo Massera hijo (titular de Misa Chico”.

También en la actualidad vemos como los efectos del desapoderamiento de bienes inmuebles mantienen en vilo no solo a las víctimas directas de la represión sino indirectamente a la sociedad toda, o poblaciones enteras, como en el Norte Argentino, “Nuevo intento de desalojo en Santiago del Estero: Ahora hay una topadora aguardando arrasar los ranchos campesinos en Moreno. Los supuestos titulares no aparecen en registro de la Propiedad provincial. Sólo la megacausa sobre los crímenes cometidos en la ESMA había avanzado en el esclarecimiento de varios casos de robo y desapoderamiento de bienes de desaparecidos. Siete marinos e incluso el hijo del dictador Emilio Massera fueron responsabilizados hace más de cinco años por la apropiación -a través de una cadena de sociedades ficticias- de valiosas tierras de Chacras de Coria que pertenecían al empresario Victorio Cerutti, el contador Horacio Palma y el abogado Conrado Gómez. Tiempo después, el juez Sergio Torres abrió directamente una nueva causa sobre el despojo de sus pertenencias a las víctimas de la dictadura. Algunos detenidos fueron obligados a transferir su casa o a firmar poderes para entregar departamentos.

El manejo político antisubversivo se evidencia en notas de la época “con este escenario de fondo, se creó la Conarepa, una especie de entidad de facto destinada a hacer investigaciones patrimoniales de los funcionarios del segundo gobierno peronista. Funcionaba por fuera del Poder Judicial, pero con facultades similares (como allanar), y basaba su accionar en la ley de subversión económica.

Mencionamos otros casos, donde se grafica:
- CASO Nº 72: GÓMEZ Conrado Higinio: Privado de su libertad el 10 de enero de 1977 en su domicilio de Santa Fe 1713 1º piso, Capital. Fue conducido a la ESMA donde se lo sometió a condiciones inhumanas de vida. Se lo atormentó para obligarlo a proporcionar información. Fue víctima de robo obligándoselo a firmar escrituras de transferencia de propiedad inmueble, habiéndosele saqueado, asimismo, bienes muebles y semovientes. Aún permanece desaparecido.

Por los argumentos vertidos invito a mis pares a acompañar el presente proyecto.

Emiliano Acharta – Adriana De la Cruz de Zabal – Américo Schvartzman – María M. Haiek.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXII

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 920)

FUNDAMENTOS
DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN POR PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD

“Una cultura jurídica se prueba a sí misma a partir de aquellos principios cuya lesión nunca permitirá, aún cuando esa lesión prometa la mayor de las ganancias.” Winfried Hassemer

H. Convención:

Aunque el eje alrededor del cual tradicionalmente se ha edificado la teoría de la indemnización por el padecimiento que produce un encarcelamiento injusto es el caso típico de la llamada ‘condena por error judicial’1, es innegable que el derecho a la indemnización por privación preventiva de la libertad se erige, en el Estado Democrático Constitucional de Derecho, en un corolario inescindible –entre otros- del derecho a permanecer en libertad durante el curso del proceso2, y en una concreción expresa de la garantía de la igualdad ante las cargas públicas.

Claro que aquel derecho y esta garantía serían letra muerta o fútiles declamaciones si correlativamente el Estado no quedara constreñido a compensar y reparar los daños producidos por la aplicación de estas medidas de coerción cautelares cuando ellas recaen sobre la libertad.
El proyecto que presentamos a la ilustrada consideración de esa H. Convención propone, incorporar una disposición que contiene una fórmula más amplia que aquélla destinada a consagrar la obligación de resarcir la condena por error judicial, aunque la contiene y abarca.
Algunas provincias argentinas3 que han reformado más recientemente sus cartas magnas han incorporado este derecho indemnizatorio con una amplitud mayor que la de resarcir los perjuicios causados por una condena fundada en un error judicial.

Los fundamentos de este proyecto fincan en un conjunto de principios y razones que nacieron con la cultura jurídica de la modernidad hace más de doscientos años, y que en tiempos recientes la humanidad ha reelaborado y perfeccionado, dándole cuerpo al Derecho Internacional de los Derechos Humanos. También se nutre de las opiniones, recomendaciones y fallos de los órganos judiciales y tuitivos supranacionales; entre ellos, particularmente, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, inestimable fuente hermenéutica de las cláusulas convencionales en la materia (Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica), que son derecho interno en la República al mismo nivel y jerarquía que la Constitución Nacional, y que la CSJN reconoce como guía para su interpretación 4.
Pero además y en concreto, no pueden ignorarse, a la hora de ofrecer las razones que justifican el presente proyecto, los escalofriantes precedentes locales constituidos por los casos de Hernán Villegas y Hebe López Osuna que conmovieron la conciencia jurídica provincial por el terrible martirio que sufrieron ambos cuando, cada uno en su causa, estuvieron privados de su libertad, en prisión preventiva por casi dos años y ulteriormente resultaron absueltos en forma contundente.
Si es verdad que la restricción cautelar de la libertad, aunque muy limitadamente puede considerarse legítima y aceptarse restrictivamente con apoyo en el compromiso de intereses públicos, ello será a condición de que, cuando la absolución ulterior demuestre que en realidad el encerramiento no era necesario, el Estado indemnice el perjuicio que tal providencia le produjo al inocente. Se trata, es obvio, de una conducta lícita del Estado, pero el principio de la llamada fuerza expansiva de la expropiación5 funda el derecho al resarcimiento del afectado. Si el interés público exige que en determinadas circunstancias de detenga a una persona para evitar que su libertad conspire contra los fines públicos del proceso, cuando se establece que en realidad tal cautela no era necesaria, el daño a ese inmenso valor que para todo ser humano asume su libertad, debe ser resarcido.
1 V. Art. 10, CADH o Pacto de San José de Costa Rica. Expresamente consagrado en el art. 24, Constitución del Chaco; art. 22, Constitución de Formosa; art. 27, Constitución de Misiones; art. 19, Constitución de Río Negro; art. 9, Constitución de Santa Fe; art. 13.10, Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

2 Art. 75 inc. 22º, Constitución Nacional; art. 9.3, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: “…La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general…”. 

3 Art. 42, Constitución de Córdoba; Art. 40, Constitución de Neuquén; art. 29, Constitución de Santa Cruz; art. 40, Constitución de Tierra del Fuego.

4 CSJN, causa “BRAMAJO”, 12.09.96, causa 44.891 –B.851.XXXI-.

5 V. MARIENHOFF, Miguel S., “Tratado de Derecho Administrativo”, Ed. Abeledo Perrot, Bs. As. 1972, p. 130, Nº 1284 donde el distinguido tratadista sostuvo que “La expropiación tiene gran amplitud conceptual. Sus `principios...se extienden y aplican a todos los supuestos de privación de la propiedad privada, o de menoscabo patrimonial, por razones de utilidad o interés público. Esto constituye lo que puede llamarse fuerza expansiva de la noción jurídica de la expropiación” 

Raúl E. Barrandeguy
TEXTO DEL PROYECTO

Artículo nuevo: Toda persona que resulte absuelta respecto de una imputación en razón de la cual hubiese sido preventivamente privada de su libertad tendrá derecho a que el Estado provincial, de acuerdo con la ley, le indemnice el daño sufrido a causa de dicha detención.

Saludo a Ud. con toda consideración.

BARRANDEGUY
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 922)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórase al texto constitucional el artículo cuya redacción será la siguiente:

Artículo .....: “Toda persona tiene  derecho a la vida y ninguna otra libertad, facultad, potestad, atribución o prerrogativa reconocidos por esta Constitución podrá hacerse valer, ejercer u oponer contra aquel derecho humano esencial. El derecho de vivir no es incompatible con el ejercicio de cualquier otro derecho reconocido por esta Constitución y las demás leyes y sólo los magistrados judiciales resolverán las situaciones concretas que se generen frente a la colisión de dos o mas derechos humanos, considerando la primacía de la libertad involucrada, la jerarquía del bien jurídico protegido y la dignidad natural de la persona humana.

El Estado garantiza el derecho a la vida y la protege desde el instante mismo de la concepción. Todos los habitantes tienen el derecho de gozar de un nivel de vida adecuado a la dignidad de la persona, con acceso a la salud, a la educación, al trabajo y a la vivienda sin otras limitaciones que los criterios objetivos de acceso y goce determinen en las leyes reglamentaria.”
ARRALDE

FUNDAMENTOS

La problemática relativa al derecho a la vida constituye un asunto cuyo abordaje compromete una dimensión omnicomprensiva de la cultura, la religión, la sociedad, la política, el derecho, la ciencia, el Estado, las ideologías y mensura el compromiso del hombre con su propia existencia. No se trata, por cierto, de un tema religioso sino de un tema de patente humanidad.

El derecho a la vida -derecho primario y fundamental que atraviesa y sostiene cualquier plexo normativo de libertades y garantías jurídicas- no agota en sí mismo todo el valor de una persona ni representa el bien supremo del ser humano pero constituye el valor fundamental porque sobre la vida física se apoyan y desarrollan todos los demás valores, derechos y libertades de la persona. La inviolabilidad del derecho a la vida del ser humano desde el momento mismo de la concepción es un signo y una exigencia de la inviolabilidad misma de la persona.

Aunque de manera inexplicable, este elemental derecho humano no se halla enunciado en la declaración que formula el art. 14 de la Constitución Nacional, aunque su reconocimiento aparezca expresado en el art. 29 de la Carta Federal donde las desviaciones institucionales provocadas por las “dictaduras legales” de diversa índole no puedan violentar la vida, el honor y las fortunas de los argentinos.
A pesar de que la doctrina nacional y la Corte Federal –en las mas variadas integraciones- hayan enfatizado que el derecho a la vida emergía necesariamente del reconocimiento de la persona humana y su dignidad como centro del sistema de la democracia liberal y su calidad de derecho natural preexistente a toda legislación positiva, ello no empece ni puede resultar impedimento alguno para que la Carta Magna de los entrerrianos consagre con absoluta claridad, precisión y sentido una firme expresión de protección de este elemental derecho humano.

El derecho a la vida constituye un prerrequisito que condiciona el goce y disfrute de todos los demás derechos humanos y la transformación conceptual de este elemental derecho a la propia existencia se relaciona con el derecho de vivir dignamente, es decir, en condiciones adecuadas que respeten la dignidad de la persona.

La pertinencia y admisibilidad de su inclusión en el texto constitucional se desprende sin hesitación alguna del art. 1 inc. 21º de la Ley 9768 que habilita a esta Convención Constituyente para “incorporar las medidas y previsiones sobre Derechos Humanos implementadas en los Pactos, Tratados y Convenciones Internacionales sobre la materia,..”, por lo que no existe valla legal alguna para su expresa consagración.

El Estado tiene la obligación de proteger los derechos humanos -el principal de ellos es el derecho a vivir- haciendo todo aquello a su alcance para evitar que sean violados, o bien, ya ocurrido el hecho dañoso, sancionando a los responsables y reparando, en lo posible, el daño. 

En el caso "Sanchez E. B." (sentencia del 22/5/07) la Corte Suprema tuvo que resolver -con motivo de la reparación demandada por los abuelos del por nacer- la situación jurídica de esa persona que no pudo nacer con vida. Más allá de las alternativas jurídicas del caso, el Tribunal, en una decisión unánime, afirmó la personalidad —la humanidad— del feto y su calidad de sujeto cuyos derechos, especialmente el de vivir, deben ser preferentemente protegidos por el ordenamiento jurídico y por aquellos que tienen la responsabilidad de asegurar la aplicación de la ley: las autoridades públicas. 

La vida es un bien que no reconoce otros bienes de igual dignidad y jerarquía que no sea la vida misma. Ni los intereses de los laboratorios productores de fármacos abortivos, que algunas autoridades por momentos parecerían representar, ni la ideología extraviada de un feminismo mal entendido, ni las políticas demográficas que quieren imponernos las potencias del Norte, ni las situaciones especiales, algunas más que comprensibles, de la madre. Sólo en el riesgo de vida de la madre debería el ordenamiento aceptar la terrible decisión de terminar con la vida —sin eufemismos: de matar— del por-nacer.
Podemos deducir estos principios del fallo que comentamos. Allí tanto el procurador fiscal como los integrantes de la Corte Suprema reafirmaron, sin dejar resquicio (mal) interpretativo posible, la calidad de sujeto de derecho del niño todavía no nacido, sin condicionarlo a su nacimiento con vida. Destaquemos lo expuesto por el procurador al recordar la jurisprudencia de la misma Corte Suprema "...en torno a que el derecho a la vida es el primer derecho natural de la persona humana, preexistente a toda legislación positiva, y que resulta garantizado por la Constitución Nacional, derecho presente desde el momento de la concepción, reafirmado con la incorporación de tratados internacionales con jerarquía constitucional". Si bien toda la Corte siguió tal criterio conceptual, fueron los jueces Zaffaroni y Highton de Nolasco los que compartieron e hicieron suyas las palabras del procurador Bausset, lo que también es de estricta justicia destacar de manera más que laudatoria. 

Tribunal ha reafirmado la dignidad humana, el derecho a la vida, el derecho a la protección de la vida. El segundo paso lógico, entonces, no podrá ser otro que reafirmar la protección del por-nacer, desde el mismo momento de su concepción hasta el nacimiento, de cualquier manipulación agraviante o práctica abortista de la naturaleza que fuere.
No resulta ocioso traer a colación aquí lo normado por aquellas normas internas e instrumentos internacionales a los que nuestro país ha adherido y a los cuales la Constitución Nacional le ha otorgado jerarquía constitucional en su art. 75 inc. 22º) y que ... La hermenéutica constitucional expuesta, ha quedado explícitamente normativizada a partir de la reforma del año 1994, ya que conforme al art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, entre otros tratados, gozan de esa jerarquía la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica que establece que ‘toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y en general, a partir del momento de la concepción’ (art.4.1.).
Asimismo también goza de igual tratamiento la Convención de los Derechos del Niño aprobada por las Naciones Unidas, respecto a la cual la República Argentina al ratificarla mediante la ley 23.849 efectuó la reserva de que debe entenderse por ‘niño’ a ‘todo ser humano, desde el momento de la concepción y hasta los 18 años de edad’. Además el art. 75 inc.23 establece como deber del Congreso ‘dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protección del niño en situación de desamparo, desde el embarazo hasta la finalización del período de enseñanza elemental’. Sin perjuicio de ello, conforme al art.33 de la Constitucional Nacional ya mencionado, la legislación tiene incorporados estos principios en los arts. 70 y 63 del Código Civil y coherentemente el Código Penal en el capítulo ‘Delitos contra la vida’ reprime en sus arts. 85 a 88 el aborto provocado ya que se trata del homicidio de un inocente.
Se trata –entonces- de consagrar expresamente en el texto magno no sólo el elemental, básico y natural “derecho a vivir” que posee toda persona sino adentrarse en la protección contra su inviolabilidad, y en tal sentido sostenemos que la vida no puede resultar incompatible con la existencia de otros derechos humanos sino por el contrario constituir el soporte objetivo y axiológico sobre el cual se erigirán el resto de las libertades humanas. Las solución de las tensiones que pudieran presentarse entre el derecho a la vida y otros derechos de jerarquía constitucional quedan reservadas a la autoridad de los magistrados judiciales que –velando el principio de la supremacía constitucional contenido en el art. 31 de la Carta Federal- administrarán justicia en base al plexo normativo vigente.

La iniciativa porta también la actualización del concepto que apunta al derecho a la vida digna, que no es otra cosa mas que rodear al derecho de vivir de componentes inclusivos que respeten la dignidad del hombre y la mujer, quienes merecen nacer, crecer y desarrollarse en un mínimo de condiciones objetivas y materiales elementales para su crecimiento y realización como personas.

Juan C. Arralde

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 923)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

TEMA: DE LOS DERECHOS HUMANOS

(Habilitación: Ley N° 9.768 Art.1 inc. 21)

TITULO: DE LOS DERECHOS HUMANOS

Art.   .- La dignidad de la persona, los derechos inalienables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son el fundamento del orden político y de la paz social.
Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce, se interpretan y aplican de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados o aceptados por la República Argentina.

Art.   .- En los términos de lo precedentemente establecido, son de concreta aplicación los derechos consagrados por los instrumentos internacionales de Derechos Humanos sobre las siguientes materias u objetos que se pasan a relacionar: Carta de las Naciones Unidas, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de los Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas la formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de su vigencia tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la Primera Parte de esta Constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocido.

Art.   .- El Estado, dentro del de sus facultades no delegadas dictará las normas necesarias tendientes a respetar, proteger y realizar los derechos humanos dentro de su territorio.

BRASESCO – ROGEL – MONGE.

FUNDAMENTOS
La ley 9.768 en su artículo 1° inciso 21 habilita a la Convención Reformadora para incorporar las medidas y previsiones sobre Derechos Humanos (DDHH).

La enunciación, redacción e incorporación en el texto constitucional de todo el material al que alude la norma precedente, obliga a la sanción normativa en la forma y modo de redacción que observa y cumple con el requerimiento de la ley, con una incorporación especial y acorde al máximo contenido requerido que admite tal inserción en un texto constitucional .Es importante, por ello, tener una clara noción del concepto de los derechos humanos, y por lo cual transcribimos lo expresado por la Oficina en Naciones Unidas  del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, “Los derechos humanos son  inherentes a todos los seres humanos, sin distinción alguna de nacionalidad, sexo, origen nacional o étnico, color, religión, lengua, o cualquier otra condición. Todos tenemos los mismos derechos sin discriminación alguna. Estos derechos son interrelacionados, interdependientes e indivisibles. Los derechos humanos universales están a menudo contemplados en la ley y garantizados por ella, a través de lo que establece le derechos internacional consuetudinario, los principios generales y otras fuentes del derecho internacional.” Se establece que los derechos humanos, de acuerdo a los instrumentos jurídicos de Naciones Unidas impone a los estados signatarios de la Declaración Universal de Derechos Humanos, obligaciones que tienen los gobiernos de tomar medidas en determinadas situaciones, de abstenerse de actuar de determinada forma en otras, a fin de promover y proteger los derechos humanos y libertades fundamentales de los individuos o grupos. Los derechos humanos son universales e inalienables, interdependientes e indivisibles, iguales y no discriminatorios. Por último para tener claridad en el porque de la inserción constitucional de estos derechos, transcribimos lo expresado por la alta autoridad de naciones Unidas, ya señalada. “Los derechos humanos incluyen tanto derechos como obligaciones. Los Estados asumen las obligaciones y los deberes del derecho internacional, de respetar, proteger y realizar los derechos humanos. La obligación de  protegerlos determina que los Estados impidan los abusos de los derechos humanos contra individuos y grupos. La obligación de realizarlos significa  que deben adoptar medidas positivas para facilitar el disfrute de los derechos humanos básicos. En el plano individual hacer respetar nuestros derechos humanos, y también debemos respetar los derechos humanos de los demás”.

La Constitución Nacional en su artículo 75 inciso 22 contiene normas generales sobre tratados internacionales y concordatos con la Santa Sede, a la vez que disposiciones específicas acerca de los Tratados de Derechos Humanos. Concede genéricamente jerarquía superior a las leyes a favor de los tratados y concordatos referidos. Establece que sujeta sus normas a los tratados concluidos con las demás naciones y con las organizaciones internacionales y los concordatos con la Santa Sede. Corresponde mencionar la posibilidad de celebrar tratados con las “organizaciones internacionales como, por ejemplo, las Naciones Unidas, la Organización de Estados Americanos, con el Fondo Monetario Internacional, etc.”

Es un sano principio el consagrado por la norma legal citada. Tal es así que Cartas Magnas como la de la Constitución española del 27/ XII / 1978, reformada el 27/ VIII / 1992 consagra bajo el título “De los Derechos y Deberes Fundamentales” una especie de incorporación y remisión específica a la Declaración Universal de DDHH y los tratados y acuerdos internacionales sobre la misma materia.

Tal objetivo es el perseguido, a la vez que acorde, por la propuesta cuyo contenido se pasa a relacionar seguidamente en el texto respectivo.

Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 924)
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
ARTICULO 1º. Sustitúyese el artículo 144 de la C.P. por el siguiente texto:

Art.      La seguridad Pública y la Protección ciudadana en el territorio provincial son un deber propio e irrenunciable del Estado y son ofrecidos a todos los habitantes, sin discriminación de ninguna índole.

El servicio estará a cargo de la Policía de la Provincia de Entre Ríos dependiente del Poder Ejecutivo y en cada departamento, estará a las órdenes de un Jefe de Policía Departamental designado con acuerdo del Consejo Provincial de Seguridad.
ARTICULO 2’. Incorpórase como artículo nuevo en la Sección V Capítulo VI, el siguiente texto:

Art.   El Poder Ejecutivo creará un Consejo Provincial de Seguridad Pública y Prevención del Delito, honorario y consultivo, integrado por el Jefe de Policía y representantes de los poderes  de la Provincia, Municipios y vecinos. Contará con dos asesores especialistas que accederán al cargo por concurso de antecedentes y oposición. El Consejo será órgano de consulta en las políticas de seguridad. Una ley especial dispondrá sus competencias.

DE PAOLI – GUY – ROGEL – MONGE.
FUNDAMENTOS

El valor Seguridad como el de orden es uno de los apreciados por el constitucionalismo de la primera etapa, de tipo individualista liberal. La Constitución se refiere a ambos en el Preámbulo cuando menciona la paz interior y la defensa común y en su cuerpo con referencia a las condiciones de detención de los presos art. 18, a la seguridad común art. 75 inc. 2, y de las fronteras art. 75 inc. 16.
El art. 14 bis refiere a aspectos de la seguridad social y el art. 19 aunque no lo diga expresamente se detiene en la seguridad de las personas al dividir el ámbito de lo lícito de lo ilícito. Por lo demás el concepto constitucional de seguridad ha sido desarrollado modernamente con nuevas perspectivas sobre su contenido, habiendo variables:
A) Seguridad del Estado: Esta engendra competencias específicas para aquél (declaración de guerra, estado de sitio, etc).
B) Seguridad de las personas Ello a su vez genera en nuestra constitución los siguientes derechos; a realizar o no realizar lo no prohibido, a hacer o no hacer lo permitido, a contar con seguridad jurídica y a que se les brinde seguridad publica.
La Corte Suprema ha señalado que en el principio de Seguridad pública: “...La otra variable del derecho a la seguridad equivale a un derecho a la tranquilidad, es decir a poder disfrutar sin riesgos, sobresaltos ni  temores de los demás derechos constitucionales (como los de libre circulación, propiedad, vida, salud e integridad física, etc.) vale decir sin sufrir daños o perturbaciones en las personas o en los bienes (Soler).
Implica el deber del Estado a resguardar los derechos de los ciudadanos frente a la delincuencia “Badin”, Fallos, 318:202, y Gothelf”, Fallos 326:1269). Ello impone dos consecuencias el derecho a exigir una acción preventiva por parte del Estado, a fin de impedir atentados contra los derechos constitucionales, provengan estos de particulares o agentes públicos, y el derecho a exigir también una acción represiva si se producen los ataques no evitados, para castigar a los infractores y hacer efectivas las indemnizaciones pertinentes. Surge, pues una obligación constitucional del Estado de programar un sistema de protección de los derechos personales. Conviene destacar que en “Montalvo la Corte admitió que la sociedad espera la protección de sus derechos que atañen a la moral, salud y seguridad publicas admitiendo (Considerando 27) admitiendo de tal modo el rango constitucional del concepto que tratamos.
En “Simón” (J.A 2005-IV-377), la Corte Suprema, siguiendo directrices de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, advirtió que el Estado, en materia de derechos personales, tiene un “deber de garantía”, tanto para impedir que a sus agentes o personas que se amparen en los poderes públicos lesionen a los habitantes como para que adopte una debida diligencia para prevenir o para tratar, según el Pacto de San José de Costa Rica, la violación a los derechos humanos cuando fuere cometida por particulares o sujetos no identificados.
Mas allá de las consideraciones jurídicas antes enunciadas, la seguridad ciudadana exige políticas responsables y soluciones efectivas para la protección del derecho de las persona, es esto lo que demanda la búsqueda de políticas de seguridad inclusivas que protejan a los diversos actores abarcando a todo el cuerpo social.
En este sentido el articulado que proponemos indica en primera lugar la obligación irrenunciable del estado entrerriano de brindar seguridad a todos sus habitantes, sin discriminación de ninguna índole. Se deja claro también que el servicio estará a cargo de la Policía de la Provincia de Entre Ríos y que ésta depende del Poder Ejecutivo. En relación con los departamentos de la provincia, los mismos estarán a cargo de Jefes de Policía Departamentales que serán designados por el Poder Ejecutivo a propuesta del Jefe de Policía y deberán obtener el acuerdo del Consejo de Seguridad Pública y Prevención del Delito que para el caso, integrará, según lo disponga la ley pertinente, a representantes de los municipios del departamento.
Aspiramos a que el Consejo Provincial de Seguridad Pública y Prevención del delito actúe en coordinación con la ciudadanía en general y con sus organizaciones de Seguridad, partidos políticos, organizaciones no gubernamentales y organizaciones de bien público, a fin de promover acciones que tiendan a profundizar el respeto mutuo en la ciudadanía y prevenir las acciones que violen los derechos de las personas.
La atención esta centrada en la prevención del delito y la violencia, la participación ciudadana, la gestión coordinada y asociada de políticas y la comunicación social. Deberá analizar, evaluar y promover la política estratégica y las medidas generales y particulares a ser implementadas en materia de seguridad integral y en prevención del delito.
Sabemos que para la seguridad ciudadana se requiere tanto de la responsabilidad del Estado y de sus diversos organismos como de la ciudadanía en general y somos conscientes además de que la eficaz prevención del delito no puede concebirse sin una policía competente y eficaz pero que también requiere de la cooperación de otros actores sociales y de la coordinación de acciones con el Consejo de Seguridad Interior de la Nación, creado por la Ley N° 24059 a la cual la Provincia de Entre Ríos ha adherido por Ley N° 8881 del 10 de julio de 1992.
Griselda L. De Paoli –Raúl D. Guy – Fabián D. Rogel – Jorge D. Monge.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 925)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo…: Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno.

Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios.

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia provincial, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de los municipios interesados, en los organismos de control.
GUY – MONGE – ROGEL – ARRALDE – DE PAOLI – BRASESCO.

FUNDAMENTOS

Es necesario comenzar con un breve enunciado en referencia a lo que debe entenderse por derecho del consumidor, comprendiendo en ellos no sólo los de aquellos específica y propiamente dichos consumidores de bienes, sino también el de aquellos consumidores de servicios, que también son denominados usuarios.

El derecho del consumidor nace del reconocimiento de que es necesario restablecer el marco de equilibrio en la relación de consumo. Este marco de equilibrio desfavorable al consumidor y favorable al proveedor surge de una debilidad estructural por parte del consumidor en la relación de consumo.

Debemos decir que el derecho del consumidor busca elevar al consumidor, para encontrar la necesaria nivelación en la relación, a fin de que ambas partes se encuentren realmente en la misma situación para contratar.

De la misma manera el derecho, en su permanente renovación, reconoce hoy la debilidad intrínseca del consumidor frente al proveedor. Podríamos decir que el derecho, en su avance, deja de ser garantía de la igualdad formal en las relaciones jurídicas. En definitiva, busca la igualdad sustancial, y para que ésta se opere precisa elevar al consumidor al nivel del proveedor.

Diríamos también que el derecho avanza en su concepción para reconocer que aparte de que los actos jurídicos tienen consecuencias jurídicas, también poseen -y esto es muy importante- consecuencias económicas fundamentales para las partes.

Malos proveedores hacen que el consumidor no tenga capacidad para la negociación -por ejemplo en contratos que son de adhesión donde unilateralmente se fijan las relaciones de ambas partes y las contraprestaciones recíprocas- y no hay defensas ostensibles para luchar contra un mal servicio, su falta de eficacia o la mala calidad de un producto.

Frente a eso es necesario que surja un sistema tuitivo, que tiene que nacer y florecer -como se ha dicho- de este derecho del consumidor. Y florece a nivel de las más avanzadas legislaciones. Es importante señalar que son las del primer mundo -como vamos a ver- las que comienzan por reconocer la necesidad de la protección del consumidor. Y no pensemos que pudiera ser un atentado, como algún sector económico ha manifestado, contra el propio mercado. Por el contrario, el derecho del consumidor significa un reaseguro de la libre competencia en el mercado; al que le da transparencia y posibilita el ejercicio de la libertad económica. Esta libertad es ejercida en función de una finalidad, que es la libre elección de los productos por parte del consumidor.
Es necesario hacer una breve referencia a la legislación vigente en otros países, entre los cuales se pueden señalar los avances en estos institutos desde la década de los 60. Así, en 1961 Inglaterra incorpora la primera legislación en materia de derechos del consumidor. Otro hecho fundamental que debemos mencionar es el célebre mensaje que el entonces presidente John Kennedy elevara al Congreso americano el 15 de marzo de 1962, por el que consagró expresamente los derechos del consumidor, cuando manifestó: "Consumidores somos todos", frase que aún hoy sigue teniendo actualidad, dado que orienta el derecho de los consumidores en todo el mundo.

Además, en lo atinente a la legislación europea, cabe recordar que en 1973 el Consejo de Europa y en 1975 la Comunidad Económica produjeron importantes definiciones en el derecho comunitario sobre este tema. Luego, en 1985 la Comunidad Económica estableció todo un sistema de defensa del consumidor. Por lo tanto, entre los países de Europa que sancionaron esta legislación y los que a pesar de no haberlo hecho tienen en vigencia esta norma central, podemos decir que hoy en día toda Europa está protegida -respecto de sus consumidores y usuarios- por una legislación tuitiva de sus derechos.

Asimismo, y sobre este tema, es importante rescatar como muy importante la labor desarrollada por las Naciones Unidas, que en 1985 estableció directrices fundamentales, al sancionar para el mundo una legislación protectora y defensiva de estos derechos, no sólo estableciendo las directrices, sino que también las desarrolla ampliamente dando responsabilidad a los países en esta materia.

También podemos mencionar la Constitución española de 1978, que constituye un hito importante en el constitucionalismo del derecho del consumidor, pero debemos remarcar lo sucedido en nuestra Latinoamérica, que incorporó legislaciones fundamentales: Brasil -incorporó este tema en su Constitución y dictó un código específico en la materia-, Ecuador, Colombia, Venezuela, Costa Rica y México. Por ello, con este pronunciamiento -al que espero sumar la mayor cantidad posible de voluntades- nuestra Provincia, como muchas otras ya lo han realizado a partir de la incorporación del articulo 42 de la Constitución Nacional, se pone a la altura de las legislaciones específicas de nuestro país, en América y en el resto del mundo.

Pero además de consagrar los derechos del consumidor establecemos un sistema de garantías. En este sentido, entendemos que estos derechos tienen que ser respetados, no sólo por los empresarios y por los proveedores sino también por el Estado, que es el responsable del cumplimiento y de la consagración de estos derechos. A continuación vamos a analizarlos.

Podemos decir que existen derechos sustanciales del consumidor, que están incorporados en la norma que proponemos a este cuerpo. Estos derechos son a la seguridad, a la información y a la protección de los intereses económicos. Dentro de la seguridad tenemos incorporado el derecho a la vida, a la salud, a la integridad psicofísica del consumidor, el derecho a un medio ambiente sano y a la prevención de daños.

El derecho a la vida que proclamamos es para proteger al consumidor de todos los riesgos y peligros que acechan en los servicios, dado que algunos son de peligro. El derecho a la salud es para que los productos de consumo alimentario sean inocuos pero, además, para que los productos básicos -alimentación, agua potable y medicamentos- se ajusten a las directrices dadas por las Naciones Unidas.

Otro tema importante es el de la información, que debe ser veraz y adecuada. Esta información debe ser cierta, objetiva, detallada, suficiente y exacta. Además, debe servir para que podamos interferir en los abusos de la publicidad en la que muchas veces sin veracidad se está buscando que los consumidores se acerquen y adquieran productos que no son justamente para satisfacer sus necesidades o para calmar sus ansiedades.

Otro tema que consideramos de categorización sustancial se refiere a la protección de los intereses económicos de los consumidores. En este sentido, consideramos que es fundamental garantizar constitucionalmente la calidad y eficiencia de los bienes y de los servicios. Para esto debemos contar con una justicia contractual por la cual los consumidores no sean sorprendidos por los abusos de los contratos que contienen lo que popularmente se denomina "letra chica" y además brindarles la posibilidad de una auténtica reparación de los daños.

Junto a estos derechos sustanciales que acabamos de mencionar están los llamados derechos primarios, que prácticamente son anteriores al propio derecho del consumidor. Uno de ellos es el implícito derecho de libre acceso al consumo para toda la población y otro es la educación del consumidor. Estamos absolutamente convencidos de que el libre acceso al consumo por parte de todos los habitantes figura tácitamente en el texto constitucional y deseamos que sea reconocido específicamente como opinión del legislador en esta materia fundado en muchas razones: porque es un recaudo necesario y previo al derecho del consumidor, porque es un derecho fundante -si no hay acceso al libre consumo no habrá derechos del consumidor-, porque está receptado en las directrices de Naciones Unidas para todos los países del mundo; porque en el Preámbulo de nuestra Constitución se establece que el gobierno debe propender al bienestar general de toda la población; pienso que aquí sí corresponde declaremos que el libre acceso al consumo es para toda la población entrerriana.

También proponemos en el dictamen garantizar la calidad de los bienes y la eficiencia de los servicios. Dijimos que la calidad y eficiencia de los bienes y servicios es el destino final del derecho del consumidor, tanto como la razonabilidad de los precios. Además, respecto de los servicios debe haber regularidad, continuidad y eficacia, y en cuanto a los bienes, la utilidad, durabilidad y fiabilidad, y deben servir, en definitiva, para satisfacer rectamente las necesidades reales de consumo de la gente.

También proponemos en el texto constitucional la preservación y solución de los conflictos que se puedan plantear. Para ello brindaremos acceso gratuito a la justicia, asesoramiento previo e incorporamos la constitución de asociaciones de consumidores y usuarios para que puedan defender estos derechos.

Existen consumidores cautivos, consecuentemente, disponemos el marco regulatorio de los servicios públicos, que deberá tener especialización, que deberá contar con facultades preventivas y sancionatorias en ejercicio del poder de policía, y efectuará la regulación de la competitividad. Deberá hacer públicos sus pronunciamientos y brindar información amplia a los consumidores y usuarios, que somos en definitiva todos los habitantes de esta Provincia, y de la Nación.

Al respecto, proponemos la incorporación de los consumidores como parte de los entes regulatorios de los servicios que se presten en el ámbito de la Provincia, en una tarea de ida y vuelta en la que el consumidor tenga su asiento en estos entes reguladores de los servicios, para que sea un controlador real de los mismos y, además, para que aporte la savia popular que haga que estos organismos no se burocraticen.

Proponemos la promoción de las asociaciones de usuarios y consumidores. En muchas ocasiones encontramos timidez congénita o marginalidad de vida en algunas personas, que les impide ejercer derechos que en la subjetividad no parecen importantes porque está afectado un sólo producto adquirido. Por eso proponemos que sean las organizaciones que nucleen a los usuarios y consumidores,  las que reciban las quejas o los problemas que se presenten en la relación de consumo, para viabilizar una acción enérgica que podrá ser, en el caso de servicios públicos, a través de los entes reguladores y si no, directamente por el amparo ante la justicia.

Creemos también -y deseamos remarcarlo- que la inclusión de este tema en el nuevo texto magno, lleva consigo el reconocimiento de nuevos fenómenos sociales y, en consecuencia, un cambio importante en cuanto a la concepción filosófica que regirá desde ahora nuestra vida social sobre la base de la letra fundamental.

Implica nuestra opinión la convicción de que ya no se asegura el principio de igualdad con su sola declamación sino que la correcta protección de este valor lleva consigo asumir las disparidades de poder que se generan en las relaciones humanas y la voluntad de concurrir a experimentarlas mediante un activo resguardo de la parte débil.
El prestigioso profesor doctor Jorge Mosset Iturraspe, nos dice: "En el marco de un permanente avance del mercado sobre el derecho, se pretenden imponer leyes que se califican como inexorables. Ante ello, el derecho retrocede, va cediendo, aceptando esta nueva situación. "¿Hubiéramos los argentinos de hace veinte o treinta años admitido la dramática injusticia que viven nuestros jubilados y pensionados? De ningún modo. ¿Por qué lo aceptamos hoy? Porque se nos dice: 'A la exigencia de la economía; para que exista una menor emisión, para evitar la inflación. Pero el devenir y el horizonte, el futuro, será mejor'. Y aceptamos, por un problema de provecho a la comunidad, a los más, que algunos sufran, que haya cierto grupo en la comunidad que tenga que pagar un costo social. Esto no interesa, lo importante es que la producción aumente, que las riquezas se multipliquen, que las ganancias per cápita, que la eficiencia, que la economía, que el mercado, que el país crezca. Estas son las voces de la Argentina de hoy".

La protección de los usuarios y de los consumidores se inscribe dentro del capítulo más amplio de los intereses colectivos y difusos. Pertenecen a un contexto particular e histórico: la moderna sociedad cada vez más compleja.

Por ello resulta urgente y necesario que el gobierno adopte las medidas precautorias en cuanto a la regulación y el control para garantizar la prevención en defensa de los derechos de usuarios y de consumidores.

En este sentido expresamos que para nosotros es fundamental que en la cláusula constitucional esté presente el derecho de acceso al consumo, que implica libertad de elección basada en precios justos y variedad de productos y servicios y la no discriminación ni arbitrariedad, por lo cual se requiere asegurar protección especial en favor de consumidores carenciados y necesitados.

Los otros derechos se han mencionado aquí, como los derechos a la educación para el consumo y a la información. El derecho del consumidor a recibir una información veraz y adecuada. También se encuentran los derechos a la seguridad y a la protección de los intereses económicos; fundamentalmente nos interesan los derechos a la organización de los usuarios y consumidores y a la participación de ellos para actuar en los distintos ámbitos de discusión y de decisión en torno a cuestiones que afectan los intereses de la comunidad.

En definitiva, la protección de los derechos del consumidor prevista como garantía frente al libre comercio adquiere un significado especial en el caso de los servicios públicos, toda vez que los mismos satisfacen necesidades sociales básicas.

En ese sentido es imperativo que la aplicación de esta norma llegue en forma real y concreta a todos los sectores de la población, como declararon las Naciones Unidas en sus Directivas, y muy especialmente, a los más carenciados. Sucede que está en juego, ante todo, el derecho de acceso mismo al consumo y remover los obstáculos que impiden la obtención de bienes y servicios indispensables para el desenvolvimiento de una vida digna. Esto presupone, como derecho previo, la no discriminación en el acceso al mercado, es decir, en el acceso al consumo de bienes y de servicios básicos y además el derecho a un acceso digno, sin que para la obtención de dichos bienes y servicios indispensables el consumidor deba sacrificar valores inherentes al ser humano.

Que no debemos olvidarnos de que cuando hablamos de usuarios y de consumidores invocamos la totalidad de los ciudadanos, en la medida en que todos somos consumidores y usuarios. Hablemos de garantizarles las mejores condiciones y, al mismo tiempo, garanticemos la universalidad del consumo básico a todo el conjunto social.

Que se debe garantizar que la implementación de este Derecho las condiciones optimas y necesarias para hacerlo operativo, tales como personal necesario, la independencia requerida para dicha función, remedios prácticos y efectivos contra las prácticas promonopólicas y anticompetitivas, un mecanismo de control de los acuerdos y fusiones empresarias, penalidades suficientes para desincentivar acciones desleales".

Que, en definitiva, el Estado tiene el deber insustituible de proteger a los ciudadanos interviniendo en el mercado a los efectos de impedir tales concentraciones, estableciendo las correcciones que fueran pertinentes desde el punto de vista del bienestar general. Dicha intervención deberá tender a que los actores que sufrieron la veda en sus posibilidades de influencia -usuarios y consumidores- reasuman su capacidad de decisión.

Que los monopolios y otras formas de poder concentrado se traducen en fuertes lobbies sobre la esfera de la política, conspirando con su actividad contra el óptimo social de desarrollo económico, el interés general y la justicia.

Es necesario plantear la necesidad de que exista un ente de fiscalización autónomo de carácter provincial y municipal. Esto se sustenta en el propósito de facilitar la fiscalización y el control en todo el territorio, favoreciendo en la práctica la participación real y efectiva de las organizaciones de usuarios y de consumidores implicadas -de carácter local-, como principio y como forma de garantizar la búsqueda de la eficiencia en el cumplimiento de su labor.

Cuando nos referimos a la educación del consumidor de bienes y servicios hablamos de la realización de un proceso de concientización y de una educación popular.

Este marco de una educación se debe cumplimentar con una regionalización y una municipalización en este sentido. Y dentro de una educación popular llegar a todos significa llegar también a los más marginados y aun a los analfabetos. Coincidirán que si no se hace efectiva una educación de usuarios y consumidores, todos los demás derechos serán letra muerta en esta reforma constitucional.

Será la legislación la encargada de establecer los marcos regulatorios de los servicios públicos, previendo la necesaria participación consultiva de las asociaciones de consumidores y usuarios en los organismos de control de esos servicios.

En síntesis, podemos decir que al incluir en la Constitución Provincial la protección de los consumidores como una de las finalidades que deben cumplir las autoridades, ha reconocido un principio general de derecho que venía cobrando vigencia social en las últimas décadas. Estos principios constitucionales traerán aparejados profundos cambios dentro de nuestro ordenamiento jurídico y en el contexto social, cambios que son imprescindibles, si se quiere, donde el consumidor sea considerado un sujeto social y económico con derechos propios. A su vez, como ciudadanos tendrán la responsabilidad de usar su status de consumidor en aras de transformar la sociedad, construyendo y desarrollando una nueva forma de vida basada en el derecho y la equidad.

Raúl D. Guy – Jorge D. Monge – Fabián D. Rogel – Juan C. Arralde – Griselda L. De Paoli – Luis A. Brasesco.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 928)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: incorporar en la Sección correspondiente a Nuevos Derechos y Garantías el Seguro de Salud, habilitado por el Art. 1ª, inc. 1 de la Ley 9768.

Art.     Se garantizará el acceso a la Salud a todos los habitantes de la provincia mediante un Seguro de Salud Provincial sin discriminación social, económica, de género, cultural o geográfica.

El Seguro de Salud Provincial proveerá el otorgamiento de prestaciones de salud tendientes a la promoción, protección, recuperación y rehabilitación de la salud respondiendo al mejor nivel de calidad disponible y garantizando a los beneficiarios el mismo tipo y nivel de prestaciones.

Serán agentes del seguro los institutos u obras sociales de la Provincia, cualquiera fuera su naturaleza y denominación, las obras sociales vigentes y autorizadas para operar y demás entidades que se crearen especialmente o ya existentes que adhieran al sistema.

Una ley especial dispondrá las normas a que se ajustarán las prestaciones.

Art.       : El Sistema Provincial del Seguro de Salud está a cargo de un Directorio integrado por un (1) Presidente y cuatro (4) Directores. El Presidente tiene el rango de Subsecretario de Ministerio y será designado por el Poder Ejecutivo Provincial, a propuesta de las entidades del Arte de Curar. Los directores son uno (1) en representación del Estado Provincial, uno (1) por los empleados de la provincia elegidos por su respectiva organización gremial, uno (1) representantes por los profesionales no médicos prestadores que integran el sistema y uno (1) profesionales médicos prestadores del sistema elegidos por sus pares. En caso de adoptarse una decisión en que se produjere paridad, el Presidente tendrá doble voto.

DE PAOLI – ALLENDE (Clidia) – ROGEL – BRASESCO – MONGE.

FUNDAMENTOS
El derecho a la salud es un derecho humano fundamental, ligado estrechamente al derecho personalísimo a la vida, al de la integridad física y mental. Por ello debe significar para el Estado una preocupación que se refleje en una “protección de la salud”, en especial para la franja, hoy en gran número, de personas sin la posibilidad de recibir prestaciones de salud pagas.

El derecho fundamental a la protección de la salud  aparece como una extensión o corolario del derecho a la vida y a la integridad psicofísica. Debemos entenderlo no como un derecho “de” sino un derecho “a”, es decir un derecho prestacional, que da lugar a una prestación exigible al Estado y que, en consecuencia, conlleva un gasto social, cuya atención depende tanto de los recursos como de la voluntad política del momento. Además, dadas estas características, este derecho está íntimamente vinculado a la calidad de vida.

La realidad de nuestro país nos demuestra que algunas personas cuentan con una Obra Social y, en algunos casos, con más de una, ya sea porque tienen más de un empleo o porque cuentan con la cobertura de sus cónyuges. Por otra parte, existen también quienes pueden acceder a los planes voluntarios, mutuales y sistemas “prepagos” de salud, que en muchos casos suelen tener también Obra Social. Y por último tenemos un gran número de personas que están excluidos de los sistemas anteriores, siendo su única posibilidad de satisfacer sus necesidades en materia de salud, su derecho a la protección de la salud, recurrir a las prestaciones estatales.

Pero en el análisis de esa realidad no podemos pasar por alto que las previsiones presupuestarias para atender el sector “salud pública” son cada vez menores o, al menos insuficientes, por lo que el derecho a la salud, aunque es una de nuestras necesidades prioritarias, es actualmente difícil de sostener: todo indica que algunos ciudadanos podrán acceder a la tecnología de punta que proporciona la medicina globalizada y otros, las “grandes minorías”, seguirán siendo amparados por programas como los de atención primaria a la salud y de asistencia pública.

La salud se ha convertido en una mercancía que se regula según los principios de oferta y demanda, en función de la capacidad adquisitiva de la población; pero el Estado no puede desentenderse de la atención de los sectores que por su capacidad de ingresos, o la ausencia de ellos, no puede acceder a dicha “mercancía”.

La reforma de la Constitución Nacional de 1994, con la incorporación de los nuevos derechos civiles o privados constitucionales de numerosos Tratados Internacionales de protección del ser humano y especial la protección de la niñez y la juventud, determinó la aparición del derecho a la vida y salud como derecho civil fundamental del ser humano, que mediante el amparo y las medidas innovativas se torna directamente operativo desde la Constitución y sin necesidad de las leyes que reglamentan su ejercicio.

En lo atinente a la Seguridad Social, en sus distintos aspectos, y en lo específicamente relativo al seguro social con ámbito de aplicación personal a todos los habitantes de la Provincia, ya la Carta Magna sancionada el 18 de agosto del Año 1.933 consagró normas específicas en diferentes incisos del Art. 42°.

Respecto de la normativa constitucional relacionada, la Ley Nº 9.768, en el Art. 1°, inc.1 habilita para la revisación, reforma, actualización y modificación las disposiciones en consideración referentes a los seguros de salud y otras formas de previsión y asistencia social, atinentes a la materia.

La temática de referencia ya ha sido introducida, mediante normas de distinto tenor a través de diferentes Cartas Magnas de diversos orígenes. En el orden nacional cabe destacar lo dispuesto en la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires (Arts. 20, siguientes y concordantes de la misma). Resultan de interés las específicas disposiciones constitucionales consagradas, por ejemplo en la Constitución de la Provincia de San Luís (Art. 54 a 58 y concordantes), la Constitución de la Provincia de Córdoba (Arts. 54 a 59) y otras con similares disposiciones.

Es elemental, para el buen resultado y finalidad perseguidos, el normatizar el sistema con objetividad y debido y compensación de los distintos factores o intereses que pudieren desvirtuar el establecimiento y ulterior funcionamiento de un debido sistema de seguro de salud.

En suma, las disposiciones que se enuncian en este instrumento se proponen universalizar el acceso a la salud, dar justicia en el mismo, equidad en el gasto y el financiamiento de ésta, calidad asistencial y asegurar la sustentabilidad del sistema. Es de primordial interés el cambio en el modelo de atención a la salud hacia una orientación que privilegie la atención integral, lo que implica acciones de promoción de salud, de prevención, de asegurar la capacidad de diagnosticar en forma precoz enfermedades y su oportuno tratamiento, la adecuada recuperación de la salud, la rehabilitación de secuelas y dispensarización del crónico así como y la proporción de cuidados paliativos.

Un importante aspecto es el que la conducción del proceso de construcción del sistema y el de ejercer la rectoría del sistema de salud en base a políticas de salud, de las normas que orientan y regulan los programas de salud, el registro y habilitación de los efectores de salud, su consecuente regulación y contralor, la policía sanitaria y la definición de las prestaciones a la que están obligados los prestadores de servicio del sistema.

Un tercer aspecto elemental es el referente al cambio del sistema de gasto y financiamiento asegurando cobertura universal, equidad y solidaridad a través del seguro social de salud.

Sr. Presidente: por las razones expuestas y por las que dará el miembro informante oportunamente solicitamos del Honorable cuerpo que preside la aprobación del presente proyecto.

1 Gil Villegas, Johanna M. y Gil Villegas, Natalia M.” Tutela de derechos fundamentales derivados del derecho a la vida”. Ed. Librería Jurídica Sánchez Ltda., Medellín, 1997, p. 43.
Griselda L. De Paoli – Clidia A. Allende – Fabián D. Rogel – Luis A. Brasesco – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 929)
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Consejo de Bioética

Artículo 1º.- Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto:

Art. …- El Estado provincial intervendrá en el tratamiento de los dilemas éticos que se originen en el ejercicio de las ciencias de la salud a través del Consejo Provincial de Bioética, que tendrá como función esencial asesorar sobre este tipo de conflictos en las relaciones que median entre la vida, la muerte, la salud, la enfermedad, la investigación y la práctica médica, así como en la problemática de la salud pública y de los impactos derivados del deterioro ambiental sobre los habitantes.

Art. …- La constitución del Consejo Provincial de Bioética, al igual que su reglamento interno, serán determinados por la regulación que deberá sancionarse específicamente para el caso, tomando como base los principios del trabajo multidisciplinario y la participación popular.
Articulo 2º.- De forma.

DE LA CRUZ DE ZABAL – ACHARTA – GIANFELICI – HAIEK.
FUNDAMENTOS

Las perspectivas y discusiones sobre lo que está bien y esta mal en la práctica médica han estado presentes desde la fundación misma de la medicina moderna, hace alrededor de 2.500 años, y se han mantenido presentes a lo largo de todo su desarrollo, hasta la actualidad.

La consideración contemporánea de los problemas éticos en medicina y salud, sin embargo, adquiere una nueva dimensión después de la Segunda Guerra Mundial, con el descubrimiento de las atrocidades cometidas por los nazis, y el análisis de los casos de aquellos que fueron sometidos a investigaciones biomédicas en los campos de concentración. Posteriormente, el debate ético respecto de la medicina y la salud acompaña la lucha de los movimientos sociales por los derechos civiles, la justicia social, el acceso igualitario a la salud y a los servicios sanitarios, y la defensa de los pacientes. Simultáneamente, el desarrollo socioeconómico y tecnológico de las sociedades occidentales ha generado nuevas expectativas respecto de la medicina y ha puesto en movimiento una creciente complejidad en la atención de salud.

Hoy, los valores humanos como el altruismo, la solidaridad, la compasión, la justicia y el voluntarismo, entre otros, están desapareciendo del vocabulario y del horizonte colectivo. Cada vez más, en cambio, se escucha sobre las relaciones de costo/beneficio, las prácticas de alta complejidad, el crecimiento de la industria farmacéutica, etcétera. Las transformaciones políticas y económicas que se han producido a nivel mundial en la última década, han afectado profundamente la vida, la salud y la situación social de millones de personas, generando nuevos y complejos dilemas éticos.
La Bioética –definida como el estudio sistemático de la conducta humana en el ámbito de las ciencias de la vida y la salud–, analizada a la luz de los valores y principios éticos, es una disciplina que está ejerciendo una influencia que excede los límites de la asistencia médica y de la investigación biológica: como nuevo paradigma, ha puesto en primer plano un modo novedoso de concebir la ciencia y sus aplicaciones, ya que es una práctica que integra en su interior las exigencias éticas.

La bioética no se ofrece, de ninguna manera, como sustituta de la Ética Médica, disciplina que hasta hoy sigue guiando al profesional de salud; por el contrario, esta última permanece como matriz rectora de la disciplina bioética. La bioética surge por lo tanto como un intento de establecer un puente entre el campo de la ciencia experimental y el de las humanidades. Se trata de una disciplina que tiende a la formulación de principios que permitan afrontar con responsabilidad las posibilidades –impensables hace años atrás– que hoy ofrece la tecnología.

El impulso más importante para la reflexión bioética surge de la creación de los Consejos de Bioética. La constitución de estos Consejos, tanto los de carácter regional como los nacionales e internacionales, ha influenciado el desarrollo de esta disciplina en el ámbito mundial.

Los Consejos de Bioética son plataformas reales de deliberación directa sobre dilemas éticos que requieren ser planteados desde distintos puntos de vista, porque su solución no es unívoca e implican decisiones problemáticas. Se conciben como grupos multidisciplinarios, una característica esencial que permite una mayor apertura para el discernimiento, gracias a la posibilidad de abordar un mismo conflicto desde diferentes ópticas. La función consultiva se realiza a través del análisis juicioso y razonado de casos concretos, con el fin de arribar a conclusiones que sirvan como alternativas para ofrecer soluciones posibles, además de otorgar apoyo y orientación al personal de salud. Conflictos planteados por temas como el aborto terapéutico, el derecho a una muerte digna, los límites y derechos de autonomía del paciente y los altísimos costos de los diversos tratamientos, entre otros, generan grandes preocupaciones en los trabajadores de salud, que muchas veces quedan parados frente a encrucijadas para las que nunca se está lo suficientemente preparado. Por este motivo, las funciones esenciales de los Consejos son educar, aconsejar y ofrecer directrices, y en su constitución deben incluirse de forma ineludible los principios de la deliberación democrática y participativa.
Consideramos imprescindible que el texto constitucional en materia de salud  de nuestra Provincia se reconfigure para incorporar un nuevo paradigma ético, que confronte con un modelo simplificador, cientificista y deshumanizado que no sólo no resuelve dilemas fundamentales de la salud, sino que atenta contra uno de los derechos más esenciales de nuestra población.
Adriana De la Cruz de Zabal – Emiliano Acharta – Darío R. Gianfelici – María M Haiek.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
XXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 932)
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Articulo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente artículo:

DE LOS DERECHOS ECONÓMICOS Y FINANCIEROS

“El Estado establecerá un sistema financiero a través de un Banco de la Provincia establecido por ley con la finalidad de contribuir al desarrollo económico de sus sectores productivos, canalizar el ahorro público y privado, con una política crediticia que estimule la promoción de la economía regional, de la producción rural, de la actividad industrial, comercial y de servicio que aumenten el potencial económico de la Provincia.

El banco de la Provincia será un banco oficial del Estado, su agente financiero e instrumento de política crediticia.

La ley establecerá su carta Orgánica y determinará su forma societaria dentro de las admitidas en su genero en la Republica Argentina, posibilitando la participación privada en el capital del mismo y garantizando su autonomía plena de gestión respecto del poder político provincial.”

DÍAZ (Gustavo) – MOTTA – MÁRQUEZ.

FUNDAMENTOS

Se propicia la instrumentación de un sistema financiero, como eje central un banco provincial porque resulta este una herramienta indispensable en la política económica y social del estado.

Los antecedentes históricos y constitucionales de hermanas provincias de la Republica Argentina, señalan esta dirección, está pautado y mencionado en forma expresa el Banco del Estado en los textos constitucionales de: Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Provincia de Tierra del Fuego, Provincia de Tucumán, Provincia de Misiones, Provincia de Jujuy, Provincia de Santa Cruz, Provincia de Formosa, Provincia de Catamarca, Provincia de Mendoza y en las demás constituciones se hace referencia a través del control de la actividad financiera y la necesidad que la misma este a servicio del desarrollo de la economía provincial.

Nuestra Provincia ha sido pionera desde su nacimiento de la existencia de instituciones bancarias oficiales, el hoy Nuevo Banco de Entre Ríos S.A., reconoce su antecedente en el Banco Entrerriano fundado en el año 1851, continuando con el Banco de Entre Ríos creado por ley 2949 del año 1933.

Retomar una herramienta financiera al servicio de la producción agrícola, la actividad industrial, comercial y de servicios, en busca de alcanzar el mejor desarrollo y bienestar de nuestros habitantes es el objetivo.

Un banco que será ejecutor de programas de gobierno destinado a estimular la promoción de la economía de la provincia, cuya actividad estará políticamente orientada e integrada a los planes de desarrollo provincial, buscando la integración regional con su asistencia financiera destinada a mantener un sostenido crecimiento de la actividad económica provincial con un sentido de justicia social, atendiendo y potencializando el crecimiento del pequeño y mediano productor, industrial, comerciante que generan recursos que constituyen el ahorro provincial, que será contenido en la actividad financiera de la institución destinada a darle sustentabilidad en el tiempo y alcanzar el bienestar general.

Es necesario que la institución a crearse contemple en su seno la expresión de todos los sectores económicos productivos, políticos y sociales de la Provincia y que su conducción tenga autonomía plena de gestión frente al poder político provincial.

La conformación de la entidad bancaria que se propicia resultará en el renacimiento económico y social que nuestra Argentina transita, una herramienta crediticia que constituirá utilizada racionalmente y técnicamente en uno de los principales factores de desarrollo de la economía provincial, propiciando alcanzar una distribución de la riqueza con objetivos de justicia social.

Gustavo E. Díaz – Héctor J. Motta – Luis M. Márquez.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 933)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
I.- Introdúzcase al texto de la Constitución Provincial, el siguiente artículo:

Art. .......: “El Estado Provincial instrumentará políticas públicas de prevención y protección de las personas con necesidades especiales, garantizando su asistencia, seguridad social, rehabilitación, capacitación y educación. En especial fomentará el establecimiento de escuelas especiales y talleres con el fin de promover su incorporación a las actividades laborales en función de sus habilidades.”

El transporte público y las construcciones públicas y privadas de acceso público, deberán permitir la independencia ambulatoria de estas personas. La ley provincial establecerá las sanciones en caso de incumplimiento.”

CEPEDA – ROGEL – ARRALDE – BRASESCO – DE PAOLI.
FUNDAMENTOS

La ley Nº 9768 que declara la necesidad de la reforma parcial de la Constitución Provincial, en su artículo 1 incisos 20 y 42 habilita a la Convención a la incorporación de los derechos de las personas con necesidades especiales, otorgando prioridad a las políticas públicas tendientes a su promoción y protección, garantizando su integración educativa.

Es indudable la necesidad actual de “constitucionalizar” los derechos de quienes deben ser destinatarios de medidas especiales por parte del Estado, dirigidas a equipararlos en oportunidades con el resto de la sociedad.
La actividad legislativa nacional en la materia ha avanzado significativamente a partir del año 1981 en que se sancionó la ley 22.431 que con contenido global establece un sistema de protección integral para los discapacitados. En Diciembre de 1.997 se promulgó la ley 24.901 que establece el Sistema de Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a favor de las Personas con Discapacidad, a la que la Provincia de Entre Ríos aun no adhirió.

En cuanto a la normativa provincial en la materia, nos encontramos con la ley 6.866 (B.O. 26-01-1982), que ha seguido las pautas de la ley nacional en cuanto acoge la definición legal de persona con discapacidad y las políticas en materia de educación, trabajo, seguridad social y accesibilidad. Por Decreto Nº 4.228-1998 (B.O. 05-01-2000) se creó el Consejo Provincial Asesor de Discapacidad. Asimismo, por ley Nº 9.174 (B.O. 05-11-1998) se estableció la estructura orgánica del Instituto de Rehabilitación de Villaguay. Tenemos además el Decreto Nº 1.794 –1989 de transporte gratuito (B.O. 17-05-1989).
En el ámbito internacional un importante avance lo constituyen las NORMAS UNIFORMES SOBRE LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD, aprobada por la 48º Asamblea Gral. de la ONU (Resolución 48/93), que han establecido la necesidad imperiosa de que los Estados “adopten políticas tendientes a la plena integración de estos sectores de la población”. La Carta de la Organización de las Naciones Unidas en sus disposiciones reafirma el principio de la defensa y promoción de los derechos humanos, el valor de la persona humana y la promoción de la justicia social. En la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, se afirma el derecho de todas las personas sin distinción de ninguna clase. Por último, tenemos el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (ley 23.313/1986), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ley 23.313/1986) y la Convención de la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (ley 2.179/1985), que en nuestro país tienen jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 de la C.N.). En el año 2000 se sancionó la ley 25.280 que aprobó la Convención Interamericana para la eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra las Personas con Discapacidad, estableciendo como sus objetivos: la prevención y eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad para lo cual los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole que sean necesarias. Siguiendo este criterio, nuestra Ley Suprema en su artículo 75 inciso 23 dice: “Corresponde al Congreso: = ... = 23. Legislar y promover medidas de acción positivas que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad.”

En la ONU se ha emprendido una acción muy intensa en esta materia. En primer lugar, se ha designado al decenio 1983/1993 como el “Decenio de la Naciones Unidas para los Discapacitados” para poner en foco de atención los derechos humanos de los discapacitados. Según el “Programa de Acción Mundial para los Discapacitados” de 1987 de la ONU se estima que existen 500 millones de personas discapacitadas, cifra que está confirmada por distintas encuestas. Se dice que en diversos países, por lo menos una de cada diez personas tiene una deficiencia física, mental o sensorial y por lo menos el 25% de toda la población se ve afectada por la presencia de discapacidades. Es evidente que la situación socioeconómica influye poderosamente para aumentar los porcentajes expuestos. Según otros estudios, se ha comprobado que 350 millones de discapacitados viven en zonas sin servicios necesarios para luchar de alguna manera contra sus limitaciones. Aún en el caso de disponer de la ayuda o medios económicos, las barreras de origen cultural o social, se oponen a llevar a cabo una acción eficaz de superación. El universo de implicancias y relaciones entre discapacidad y sus causas, abarca, todos los factores determinantes  de situaciones de pobreza y marginación social: hambre, pobreza, epidemias y movimientos de población, las familias empobrecidas con malas condiciones de vivienda y hacinamiento, altos porcentajes de analfabetismo y falta de conocimiento de medios de prevención de la discapacidad y su tratamiento, programas inadecuados de asistencia social y salud pública, limitaciones y falta de recursos agravados por las distancias y las barreras sociales, etc. Por lo que la lucha y acción a favor de los discapacitados, se inscribe siempre en un enfoque que abarque una definición en materia económico-social, toda vez que, -en general-, discapacidad y pobreza están íntimamente vinculadas.

En las mujeres, niños y ancianos, la discapacidad se suma como agravante en la discriminación y falta de derechos humanos en cada uno de estos sectores. Una mujer discapacitada suma, a sus obstáculos de desigualdad por sexo, los de la misma discapacidad. Con respecto a los niños discapacitados, se ha establecido el reconocimiento por los Estados Partes de la Convención de los Derechos del Niño que: “el niño mental o físicamente impedido deberá disfrutar de una vida plena y decente en condiciones que aseguren su dignidad, le permitan llegar a bastarse a sí mismo y facilitar la participación activa de éste en la comunidad” (art. 23 inc. 1, 2, 3 y 4.). Junto con ese reconocimiento se atribuye el derecho al niño discapacitado a recibir cuidados especiales, asistencia gratuita, educación, capacitación, rehabilitación, preparación para el empleo, etc.

Valen también las citas de los mensajes de Juan Pablo II para la Jornada Mundial de la Paz 1999: “...Todo ser humano posee capacidades innatas que han de ser desarrolladas. De ello depende la plena realización de su personalidad y también conveniente inserción en el contexto social del propio ambiente...” y además el párrafo de la Encíclica Laborem Exercens (1981-09-14): “...no hay que olvidar que dado que la persona minusválida es un sujeto con todos los derechos, debe facilitársele el participar en al vida de la sociedad en todas las dimensiones y a todos los niveles que sean accesibles a sus posibilidades...”

Con respecto al artículo cuya incorporación proponemos, se pretende con el mismo garantizar una fuerte presencia del Estado Provincial en la satisfacción integral de las necesidades especiales de estas personas procurando así su verdadera inserción en la sociedad. Es por ello que se le encomiendan al Estado las tareas de asistencia, seguridad social, rehabilitación, capacitación, educación; fomentando las escuelas especiales y talleres protegidos. Claro que desde la ley poco se podrá hacer si primero cada uno de los entrerrianos no generamos una conciencia de respeto y solidaridad hacia ellos. Las Medidas de Acción Positivas, tal como se establecen en el art. 75 inc. 23 C.N., hallan en esta materia uno de los aspectos más pendientes y olvidados de la sociedad. Como dice el autor Juan Antonio Travieso1: “...las sociedades del futuro se juzgarán de acuerdo con el trato que den a los niños, ancianos y discapacitados. La mejor prueba para conocer el desarrollo de una sociedad determinada, esto es, la ubicación en el Primer o Tercer Mundo, es el del trato que se le da a los discapacitados... Desde ya que la solución no depende de normas más o menos armónicas, sino de un cambio de mentalidad universal acompañado con una valoración conjunta de la sociedad que asignará los recursos económicos para la efectividad de ese cambio”. Otro gran desafío que tenemos como sociedad es eliminar progresivamente las barreras arquitectónicas que impidan el libre desplazamiento de las personas que tengan dificultades ambulatorias y aquí debe aparecer el Estado, determinando por ley qué sanciones aplicará a los dueños y/o responsables que incumplan con aquella obligación que sin sanción seguirá siendo como lo es hasta hoy, una mera expresión de deseo.
Otras Constituciones Provinciales, en sus distintas reformas, también han procurado la recepción en su texto de los derechos de personas con necesidades especiales. En tal sentido, la Constitución de la Provincia de Bs. As. –1994- art. 36 ap. 5, la Constitución de Tierra del Fuego –1991- art. 20,  Salta –1998- art. 36, Tucumán –2006- art. 40 ap. 5, Santiago del Estero –1997- art. 33, La Rioja –1998- art. 38, Constitución de la Ciudad de Bs. As. –1996- art. 42, Constitución de San Juan –1986- art. 56,  San Luis –1987- art. 52, Río Negro –1988- art. 36, Jujuy –1986- art. 48, Formosa –1991- art. 72, Córdoba –1987- art. 27, Constitución de Chubut –1994- art. 30, Chaco –1994- art. 35 ap. 5, Catamarca –1988- art. 65 ap. VI.
Por los argumentos expuestos y los que en su oportunidad se darán en el recinto solicitamos a las Sras./es. Convencionales, la aprobación del artículo propuesto.

1 Juan Antonio Travieso, “Los Derechos Humanos en la Constitución de la República Argentina”, Editorial Eudeba, Año 2000, pags. 101.

Silvina E. Cepeda – Fabián D. Rogel – Juan C. Arralde – Luis A. Brasesco – Griselda L. de Paoli.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 934)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

I - Incorporase como artículo nuevo en la Constitución de Entre Ríos, el siguiente:

ARTICULO.... “El Estado reconoce y garantiza a los Colegios y Consejos de profesionales el derecho a constituirse y desarrollarse conforme a la ley y a los principios democráticos y pluralistas. Será obligatoria la colegiación de los profesionales con título universitario habilitante que pretendan ejercer en el ámbito de la provincia, a excepción de la actividad periodística.
Los colegios y consejos profesionales poseen plena autonomía administrativa y funcional. Tienen a su cargo el control de la matrícula y la aplicación de las leyes específicas en la materia, sin perjuicio de la competencia y jurisdicción que tiene el Estado.”
ALLENDE (Clidia) – VILLAVERDE.

FUNDAMENTOS

La incorporación del presente Artículo en nuestra Carta Magna se sustenta en la ley 9768 Art. 1º pto. 7 que habilita la incorporación de normas relativas a la colegiación de profesionales.

Resulta de gran importancia su consagración constitucional atento la labor que en la sociedad despliegan los colegios y consejos de profesionales, que por su naturaleza y funciones, ejercen atribuciones otorgadas por la ley respecto al control de la legalidad en el ejercicio profesional, poder de policía que le es delegado del poder público, compatible en un todo con estado de derecho y una organización democrática.

Su labor a sido recogida y reconocida, por la Convención Americana de Derechos Humanos también conocida con el nombre de Pacto de San José de Costa Rica (incorporada a nuestra Constitución Nacional a partir de la reforma de 1994), por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que ha interpretado que la colegiación obligatoria no es per se violatoria del Art. 16 de dicha convención  y por las nuevas constituciones provinciales tales como Córdoba- Formosa, Chubut,  y Tucumán entre otras.

Siguiendo el criterio sostenido por la comisión antes mencionada propugnamos la colegiación obligatoria excepto respecto de la actividad periodística.
Los colegios y consejos son entidades intermedias, personas de derecho público no estatal que cumplen importantes funciones, en beneficio de toda la sociedad y no solo en defensa de los intereses profesionales de sus colegiados por lo que merecen su reconocimiento constitucional.

La delegación del control del ejercicio profesional en los colegios goza de de gran prestigio y reconocimiento en la mayoría de nuestras provincias y en otros países tales como España, no pudiendo desconocerse al menos en lo que respecta nuestros colegios, que el mismo se ejerce con eficacia y transparencia.
En lo atinente a la Colegiación obligatoria de periodistas, a nivel internacional existe una discusión respecto a la conveniencia y razonabilidad de la obligatoriedad de su colegiación como exigencia al ejercicio de la profesión.

No podemos dejar de citar una opinión consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al considerar violatoria del Pacto de San José de Costa Rica la colegiación obligatoria de periodistas según la Opinión Consultiva N° 5 del 13 de noviembre de 1985, que fuera solicitada por el “Gobierno de COSTA RICA".

Allí se dijo que la colegiación obligatoria de periodistas, en cuanto impida el acceso de cualquier persona al uso pleno de los medios de comunicación social como vehículo para expresarse o transmitir información es incompatible con el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

La opinión se expresó a pedido del Gobierno de Costa Rica frente a un proceso que se le inició a un periodista (Steven Schmidt) por el cargo de ejercer el periodismo sin poseer el carnet habilitante del Colegio de Periodistas de Costa Rica.
El art. 13 de la Convención expresamente protege la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones de toda índole… ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa…". La profesión de periodista implica precisamente la de buscar, recibir y difundir información. El ejercicio del periodismo, por lo tanto, requiere que una persona se involucre en actividades que están definidas o encerradas en la libertad de expresión garantizada por la Convención. No es igual que otras profesiones que no están específicamente garantizadas por la Convención. No hay distinción posible entre el periodismo profesional y el ejercicio de la libertad de expresión, ya que ambas cosas están íntimamente ligadas pues el periodista profesional no es, ni puede ser, otra cosa que una persona que ha decidido ejercer la libertad de expresión de modo continuo, estable y remunerado.

Por ello y a fin de no vulnerar el derecho a la libertad de expresión y de prensa, que es un derecho no solo individual sino de la sociedad toda es que expresamente interesamos se plasme constitucionalmente la excepción de la colegiación obligatoria de dichos profesionales. Que por otra parte también encuentra sustento en nuestra constitución provincial en el Art. 10 que establece la libertad de prensa.

Es cuanto ponemos a consideración.
Clidia A. Allende – Rubén A. Villaverde.
–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Barrandeguy.

SR. BARRANDEGUY – Señor Presidente, intereso el giro de este proyecto también a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento para la propuesta del señor convencional Barrandeguy, el proyecto será girado también a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
–Asentimiento general de los señores convencionales.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, el proyecto se gira a las Comisiones de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable y de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.
–Se lee:
XXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 936)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese como artículo nuevo de la Constitución Provincial el siguiente texto:

“ARTÍCULO: El Estado dictará normas sobre el régimen de propiedad y tenencia de la tierra que protejan al productor entrerriano, evitando que el interés público se vea afectado por los fines de la explotación o la acumulación desmedida o perjudicial. También podrá establecer un régimen diferenciado de alícuotas con un criterio progresivo, de acuerdo a las distintas unidades de explotación agropecuaria que establece la ley, desalentando la existencia de latifundios que atenten contra el progreso, bienestar y productividad de los entrerrianos"

Artículo 2º: De forma.
BUSTI

FUNDAMENTOS
El presente proyecto busca proteger al productor entrerriano contra el proceso de extranjerización perjudicial a los intereses públicos de los entrerrianos, y esencialmente de los sectores de la producción.
Obsérvese que no se ve en ningún momento afectado el principio de igualdad entre argentinos y extranjeros que tan celosamente consagra nuestra Constitución “liberal” de 1853/60.
Hoy en día no es posible sostener una función individual de la propiedad, propia de la concepción liberal del siglo XIX; por el contrario, la función social de la propiedad prevalece e ilumina toda posible reglamentación razonable a la misma.
Que la misma Constitución Nacional en su artículo 28 permite la reglamentación de los Derechos, garantías y principios “sin alterarlos” (principio de razonabilidad).
Que en respeto de este marco se proyecta la norma: que el interés público no puede ser afectado por los fines de la explotación ni por la acumulación desmedida o perjudicial. Que estas pautas consagran la supremacía del interés públicos sobre los intereses individuales.
Que entre las medidas que el Estado Provincial puede dictar en aras de garantizar la norma general proyectada en primer término, se encuentra la posibilidad de incorporar un régimen diferenciado de alícuotas, con un criterio de progresividad.
Toda ley posterior debe garantizar una reglamentación razonable y no discriminatoria al respecto, pero si protectora y suprema de los intereses públicos provinciales.
Jorge P. Busti
–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 938)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ART. 166, inc. e): “Proyectar leyes relacionadas con la administración de Justicia, con conocimiento del Poder Ejecutivo y dar opinión en todo proyecto de igual naturaleza iniciado por el Poder Ejecutivo o por el Legislativo, los que tendrán la obligación de formular el requerimiento”.
MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.

FUNDAMENTOS
Es necesario que en toda decisión de política judicial participe el Superior Tribunal de Justicia dando por lo menos su opinión El poder de iniciativa legislativa está limitada a temas de administración de Justicia.
Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXIV

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 939)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ART…: “El Estado Provincial apoyará el funcionamiento de los Colegios Profesionales Universitarios, los que tendrán jurisdicción en toda la Provincia. Sus fines serán gobernar la matrícula, ejercer el poder disciplinario, dictar normas de ética profesional, promover la investigación científica y técnica y demás objetivos que determine la ley de creación. Las autoridades serán elegidas en forma directa por los matriculados.
MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.
FUNDAMENTOS
Existe en la Provincia de Entre Ríos una larga historia sobre la existencia de los Colegios Profesionales, teniendo ellos jurisdicción en todo el territorio de la Provincia, lo que beneficia el entramado social de la población entrerriana. Es necesaria que los Colegios tengan su fuente en la Constitución Provincial, lo que asegura su existencia e independencia respecto de los poderes del Estado.
Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Señor Presidente, en el mismo sentido que los otros proyectos referidos a colegios profesionales, solicito que el proyecto de reforma –Expte. Nro. 939– sea girado también a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, para el tratamiento conjunto, dado que tiene el mismo objetivo que los otros proyectos relacionados con este tema.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento, será girado también a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. 

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se gira también a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

XXXV
PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 940)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. º 149: “El tratamiento del Superior Tribunal de Justicia y de sus Salas será el de Excelentísimo, el de cada uno de sus miembros: Señor Ministro; el Vocal de Cámara: Señor Juez de Cámara, los Jueces de Primera Instancia o similares: Señor Juez”.
MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.

FUNDAMENTOS

Es necesario adecuar el tratamiento de los magistrados judiciales, adecuándolos a un criterio republicano y estableciendo la designación de los miembros de las Cámaras, organismo que no esta previsto en la actual Constitución.
Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 941)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

PROYECTO DE REFORMA DEL ARTÍCULO 148 DE LA CONSTITUCIÓN PROVINCIAL.

Art. 148: “Los miembros del Superior Tribunal de Justicia elegirán de su seno un Presidente que durará dos años en sus funciones, no pudiendo ser reelecto para el período siguiente y el orden de la sucesión será establecido sobre la base de la antigüedad en órgano. Se dividirá en Salas que entenderán en las distintas materias del derecho, en el numero que lo requieran las necesidades judiciales.

Se establecerá un régimen de rotación obligatoria de los Señores Vocales luego de transcurridos cinco años de permanencia en la Sala, limitándose la rotación a un miembro de cada una de ellas en el periodo de dos años.

En caso de creación de nuevas Salas, la ley determinará su jurisdicción y competencia. La forma en que se distribuirá el trabajo será ordenado por el Superior Tribunal de Justicia.”

MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.
FUNDAMENTOS
La rotación en distintos fueros es necesaria para que los Ministros tengan una concepción general del Derecho y no estén limitados a un único ámbito jurídico, situación que produce un freno de la dinámica del derecho ya que es más probable que se mantenga en el tiempo la misma interpretación jurisprudencial.

La elección del Presidente es esencial debido a las funciones que realiza tanto en el Poder Judicial como en la estructura del poder provincial. 

Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 942)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

PROYECTO DE INCORPORACIÓN DE NUEVOS ARTÍCULOS REFERIDOS AL IMPERIO DE LA CONSTITUCIÓN.

ART…: “Esta Constitución mantendrá su imperio aún cuando se interrumpiere su observancia por actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático. Estos actos serán insanablemente nulos.

Toda alteración, modificación, supresión o reforma de esta Constitución dispuesta por un poder no constituido o realizada sin respetar los procedimientos en ella previstos, como así también la arrogación ilegítima de funciones de un poder en desmedro de otro, serán nulas de nulidad absoluta.

Quienes ordenaren, ejecutaren o consintieren actos o hechos para desplazar inconstitucionalmente a las autoridades constituidas regularmente y aquellos que ejercieren funciones de responsabilidad o asesoramiento político en cualquiera de los poderes públicos, quedarán inhabilitados a perpetuidad para ejercer cargos o empleos públicos sin perjuicio de las sanciones civiles y penales que fueren aplicables.

También agravia y lesiona la sustancia del orden constitucional quien incurriere en grave delito doloso contra el Estado Provincial que conlleve enriquecimiento, quedando inhabilitado para ejercer funciones públicas durante el tiempo que la sentencia determine.

Todos los ciudadanos tienen el derecho de resistencia contra quienes ejecutaren los actos de fuerza enunciados en este artículo.

MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.

FUNDAMENTOS

A partir de la experiencia que vivió el país de la interrupción por la fuerza de la vigencia de la Constitución y de la sustitución de los representantes del pueblo es necesario impedir la reiteración de estos hechos. Para ello, se ha tomado como ejemplo el artículo 36 de la Constitución Nacional que prevé impedir la interrupción por la fuerza, la inhabilitación de sus autores, el derecho de resistencia y la extensión de la calificante a los actos dolosos de enriquecimiento por parte de los funcionarios públicos.

Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 944)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Agréguense los siguientes artículos a la Constitución Provincial: 

Artículo I: La Comisión de Administración y Presupuesto del Poder Judicial y Ministerio Público de la Provincia, estará integrada por miembros del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia; integrantes del Ministerio Público de la Provincia, y por Consejeros del Consejo de la Magistratura de la Provincia, en número y proporción que fije la ley que se dicte al respecto.
Sin perjuicio de las previsiones específicas que establezca la ley que reglamente su funcionamiento, son atribuciones de dicha Comisión:

a.- la confección anual de los respectivos Presupuestos para el Poder Judicial, para el Ministerio Público y para el Consejo de la Magistratura, los que se elevarán al Poder Ejecutivo al sólo efecto de su agregación al Presupuesto Anual General de la Provincia;
b.- el seguimiento de la adecuada aplicación de las partidas presupuestarias aprobadas por la Legislatura, por parte de los tres órganos que la componen;
c.- reclamar ante los organismos de recaudación y los demás organismos que correspondan, la efectiva transferencia de los fondos que le correspondan por esta Constitución, ley orgánica y las demás leyes que se dicten en la materia;
d.- contestar informes, ser interpelados por los demás órganos del Estado sólo respecto de la percepción y de la inversión de los fondos que administran los organismos que la componen;
e.- nombrar su propio personal mediante las reglas consagradas en el Artículo 12 de esta Constitución;

f.- dictar su propio Reglamento interno de funcionamiento;
g.- todas las demás funciones o atribuciones que la ley específica establezca.
Artículo II: Los integrantes de esta Comisión se mantienen en sus cargos mientras dure su buena conducta, pudiendo ser destituidos en los casos y por el procedimiento del enjuiciamiento de jueces y miembros del Ministerio Público.
La Comisión de de Administración y Presupuesto del Poder Judicial y Ministerio Público de la Provincia, queda sometida al contralor del Tribunal de Cuentas de la Provincia.

PASQUALINI

FUNDAMENTOS
La presente propuesta resulta complementaria del Proyecto de la suscripta obrante en el Expediente Nº 749, presentado en fecha 00/00/2008, y que ha adquirido estado parlamentario en la 4º Sesión Ordinaria de fecha 00/00/2008. En particular, con lo proyectado en el apartado d), del Artículo II de dicho Proyecto.

A su vez, partimos de la base que ésta H. Convención consagrará –mediante la propuesta que fuera– la autarquía financiera de los órganos estatales afectados al servicio de justicia. 

Se ha creado una comisión tripartita, entendiendo que resulta sano, que la afectación de fondos al servicio de justicia, sea decidida por los tres órganos involucrados en él. Resulta una forma indirecta de control, a la vez.

La proyectada Comisión, implicará que los funcionarios judiciales y del Ministerio Público, como también los Consejeros, en su desempeño individual cada uno de ellos, dedicarán y concentrarán sus esfuerzos en el exclusivo quehacer de sus funciones, evitando la distracción de recursos humanos, económicos, y de tiempo en aquellas cuestiones que actualmente denominamos como “superintendencia”.

Actualmente observamos funcionarios de Justicia peregrinando por los diferentes despachos de la Administración, y también de la Legislatura; dedicados al suministro de insumos habituales en vez de utilizar ese valioso tiempo a la reflexión que obliga cualquier decisión judicial.

La Justicia es el último resorte de la vigencia a pleno de las derechos y garantías de los ciudadanos, e incluso de los demás órganos del Estado. Por esta razón, es que se propone descomprimir a los órganos relacionados con el servicio de justicia, de las tareas de superintendencia.

Ahora bien, es dable reconocer que no hay nadie más experimentado y conocedor de cómo de aplicar los recursos públicos afectados a este sector, que los propios protagonistas de él. Por esa razón, se crea la presente Comisión a efectos que los propios operadores en el servicio de justicia sean quienes resuelven la aplicación del gasto en dicho servicio y quienes presupuesten dicho gasto.
Autarquía financiera no solamente implica asignación de recursos económico-financieros sino también, la concreta prerrogativa o potestad de administrarlos, decidiendo en el caso concreto su aplicación.
El presente Proyecto apunta a propender a la “eficacia” en la prestación del servicio de justicia, evitando que la toma de decisiones en este aspecto no se superponga con la encomiable tarea del Juzgador, del Ministerio Público y de los Consejeros del Consejo de la Magistratura.

Lograr eficacia en este sentido, basamenta la independencia y la imparcialidad que deben garantizarse desde la Constitución para con los operadores del servicio de justicia.
Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente.

Flavia E. Pasqualini

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXIX

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 945)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo …: “La Provincia de Entre Ríos, ratifica la legítima e imprescriptible soberanía de la Nación Argentina sobre las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sándwich del Sur y sus espacios marítimos e insulares correspondientes, como parte integrante del Territorio Nacional.
Artículo...: “El Gobierno Provincial garantizará la implementación de políticas activas tendientes a la asistencia y protección de los ex combatientes de Malvinas, asegurándoles el acceso al trabajo, salud integral, educación, capacitación, vivienda digna e integración sociocultural.
La Provincia apoyará los emprendimientos que efectivamente tiendan a preservar la memoria de los ex combatientes y de los hechos acaecidos en el conflicto del Atlántico Sur.

PASQUALINI – ALASINO.

FUNDAMENTOS
Siendo conscientes de la deuda que nuestra provincia tiene aún para con sus ex combatientes de Malvinas, y preocupados por esta situación es que solicitamos a nuestros pares se incorporen los artículos precedentes en la Constitución de Entre Ríos, por los fundamentos que expondremos y que oportunamente ampliaremos.

Es nuestro deber indelegable darles a nuestros héroes el amparo y el reconocimiento que merecen.
Huelga exponer las razones históricas de nuestro reclamo sobre el Atlántico Sur, ya que es de conocimiento público, pero donde queremos detenernos es en la situación actual de nuestros ex combatientes y de las familias de los caídos en combate.

Si bien la legislación provincial contempló mediante las leyes 9193, 9216 y 9328 a los veteranos de guerra de Malvinas y a su grupo familiar directo, la realidad demuestra que esto no es suficiente.

Aquellos que marcharon al frente para defender la patria, hoy son víctimas del olvido, de la desprotección, de la falta de reconocimiento y de valoración por parte del gobierno y de una fracción del pueblo entrerriano.

Basamos esta afirmación en el hecho que las leyes que mencionamos están orientadas más que nada a lograr apoyos económicos y tratar de “atenuar las secuelas provocadas por el conflicto bélico” (Ley 9193).

A 26 años de la guerra de Malvinas, los ex combatientes todavía siguen sufriendo las consecuencias de la guerra, muchos de ellos siguen sin encontrar su lugar e insertarse como merecen en la sociedad entrerriana, el 70% de los ex conscriptos combatientes, tal vez los más afectados, continúan hoy con tratamiento psicológico, los suicidios siguen siendo para muchos la única manera de salir del obligado pacto de silencio y olvido en el que se los sumergió.

Los problemas en las relaciones laborales, sociales y familiares son lamentablemente moneda corriente para muchos de los que volvieron.

Es por ello que agregamos también el párrafo en lo referente al rescate y preservación de la memoria de los ex combatientes y de los hechos acaecidos, porque no debemos los entrerrianos seguir siendo cómplices del pacto de silencio y olvido al que los obligaron, y el amparo constitucional al derecho a mostrar sus experiencias es un reaseguro del reconocimiento que le darán las futuras generaciones a nuestros héroes.

Para finalizar, recordamos que según la legislación vigente, veterano de guerra de Malvinas es todo aquel “ciudadano que participó activamente en las acciones desarrolladas desde el 2 de abril de 1982 al 14 de junio de 1982, en el teatro de operaciones Malvinas y teatro de operaciones del Atlántico Sur”. (Ley 9193)

Sres. Convencionales: no basta con discursos el 2 de abril y pensiones otorgadas a los veteranos, el reconocimiento debe ser efectivo y para esto la única manera es implementar políticas públicas serias y firmes orientadas realmente a cubrir las necesidades y expectativas de nuestros veteranos de guerra.

Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XL

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 946)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1º: Agregar un tercer párrafo al inciso 11º del art. 47, de la Sección III, que prescribirá el siguiente texto:
Sección III

Régimen Electoral

Artículo 47. La Legislatura dictará la ley electoral que será uniforme para toda la Provincia y reconocerá por base las prescripciones siguientes: 1 ... 2 ... 3 ... 4 ... 5 ... 6 ... 7 ... 8 ... 9 ... 10 ... 

11. Toda elección se hará por listas que serán oficializadas por el Tribunal Electoral. Se considerarán una sola lista las que tengan la mayoría de los candidatos comunes, aunque difiera el orden de colocación de los mismos.

A los efectos del escrutinio definitivo, el orden de colocación de los candidatos lo determinará la lista que tenga la mayoría de la totalidad de votos, y si ninguna la tuviera, el de la lista oficializada.

El Tribunal Electoral no podrá oficializar lista que no cumplimente los principios fundamentales de equidad de géneros y de no discriminación de las minorías, debiendo proponerse los candidatos en orden que todos los géneros y las minorías tengan las mismas posibilidades de acceso a ser elegidos.
PASQUALINI – ALASINO.

FUNDAMENTOS
Señor Presidente:
Proponemos mediante el presente Proyecto de Reforma, una reformulación parcial de nuestro Proyecto originario, según surge del Expediente Nº 153, ingresado en fecha 07/02/2008, habiendo tomado estado parlamentario en la 2º Sesión Ordinaria en fecha 21/02/2008.

Complementamos el Proyecto de Reforma al Régimen Electoral vigente, consagrando la plena vigencia de los principios fundamentales constitucionales y del Derecho Internacional, de equidad de género, y de no discriminación de las minorías, cualquiera fueren éstas. 

En la versión original de nuestro Proyecto, partimos de la premisa errónea que equidad de géneros implica otorgar iguales derechos y deberes entre hombres y mujeres, reflejando una concepción excesivamente tradicionalista y alejada de la realidad, teniendo en cuenta que la actualidad nos demuestra que no podemos mantener esa dualidad tradicional.
La concepción tradicional que los géneros son hombres y mujeres, actualmente está quebrada y debe ser dejada de lado, ya que la realidad nos demuestra todo lo contrario. La equidad de géneros en consecuencia, debe contemplar no sólo a hombres y mujeres, en el sentido biológico de dichas expresiones, sino que también debe contemplar a aquellas personas que fisiológica, psicológica se comportan o sienten como tales, más allá de su apariencia física externa. En consecuencia y complementando la idea anterior, debe complementarse con el principio constitucional y de Derecho Internacional, de no discriminación de las minorías.
Proponemos la recepción de esta amplia concepción de géneros evitando la utilización de terminologías que la actualidad y el futuro posmoderno, auguran a dejar de lado, obligando que en las listas de candidatos entonces convivan armónicamente hombres, mujeres, sean éstos heterosexuales, homosexuales, como también los transexuales, habida cuenta que todos los grupos deben hacer valer sus derechos en el ámbito gubernamental. Incluimos también toda otra minoría que sea tratada en forma discriminatoria: para que desaparezca la discriminación étnica, religiosa, sexual, social, en todas sus formas, desde el Estado deben contemplarse normas que garanticen el acceso de las mismas a las esferas de gobierno, para que su voz y sus reclamos sean debidamente escuchados, tenidos en cuenta.
La propuesta de reformulación a nuestro Proyecto originario, se encuentra habilitado por lo dispuesto en el Artículo 1 de la Ley 9.768 que establece: “Declárese la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos y convóquese a una Convención Constituyente que estará habilitada para: ... inciso 19: Incorporar los principios de “equidad de género” y de “no discriminación” que garanticen en el ámbito público, y promuevan en el privado, la igualdad real de oportunidades entre hombres y mujeres. ... y también el inciso 21 que establece: Incorporar las medidas y previsiones sobre Derechos Humanos implementadas en los Pactos, Tratados y Convenciones Internacionales sobre la materia, así como la interpretación que de ellos hagan los organismos internacionales de protección y control de tales Pactos. ... ” (SIC: norma legal citada).

Teniendo en cuenta la expresa habilitación prevista en el inciso 21º del Artículo 1 de la Ley 9.768, y la expresa previsión del Art. 75, inciso 22º de la Constitución Nacional, resultan fuentes fundantes de la propuesta que aquí se realiza, las siguientes disposiciones del Derecho Internacional y por la norma constitucional federal, también de derecho interno:
1.- Declaración Americana de los Derechos y los Deberes del Hombre (Bogotá, 1948): Preámbulo “Todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están por naturaleza de razón y conciencia, deben conducirse fraternalmente los unos con los otros...”; Artículo II, Artículo XVII, Artículo XX y Artículo XXVI;
2.- Declaración Universal de los Derechos Humanos (Asamblea General ONU, 1948): Preámbulo “Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana...”; Artículos 1 y 2 – en particular la primera parte del mismo -; Artículo 7, esencialmente lo dispuesto en el Artículo 21;
3.- Convención Americana de Derechos Humanos (San José de Costa Rica): Preámbulo “... Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos, ... ”; Artículos 1 y 2, esencialmente los Artículos 23 y 24, y principalmente Artículo 28, 2º parte que obliga a los componentes de un Estado Federal signatario del Pacto, a que también adecuen sus Constituciones y demás normas jurídicas locales;
4.- Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: Preámbulo “Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables, Reconociendo que estos derechos se derivan de la dignidad inherente a la persona humana, ...”; Artículo 2, primera parte; Artículo 25, en su totalidad pero en particular el apartado c); Artículos 26 y 27;

5.- Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial: Artículo 2, Artículo 5, en particular el apartado c) de este artículo;

6.- Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación de la Mujer: Artículos 1 y 2; Artículo 7.

Por otro lado, se adoptó la técnica de agregar un párrafo al inciso 11º del Artículo 47 de la Constitución Provincial, en razón de lo dispuesto por el Artículo 4º, inciso 5º de la Ley 9.768, a saber: “La Convención Constituyente no podrá... apartarse de la competencia establecida en la presente Ley. ... En especial deberá abstenerse de: ... inciso 5º: Eliminar los artículos 47 incisos 1º y 18º, el Tribunal Electoral de la Provincia establecido en el inciso 14º del mismo artículo... ” (SIC: norma legal referida).
Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente, como reformulación parcial, a nuestro Proyecto originario obrante en el referido Expediente Nº 153.
Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLI

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 947)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1º: Modifíquese el Art. 41 de la Constitución Provincial, por el siguiente:

“El Estado Provincial estimulará las tendencias cooperativista y mutualista, y protegerá las organizaciones de ambos caracteres.”

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS
Proponemos mediante la modificación que se proyecta, incluir en la protección y previsión normativa constitucional al mutualismo, que fuera omitido por el Constituyente de 1933.

La temática se encuentra habilitada conforme surge del Artículo 1º, inciso 27º de la Ley 9.768, que establece: “Ampliar las normas actuales referidas al Régimen Económico y del Trabajo, haciendo hincapié en la producción como un bien de la sociedad y como un principio fundamental para el desarrollo sustentable”.
Histórica y continuadamente las cooperativas y las asociaciones mutuales, fueron consideradas legislativamente en forma igualitaria, incluso sus regímenes legales –orden nacional– son casi de la misma época: Ley Nº 20.337 de Cooperativas, y la Ley 20.321 de Asociaciones Mutuales. A consecuencia de este nacimiento “común”, se han organizado ambos tipos asociativos subordinándolos a los mismos tipos de controles formales y contables. Incluso tanto en el ámbito nacional como en el provincial, el órgano público de contralor inicial y luego, permanente –en concretas situaciones de la “vida” de ambas organizaciones asociativas-, es el mismo, vgr. el Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social.

En consecuencia, mediante la aprobación de este Proyecto si el plenario lo acompaña, logrará equiparar ambos tipos asociativos en cuanto a su amparo constitucional provincial.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XLII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 948)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo Primero: Sustitúyese el art. 139 de la Constitución por el siguiente:

Artículo 139. La Fiscalía de Estado tiene a su cargo el control previo de la legalidad de los actos y contratos que realice la Administración Pública provincial, sus órganos descentralizados, entes autárquicos, empresas públicas y de inversiones públicas y privadas prestadoras de servicios públicos y todo otro ente interprovincial, regional, internacional que sea parte la Provincia. Dicho control será ineludible en los actos y contratos que superen el valor pecuniario mínimo que establezca la ley orgánica.
También será la encargada de defender judicialmente el patrimonio del fisco, y parte necesaria en todos los procesos judiciales donde se controviertan intereses del Estado.

Para ser designado Fiscal de Estado, se requiere ser abogado, tener como mínimo treinta años de edad, seis años de ejercicio activo de la profesión, y no encontrarse comprendido en las demás incompatibilidades e inhabilidades que establezca esta Constitución para el acceso a la función pública.
Su designación será propuesta por el Poder Ejecutivo, previa audiencia pública y con Acuerdo del Senado de la Provincia. En ambas instancias se evaluará al postulante respecto de su idoneidad técnica y moral, el respeto a las instituciones democráticas y a los derechos humanos.
Podrán designarse fiscales adjuntos, o en su caso, afectados particularmente a diferentes áreas, direcciones, departamentos o cualquiera otra forma de división. Dichos Fiscales, deberán reunir las mismas condiciones que el Fiscal de Estado, previo cumplimiento de lo dispuesto en el Art. 12 de esta Constitución, y conforme establezca la respectiva ley orgánica.

La ley determinará los casos y la forma en que ha de ejercer sus funciones. Estos funcionarios gozarán de estabilidad en sus funciones, y solamente podrán ser removidos por las causas y procedimiento de enjuiciamiento que prevé esta Constitución, para los Jueces de 1º Instancia.
PASQUALINI – ALASINO.

FUNDAMENTOS
De una interpretación armónica de las disposiciones de la Ley 9.768, surge claramente que esta H. Convención tiene facultades para modernizar, actualizar, en resumen, de reformar las previsiones constitucionales actuales con relación a este órgano constitucional.
Como ya se ha expresado en otras propuestas de control, no hay lugar a duda alguna que el Legislador pretendió dar preponderancia a la instalación o creación de herramientas de control que resulten eficaces, contundentes en su accionar, y que cumplan justamente con lo que la palabra control implica: es el reclamo de toda la sociedad entrerriana, en este aspecto primordial que es el control del gasto público provincial.
La importancia de la materia que Legislador le ha dado, surge expresamente plasmada en el Artículo 1º, y en particular en los incisos: 1º Revisar, reformar, actualizar o modificar las disposiciones que siguen... 139 en lo referente a las funciones del Fiscal de Estado y habilitando el cambio de su denominación siempre que se mantenga su naturaleza jurídica, ...; inciso 9º Introducir normas sobre Control de Gestión interno y externo de los organismos estatales centralizados, descentralizados, autónomos y/o autárquicos.; el inciso 10º Crear procedimientos alternativos de control, prevención y solución de conflictos relacionados con la prestación de servicios públicos, garantizando la participación ciudadana; y el inciso 26º Crear entes de control de empresas y de inversiones públicas y privadas prestadoras de servicios públicos, con participación popular y determinando sus competencias y atribuciones.
La otra idea prevalente del Legislador es la necesaria coexistencia entre técnicos, especialistas (idóneos), aspectos consideramos que se encuentran plasmados en el Proyecto que se propone, estableciéndose en el caso del titular del área, un procedimiento acorde con la íntima vinculación que el mismo detenta con el titular del Poder Ejecutivo. Se consideró prudente establecer entonces –a efectos de garantizar la participación popular que también alienta el Legislador de la Ley 9768– la herramienta de Audiencia Pública a efectos que el proponente (Poder Ejecutivo) y el Senado luego, tengan en cuenta las requisitorias que directamente le hagan al postulante las fuerzas vivas de la Provincia.

No ocurre lo mismo con aquéllos que se encuentran subordinados al Fiscal de Estado, atento que, la dinámica del control de legalidad, por área, departamento, dirección, etc. y en su caso, la representación judicial del Estado, amerita que se garantice cierta continuidad funcional, y no hacemos eludir en el caso de los Fiscales Adjuntos o Alternos, la reciente consagración constitucional del acceso a la función pública mediante el transparente procedimiento del concurso (según surge de lo resuelto en la Sesión 5º de esta H. Convención, llevada a cabo el día 15/04/2008).
Ambas herramientas en cuanto a su sustanciación, deberán ser reglamentadas por la ley orgánica que a posteriori se dicte.
En concreto, lo único que ésta H. Convención tiene vedado realizar es la eliminación de la figura del Fiscal de Estado, conforme lo prevé el Art. 4, inciso 9º de la Ley 9.768.
La otra cuestión a tener en cuenta, en la previsión constitucional de controles, es la definición con precisión y exactitud del ámbito en que cada órgano de control se desempeñará, a efectos de evitar que por la superposición de controles, ningún órgano controle y también, a efectos de no obstaculizar el normal desarrollo de la actividad pública en general.
En este orden de ideas, consideramos que resulta necesario prever en la Constitución en el ámbito de actuación de los funcionarios del área estatal que se proyecta; evitando las referencias funcionales abstractas o por omisión del texto constitucional, y la superposición de controles con otros órganos que así lo prevean.
La Fiscalía de Estado, entonces, ejercerá dos funciones esenciales, a saber: 1) control de legalidad de todos los actos y contratos que realicen los órganos estatales aludidos en la norma proyectada; 2) representación judicial de la Provincia en aquellos procesos judiciales donde se afecte el patrimonio estatal y se pudieren afectar intereses del Estado Provincial.
Cabe destacar que se ha fijado que el control de legalidad como INELUDIBLE, en aquellos actos o contratos que  tengan como valor pecuniario involucrado, o lo superen, cierto monto que será fijado por la Ley orgánica.
Se eliminó el párrafo que facultaba a este órgano de recurrir toda decisión contraria a los intereses de la Provincia, por la sola razón de su redundancia, ya que dicha facultad en concreto no se elimina como carga de su desempeño, atento que, el régimen legal aplicable a estos profesionales (abogados) así lo prevé como también ciertas figuras penales, y conteste doctrina jurisprudencial emanada incluso de la CSJN, en tanto tacha de arbitraria cualquier decisión judicial lograda por la inacción de una defensa inidónea, precaria.
Por estas consideraciones, y por los demás argumentos que se vertirán al informar este Proyecto en la Comisión respectiva y en sesión plenaria, es que solicitamos la aprobación por esta H. Convención.
Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino.

–A la Comisión de Control del Estado.
XLIII

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 949)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo…: La provincia reconoce y garantiza el derecho a la salud de todos sus habitantes mediante políticas públicas de promoción, protección y recuperación integral del bienestar biológico, psicológico y social. 

Organiza, regula y fiscaliza el Sistema de Salud y coordina la integración con otros gobiernos e instituciones para la investigación y formación.

Promueve la salud sexual y reproductiva responsable, preservando el derecho a la vida.

PASQUALINI – ALASINO.

FUNDAMENTOS
La salud, conforme el sentido que le atribuye la Organización Mundial de la Salud, tiene un extenso alcance, y comprende el completo bienestar físico, mental y social, superando a aquél limitado que lo reduce a la mera ausencia de enfermedades. En su preámbulo afirma que "'el beneficio de gozar de elevados niveles de salud es uno de los derechos fundamentales de cada ser humano', sin distinción de raza, religión, credo político, condición social o económica...". Ese bienestar –de amplio espectro– reconoce un derecho cuya finalidad es garantizarlo, de naturaleza fundamental en razón del respeto y promoción de la persona humana cuya realización implica.

Esta filosofía fue plasmada en las modernas democracias constitucionales, razón por la cual en un estado social y democrático de derecho, se ha cimentado: un principio moral, la consideración de que 'la salud es un valor en sí, perseguible y alcanzable en función del crecimiento humano, tomando protagonismo un objeto jurídico- político: 'el derecho a la salud"

Nuestra Constitución Nacional carece de una regulación sistemática sobre el tema, su reconocimiento y protección se materializa en el art. 41 con referencia al “derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano". El art. 42 que menciona el derecho de consumidores y usuarios expresando la "protección de su salud", como así también las disposiciones del art. 75 que en su inc. 19 refiere a políticas conducentes al "desarrollo humano", en el inc. 23: "medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de trato y pleno goce de ejercicios reconocidos..." tanto por la Constitución como por tratados internacionales sobre derechos humanos, derechos de los niños, mujeres y ancianos con discapacidad, norma que se complementa con las previsiones del último párrafo del mismo art. 75 inc. 23 en cuanto prevé un régimen de seguridad social integral tanto del niño como de la mujer embarazada, y de ésta última durante el embarazo y tiempo de lactancia, protección que claramente incluye por cierto el derecho a la atención y preservación de la vida y la de la salud.

La salud como valor y derecho humano fundamental encuentra reconocimiento y protección en diversos instrumentos comunitarios e internacionales en materia de Derechos Humanos, que gozan de jerarquía constitucional en virtud de lo preceptuado en el art. 75 inc. 22, ellos son: Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, arts. VII y XI; Declaración Universal de Derechos Humanos de la ONU de 1948, arts. 3, 8 y 25; Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales art. 12 numeral 1 y numeral 2 ap. d); Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 24 numeral 1; Convención Americana de Derechos Humanos, art. 4 numeral 1 , 5º numeral 1, 19 y 26; Convención sobre los Derechos del Niño, art. 3, numeral 1, arts. 6, 23, 24 y 26.

La escasez o la irregular asignación de fondos públicos, el valor de las prácticas médicas y el de los medicamentos (como consecuencia de la cada vez mayor incorporación de tecnología e investigación, para su desarrollo y producción), la mala distribución de los recursos humanos y materiales, y las desigualdades sociales y económicas de la población, entre muchos otros factores, producen como resultado que el goce pleno de este derecho no sea alcanzado por todos ni de la misma forma, ni en similares condiciones.

Entonces, ¿de qué modo se puede garantizar la efectiva vigencia de este derecho? ¿Debe el estado acudir para lograr su atención de la salud? Y en tal caso, ¿De qué órganos del Estado depende la efectiva atención de salud?

Tanto el Estado Nacional como Provincial y el Municipal tienen competencias propias y concurrentes en materia de salud, que atañen a los tres Poderes en los que se encuentran organizados.

El Poder Legislativo, materializa su competencia en el dictado de disposiciones normativas con el objeto primordial de la defensa y promoción de la salud pública, en el orden programático y presupuestario.

El Poder Ejecutivo, administra los recursos de la comunidad con el objeto de satisfacer sus demandas y de asistir sus necesidades; planifica y decide, contando con la facultad y obligación de analizar un universo de supuestos, lo cual implica una visión global de los problemas a solucionar. La planificación conlleva la fijación de un orden de prioridades, establecido en función de aquel análisis global.

El Poder Judicial deberá intervenir para corregir las omisiones o incumplimientos en la reafirmación y salvaguarda de este derecho y su efectiva vigencia.

Se deberá asegurar a toda la población el acceso a la información, orientación, métodos y prestaciones de servicios referidos a la salud sexual y procreación responsable, promoviendo relaciones de respeto mutuo e igualdad entre hombres y mujeres en la toma de decisiones sobre su cuerpo.

Promover y desarrollar políticas de formación de los recursos humanos de la salud para la atención primaria, la equidad y la promoción integral de la salud sexual y reproductiva, como así también capacitar a educadores, trabajadores sociales y operadores comunitarios, reconociendo el valor de la transmisión de conocimientos.

Estructurar los mecanismos necesarios para la efectiva interacción de la comunidad y los diversos sectores de la sociedad en la atención y prevención, mediante programas y acciones orientadas al mejoramiento de la salud reproductiva y la protección de la vida humana desde su concepción en el seno materno.

Al Estado le cabe un rol fundamental en la efectivización del derecho a la salud en nuestro sistema jurídico, es por ello que nuestra Constitución debe garantizar la promoción, protección y rehabilitación del bienestar bio-psico-social de todos los entrerrianos. No podemos conformarnos con expresiones de deseo, las políticas sanitarias y de incorporación de tecnología e investigación serán las herramientas para el pleno goce de este derecho. La creciente privatización del sector de salud y su organización bajo las modalidades de empresas comerciales hacen necesaria la garantía del acceso igualitario de todos los habitantes de la provincia.

El sistema de salud que inspira este artículo se basa en principios y valores respetuosos de la dignidad humana haciendo énfasis en el efectivo ejercicio del derecho constitucionalmente reconocido por nuestra ley fundamental.

Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
XLIV

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 950)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1º: Agréguese el siguiente artículo a la Constitución Provincial:
Artículo.  ...: Son recursos genuinos del Poder Judicial de la Provincia, del Ministerio Público de la Provincia y del Consejo de la Magistratura, e indelegables a cualquier otro órgano del Estado, los ingresos anuales y totales que se recauden en concepto de tasas, derechos, contribuciones que se devenguen por la prestación del servicio de justicia, como también de todo otro servicio complementario a aquél que se generen en la órbita de los tres órganos.

La presente afectación específica de fondos resultará sin perjuicio de aquélla que le corresponda a los tres órganos, de acuerdo a la Ley General de Presupuesto de la Provincia, respecto de las rentas generales de ésta.

PASQUALINI – ALASINO.

FUNDAMENTOS
La presente oportunidad histórica que tiene Entre Ríos, de modificar el diagrama de sociedad para los próximos 70 u 80 años, debe ser plasmar como logro cúlmine, la independencia financiera de los órganos del Estado Provincial avocados a la prestación de justicia.
Este deber indelegable para generaciones presentes y futuras, nos viene impuesto por lo expresamente dispuesto en la máxima preambular nacional “afianzar la justicia” como también en el Art. 5 de la Constitución Nacional.

Tampoco hay que descartar que el ineludible deber de contar con una Justicia independiente, imparcial e idónea, surge claramente de la norma del Art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional cuando jerarquiza las siguientes previsiones de los Tratados Internacional jerarquizados, entre otros, a saber:

1.  Declaración Americana de los Derechos y los Deberes del Hombre (Bogotá, 1948). Artículo XVIII, Artículo XXV y Artículo XXVI;
2.  Declaración Universal de los Derechos Humanos (Asamblea General ONU, 1948): Artículo 7, Artículo 10 y Artículo 11;
3.  Convención Americana de Derechos Humanos (San José de Costa Rica): Artículos 1 y 2, Artículo 8, Artículo 25, y principalmente Artículo 28, 2º parte que obliga a los componentes de un Estado Federal signatario del Pacto, a que también adecuen sus Constituciones y demás normas jurídicas;
4. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: Artículo 14, primera parte del inciso 1º y el inciso 2º, apartado c).

En este orden de ideas, la vigencia absoluta e irrestricta del Estado de Derecho se protege mediante férreas garantías que aseguren la independencia e imparcialidad de sus jueces y demás funcionarios vinculados a dicho servicio, y en este criterio se encaminan: la selección transparente de los funcionarios judiciales mediante el Consejo de la Magistratura, y la otra esencial es la autarquía financiera del Poder Judicial, del Ministerio Público y del Consejo de la Magistratura.

Actualmente observamos funcionarios de Justicia sometidos por el recorte y regateo financieros a los avatares de los otros dos órganos del Estado. Resulta esta patología adversa a lo que el ciudadano común pretende y busca en sus jueces y demás funcionarios: imparcialidad, autonomía plena al resolver sobre sus derechos, idoneidad.
Una justicia dependiente de los fondos que presupueste otro órgano, decidiendo gastar y redistribuir los magros ingresos que resuelven otros y no ellos, implican patologías que contraría la máxima preambular federal de “afianza la justicia”; que violentan la autonomía y la independencia de los servidores de justicia. 

Una Justicia independiente no puede estar sometida en lo económico por los restantes órganos del Estado. La Justicia es el último resorte de la vigencia a pleno de las derechos y garantías de los ciudadanos, e incluso de los demás órganos del Estado. Sin Justicia imparcial, no hay democracia en términos reales.

El Proyecto garantiza la afectación total e indelegable para el funcionamiento de los tres órganos aludidos, la recaudación de aquellos tributos que se devenguen por la prestación del servicio de justicia, vgr: Tasa de Justicia, los Derechos que se perciben en los Registros Públicos teniendo en cuenta que éstos pueden llegar a quedar incluidos dentro del Poder Judicial. 

En este sentido, se pretende cumplimentar con los compromisos asumidos internacionalmente por los Tratados aludidos que incluso avanzan a los componentes de un gobierno federal, como también con lo dispuesto en el Art. 5 de la Constitución Nacional: “Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. Bajo de estas condiciones el Gobierno federal, garantice a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones.” (SIC: norma federal, transcripta, la negrita nos pertenece). 

En la actualidad entonces por imposición que hace la Carta Magna Federal reformada en 1.994 que introduce los Tratados aludidos supra, y teniendo en cuenta lo sucedido en la vigencia de la actual Constitución Provincial, resulta ineludible garantizar a quienes se encuentran afectados al servicio de justicia, los recursos financieros mínimos que garanticen su funcionamiento. 

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente.

Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLV

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 951)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1º: Agréguese el siguiente artículo a la Constitución Provincial:

Artículo ... : La décima parte anual de todas las rentas generales de la Provincia se afectan como mínimo al pago de las remuneraciones de los funcionarios y empleados del Poder Judicial, del Ministerio Público y del Consejo de la Magistratura, como también todos los gastos de infraestructura, funcionamiento y demás requerimientos que se encuentren directa o indirectamente relacionados con la prestación de un servicio de justicia digno, eficaz, moderno e independiente, que garantice la indelegable realización del afianzar la justicia para todos los entrerrianos.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS
La presente oportunidad histórica que tiene Entre Ríos, de modificar el diagrama de sociedad para los próximos 70 u 80 años, debe ser plasmar como logro cúlmine, la independencia financiera de los órganos del Estado Provincial avocados a la prestación de justicia.

Este deber indelegable para generaciones presentes y futuras, nos viene impuesto por lo expresamente dispuesto en la máxima preambular nacional “afianzar la justicia” como también en el Art. 5 de la Constitución Nacional.
Tampoco hay que descartar que el ineludible deber de contar con una Justicia independiente, imparcial e idónea, surge claramente de la norma del Art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional cuando jerarquiza las siguientes previsiones de los Tratados Internacional jerarquizados, entre otros, a saber:

1.- Declaración Americana de los Derechos y los Deberes del Hombre (Bogotá, 1948). Artículo XVIII, Artículo XXV y Artículo XXVI;
2.- Declaración Universal de los Derechos Humanos (Asamblea General ONU, 1948): Artículo 7, Artículo 10 y Artículo 11;
3.- Convención Americana de Derechos Humanos (San José de Costa Rica): Artículos 1 y 2, Artículo 8, Artículo 25, y principalmente Artículo 28, 2º parte que obliga a los componentes de un Estado Federal signatario del Pacto, a que también adecuen sus Constituciones y demás normas jurídicas;
4.- Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: Artículo 14, primera parte del inciso 1º y el inciso 2º, apartado c).
En este orden de ideas, la vigencia absoluta e irrestricta del Estado de Derecho se protege mediante férreas garantías que aseguren la independencia e imparcialidad de sus jueces y demás funcionarios vinculados a dicho servicio, y en este criterio se encaminan: la selección transparente de los funcionarios judiciales mediante el Consejo de la Magistratura, y la otra esencial es la autarquía financiera del Poder Judicial, del Ministerio Público y del Consejo de la Magistratura.
Actualmente observamos funcionarios de Justicia sometidos por el recorte y regateo financieros a los avatares de los otros dos órganos del Estado. Resulta esta patología adversa a lo que el ciudadano común pretende y busca en sus jueces y demás funcionarios: imparcialidad, autonomía plena al resolver sobre sus derechos, idoneidad.

Una justicia dependiente de los fondos que presupueste otro órgano, decidiendo gastar y redistribuir los magros ingresos que resuelven otros y no ellos, implican patologías que contraría la máxima preambular federal de “afianza la justicia”; que violentan la autonomía y la independencia de los servidores de justicia.

Una Justicia independiente no puede estar sometida en lo económico por los restantes órganos del Estado. La Justicia es el último resorte de la vigencia a pleno de los derechos y garantías de los ciudadanos, e incluso de los demás órganos del Estado. Sin Justicia imparcial, no hay democracia en términos reales.
El Proyecto garantiza los fondos públicos afectados a este servicio, en un 10% como mínimo del total de las rentas generales de la Provincia, en idéntico sentido a lo que el Artículo 2101 de nuestra Constitución Provincial establece en relación a la educación, en un 25%. La diferencia de afectación directa de fondos, resulta prudente y razonable, si comparamos la enorme diferencia entre el número de los agentes y funcionarios afectados a ambas funciones indelegables del Estado Provincial.

En este sentido, se pretende cumplimentar con los compromisos asumidos internacionalmente por los Tratados aludidos que incluso avanzan a los componentes de un gobierno federal, como también con lo dispuesto en el Art. 5 de la Constitución Nacional: “Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. Bajo de estas condiciones el Gobierno federal, garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones.” (SIC: norma federal, transcripta, la negrita nos pertenece).
En la actualidad entonces por imposición que hace la Carta Magna Federal reformada en 1.994 que introduce los Tratados aludidos supra, y teniendo en cuenta lo sucedido en la vigencia de la actual Constitución Provincial, resulta ineludible garantizar a quienes se encuentran afectados al servicio de justicia, los recursos financieros mínimos que garanticen su funcionamiento.
Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente.
1 Artículo 210 de la Constitución Provincial: El fondo de la educación común estará formado por el veinticinco por ciento, como mínimo, de las rentas generales de la Provincia y con los demás recursos que se establezcan.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 954)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo…: La Provincia reconoce la existencia de Colegios de Profesionales Universitarios creados y a crearse por ley, que se desenvuelven en su territorio.

Serán entes de naturaleza pública no estatal y tendrán competencia en la regulación de su actividad, el control de la matrícula, poder disciplinario, facultades recaudatorias, debiendo organizarse y funcionar democráticamente.

Artículo…: La Provincia asegura la existencia de organismos de Previsión y Asistencia Social creados y a crearse, destinados a los profesionales universitarios y su grupo familiar con domicilio real en su territorio, debiendo los mismos fundarse en los principios de solidaridad y proporcionalidad entre aportes y beneficios.

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS
El artículo 1° inc. 7 de la ley N° 9768 autoriza a incorporar normas relativas a la colegiación de los profesionales, en ese sentido existen numerosos antecedentes en nuestra provincia de legislación referida a la creación y funcionamiento de colegios profesionales.

Desde el punto de vista estrictamente jurídico cabe poner de resalta que desde antiguo la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha declarado la constitucionalidad de los regímenes legales que regulan la existencia de los colegios de profesionales universitarios con las características de personales de derecho público, ejerciendo poderes públicos con sus potestades de monopolio en el manejo de la matricula y poder disciplinario.

Estas organizaciones de naturaleza “pública no estatal”, fueron reconocidas en cuanto a sus fundamentos constitucionales por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

En lo referido a la cuestión previsional la Constitución Nacional reformada en 1994, en su artículo 125 incorpora un párrafo que reconoce a las organizaciones previsionales de profesionales, seguramente una norma de estas características en la provincia limitará las apetencias del centralismos porteños o mejor dicho de los gobiernos nacionales asesorados u obligados por el Fondo Monetario Internacional, de avasallar la competencia provincial en la materia y centralizar los fondos genuinos que estos organismos administran austeramente y que por otra parte son volcado s en las economías regionales posibilitando el crédito, la creación de empleo y progreso consecuente.
Con la presente incorporación se reafirma la competencia no delegada al Estado Nacional en materia de Seguridad Social de sus habitantes.
Es importante destacar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, desde hace muchos años convalidó la potestad legislativa ejercida por las provincias en materia de seguridad social para profesionales, considerándola una válida exteriorización del poder de policía, de competencia de las provincias en el basto ámbito de la Seguridad Social.
Proponemos que la futura Constitución Provincial contenga en la Sección sobre Declaración de Derechos y Garantías un nuevo artículo a continuación del que es hoy el artículo 19° con los textos que aquí se proponen adecuándola al nuevo texto del artículo 125 de la Constitución Nacional, resguardando así constitucionalmente el derecho de los profesionales que ejercen su actividad en el territorio de la provincia a mantener los sistemas de previsión y seguridad social existentes y la posibilidad de crear nuevos entes de previsión.
En consecuencia, y por los motivos expuestos, es que solicito a los Señores Convencionales el tratamiento y aprobación del presente proyecto.
José A. Allende
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Barrandeguy.

SR. BARRANDEGUY – Señor Presidente, para este proyecto intereso el doble giro, es decir el tratamiento conjunto de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable y de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, dado que se trata del tema colegiación.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento el proyecto será girado a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable; y también a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
–Asentimiento general de los señores convencionales.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se gira a las dos comisiones mencionadas.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:
XLVII

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 955)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
ARTÍCULO 1°): INCORPÓRESE a la Constitución Provincial el siguiente artículo:
“Artículo…: Todo habitante de la Provincia tiene el derecho de acceso a la información pública. La ley reglamentará el ejercicio del mismo debiendo garantizar los principios de igualdad, publicidad, celeridad, informalidad y gratuidad en el mecanismo respectivo como asimismo las excepciones a brindar la información requerida y los remedios procesales ante el incumplimiento por parte de la autoridad requerida.”

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS
La Ley 9768 que declara la necesidad de la reforma parcial de nuestra Constitución Provincial en su artículo 1°, inc. 23 habilita a incorporar el derecho de acceso a la información pública.

Cuando se habla de acceso a la información pública no se está haciendo otra cosa que reconocer la existencia de un derecho elemental y básico de todo sistema democrático y republicano. Si bien la Constitución Nacional no prevé expresamente la publicidad de los actos de gobierno, el artículo 33 de nuestra Carta Magna Nacional proporciona suficiente fundamento para la vigencia de este derecho. Este derecho de los ciudadanos y consecuente obligación de los funcionarios es, en definitiva, una derivación de la adopción de la democracia representativa como forma de gobierno y es el corolario de considerar a la información pública como perteneciente al dominio público, por lo que puede ser aprehendida por cualquiera de todos los ciudadanos. En este sentido el Código Civil establece, en el art. 2340, que: “Quedan comprendidos entre los bienes públicos: ... 8) Los documentos oficiales de los poderes del Estado...” y en el art. 2341 que: “Las personas particulares tienen el uso y goce de los bienes públicos del Estado...”.

El derecho de acceso a la información pública constituye uno de los mecanismos de contención, contrapeso y vigilancia de los órganos de gobierno por parte de los ciudadanos. Pero este derecho, como todos, no es absoluto. Si bien la democracia exige un acceso efectivo a la información pública, lo cierto es que de no existir razonables limitaciones a ese derecho se podría poner en peligro la existencia misma del Estado. Así, el Estado tiene la potestad de sustraer del conocimiento público cierta información que hace a cuestiones esenciales para mantener su vigencia, como por ejemplo aquellas que se refieren a su defensa y seguridad exteriores. La regla que rige (o debe regir) en todo sistema republicano es que toda la información que se halla en poder del Estado es pública (es decir, de conocimiento de todos y por todos), salvo que haya sido previamente declarada secreta o clasificada mediante decisión fundada y razonable.

Se ha dicho que el derecho de acceso a la información pública se desprende del derecho a la información, siendo este último el género y aquél su especie con plena autonomía. Informar no es más (ni menos) que comunicar todo concepto susceptible de ser entendido por el ser humano. El derecho a la información incluye, como bien señala Ekmekdjian, el derecho a ser informado y a informar, el derecho a ser protegido frente a información disfuncional y el derecho a cuestionar y discutir la información recibida (EKMEKDJIAN, Miguel Angel; “Derecho a la información”; 2° Edición; Ed. Depalma; 1996, pág. 30).

De lo que se trata, en última instancia, es de determinar si la información incumbe a todos los ciudadanos y es de todos los ciudadanos, sin que pueda válidamente disolverse en un haz de bienes sectoriales de interesados. En caso de que la información guarde especial e íntima conexión con el interés o bienestar general, entonces será pública.

El reconocimiento al acceso a la información pública constituye un significativo parámetro del nivel de transparencia de un determinado ordenamiento jurídico. La relación entre transparencia y acceso es directamente proporcional: a mayor acceso, mayor transparencia.

El deber por parte del Estado de dar a conocer la información que se encuentra en su posesión y el consecuente derecho de los ciudadanos de acceder a esa información están previstos en varias normas de los tratados internacionales (art. 13 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, art. 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos) que, luego de la reforma de 1994, tienen jerarquía constitucional (conf. art. 75, inc. 22). Asimismo, el derecho de acceso a la información pública ha sido receptado por diversos organismos internacionales, siendo posible su aprehensión a través de pautas o estándares básicos, entre los que podemos mencionar: a) no es necesario expresar la causa en el pedido de acceso a la información pública; b) la obligación estatal de suministrar se extiende a toda la información; c) el principio general es la publicidad; d) la información debe suministrarse en plazos breves, oportunos y razonables y e) la posibilidad de una intervención jurisdiccional ágil e inmediata en caso de que el pedido sea rechazado.

Asimismo, nuestra Constitución Nacional ha previsto expresamente la obligación del Estado de brindar la información pública en determinados supuestos, tales como la información adecuada y veraz a favor de los consumidores y usuarios de bienes y servicios (art. 42), aquella relativa a la protección del medio ambiente (art. 41) o al derecho de los partidos políticos de acceder a la información pública (art. 38).

En el ordenamiento jurídico nacional se ha dictado el Decreto N° 1172/2003 que ha reglamentado este derecho pero solamente en lo que se refiere al acceso a la información existente en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional.

De la lectura de los considerandos del Decreto surge claramente su espíritu y finalidad: garantizar el acceso de la ciudadanía a toda aquella información que hace a la cosa pública y a la transparencia en su manejo.

A tal fin el Decreto N° 1172/2003 aprobó, entre otros, el “Reglamento General de Acceso a la Información Pública para el Poder Ejecutivo Nacional”.

Así la Jurisprudencia ha dicho que el objeto fundamental de este Reglamento “consiste en hacer efectivo el principio de publicidad de los actos de gobierno y el consiguiente derecho de los ciudadanos a saber qué, cómo, cuando y quienes formulan las opiniones y toman decisiones adoptadas por sus representantes electos, evitando tanto el secreto como la reserva innecesaria o la reticencia de los organismos gubernamentales a mantener a la opinión pública debidamente informada” (Cám. Nac. Cont. Adm. Fed., Sala V, “Morales Gerardo Rubén y otro c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía s/ amparo por mora”, sentencia del 18 de octubre de 2007).

El Reglamento tiene por objeto regular el mecanismo de acceso a la información pública, estableciendo el marco general para su desenvolvimiento.

Siguiendo esta política instaurada a nivel nacional de otorgar transparencia y publicidad a los actos de gobierno nuestra Provincia sancionó el Decreto N° 1169/05 GOB mediante el cual se aprueba el “Reglamento General de Acceso a la Información Pública para el Poder Ejecutivo Provincial”.

En ambas normas se describe al acceso a la información pública como una instancia de participación ciudadana por la cual toda persona ejercita su derecho a requerir, consultar y recibir información de cualquiera de los sujetos pasivos comprendidos con la finalidad de permitir y promover una efectiva participación ciudadana, a través de la provisión de información completa, adecuada, oportuna y veraz.

Al respecto Comadira expresa que el régimen de acceso a la información pública no es per se un verdadero mecanismo de participación ciudadana -pues sólo alcanza para exigir administrativa o judicialmente el acceso a dicha información- sino que es más bien un modo de hacer posible esa participación (COMADIRA, Julio Rodolfo; “Procedimiento Administrativo y participación Ciudadana”, pág. 15).

Con referencia a la legitimación pasiva, tanto el Reglamento Nacional como el Provincial son muy amplios. Así en el Dec. 1172/03 PEN no sólo se incluyen a los organismos, entidades, empresas, sociedades, dependencias y todo otro ente que funcione bajo la jurisdicción del Poder Ejecutivo Nacional sino también a organizaciones privadas a las que se hayan otorgado subsidios o aportes provenientes del sector público nacional, así como a las instituciones o fondos cuya administración, guarda o conservación esté a cargo del Estado Nacional a través de sus jurisdicciones o entidades y a las empresas privadas a quienes se les hayan otorgado mediante permiso, licencia, concesión o cualquier otra forma contractual, la prestación de un servicio público o la explotación de un bien del dominio público. Y en el Dec. 1169/05 GOB se incluye a todas las dependencias de la Administración Pública Central y Descentralizada, Entes Autárquicos, Empresas del Estado, Sociedades con Participación Estatal y todo Ente Público.

En materia de legitimación activa, el Reglamento no establece ninguna limitación, ya que prevé la posibilidad de que cualquier persona física o jurídica, pública o privada, pueda solicitar, acceder y recibir información, sin que sea menester acreditar derecho subjetivo ni interés legítimo que avale o justifique la petición.

En este sentido se proyecta que “todo habitante de la Provincia” tenga el derecho de requerir información pública.

En cuanto a qué se considera como “información”, podemos decir que la fórmula adoptada tanto por el Decreto N° 1172/03 PEN como por el Decreto N° 1169/05 GOB es por demás abarcativa. A los fines de ambos Reglamentos se considera información a “toda constancia en documentos escritos, fotográficos, grabaciones, soporte magnético, digital o en cualquier otro formato y que haya sido creada o haya sido obtenida por los sujetos mencionados en el artículo 2, o que obre en su poder o bajo su control, o cuya producción haya sido financiada total o parcialmente por el erario público, o que sirva de base para una decisión de naturaleza administrativa, incluyendo las actas de las reuniones oficiales”.

Se proyecta que la Legislatura deberá reglamentar el mecanismo de acceso a la información pública que se sustentará en cinco principios que se deben garantizar y respetar: la igualdad, la publicidad, la celeridad, la informalidad y la gratuidad como asimismo los supuestos en que los sujetos pasivos se encontrarán exceptuados de brindar la información requerida y los remedios procesales que contarán los habitantes ante el incumplimiento por parte de la autoridad requerida.

Todo ello en concordancia con lo establecido en ambos reglamentos (nacional y provincial) donde se consagran estos postulados y regulan el procedimiento y los requisitos a los que se debe ceñir la solicitud de información donde priva la simplicidad de las formas. El sujeto pasivo del pedido tiene la obligación de permitir el acceso a la información en el momento de la requisitoria o proveerla en un plazo no mayor a diez días, pudiendo prorrogar dicho plazo en situaciones excepcionales y por acto fundado. La negativa del sujeto pasivo a brindar la información solicitada tiene que efectuarse por acto fundado si se verifica que la misma no existe o que se encuentra dentro de alguna de las excepciones que establece el Reglamento u otras normas jurídicas, como por ejemplo la “Ley de Confidencialidad”. Si una vez cumplido el plazo de ley (10 días), el sujeto requerido no satisface el pedido de información o si la respuesta es “ambigua, parcial o inexacta”, se considerará que existe negativa a brindarla por lo que el interesado podrá interponer una acción de amparo por mora.

Por estas razones y por las  otras que surgieran en el tratamiento de la comisión respectiva es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

José Á. Allende
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
XLVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 956)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
ARTICULO 1°: - SUSTITUYASE el actual artículo 176 de la Constitución Provincial por el siguiente: ARTICULO 176: “Los miembros del jurado serán enjuiciados mediante juicio político y por las causales en el mismo previstas”.
ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS
Apreciará la Honorable Convención que la Ley N° 9.768, art. 1, inc. 1, autoriza la modificación del art. 176 de la Constitución Provincial vigente.

En razón que esta posibilidad no va seguida de indicación legislativa alguna, como para reforma en cualquier sentido, y que actualmente se trata de una norma sancionatoria de carácter pecuniaria solamente, es posible a mi juicio reformularlo totalmente introduciendo con la nueva redacción una figura necesaria para el control del organismo extra-poder.

Es así porque, existe un vacío constitucional llenado por la Ley N° 9.283, reglamentaria del funcionamiento y proceso de por el cual se debe guiar el Honorable Jurado de Enjuiciamiento en desempeño de sus funciones.

Como se ve el actual art. 176, contempla sólo una multa para los jurados remisos, pero omite enunciar qué organismo o funcionario la aplicará llegado el caso.

La Ley N° 9.283, de rango legislativo solamente, somete al proceso del juicio político a los jurados, lo cual no me caben dudas puede caer ante una decisión judicial que lo declare inconstitucional.

Es que sin base en la norma constitucional, que claramente establece a que organismo o funcionarios se los puede someter a este proceso, la Legislatura esta impedida de hacerlo por ley.

Solo la Constitución habilita la aplicación del proceso político a desarrollarse en el seno de la Legislatura, art. 97, y tampoco cuenta con facultades implícitas, porque de entenderlo así desnaturalizaría el dispositivo señalado arrogándose un poder que pertenece solo a esta Convención, como poder constituyente.- Confr. Sagüés, “Elementos de derecho constitucional”, T-1:675.

Para evitar esta omisión he propuesto someter también a este proceso a nuevos organismos que estamos creando, pero para el caso de aceptarlo esta H. Convención será la misma constitución reformada que lo disponga en ejercicio de un poder que le compete.

A mayor abundamiento.- El art. 3°, Ley N° 9.283, en lo pertinente text. dice:- “El incumplimiento de los deberes impuestos por esta ley por los señores miembros del Jurado de Enjuiciamiento los hará pasibles de una multa de hasta mil (1.000) juristas, sin perjuicio de lo previsto en el Código Penal para los que incumplen los deberes de los funcionarios públicos. Su remoción deberá solicitarse mediante juicio político”.

El vacío constitucional, y la endebles del dispositivo reglamentario justifican a no dudar el sometimiento integral de los integrantes del organismo al proceso del juicio político, incluyendo sus causales incorporadas también por esta reforma.

Por último, cabe aclarar, que en el proyecto anteriormente presentado por el suscripto, referido a la incorporación de la participación ciudadana como integrantes del jurado, art. 169, propuse un segundo artículo eliminando el contenido del art. 176, circunstancia que no obsta a esta nueva presentación si así lo entienden los Sres. Convencionales.

Por todo lo expuesto solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.
José Á. Allende
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLIX

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 957)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo… El tratamiento y regulación de los residuos, elementos y toda actividad que sensiblemente afecte el medio ambiente y la calidad de vida de las personas serán reglamentados por la legislatura teniendo en cuenta la protección del mismo y la salud. Se prohíbe el ingreso de residuos radiactivos a todo el territorio de la Provincia, incluyendo el espacio aéreo, tanto como destino final como mercadería en tránsito.

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS
El avance de las actividades industriales y la experiencia a nivel mundial respecto de los daños ecológicos y a las personas que se producen y se han producido hacen imprescindible que se prevea la minuciosa regulación, y en su caso prohibición, de actividades que de no estar reguladas afectarían notablemente al medio ambiente y a la calidad de vida de las personas.

Entendemos que mediante el artículo que se propone incluir queda cubierto el desarrollo sustentable de actividades industriales que hacen al desarrollo y crecimiento de la Provincia.

Es de importancia aclarar que mediante el presente artículo no se busca obstaculizar que dentro de la Provincia se instalen diversas industrias que de por sí generan puestos de trabajo con la consecuente prosperidad que ello genera, sino por el contrario se intenta que dicha prosperidad tenga lugar sin el sacrificio irreversible del medio ambiente y de la salud del pueblo de Entre Ríos.

Respecto de los desechos radiactivos la experiencia indica que los mal llamados países del tercer mundo terminan siendo los depositarios obligados de los desechos nucleares generados por los países ricos. Se ha demostrado que las necesidades de financiamiento externo como los costos de las deudas externas de los países en vías de desarrollo han doblegado la voluntad de sus gobernantes.

Por lo antes expuesto solicito mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, como este tema se está tratando conjuntamente con la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, intereso que este proyecto también sea girado a la misma.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento, el proyecto se gira a las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.
–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se gira a ambas comisiones.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 958)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1°: INCORPORASE a continuación del actual artículo 201 de la Constitución Provincial los siguientes:

ARTICULO… – La educación es un derecho personal y social y un deber que el Estado debe garantizar. Su finalidad es el desarrollo integral de la persona, capacitándola para vivir en una sociedad democrática y participativa, basada en la solidaridad, la libertad y la justicia social.

ARTÍCULO... – “Para el cumplimiento de los fines establecidos en esta Constitución el sistema educacional se ajustará a los siguientes principios y lineamientos:

-Promueve el acceso de todos los habitantes a las diversas instancias educativas y su permanencia en ellas, en procura de mejores niveles de vida, instrumentando planes de ciencia y tecnología acordes con las necesidades de desarrollo provincial.

-Reconoce a la familia como núcleo básico de la sociedad y como tal, agente natural y primario de cultura y educación.

-La erradicación del analfabetismo es objetivo primordial y un compromiso permanente e irrenunciable del Estado.

-Asegura la educación especial y la integración educativa para las personas con necesidades especiales; temporales o permanentes, promoviendo su inserción social, laboral y toma de conciencia respecto de los deberes de solidaridad sobre los discapacitados.

-Promueve la permanente formación docente y estimula la vocación de perfeccionamiento a través de sistemas que procuren mejorar la calidad de enseñanza.

-Inculca a los educandos el deber de la conservación, enriquecimiento y difusión del patrimonio cultural de la Provincia y la Nación.

-Tiende al aprovechamiento integral de los medios de comunicación social, en beneficio de la educación y la cultura.
-El Estado provincial garantiza la autonomía de la Universidad Provincial y promoverá la enseñanza y la investigación científico-técnica. El gobierno de la universidad provincial será autónomo y se organizará de acuerdo con lo que disponga una ley especial y sus propios estatutos.”

ARTICULO 2°: SUSTITUYASE el actual artículo 203 de la Constitución Provincial por el siguiente:

ARTICULO…. – “El Estado Provincial garantizará la obligatoriedad escolar, que se extenderá desde los cinco años hasta culminar el nivel secundario. La educación será gratuita, laica y obligatoria.

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

La Constitución Nacional argentina, en su artículo 5, establece que “cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo y republicano, de acuerdo con los principios, derechos y garantías de la Constitución Nacional, y que asegure... la educación primaria...”.
El artículo 14 establece que todos los habitantes gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio, a saber: “...de enseñar y aprender...”.
La reforma constitucional del 1994 ha sido considerable en normas que; aunque figuran en la parte orgánica y corresponden a competencias del Congreso aseguran principios, valores y derechos a tomar en cuenta en el tema de la educación, la enseñanza y la cultura. El artículo 75 en su inciso 19 en su párrafo primero; imputa al Congreso proveer a la investigación y al desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento... En los párrafos tercero y cuarto le atribuye además “sancionar leyes de organización y de base de la educación que consoliden la unidad nacional respetando las organizaciones provinciales y locales; que aseguren la responsabilidad indelegable del Estado, la participación de la familia y la sociedad, la promoción de valores democráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades sin discriminación alguna; y que garanticen los principios de gratuidad y equidad de la educación pública estatal; y la autonomía y autarquía de las universidades nacionales”; “y dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad nacional; la libre creación y circulación de las obras del autor; el patrimonio artístico y los espacios culturales y audiovisuales”.
Actualmente rigen en nuestro país la Ley de Financiamiento educativo Nº 26075, de Educación Técnico Profesional Nº 26058, la Ley Nacional de Educación Nº 26206 sancionada en el año 2006 ésta ultima refleja una nueva perspectiva de la educación, en el cual se focaliza la revalorización de la escuela secundaria; técnico profesional y la formación de los docentes, la ponderación de políticas de promoción de la igualdad educativa y el apoyo al desarrollo de nuevas tecnologías, entre otras y a nivel provincial la Ley de Educación Provincial Nº 9330 del 2001, aunque nos encontramos en la provincia en los albores de una nueva ley.
Hoy la Educación en el siglo que vivimos debe ser considerada una cuestión de Estado, porque ésta es un bien público y un derecho que debe ser garantizado. Ley 9768 que autoriza la reforma de nuestra Constitución en su artículo 1 inc.42 habilita para modificar la obligatoriedad escolar extendiéndola hasta culminar el nivel secundario, por lo que modifico el artículo 203 estableciendo la obligatoriedad escolar en trece años, concordando con los fines y objetivos de la política educativa entrerriana.
Considero indispensable agregar un nuevo artículo a nuestra Constitución donde se establezcan los fines de la educación; que además de ser un derecho de todos los hombres y un deber del Estado, se logre una formación integral de la persona; construyendo así una sociedad más justa, soberana, democrática, en la cual los derechos humanos y la libertad sean pilares fundamentales.
También incorporo un nuevo artículo donde se reflejan los principios y lineamientos del sistema educacional para tratar de que en nuestra Constitución queden plasmados los fines de la política educativa provincial ya que es necesario garantizar a todos el acceso a la Educación, sin distinción, gratuita y obligatoria, asegurando la permanencia y egreso de todos los niveles del sistema educativo. Resaltando el deber de la familia y la sociedad como principales pilares en la educación junto con el Estado. Implementando políticas educativas dónde se tengan por fin erradicar el analfabetismo y la deserción escolar. Promoviendo la inclusión de personas con necesidades especiales, extendiéndose a aquellas que se encuentren temporalmente privados de sus capacidades o que por razones sociales, económicas o culturales se hallen excluidas del sistema educativo. Incentivando la investigación y el análisis, la curiosidad científica y la experimentación. Formar en los conocimientos y capacidades que permitan la continuidad de los estudios en la educación superior, desarrollar una actitud reflexiva y crítica ante los mensajes de los medios de comunicación social.
Y procurar el permanente perfeccionamiento de los docentes para así lograr una mejor calidad educativa para nuestros niños de hoy; quienes serán mañana hombres y mujeres capaces para desempeñarse en los distintos ámbitos de nuestra sociedad.
José A. Allende
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 959)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
ARTICULO 1°: INCORPÓRASE el siguiente artículo a la actual Constitución Provincial:

“ARTICULO… El Pueblo de la Provincia de Entre Ríos mediante ésta Constitución, garantiza los derechos políticos de los ciudadanos sin diferencia de géneros, con arreglo a la Constitución Nacional y Tratados Internacionales de aplicación.

Garantiza también el sufragio universal, secreto y obligatorio, la organización de partidos políticos y el Régimen electoral, con la finalidad de preservar la soberanía popular sobre la base de principios democráticos.”

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

Mediante el presente proyecto se intenta sustentan los cimientos indelegables e insustituibles que hacen a una república democrática y que reafirman la legitimidad de los gobernantes elegidos mediante el voto popular y universal.
Los partidos políticos son la base necesaria e ineludible para aspirar a ocupar cargos públicos como ser el cargo de gobernador, intendente, legisladores y concejales. Sin dejar de resaltar el factor aglutinante de personas que comparten los mismos ideales.
No se concibe que exista república alguna si no se encuentran debidamente garantizados los derechos políticos de sus ciudadanos. En nuestro país existen sobrados ejemplos de actos que han restringidos o eliminado los derechos políticos de la población toda, sin dejar de mencionar las gravísimas consecuencias que ello ha acarreado.
Estamos frente a una moneda de dos caras, donde no se puede prescindir de una sin deshacer la otra.

Por todo lo expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 960)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
ARTICULO 1°: INCORPORASE el siguiente artículo a la actual Constitución Provincial:

“ARTICULO… Toda modificación, alteración o supresión de los principios, garantías y sistema de gobierno establecidos por esta Constitución que se produzcan de manera que violen su normativa, serán tenidos por insanablemente nulos y sus autores y quienes usurpen el ejercicio de la autoridad constituida, serán pasibles de las sanciones e inhabilidades previstas en la Constitución Nacional y en las Leyes Penales y Civiles de aplicación.

Queda garantizado a cualquier ciudadano la legitimación para ejercer las acciones correspondientes; que serán imprescriptibles.”

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

La Ley 9768 en su artículo 1 inciso 4, habilita la incorporación al nuevo texto constitucional de una cláusula referida al imperio de la Constitución.
En este sentido sin que exista necesidad de agregar muchos argumentos para justificar tal incorporación, puesto que el Pueblo de esta nación es testigo latente del horror que significa la alteración del orden constitucional, creo oportuno proponer una cláusula que si bien contempla en su esencia el espíritu del artículo 36 de la Constitución Nacional reformada, procura con una genérica remisión a ella establecer el principio de la inalterabilidad de nuestra Ley Fundamental provincial.
Por ello se contempla la mención de los derechos y garantías del pueblo que se verán alterados por la supresión del régimen jurídico democrático y de las autoridades que éste se hubiera dado hasta el momento de un hoy inimaginado quiebre institucional.

Además declarando nulo, todo acto y decisión que se pueda establecer a nombre de los que produzcan el quiebre o colaboren con ellos.
Se contempla también por remisión a la Constitución Nacional la acusación y responsabilidades legales correspondientes por parte de cualquier ciudadano a los fines que los implicados afronten las consecuencias de sus actos.
Entiendo así que una acción o denuncia imprescriptible podrá concretar los postulados máximos de nuestra república democrática.
Por todas estas razones solicito a mis pares la aprobación de presente proyecto.

José A. Allende
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 961)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1°: INCORPORASE el siguiente artículo a la actual Constitución Provincial:

Artículo…: Es condición esencial para el desempeño de los cargos públicos la observancia de la ética pública. Atenta contra el sistema democrático quien haya cometido delito contra el Estado que conlleve enriquecimiento patrimonial, y queda inhabilitado a perpetuidad para ocupar cargos o empleos públicos, sin perjuicio de las penas que la ley establezca.
La Legislatura dictará una ley de ética pública para el ejercicio de las funciones.
ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

La Procuración del Tesoro de la Nación, máximo organismo de asesoramiento jurídico del Poder Ejecutivo, tiene dicho que el Estado, como persona ética por excelencia, debe actuar no sólo dentro del orden jurídico sino también en consideración a la equidad y a los principios que la informan.

Por ello, los agentes que integran la organización estatal están sujetos a ciertos deberes éticos en el ejercicio de sus funciones que exceden el mero cumplimiento formal de la legalidad vigente.

Del mismo modo, a nuestro juicio, quienes se relacionan con el Estado no pueden quedar ajenos al cumplimiento de aquellos deberes.

Es que, si bien como afirma GONZALEZ PEREZ la Administración no podrá realizar los fines que el ordenamiento le impone de espaldas a los valores éticos, la misma conclusión tiene lugar si las personas que con ella se vinculan no cumplen con los deberes que surgen de esos valores.

Desde antaño se ha podido apreciar que en todas las latitudes se ha manifestado el problema de la existencia de un Estado detrás del Estado, caracterizado por prácticas reñidas tanto con las bases elementales del orden democrático como con el Derecho. Esto, en un marcado desprecio hacia los principios de legalidad, publicidad, transparencia, control y responsabilidad de los actos de gobierno, reflejando, así, una alarmante disfunción estructural, política y administrativa.

Ello dio origen a que, en la década del ’90, varios países utilizaran diversos instrumentos normativos para reencauzar las prácticas administrativas en pos de lograr el imperio de la juridicidad en todos los ámbitos. Pues, evidentemente, el apartamiento de ésta implica una importante fuente de pérdida de legitimidad de las instituciones democráticas que tiene como consecuencia el aumento de las dificultades para el desarrollo de una nación.

La Argentina, entonces, no fue ajena a esa tendencia.

Prueba de esto no es sólo la reforma de la Constitución operada en 1994, en virtud de la cual se incorporó un artículo que expresamente se refiere a la ética pública -y que, según BIDART CAMPOS, consagra el delito de corrupción-; sino también la suscripción de tratados internacionales con otros Estados en los que se busca combatir esta patología.

De esta manera, el constituyente ha entendido, con razón, que la ética es condición indispensable de la democracia y, en consecuencia, la conducta prevista en el artículo 36 no sólo configura un acto contra el Estado, sino que ataca directamente los cimientos del sistema democrático.

Con respecto al alcance “subjetivo” del precepto, por un doble orden de razones, está dirigido a la ciudadanía en general y no sólo a los agentes del Estado.

En primer lugar, porque la población tiene el compromiso de actuar en el control ético del sector público y la posibilidad de activar los remedios jurídicos contra la corrupción; pues para ello cuenta con un cada vez mayor acceso a la información.
En segundo término, toda vez que el anteúltimo párrafo del artículo 36, cuando se refiere a aquellos que atenten contra el sistema democrático, no señala ninguna condición específica, cabe interpretar que tanto un particular como un funcionario pueden incurrir en grave delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento.

Esto último, enfoca adecuadamente el problema de la corrupción –en sentido amplio- pues tan atentatoria es la conducta del funcionario que se vale de esa condición como la un particular que persigue el mismo fin. Pudiendo afirmar entonces que, el dramático problema de la corrupción reconoce dos caras de una misma moneda.

Así, la “cláusula ética” de la Constitución creó un espacio propicio para la aparición de otros instrumentos normativos que continuaron la línea trazada por los constituyentes de 1994 y al cual, en esta oportunidad, en que reformamos nuestra constitución, no podemos quedar ajenos.

Por todo lo expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 962)
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase como artículo siguiente al actual art. 25 de la Constitución.

ARTÍCULO…: Ni la ley ni los jueces podrán establecer otros requisitos que condicionen la admisión de la acción amparo, en cualquiera de sus formas. Sólo si la solicitud fuere presentada después de treinta días de haber tomado conocimiento de la afectación o si existieren otros procedimientos ordinarios que permitan, en el caso concreto, la efectiva protección del derecho conculcado, se derivará la solicitud al órgano competente para su resolución.

Cuando el amparo haya sido dirigido contra el Estado en defensa de un derecho no patrimonial, su rechazo no generará costas al solicitante.
FEDERIK

FUNDAMENTOS

La acción de amparo consagrada en el art. 25 de nuestra Constitución es una acción de derecho público de una gran amplitud tendiente a hacer efectiva la garantía cuando es perturbada por una acción o una omisión de la Administración Pública o de terceros particulares.

Entendemos necesario impedir que por vía legislativa o pretoriana se establezcan requisitos que faciliten el rechazo in límine de las solicitudes sin entrar al fondo de la cuestión, con lo que se podría coartar en el futuro la efectividad de esta acción constitucional.

Las vías establecidas en los otros procedimientos ordinarios seguirán siendo obligatorias, pero su ineficacia en el resguardo de la garantía debe permitir la vía extraordinaria del amparo. No es posible prevalerse de la velocidad y efectividad del amparo, cuando existen otras vías ordinarias, siempre que éstas no aparezcan como ineficaces en la efectiva protección del derecho conculcado.
Actualmente la ley que regula el amparo cierra la admisión cuando existan otros medios procesales judiciales o administrativos que permitan obtener la protección del derecho o garantía de que se trate, salvo que por las circunstancias resulten manifiestamente ineficaces e insuficientes para la protección del derecho conculcado, que entendemos como un recaudo que debe mantenerse e incorporarse al texto constitucional. Pero también la ley actual, impide la admisión si ha sido intentada otra vía o la resolución está por ser dictada y aún no lo ha sido. Precisamente si la vía ordinaria aparece como ineficaz o tardía en relación al caso, debe abrirse el amparo, por lo que esta exigencia lo desnaturaliza. En cambio sí parece razonable zanjar constitucionalmente que la acción de amparo debe ser presentada dentro de los treinta días en que la afectación sea conocida por el presentante.
El Constituyente del 33 ha establecido que la petición puede ser incluso presentada por otro y valiéndose de cualquier medio de comunicación, lo que señala con claridad su propósito, en cuanto a facilitar la llegada a la jurisdicción, la que -por otra parte- queda facultada para requerir toda clase de informes y resolver en un término sumarísimo que fijará la ley.

Nuestro propósito es impedir que en el futuro se establezcan recaudos de presentación que establezcan trabas que desnaturalicen o que impidan la efectividad del amparo. 

En cuanto a las costas, pretendemos también que cuando el demandado sea el estado provincial y se esté reclamando la negación de una garantía de su parte que no tiene contenido patrimonial y, -en definitiva- el amparo sea rechazado, no genere costas al presentante, para que nadie se vea impedido de presentar un amparo por temor a las costas que se denegatoria conlleve. Este temor, muchas veces, funciona como un vallado dirimente en los sectores más desposeídos de nuestra sociedad que deben ser especialmente protegidos por nuestra Constitución.

Por último, señalo que la norma proyectada resulta aplicable a cualquiera de las clases de acción de amparo que se formule, trátese de un amparo ambiental, administrativo, hábeas corpus o general.
Julio A. Federik
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 963)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase como artículo siguiente al actual art. 25 de la Constitución.

ARTÍCULO ……..: Quien fuere parte de un expediente administrativo podrá solicitar judicialmente se libre orden de pronto despacho cuando para la autoridad administrativa hubieren vencido los plazos para la emisión del dictamen o resolución. Si el plazo no estuviere fijado, se considerara la razonabilidad del pedido en relación al dictamen o resolución pretendida. Procederá en los casos en los que, en forma actual o inminente, se amenace, restrinja, altere, impida o lesione de manera manifiestamente ilegítima el ejercicio de un derecho o garantía implícito o explícito reconocido por la Constitución Nacional o provincial, con excepción de la libertad individual tutelada por el hábeas corpus.
Presentada la solicitud el juez se expedirá sobre su procedencia, teniendo en cuenta las circunstancias del caso, y si lo estimare pertinente requerirá informe sobre las causas de la demora aducida. Contestado el requerimiento o vencido el plazo que hubiere establecido librara la orden, si correspondiere, para que la autoridad administrativa despache las actuaciones en el plazo que Establezca según la naturaleza y complejidad del dictamen o trámites pendientes.

FEDERIK

FUNDAMENTOS

El proyecto pretende la incorporación de una herramienta ágil y directa contra la omisión de la autoridad administrativa a despachar los reclamos administrativos en legal tiempo.
En la actualidad, los entrerrianos carecemos de un remedio judicial suficiente para restablecer los derechos y garantías constitucionales que se vean amenazados, restringidos, alterados, impedidos o lesionados, por la propia mora administrativa.
Destacamos que la Ley Nº 8.369 del 4.10.90 con modificaciones de la Nº 9.550 del 23.2.04, prevé en sus artículos 25 a 31, la que llama “Acción de Ejecución o Prohibición por Violación de Ley u Ordenanzas”. Pero en su artículo 29 dispone que no procederá la demanda:) Si la violación de la Ley u Ordenanza no aparece evidente; o B) Si el acto del funcionario o corporación depende de su apreciación o arbitrio. Es decir, deja en manos de la Administración Pública resolver o no el asunto constitucional de un administrado solamente fundada en su libre discrecionalidad.
Por su parte, la actual ley Nº 7061 que estableció el llamado “Código Procesal Administrativo” prevé la materia contencioso‑administrativa y en su artículo 5º brinda dicha acción ante la mora de 60 días de la Administración Pública. Pero este trámite ante el Superior Tribunal de Justicia no es la vía de amparo que nosotros postulamos en pro de una más expedita resolución de un conflicto constitucional.1
El proyecto toma como base el texto de los artículos 27 y 28 de la Ley Nacional de Procedimiento Administrativo (Ley Nº 19.549, con las modificaciones según Ley Nº 21.686, art. 1º) y se adapta dicho texto a nuestro procedimiento interno.

1 Para que se nos entienda expondré, con autorización del afectado, el caso del Sr. César Alfredo Perdomo, Jefe de la Oficina Identificadora de Concordia DNI Nº 8.297.571, Legajo Nº 42.172. A él se le reconoció su Categoría 1 en abril de 2006, pero aún no se le liquidó tal haber que es suyo desde entonces. Su trámite corre por Expediente 734124 que pasa de oficina a oficina y no se resuelve nunca el pago que le pertenece, a pesar de los dos años transcurridos. Tal expediente, como todos, puede consultarse desde la página oficial del Superior Gobierno en Internet, pero eso no ayudó a Perdomo.
Julio A. Federik
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 964)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1º: Incorpórase como 3º párrafo del artículo 44 del Reglamento de la Convención Constituyente, el siguiente texto:

“Aún cuando se encontrare vencido el término fijado en el párrafo anterior, a los fines de cumplir con su deber de coordinación, sistematización y armonización del texto único de la Constitución Provincial, la comisión de Redacción y Revisión podrá solicitar, por intermedio de la Presidencia, a la comisión que corresponda el tratamiento de determinadas normas que aparezcan discordantes, opuestas e incompatibles”.

Julio A. Federik
–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

LVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 965)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 63: Son atribuciones exclusivas del Senado:

1º Juzgar en juicio público a los acusados por la Cámara de Diputados.

2º Prestar o negar acuerdo al Poder Ejecutivo para el nombramiento de Jueces y miembros del Ministerio Público de todas las instancias y fueros, Fiscal de Estado, Contador, Tesorero, miembros del Tribunal de Cuentas, Director General de Escuelas, vocales del Consejo de Educación y los demás funcionarios para los cuales la ley establezca esta forma de nombramiento. El Senado deberá fundamentar suficientemente su negativa.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

La presente propuesta tiene como principal objetivo coordinar la disposición de este artículo con nuestro proyecto de reformas a los artículos 135, incisos 17 y 19 y los artículos nuevos dedicados al Consejo de la Magistratura.

Tal como expresamos allí, el Senado conserva su intervención en el proceso de selección de Jueces y miembros del Ministerio Público mediante la facultad de prestar o negar el acuerdo al Poder Ejecutivo. Entendemos que esa intervención debe estar acotada y restringida precisamente a prestar o negar el acuerdo.

En este punto, el bloque de RECREAR tiene una idea distinta de la de aquellos sectores que propugnan que el Consejo esté integrado por representantes de los Poderes Ejecutivo o Legislativo.
Es que el poder político no debe tener una incidencia importante en la designación de jueces. Y por eso propusimos, además, que el Consejo intervenga en el proceso de selección de todos los magistrados, incluidos los del Superior Tribunal.
Ello no quiere decir que no deba tener algún grado de ingerencia lo que no significa una contradicción con lo anterior. La intervención de los poderes políticos -mínima pero intervención al fin- tiene como objeto evitar que la selección de jueces se convierta en un proceso anquilosado.
Existen proyectos que proponen excluir completamente la intervención política. Ello también puede resultar un desacierto. Es que lo contrario de un error no necesariamente es correcto.

En efecto, una exclusión absoluta podría derivar en la formación de una corporación sólo apta para iniciados, independiente del poder político, sin duda, pero con el riesgo de que esté completamente divorciada de la realidad.

Una forma de lograr la mejor selección posible, es a nuestro criterio, que el candidato pase por un triple filtro: el del Consejo que elaborará las ternas con criterios técnicos sin intervención alguna del poder político, el del Poder Ejecutivo que elegirá de esa terna -y sólo de esa terna- y el del Senado que podría no coincidir con el segundo y no dar el acuerdo.

Ahora bien, así como propugnamos que el Senado conserve su facultad de negar el acuerdo, esa facultad debe ser ejercida con fundamentos razonables y suficientes. La ciudadanía y el interesado tienen derecho -en sentido amplio- a conocer las razones en virtud de las cuales se niegue un acuerdo. Se trata de una derivación concreta de la forma republicana de gobierno. Por ello, las motivaciones deben ser expresas y suficientes.

Nos adelantamos a la crítica: el acto es de naturaleza política; es cierto. Como consecuencia de ello, no podría, en principio, ser impugnado judicialmente. Pero esa naturaleza no excusa del deber de fundamentación -que también propusimos como regla general en el proyecto que incorpora la Tutela Judicial Efectiva-.

Si el Senado incumpliese con el mandato constitucional generará una responsabilidad política frente al electorado.
Eventualmente también puede producir una responsabilidad jurídica frente al afectado, es decir, el candidato cuyo acuerdo sea negado. Supongamos el caso de una falta total de fundamentación o bien una expresión de motivaciones insuficientes, manifiestamente falsas, irrazonables o discriminatorias. En esos casos excepcionales la cuestión sí sería judiciable.
La discrecionalidad sin fundamentos o con fundamentos que tengan alguno de los defectos mencionados en el párrafo anterior es, en rigor de verdad, arbitrariedad. El Estado de Derecho no puede tolerar nunca la arbitrariedad.
La doctrina de las cuestiones políticas no judiciables no impide la conclusión expuesta. Recordemos que se trata de un concepto poco preciso en virtud del cual se considera como tal a la que se configura por el ejercicio de facultades privativas y exclusivas de un órgano de poder. Esas cuestiones no son revisables judicialmente. Dado que prestar o negar el acuerdo es exclusivo y privativo del Senado, sería una típica cuestión política no justiciable. Siempre en el marco de esa doctrina.

Ahora bien, no ser revisable, o sea, escapar del control judicial, significa que la violación constitucional en que puede incurrir un acto político de tal naturaleza, carece de remedio: el órgano que  ha emitido ese acto contrario a la constitución, no es pasible de que un órgano judicial lo nulifique o invalide declarándolo inconstitucional.
La retracción de control judicial en las cuestiones políticas importa una construcción defectuosa (BIDART CAMPOS, Germán; Manual de la Constitución Reformada, Bs. As. 1997, Ediar, pág. 451 y ss.). Tiene vigencia en nuestra constitución formal sólo por obra del derecho judicial derivado de la Corte que lo adoptó en el precedente Cullen c/Llerena -Fallos 53:420-. Pero no surge de ninguna norma expresa.

Ya en ese mismo caso, la disidencia del juez Varela resaltó que la línea que separa las cuestiones judiciales de las políticas nunca se ha trazado. En realidad, esas cuestiones suelen presentarse como un enmascaramiento de la retracción de la Corte Suprema frente al poder político y, más que expresar el respeto de la división de poderes y por las cuestiones privativas de cada uno de ellos, manifiesta, en cambio, el retroceso del Tribunal en la función de Control (GELLI, María Angélica; Constitución de la Nación Argentina, Comentada y Concordada, 3° ed, 2° reimpr., Bs. As., La Ley, 2007, pág. 966).

Pero no son las expuestas los únicos reparos que merece la doctrina de las cuestiones políticas no judiciables. En efecto, la propia Constitución Nacional en su artículo 116 determina que la justicia federal será competente en todas las causas que versen sobre los puntos regidos por la constitución. Cuando dice todas las causas, es imposible interpretar que haya algunas causas (las políticas) que escapen al juzgamiento -de la disidencia del juez Varela en "Cullen c/Llerena"-.

"Se arguye que el juzgamiento constitucional de actos políticos cumplidos por el poder ejecutivo o por el congreso, significa la invasión de las competencias de estos últimos por parte del poder judicial, que de ese modo vulnera la línea separativa y la división de poderes.

La aparente gravedad de la objeción se desvanece tan pronto como se observa que la división de poderes demarca zonas de competencia a cada órgano, sustrayéndolas a la interferencia de otros, pero dando por presupuesto indispensable que esas competencias se ejercen válidamente sólo cuando está dentro de la competencia constitucional del órgano; o sea, la actividad que se ejerce en contra o en violación de la constitución no es la competencia reservada en forma intangible, y acreedora al beneficio de la división frente a los demás órganos.

Cuando un juez revisa un acto del poder ejecutivo o del congreso, y lo descubre como lesivo de la constitución (aunque ese acto sea político), no está penetrando en el ámbito de otro poder para violar la división, sino todo lo contrario, controlando la supremacía constitucional para volver a su cauce la actividad que se evadió de él en detrimento de la constitución” BIDART CAMPOS, op. cit., pág. 453).

Que el Senado de la Provincia de Entre Ríos no preste un acuerdo sin dar fundamento alguno o bien que ese fundamento sea discriminatorio -por ejemplo- violaría la Constitución Nacional, los tratados internacionales y también la Constitución Provincial. Por lo tanto, la cuestión será política pero al mismo tiempo también es judiciable.
La conclusión contraria nos llevaría al siguiente absurdo: conforme al nuevo artículo 12 aprobado por la Convención, no puede discriminarse para el acceso a los cargos públicos en general pero el Senado sí podría hacerlo a la hora de designar jueces. Sabemos que lo absurdo e irrazonable es violatorio de la Constitución Nacional -art. 28 y 31-.
Tampoco nos parece decisivo el argumento de las facultades privativas tal como puede calificarse a la potestad del Senado de prestar o no un acuerdo. Si el carácter privativo de una facultad impidiese el control judicial, nunca podría declararse la inconstitucionalidad de una ley formal dado que sólo el poder legislativo puede dictarla.
En síntesis, estimamos acertado que el artículo 63, inciso 2 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos exija que el Senado fundamente razonada y suficientemente la decisión de no prestar un acuerdo. El incumplimiento del mandato podría eventual y excepcionalmente derivar en causa judicial.

Concordantemente con el nuevo artículo 135, incisos 17 y 19, se simplifica la enumeración con la mención de "Jueces y miembros del Ministerio Público de todas las instancias y fueros".
Se elimina del texto original de la norma a los "jefes militares desde teniente coronel". Las razones son obvias desde que la Provincia delegó la facultad de tener ejércitos -art. 126 de la Constitución Nacional-.
Entendemos que las modificaciones propuestas son necesarias a fin de adaptar y coordinar las disposiciones de este artículo con las normas referidas al Consejo de la Magistratura.

Por todo lo expuesto solicitamos a la Honorable Convención la aprobación del presente proyecto.

Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 966)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. xxxx: “En el marco de lo preceptuado por la Constitución Nacional, son de dominio público de la Provincia sus ríos y sus afluentes, arroyos, lagunas y todas las aguas públicas existentes en su jurisdicción, cauces u obras construidas para utilidad común. Para el uso de aguas de dominio público se contemplará la disponibilidad del recurso y se tendrán en cuenta los principios de equidad, proporcionalidad y racionalidad. La provincia conviene con las restantes jurisdicciones el uso y aprovechamiento de las cuencas hídricas comunes.”
ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

En la actualidad el agua y el suelo son algunos de los recursos más valiosos que la provincia tiene, ya que a través de los mismos y con una explotación nacional, sustentable logrará satisfacer las necesidades básicas de sus habitantes. Ciertamente la problemática de estos dos recursos era un tema impensable décadas atrás, pero el accionar del hombre en la mayoría de los casos, y los cambios climáticos en otros, han hecho que el legislador ordinario, y en esta temática en normas que propendan a su protección.

La provincia de Entre Ríos está privilegiada por su ubicación geográfica en cuanto a estos dos recursos ya que se encuentra enmarcada por dos ríos muy caudalosos como lo son tanto el río Paraná y el río Uruguay. No obstante todo el territorio está recorrido por numerosos arroyos y ríos.

El agua dulce representa solo el 3% del agua total del mundo y prácticamente el 90% de la misma se encuentra concentrada en los polos, glaciares y hielos permanentes de montaña. Por todo esto es indispensable la protección de este recurso dado que la naturaleza ha bendecido al territorio provincial si pensamos que las 2/3 partes des país son caracterizadas geográficamente como áridas y semiáridas. Esto está íntimamente ligado a las posibilidades económicas de sus habitantes.

A lo largo de su territorio mesopotámico se expande el segundo reservorio de agua dulce subterráneo más importante del mundo, el acuífero Guaraní compartido con la República del Paraguay, de Brasil y de Uruguay. Según datos del Instituto Nacional del Agua (INA), en el país este reservorio de agua ocupa alrededor de 225.000 km cuadrados y representa el 7,8% del territorio nacional. Las napas se encuentran aproximadamente a los 900 metros de profundidad y el gradiente de temperatura va desde los 35ºC hasta los 65ºC. El volumen aprovechable entre los 4 países es el equivalente a 4 veces el volumen total de agua utilizada por todo el país. A diferencia de Brasil, en donde se abastecen parcial o totalmente entre 300 y 500 ciudades, la Argentina solo hace uso de este acuífero en la Provincia de Entre Ríos es de 5 pozos de agua dulce y 1 de agua salada en la margen oriental de su territorio.

El agua: elemento esencial para la vida

El agua es el elemento esencial para la vida de los seres vivos. Lo es para sus funciones vitales, como la respiración (intercambio de gases), la sudoración (desecho de toxinas y eliminación del calor), digestión y la excreción. El desarrollo social económico cultural y por ende para el bienestar de la población debe ser un principio esencial de la legislación garantizados en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

Además de ser indispensable para bebida del hombre, el aseo personal y la limpieza también lo es para la agricultura, la ganadería y la industria. En el arroz, por ejemplo, se necesitan 2.500 litros de agua por kg producido y en la producción de carne 15.000 litros por kg logrado. Dada la naturaleza física del agua y la dificultad que acarrea su manejo, países como Israel en donde el recurso es escaso la importación directa de los productos para consumo como frutas y verduras antes que el desarrollo de sistemas de riego por los altísimos costos que esto implica.

Dado el desarrollo y la importancia de la producción agropecuaria a lo largo de todo el territorio provincial se desprende la necesidad del buen uso del agua. Así mismo es necesaria en todos procesos industriales y agro industriales, proyectos recreativos asociados al turismo provincial, y otros fuertemente vinculados a aspectos culturales como los oficios de la pesca, la caza de subsistencia, la cestería y la navegación entre otros.

Desde el punto de vista ambiental, la biodiversidad entendida como reservorio de especies vivas cumple un rol protagónico. La modificación de los ambientes naturales producto de la acción del hombre deriva en la pérdida de especies originales.

En la actualidad el uso de agua está estrechamente relacionada a aspectos energéticos, a la producción de bio combustibles y energía hidroeléctrica. La energía hidroeléctrica es un recurso renovable a diferencia del petróleo que es un recurso agotable. Noruega satisface el 99% de la energía eléctrica total de plantas hidroeléctricas disminuyendo la contaminación producida por las plantas de carbón y fuel oil.

La búsqueda de altos rindes en actividades agrícolas atenta contra la disponibilidad de calidad y cantidad de agua tanto subterránea como superficial.

La contaminación de agua subterránea es el mayor problema en la Argentina producto de la filtración de los tanques sépticos y en segundo las descargas industriales. Las descargas industriales pueden ser de origen sólido, gaseoso y líquido. Pocas ciudades son las que 

La contaminación del agua puede ser:

Natural: es originada por restos animales y vegetales y por minerales y sustancias que se disuelven en agua cuando los cuerpos atraviesan distintos terrenos.

Artificial: es la que se origina en la medida que el hombre interactúa con el medio ambiente, tal el caso del aumento poblacional, aumento de industrias, desarrollo y progreso. El volumen de agua utilizado ha aumentado en los últimos 100 años en forma exponencial producto del aumento demográfico y la actividad industrial. El desarrollo y el confort ha traído aumentos sustanciales de consumo de agua (uso de lavarropas, lavado de autos, lava vajillas, etc.)

Orgánica: es la que proveniente de los efluentes cloacales (contaminación bacteriana) e industriales (compuestos órgano clorados y órgano fosforados de pesticidas) que son volcados a los cursos de agua sin tratamientos.

Inorgánica: producida por metales pesados como plomo (usado en el curtido de pieles), mercurio, cromo, cobre, zinc, etc. Presentes en pesticidas.

Térmica: es producida por el vertido de líquidos con alta temperatura, usinas eléctricas, pozos termales, etc.; responsable de la disminución la presencia de oxígeno en el agua con consecuencia en la vida acuática.

Física y por lluvia ácida: es la producida por la presencia de materiales producto de la actividad del hombre y la combustión de hidrocarburos entre otros.

La “salud” o buen estado de los cursos de agua se mide según lo que se conoce como DBO o demanda bioquímica de oxígeno. Este parámetro expresa la cantidad de oxígeno disuelto en el agua el cuál está vinculada a la actividad biodegradada por procesos naturales a sustancias más simples por la actividad de bacterias y hongos los cuales necesitan para este proceso la presencia de oxígeno disuelto en el agua. El proceso gráficamente sería el siguiente:

Materia Org. + Oxígeno Disuelto>Anhídrido Carbónico + Materia Inorg.

El exceso de materia orgánica puede producir el consumo del oxígeno disuelto al punto tal que puede provocar una disminución total del oxígeno disuelto y por ende la imposibilidad de supervivencia de organismos aeróbicos, flora, fauna y microorganismos acuáticos, y por transferencia una alteración del medio ambiente circundante.

Los procesos industriales hacen uso del agua; la generación de energía depende del mismo e incluso la industria del turismo, muy desarrollada e íntimamente ligada a la cultura provincial.

El interés social debe ser tenido en cuenta para la alteración del orden de usos especiales, en zonas o áreas determinadas.

La planificación y la gestión son esenciales para mantener el aprovisionamiento de las aguas de buena calidad, sostener las actividades humanas, luchar contra las enfermedades y proteger las funciones hidrológicas, biológicas y químicas de los ecosistemas.
La proliferación de emprendimientos turísticos y como consecuencia de las perforaciones termales producen dos tipos de contaminación del medio ambiente circundante: uno químico producto de la falta de infraestructura para el manejo de grandes volúmenes de agua con importante contenido salino y en segundo lugar por la contaminación termal, consecuencia del vertido de aguas con temperaturas superiores a los valores originales en ecosistemas naturales preexistentes.
Según el Código Alimentario Nacional el agua potable de uso domiciliario es el agua proveniente de un suministro público, de un pozo (que son los más susceptibles a contaminación) o de otra fuente, ubicada en los reservorios o depósitos domiciliarios. El Código Alimentario Nacional establece la calidad de agua potable para consumo en el art. 982 (Res. MSyAS nº 494 del 7-07-94). El agua de suministro público y de uso domiciliario apta para la alimentación y uso doméstico no deberá contener substancias o cuerpos extraños de origen biológico, orgánico o radiactivo en tenores tales que la hagan peligrosa para la salud; de tener sabor agradable y ser prácticamente incolora, inodora, límpida y transparente.

La degradación cualitativa hace imposible o dificulta nuevos usos, lo cual genera a su vez una disminución cuantitativa. Los parámetros están claramente especificados en el CAN en cuanto a Ph, dureza, presencia de MO, de microorganismos, etc.
Entre Ríos debe por tanto proteger este bien cuya escasez ya advertimos.
Debe ser una obligación del estado provincial disponer de las medidas conducentes para resguardar y conservar el equilibrio ecológico y ambiental en cuanto pueda depender de la utilización de las aguas.

En la Entre Ríos existen varias cuencas que recorren el todo el territorio provincial.

	Cuenca
	Longitud Curso Principal
	Long. Total del Curso
	Total de Habitantes

	Guaquiraró
	162
	963
	435

	Aportes Menores Paraná
	 
	2734
	312279

	Arroyo Feliciano
	264
	4183
	11610

	Río Mocoretá
	50
	817
	23996

	Cuenca del Gualeguay
	857
	 
	129433

	Arroyo de Las Conchas
	32
	1283
	33839

	Cuenca del Nogoyá
	164
	2276
	22961

	Río Uruguay
	 
	3864
	232905

	Río Gualeguaychú
	268
	3454
	95303

	Sistema Delta
	398
	7818
	6475

	Total
	 
	 
	869236

	 
	 
	 
	 

	Datos: de Hidráulica de la Provincia de Entre Ríos
	 


Otro aspecto íntimamente ligado a la Producción Agropecuaria y según un artículo publicado por Roberto Aguirre titulado “Los combustibles y la sed del Mundo” en un encuentro de 2500 expertos de 140 países advirtieron que el etanol y el bio diesel representa una amenaza para las reservas de agua mundiales debido a que las grandes superficies sembradas y que son destinadas a la producción de bio combustibles.

En la vida cotidiana los consumos promedio de los americanos es de 168 litros por persona cada día. Para los holandeses la cifra esta cerca de 135 litros. Este agua se utiliza para diversos propósitos. En Argentina los grandes núcleos urbanos superan los 200 litros por persona/día, llegando en algunos lugares a los 500 litros/día, un verdadero derroche. En este sentido la Provincia es una de las provincia de mayor consumo y privilegiada en su disponibilidad.
Muchas actividades relacionadas al potencial natural del territorio (geografía, ecosistemas, etc.) produce un efecto denominado eutrofización, que significa el enriquecimiento por nutrientes de corrientes y lagunas naturales. Este enriquecimiento es a menudo aumentado por las actividades humanas, tales como agricultura (adición del abono) y algunas industrias vinculadas a la producción de alimentos. El desarrollo urbano también favorece los procesos de eutrofización. En un cierto plazo, los cursos de agua, lagunas y ríos, se convierten en eutróficos debido a un aumento en la concentración de nutrientes.
La eutrofización es causada principalmente por un aumento en los niveles del nitrato y del fosfato y tiene una influencia negativa en la vida acuática. Debido al enriquecimiento, las plantas del agua tales como las algas crecerán extensivamente. Consecuentemente, el agua absorberá menos luz y ciertas bacterias aerobias llegarán a ser más activas. Estas bacterias agotan los niveles del oxígeno y en el futuro, solamente las bacterias anaerobias puedan ser activas. Esto hace imposible la vida en el agua para los peces y otros organismos.

EL MARCO JURIDICO.

Desde el punto de vista jurídico, y en consideración del mandato dado por la Carta Magna Nacional que en su artículo 41º reza “Todo los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado apto para el desarrollo humano….” es que se genera la necesidad de regular en la Constitución Provincial lo atinente al régimen jurídico de aguas.

Hablamos de “sustentabilidad” compatibilizando el régimen provincial con la Constitución Nacional que luego de la reforma de 1994 recoge la moderna doctrina del “desarrollo sustentable”.

A guisa de ejemplo, podemos mencionar la ley 25.675 “ley general de ambiente” que recepta el principio de la “sustentabilidad” en el sentido que el desarrollo económico y social y el aprovechamiento de los recursos naturales deberán realizarse a través de una gestión apropiada del ambiente, de manera tal que no comprometa las generaciones presentes y futuras.

Cabe destacar que la misma ley 25.675 en su artículo 4 º establece el principio de congruencia entre las legislaciones provinciales y municipales con lo en ella establecido.

A modo de conclusión, se puede destacar que en el artículo propuesto se habla de “EQUIDAD” equidad intergeneracional, esto es: el deber que corresponde a las autoridades de velar por el uso y goce apropiado del ambiente por parte de las generaciones presentes y futuras.

Se habla también de “RACIONALIDAD” por que el fenómeno del desarrollo humano, que en lo económico necesita la realización de actividades productivas satisfactorias, presupone la utilización racional de los recursos naturales.

Por todo lo expuesto y en la convicción de que en la actualidad el agua es uno de los recursos más valiosos que la provincia posee, elevamos a la Honorable Convención el presente proyecto, a efectos de que a través de su sanción, se asegure una utilización sustentable de los recursos hídricos de la provincia.

Martín J. Acevedo Miño
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, intereso que este proyecto sea girado también a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, en virtud de que esta temática se está tratando conjuntamente con dicha comisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento, se gira a las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.
–Asentimiento general de los señores convencionales.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se gira a ambas comisiones.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

LIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 967)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase como nuevo texto de la Constitución Provincial, el siguiente:

“Art… El Estado Provincial garantiza la salud como derecho fundamental de la persona humana. A tal efecto la atención sanitaria será gratuita, igualitaria, integral y regional. Creará organismos técnicos que garanticen, en tiempo y forma, la promoción, prevención, protección, asistencia y rehabilitación de la salud física, mental y social conforme al sistema que por ley se establezca.

La actividad de los trabajadores de la salud debe ser considerada como función social, garantizándose la eficaz prestación del servicio de acuerdo a las necesidades de la comunidad.

Los medicamentos son considerados un bien social básico, debiendo disponerse por ley las medidas que aseguren su acceso para todos los habitantes.

El Estado Provincial fomenta la participación activa de la comunidad, y podrá celebrar convenios con la Nación, otras provincias, o entidades privadas u otros países destinados al cumplimiento de los fines en materia de salud. Fomentará, en los efectores públicos, la existencia de profesionales que hagan carrera con dedicación exclusiva a ese sector.

Asimismo, promueve, la creación de centros de estudios e investigación, de formación y capacitación, la educación y perfeccionamiento continuo, especialmente en lo referido a los problemas de salud que afectan a la provincia y a la región.

Promueve además a las instituciones integrantes del estado provincial como entes consultores prioritarios para la formación de recursos humanos, la investigación y la capacitación propendiendo al trabajo conjunto en sus áreas de competencia.”

ROMERO – CARLÍN.
FUNDAMENTOS

La Ley 9768 habilita en el inciso 18 del su artículo 1ro. el reconocimiento al derecho a la salud en su integralidad, bajo los principios de universalidad y gratuidad, y como garantía fundamental para el desarrollo sustentable y la dignidad de las personas.

El derecho a la salud tiene una inevitable y estrecha vinculación con otras garantías que se encuentran expresadas a nivel local en nuestra Carta Magna. Tal es así que va de la mano del derecho a la vida y a la integridad.

La característica sobresaliente de este derecho es su tendencia expansiva y multidimensional, vale decir, existe dificultad de categorizarlo y ubicarlo dentro de un elenco de garantías y derechos. Autores constitucionalistas como Humberto Quiroga Lavié, Miguel Angel Benedetti, entre otros, optan por ubicarlo en la esfera de los derechos personalísimos por cuanto “...señalamos que en el derecho a la vida se encuentra comprendido implícitamente el derecho a la salud...”1 Sin embargo, en última instancia es una garantía que goza de su propia autonomía, por cuanto este atributo le es dado y confirmado por el bien jurídico que protege.

El término salud, dentro de la expresión “derecho a la salud” propia del discurso jurídico, adolece del mismo inconveniente que caracteriza al lenguaje natural, su vaguedad. La Organización Mundial de la Salud ha definido como tal; “un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de enfermedad”.

En principio, el derecho a la salud presenta dos perfiles delimitables, el primero, integrado por algunas obligaciones tendientes a evitar que la salud sea dañada, ya sea por la conducta terceros –ya sea el Estado u otros particulares- (obligaciones negativas), o por otros factores controlables -tales como epidemias, prevenir enfermedades evitables, a través de campañas de vacunación- (obligaciones positivas). El segundo perfil, está integrado por otras obligaciones tendientes a asegurar la asistencia médica una vez producida la afectación a la salud denominadas habitualmente como “derecho a la atención o asistencia sanitaria”, cuyo contenido implica, entre algunas prestaciones, la complejísima tarea de planificación y previsión de recursos presupuestarios necesarios para llevar a cabo la satisfacción de los requerimientos de salud correspondientes a toda la población.

El derecho a la salud en todas sus formas y todos sus niveles, abarca los siguientes elementos esenciales: Disponibilidad; contar con un número suficiente de establecimientos, bienes y servicios públicos de salud, así como también, de programas sanitarios. Accesibilidad; que implica la no discriminación, correcta distribución geográfica de los establecimientos sanitarios, accesibilidad económica. Aceptabilidad: los establecimientos deben ser respetuosos de la cultura de las minorías, comunidades y pueblos. Calidad: se refiere a la capacitación del personal (adecuadamente remunerados), al equipamiento hospitalario, medicamentos y suministro de agua potable.

El derecho a la salud, en el sentido de una obligación positiva estatal, supone la articulación de una política sanitaria pública, que depende para su existencia de la asignación de partidas presupuestarias suficientes. Es por ello que la preservación de la salud posee una mayor dependencia de las erogaciones públicas del Estado para asegurar su efectividad.

En el derecho argentino el derecho a la salud transitó por varias etapas, cada una de ellas con tintes y matices socio-políticos diferentes, lo que inevitablemente repercute en el enfoque jurídico que los legisladores de los diferentes momentos abordaron el tratamiento del mismo. Así en sus orígenes, con el constitucionalismo liberal, este derecho no fue reconocido como tal, sino más bien bajo el signo de la “salud pública”, donde los ciudadanos no eran titulares de este derecho subjetivo, por el contrario eran beneficiarios en forma restringida por la vigilancia e injerencia que la intervención estatal procuraba.

No obstante siempre pudo considerarse como el típico derecho no enumerado que el artículo 33 que la Constitución Nacional reconoce en forma implícita. Posteriormente, aparece una nueva dimensión de la salud, de la mando del constitucionalismo social, ligado a los derechos de 2da. Generación, pero limitado al ámbito profesional, para luego expandirse en su ámbito subjetivo y predicarse como derecho de “toda persona” (Reforma de 1957). En forma tardía se comienza a visualizar la existencia de un auténtico derecho a la salud, donde el Estado tiene respecto a la salud dos obligaciones; una activa, con prestaciones médico-sanitarias, pero también una obligación pasiva; el Estado debe permitir que el enfermo disponga libremente de su cuerpo y de todo lo atinente a la salud. Por último se produce una nueva expansión de este derecho en la legislación nacional constitucional; ya en el texto reformado de la Constitución Nacional, cuando se utiliza el adjetivo “sano” con que se califica al ambiente (art. 41, párr. 1°), como derecho de los consumidores y usuarios a la “...protección de su salud...” (Art. 42, párr.1°), y en forma mas abarcativa cuando se reguló el amparo colectivo en protección de “los derechos de incidencia colectiva en general” (art.43, párr.2°).Todas estas dimensiones en forma yuxtapuesta conforman el complejo perfil del derecho a la salud.

En nuestro sistema jurídico, el derecho está consagrado en el art. 42º de la CN y en los arts. 12 inc. c) del PIDESC; 4º Inc. 1º y 5º de la CADH; 5º y 6º del PIDCP por aplicación del art. 75 inc. 22 de la CN. El plexo normativo que lo reglamenta está integrado por las leyes 23.660, 23.661, 24.455 y 24.754 con sus decretos reglamentarios y resoluciones del Ministerio de Salud de la Nación.

Constituciones provinciales contienen en su plexo normativo el derecho a la salud, así lo hacen constituciones como la de Catamarca en su art. 64; Buenos Aires en el inc. 8 del art. 36; Chaco en el art. 36; Formosa en forma muy detallada en los arts. 80 y 81; Jujuy en el art. 21; la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en los arts. 20 a 22; Tierra del Fuego en el art. 53; Tucumán en el art. 146, entre otras.

En el plano internacional, la primera norma que consagra expresamente el derecho a la salud es la Constitución de la Organización Mundial de la Salud (O.M.S.), sancionada en 1946, que refiere como uno de los derechos fundamentales “El disfrute del más alto nivel posible de salud...”. Por otra parte, la Declaración Universal de Derechos Humanos, en su art. 25º establece que “1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure... la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica...”. Así también, el art. 12º del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales establece que los Estados Partes “reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental... deberán adoptar... a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho... las necesarias para... d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad”. Resta destacar que el “Pacto” posee jerarquía constitucional conforme lo dispone el art. 75º inc. 22º de la Constitución Nacional. Asimismo, Constituciones como la de Ecuador en sus Art. 42 a 46 contiene disposiciones relativas al derecho a la salud; El Salvador en sus arts. 65 a 70; Paraguay en el art. 68 y siguientes; Bélgica en el inc. 2 art. del art. 23; España en el art. 43; Italia en el art. 32; Portugal en el art. 64, entre otras.

En cuanto a materia jurisprudencial, la Corte ha construido una suerte doctrina, formulando una serie de principios en materia de derecho a la salud, entre los cuales, pueden enunciarse. a) El derecho a la salud no es un derecho meramente teórico de carácter programático; b) A partir de los dispuesto en los tratados internacionales de derechos humanos con jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 CN), en recientes pronunciamientos se ha reconocido el derecho a la preservación de la salud, además de haberse destacado el carácter impostergable de la obligación asumida por la autoridad pública de garantizar ese derecho mediante acciones positivas; c) El art. 12 P.I.D.E.S.C. reconoce el derecho de todos las personas a disfrutar del más alto nivel posible de salud física y mental, así como el deber de los Estados Partes de procurar su satisfacción; d) Los Estados partes se han obligado “hasta un máximo de los recursos” de que dispongan para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos reconocidos en dicho tratado (art. 2º, inc. 1). e) La protección del derecho a la salud es una obligación impostergable del Estado Nacional de inversión prioritaria.2

Asimismo el máximo tribunal nacional ha resguardado preferencialmente el derecho a la salud en dos aspectos, ante el interés superior del niño y en el marco de lucha contra el SIDA3. A lo largo de esta última década, puede sostenerse que a la par del reconocimiento progresivo del derecho subjetivo, el Estado ha ampliado su discrecionalidad en materia de reglamentación parlamentaria.

Señor Presidente, por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

1 QUIROGA LAVIÉ, BENEDETTI, CENICALEYA, Derecho Constitucional Argentino; Tomo I, Rubinzal Culzoni Editores, 2001, p. 155.

2 La doctrina de los fallos de la Corte “Policlínica Privada”, “Campodónico de Beviaqcua” y “Monteserrín” han delineado los siguientes principios rectores: (i) La salud de los niños merece tutela jurisdiccional preferencial; (ii) La protección de la salud implica preservar la vida ya sea prestando un tratamiento médico asistencial o suministrando los medicamentos necesarios, como también, mejorar la calidad de vida (iii)el gasto en salud es una inversión prioritaria; (v) ante la exigibilidad del derecho no resultan oponibles razones de restricción presupuestaria o de incompetencia.
3 La doctrina de los fallos de la Corte “Asociación Benghalensis”, “Etcheverry” y “Hospital Británico” han delineado los siguientes principios rectores: (i) La lucha contra el SIDA es de interés público; (ii) el Estado en materia de salud, específicamente HIV, posee amplia discrecionalidad para ejercer el poder de policía, sobre una base objetiva tendiente a promover el principio de solidaridad social; (iii) el Estado asumió las obligaciones positivas frente a la sociedad nacional e internacional de suministrar los medicamentos y tratamientos necesarios contra el HIV. La doctrina de los fallos “Policlínica Privada”, “Campodónico de Beviaqcua” y “Monteserrín” han delineado los siguientes principios rectores: (i) La salud de los niños merece tutela jurisdiccional preferencial; (ii) La protección de la salud implica preservar la vida ya sea prestando un tratamiento médico asistencial o suministrando los medicamentos necesarios, como también, mejorar la calidad de vida (iii)el gasto en salud es una inversión prioritaria; (v) ante la exigibilidad del derecho no resultan oponibles razones de restricción presupuestaria o de incompetencia.
Rosario M. Romero – Miguel A. Carlín.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 968)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Incorporar a la Sección I “Declaraciones, Derechos y Garantías”

DERECHOS SOCIALES:

PERSONAS CON DISCAPACIDAD

ART…: El Estado Provincial garantiza a las personas con capacidades diferentes el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales, las leyes y esta Constitución, eliminando toda forma de discriminación.

Asimismo, implementa políticas de prevención, rehabilitación, educación, y capacitación de las personas con capacidades diferentes. Promueve el desarrollo de la conciencia social y del principio de solidaridad respecto de ellas.

El Estado y la sociedad garantizan el acceso de las personas con capacidades diferentes a todas las esferas de la comunidad, asegurando la igualdad de oportunidades, debiendo eliminar todas las restricciones que les impiden el disfrute de sus derechos.

Las organizaciones cuyo objeto sea la promoción y protección de los intereses de personas con capacidades diferentes intervendrán en la elaboración y diseño de planes y programas relacionados con su situación económica y social.

Art. Suprimir el Art. 22 ultima parte de la Sección I Declaraciones, Derechos y Garantías vigente.

ROMERO – CARLÍN.

FUNDAMENTOS

El Proyecto de Reforma que ponemos a consideración de esta Convención Constituyente se funda en el art. 1 de la ley 9768 que establece “Declárese la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos y convóquese a una Convención Constituyente que estará habilitada para: …inc 20: Incorporar los derechos de las mujeres, niños, ancianos y personas con capacidades especiales y/o diferentes, otorgando prioridad, dentro de las políticas públicas, a la ejecución de medidas de promoción y protección integral de las personas mencionadas.”

La discapacidad o capacidad diferente es una cuestión social y de derechos humanos, sin embargo las personas con capacidades diferentes, han sido postergados y olvidados históricamente.
A lo largo de la historia de la humanidad, han existido siempre personas con algún tipo de discapacidad. La ignorancia, el abandono, la superstición, la sobreprotección, etc. hicieron del discapacitado un ser que se desarrolló, en gran parte y en muchos de sus aspectos esenciales, aislado de las variables que regían para la mayoría de los habitantes de cada sociedad.

Las complejas circunstancias que conforman la sociedad post-industrial, han contribuido a determinar que el número de personas que se encuentran en esta situación sea cada vez mayor y siga en aumento, demandando atención, cobertura, servicios y fundamentalmente EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES, desde una óptica que entiende al ser humano como totalidad.
Actualmente estamos ante la necesidad imperiosa de superar la desigualdad, la marginación y la exclusión social, por ello en el presente proyecto se contemplan los principios fundamentales de accesibilidad y de igualdad de oportunidades.
Un entorno accesible es aquel que puede ser utilizado con seguridad y eficacia por el mayor número de personas posible, ya sean estas discapacitadas o no. Cuando hablamos de accesibilidad, no nos referimos solamente a la accesibilidad a un inmueble o a una calle, sino a una “accesibilidad más amplia”, que signifique la real posibilidad de acceso en todas las esferas de la sociedad (información por todos los medios, educación, beneficios de la seguridad social, etc.). Más allá de las especificaciones aisladas, independientemente de nuestro perfil social y económico, podemos tener características físicas o psíquicas distintas, pero todos tenemos el mismo derecho a la oportunidad de un digno desarrollo.
Sólo de esta manera se puede garantizar la igualdad de oportunidades para las personas con capacidades diferentes. Y esto es responsabilidad tanto del Estado, como de los ciudadanos.
Un avance significativo, ocurrido en el campo de la legislación ha sido la aprobación de las NORMAS UNIFORMES SOBRE LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD, en Diciembre de 1.993, en la 48º ASAMBLEA GENERAL DE LA O.N.U. Resolución 48/93), en donde se ha establecido la necesidad imperiosa de que los estados “adopten políticas tendientes a la plena integración de estos sectores de la población”.

Estas NORMAS UNIFORMES encuentran su fundamento político, moral y jurídico en la DECLARACIÓN DE DERECHOS HUMANOS, en el PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONOMICOS, SOCIALES Y CULTURALES, en el PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS y en la CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER, que en nuestro país tienen jerarquía Constitucional (Art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional).
En nuestro país se dictó la ley 22.431 “INSTITUCION DEL SISTEMA DE PROTECCION INTEGRAL DE LAS PERSONAS DISCAPACITADAS” en marzo de 1981, que define en su art. 2º a la persona discapacitada como: “…toda persona que padezca una alteración funcional permanente o prolongada, física o mental, que en relación a su edad y medio social implique desventajas considerables para su integración familiar, social, educacional o laboral.” Posteriormente se dictaron otras leyes como ser:

-LEY 25504 Sistema de protección integral de las personas discapacitadas. Existencia, naturaleza y grado de discapacidad. Certificado Único de Discapacidad. Modificación del art. 3º de la ley 22.431. Publicada en el Boletín Oficial el 13/12/2001.

-LEY 25573: Ley de educación superior. Garantía de accesibilidad para las personas con discapacidad. Derecho de los estudiantes. Funciones y atribuciones de las instituciones universitarias. Modificación de la ley 24.521. Publicada en el Boletín Oficial el 30/04/2002. 

-LEY 25634: Sistema de protección integral de las personas con discapacidad. Accesibilidad al medio físico. Vehículos de transporte público especialmente adaptados. Régimen de frecuencias diarias mínimas. Modificación del art. 22 de la ley 22.431. Publicada en el Boletín Oficial el 27/08/2002. 

-LEY 25635: Sistema de protección integral de las personas con discapacidad. Accesibilidad al medio físico. Transporte gratuito. Modificación de la ley 22.431. Publicada en el Boletín Oficial el 27/08/2002.

-LEY 25643: Discapacitado. Turismo accesible para personas con movilidad y/o comunicación reducida. Adecuación de las prestaciones de servicios turísticos a las disposiciones de la ley 24.314. Publicada en el Boletín Oficial el 12/09/2002.

-LEY 25644: Discapacitado. Transporte colectivo terrestre. Obligatoriedad de la publicación de las frecuencias de las unidades accesibles para personas con movilidad reducida y un número telefónico para consultar sobre dicha información. Publicada en el Boletín Oficial el 12/09/2002.

-LEY 25689: Sistema de protección integral de las personas discapacitadas. Porcentaje de ocupación de personas con discapacidad por parte del Estado Nacional. Modificación del art. 8º e incorporación del art. 8 bis de la ley 22.431. Publicada en el Boletín Oficial el 03/01/2003.

-LEY 25757: Fondo de Financiamiento del Programa para Personas con Discapacidad. Creación de la Comisión Bicameral Parlamentaria Investigadora del cumplimiento de la ley de cheques. Publicada en el Boletín Oficial el 11/08/2003.

-LEY 25785: Discapacitado. Asignación de cupos de programas socio-laborales para personas con discapacidad. Acceso a una proporción no inferior del cuatro por ciento (4 %) de los programas socio-laborales que se financien con fondos del Estado Nacional. Publicada en el Boletín Oficial 31/10/2003.

Asimismo, es preciso destacar la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, recientemente sancionada por la Asamblea de las Naciones Unidas, que establece detalladamente los derechos de las personas con discapacidad y elabora un código de aplicación al efecto.
Es importante destacar que en nuestro país, otras constituciones provinciales, regulan la protección integral de las personas con capacidades diferentes, así por ej. lo hacen la Constitución de la provincia de Jujuy que establece: “Protección a los discapacitados. Artículo 48. - El Estado garantiza el derecho de asistencia educativa e integral a los discapacitados, procurando los medios que les fueren necesarios para su integración plena en la sociedad.”, la Constitución de la Provincia de CÓRDOBA, “Artículo 27: Los discapacitados tienen derecho a obtener la protección integral del Estado que abarque la prevención, asistencia, rehabilitación, educación, capacitación, inserción en la vida social, y a la promoción de políticas tendientes a la toma de conciencia de la sociedad respecto de los deberes de solidaridad.” También lo hace la constitución recientemente reformada de Corrientes, “De los Derechos de las Personas con Discapacidad. Artículo 44: La familia, la sociedad y el Estado tienen a su cargo la protección integral de las personas con discapacidad y deben proveer a su desarrollo e integración económica, social y cultural.
El Estado asegura y garantiza a las personas con discapacidad, por medio de acciones positivas, el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales, las leyes y esta Constitución, sancionando todo acto discriminatorio en perjuicio de los mismos.
El Estado promueve y ejecuta políticas de protección integral y de fortalecimiento del núcleo familiar, tendientes a la prevención, rehabilitación, educación, capacitación e inserción social y laboral.
Es obligación del Estado y de la sociedad en su conjunto consolidar el desarrollo de un hábitat libre de barreras naturales, culturales, sociales, arquitectónicas y urbanísticas, del transporte y de cualquier otro tipo que las afecte. En todo el ámbito de la provincia se deben establecer normas para que el desplazamiento, acceso y desenvolvimiento de las personas con discapacidad, encuentren facilidades que favorezcan su independencia.”
También lo hacen las Provincias de La Rioja (art. 38), San Juan (art. 56), Río Negro (arts. 36 y 37), Salta (art. 36), etc.
Por los argumentos antes expuestos, solicito la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.
Rosario M. Romero – Miguel A. Carlín.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 969)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Modifíquese el Art. 164 de la Constitución Provincial el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTÍCULO 164: La Legislatura asegurará la doble instancia en el Proceso Penal, respetando los principios de contradicción, oralidad y publicidad en el sistema Acusatorio.
FEDERIK
FUNDAMENTOS

Se propicia la modificación del art. 164 de nuestra constitución para adecuarlo a los principios rectores del proceso penal actual, provenientes tanto de la doctrina como de la jurisprudencia, al igual que de tratados internacionales con jerarquía constitucional.

La garantía del doble conforme, exige que el condenado tenga la facultad otorgada por el ordenamiento jurídico, de intentar un “nuevo examen de su condena”, esto es, la posibilidad de rever la causa ante un tribunal con poder de revocar la sentencia. Esta garantía reviste de gran importancia toda vez que de ella depende que se consagren plenamente los derechos del debido proceso y de la defensa en juicio.
Es de destacar que el Principio tiene valor sobre todo en el proceso penal, donde esta en juego la libertad de los ciudadanos, en conflicto directo con la pretensión punitiva del Estado. Por lo que el primer valor que le está confiada a la apertura de la vía recursiva de gravamen, es del reexamen, a pedido de parte, del primer juicio, lo que constituye una garantía esencial del ciudadano.

En nuestro país en el año 1984 con la ley 23.054, fue acogida la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), la que en su art. 8º inc 2 apartado h, consagra la doble instancia al establecer dentro de las garantías judiciales “el derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior”. Lo mismo ocurrió con el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos que fuera ratificado el 8 de agosto de 1986 y que también consagra el derecho a la doble instancia en el art. 14 inc 5º, al prever que “Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior con forme a lo prescripto en la ley.”
Fue a partir de la reforma del año 1994 los requisitos establecidos en los instrumentos internacionales pasaron a ser un imperativo constitucional, de acuerdo a lo que se estableció en el art. 75 inc. 22 de la Constitución que les dio esa jerarquía. Por lo que los derechos reconocidos en los tratados pasaron a ampliar la gama de los existentes en la Carta Magna y el alcance de estos.
Con motivo de ello, la garantía tomó gran impulso, adquiriendo la máxima jerarquía de valor, de ahora en adelante no podrá cercenarse al imputado su derecho a una nueva discusión de la cuestión en virtud del art 8 inc. 2 apartado h de la Convención Americana de Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

En nuestro país la Corte Suprema le ha dado reconocimiento a nivel a constitucional en el fallo “Giroldi”. Al establecer que la garantía de la “doble instancia” es una garantía mínima dentro del marco del proceso penal. En este caso, a la luz de la incorporación hecha por el art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, entendieron que el recurso extraordinario con sus obvias limitaciones materiales no constituía un remedio eficaz para la salvaguarda del doble conforme.

De acuerdo a lo manifestado anteriormente, ha quedado claro que en todo sistema penal moderno, con apego a las normas constitucionales vigentes, el derecho al doble conforme es una garantía ineludible para el ejercicio de la defensa en juicio y el respeto del debido proceso.
Julio A. Federik

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXII

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 908)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

ARTÍCULO 1º: Prorrogar el plazo de funcionamiento de la Honorable Convención Constituyente por 60 días corridos (sesenta) hasta el 18 de julio de 2008, de acuerdo a lo previsto en el Artículo 10º de la Ley Nro. 9768 y en el Artículo 223 de la Constitución provincial.
ARTÍCULO 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

Visto la real magnitud de presentación de proyectos impulsando las reformas a la Constitución provincial, que establece la Ley Nro. 9768 y al trabajo cotidiano que llevan a cabo todas las semanas la comisiones, la participación masiva y activa, la profundidad y prolongación necesaria de los debates en las mismas buscando arribar a consensos en todos los temas, se advierte la falta material de tiempo para poder continuar analizando con la misma seriedad las propuestas no sólo de los señores convencionales, sino de la ciudadanía que ha podido poner en marcha la iniciativa ciudadana tan anhelada en la sociedad, sintiéndose parte actora y escuchada a través de los mecanismos establecidos para considerar sus aportes.
Y considerando que a todo este trabajo de construcción se suma la discusión y tratamiento que se dan a todos los temas en las sesiones plenarias y el doble control que se ha establecido para las sanciones de la Convención al ser abordados y considerados por la Comisión de Redacción y Revisión y luego la vuelta al Plenario, se estima necesario la prórroga establecida en la ley de declaración de necesidad de la reforma.

Que conforme lo permite el artículo 10º de la Ley 9.768 y disposición constitucional del artículo 223º, esta H. Convención Constituyente está facultada para prorrogar “fundadamente” su tiempo de funcionamiento.
Jorge P. Busti.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.
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PRÓRROGA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

Moción de preferencia (Expte. Nro. 908)

SR. CARLÍN – Señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto por el Artículo 56º del Reglamento, por haber mediado acuerdo de la Comisión de Labor en este sentido, solicito para este proyecto tratamiento preferencial en la próxima sesión, que será el día miércoles.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción formulada por el señor convencional Carlín, de acuerdo al Artículo 56º del Reglamento, en el sentido que este proyecto sea tratado, con o sin dictamen de comisión, en la próxima sesión.
De acuerdo a lo establecido en el Artículo 111º, la votación se hará por signos. Los que están por la afirmativa, sírvanse indicarlo. 

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

LXIII

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 953)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE RESUELVE:

ARTICULO 1°): RENDIR homenaje a los constituyentes de 1949 mediante la colocación de una placa recordatoria, con indicación de sus nombres: Nicolás R. D’Angelo (presidente); Esteban P. Guastavino (vicepresidente 1°); Vicente Lista (vicepresidente 2°); Efraín O. Ahumada; José Costa Comesaña; Justino Chaves Ramírez; Pablo J. Daneri; Guillermo T. Darreche; Alberto Eichhorn; Francisco Figueredo; Pablo Galeano; Zoilo C. García; Cirilo F. Gómez; Raúl Gavilán; Carlos Granillo Posse; Francisco A. Laroca; Horacio Mernes; José L. Miranda; César A. Mochi; Valentín M. Nieto; Fausto B. Pajares; Damián Pereyra Márques; Pedro S. Piazza; Ramón E. Poma; Julio Puchulu; Enrique A. Reffino; Manuel Z. Santiago; José Vidal y Miguel Yaryez.
ARTICULO 2°): FACULTAR a la presidencia para determinar el lugar de emplazamiento de la placa indicada en el dispositivo precedente.
CARLÍN – TALEB – BAEZ – BUSTI – KUNATH – HEYDE – CHIESA – SCHOENFELD – ALMADA – MARTÍNEZ (Guillermo) – ROMERO – BARRANDEGUY – FEDERIK – MOTTA – DÍAZ (Gustavo) – SALOMÓN – PÉREZ – GASTALDI – CRESTO – MÁRQUEZ – CALZA – ALLENDE (José).

FUNDAMENTOS

El tres de junio se cumplirán cincuenta y nueve años desde la sanción de la Constitución Provincial de 1949. Se trató de una Carta Entrerriana progresista que reiteró la vocación democrática de sus inspiradores, afianzando en nuestra provincia los lineamientos de la Constitución Nacional acuñada poco tiempo antes.

Siguió los lineamientos de la Constitución de 1933 en el orden institucional pero introdujo importantes reformas en su sección II “RÉGIMEN ECONOMICO, DEL TRABAJO Y DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS” afianzando la función social de la propiedad, el fomento de las actividades productivas, la defensa del agricultor, la tutela de los servicios públicos y su contralor, entre otras disposiciones todas marcadas por la impronta de los derechos sociales, que habían adquirido rango constitucional nacional.

Se trató de una Constitución sancionada durante un gobierno emergente del voto popular, a través de la cual se quiso diseñar el funcionamiento de un estado que sirviera a las mayorías populares, inspirado en las políticas que fueran definiendo el general JUAN DOMINGO PERÓN y EVA DUARTE DE PERÓN a fin de lograr el bienestar y la felicidad del pueblo.

La violencia antipopular y el imperio de las bayonetas derogaron esa Constitución progresista, imponiendo a la fuerza de la ley la dureza bestial de la antipatria como si ello fuera suficiente para cambiar el sentimiento argentino. No fue el voto de los entrerrianos el que abrogó a la Carta de 1949, sino la voluntad de los fusiladores de 1955. De ahí que los Convencionales actuales, electos por el sufragio popular, entendamos que media un deber cívico en recordar a los colegas de 1949, que en el marco de un estado democrático sancionaron una reforma constitucional republicana y profundamente popular.
Miguel A. Carlín – Raúl A. Taleb – Fernando D. Baez – Jorge P. Busti – Sigrid E. Kunath – Mario R. Heyde – Manuela T. Chiesa – Zulema E. Schoenfeld – Juan C. Almada – Guillermo C. Martínez – Rosario M. Romero – Raúl E. Barrandeguy – Julio A. Federik – Héctor J. Motta – Gustavo E. Díaz – Jorge Salomón – María C. Pérez – Laura I. Gastaldi – Juan C. Cresto – Luis M. Márquez – Nelio H. Calza – José A. Allende.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

7
PRESENTACIONES PARTICULARES

- El señor Fernando Caviglia, Coordinador del Foro de Entidades Empresariales, y otros adhieren al proyecto presentado por la Asamblea de Representantes de las Organizaciones de la Sociedad Civil en el Consejo de la Magistratura. (Expte. Nro. 873)
–A sus antecedentes. (Expte. Nro. 669 que se encuentra en la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana)

- El Profesor José M. Paolazzi remite documentación para ser anexada al trabajo presentado sobre la educación física y el deporte como un derecho Constitucional. (Expte. Nro. 874)
–A sus antecedentes. (Expte. Nro. 389 que se encuentra en la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular)

- El Instituto de Derecho y Discapacidad remite aportes sobre los derechos de las personas con discapacidad. (Expte. Nro. 876)
- La Asociación de Defensa de Consumidores Entrerrianos remite propuesta de reforma relativa a la incorporación de los derechos del consumidor y usuarios. (Expte. Nro. 868)

- El Grupo Mundo Protección Animal remite material informativo sobre el uso de bombas de estruendo y artículos de pirotecnia en manos inexpertas. (Expte. Nro. 877)

- La Coordinadora de Comunidades Charrúas de Entre Ríos remite aportes referidos a los derechos de los pueblos indígenas. (Expte. Nro. 880)

- El Movimiento Obrero Organizado de Entre Ríos remite consideraciones con respecto al trabajo infantil. (Expte. Nro. 902)

- El señor Juan A. Bracco remite proyecto de reforma referido al acceso a la información pública. (Expte. Nro. 900)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana.

- El Foro por los Derechos de la Mujer y otras organizaciones hacen llegar el beneplácito por los proyectos presentados por los Convencionales Schvartzman, Schoenfeld, Romero y Clidia Allende, referidos a la equidad de géneros. (Expte. Nro. 914)

–A sus antecedentes. (Exptes. Nros. 230, 362 y 578 que se encuentran en la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. Se remitirá duplicado a los Presidentes de bloques)

- El Foro por los Derechos de la Mujer y otras organizaciones solicitan fecha para exponer la defensa del proyecto presentado (Expte. Nro. 670) denominado “Derechos de las Mujeres y Equidad de Género”. (Expte. Nro. 915)

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

- Empleados de Casinos, Bingo y Tragamonedas de la Provincia remiten propuesta de jerarquización constitucional a la explotación de los juegos de azar por parte del Estado. (Expte. Nro. 931)

- Vecinos del Barrio Puerto Nuevo remiten propuestas sobre el Código de Procedimientos Penales de Entre Ríos. (Expte. Nro. 937)
- La Asociación Civil Aportar remite anteproyecto los derechos de personas discapacitadas. (Expte. Nro. 943)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana.
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DICTÁMENES DE LA COMISIÓN DE REDACCIÓN Y REVISIÓN
Moción de sobre tablas (Sanciones Nros. 7 –Exptes. Nros. 141-188-199–, 10 –Expte. Nro. 166–, 11 –Exptes. Nros. 361-577–, 12 –Expte. Nro. 162–, 13 –Expte. Nro. 215–, 15 –Expte. Nro. 578–, 17 –Expte. Nro. 147–)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde el turno de las mociones de sobre tablas.

Se encuentran reservados en Secretaría los dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión y del resto de las comisiones emitidos por unanimidad.

Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Para abreviar, señor Presidente, quiero proponer un procedimiento que es de práctica parlamentaria: que se enuncien en conjuntos los dictámenes de comisión que se reservaron en Secretaría –tanto los de la Comisión de Redacción y Revisión, como los de las otras comisiones– para votar la moción de tratamiento sobre tablas. Se trata de dictámenes unánimes que en la Comisión de Labor hemos acordado tratar sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Entendiendo que es suficiente con enunciar una sola vez los dictámenes de comisión, señor Presidente, mociono el tratamiento sobre tablas en conjunto de los siete dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión reservados en Secretaría.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Concretamente, señora convencional, ¿está mocionando el tratamiento sobre tablas de los siete dictámenes unánimes de la Comisión de Redacción y Revisión?

SRA. KUNATH – Así es, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción formulada por la señora convencional Kunath. Se requieren los dos tercios de los votos. 

–La votación resulta afirmativa por unanimidad.
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DICTÁMENES DE COMISIÓN

Moción de sobre tablas (Exptes. Nros. 179, 160-172-206-357, 174, 167, 384, 508, 387-177-270-308-387, 394-425-675-781-810-835)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se encuentra reservado el dictamen unánime de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 179– que suprime el Artículo 126 de la Constitución.

Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – De acuerdo con lo resuelto en la Comisión de Labor, señor Presidente, mociono el tratamiento sobre tablas de todos los dictámenes de comisión, emitidos por unanimidad, que se encuentran reservados en Secretaría.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción de tratamiento sobre tablas formulada por el señor convencional Rogel. Se requieren los dos tercios de los votos.
–La votación resulta afirmativa.
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CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL

Texto Constitucional en la Sanción Nro. 7 de la Convención.
Consideración (Exptes. Nros. 141-188-199)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar los dictámenes de comisión para los cuales se aprobó su tratamiento sobre tablas.

En primer término se debe tratar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional en la sanción de la Convención en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 141, 188 y 199– incorporando el Consejo Económico y Social como órgano de consulta de los poderes públicos. 

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente:

Ref.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 141, 188 y 199
Honorable Convención:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nro. 7 C.R.R. efectuada por esa H. Convención; y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación con las modificaciones introducidas del siguiente texto constitucional.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Artículo… El Consejo Económico y Social es un órgano de consulta de los poderes públicos cuya función será producir informes y dictámenes no vinculantes para la elaboración de políticas de Estado. Tendrá autonomía funcional y estará integrado por representantes de la producción, el trabajo, el ambientalismo, la educación, las profesiones, la ciencia y la tecnología en los términos en que la ley lo establezca. Sus miembros serán elegidos por las entidades representativas de cada sector.

Sala de Comisiones, 22 de abril de 2008
KUNATH – BAEZ – BARRANDEGUY – CARLÍN – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – TALEB – DE PAOLI – MONGE – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano) – ACEVEDO MIÑO.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Señor Presidente, sin ánimo de reiterar un debate que ya ha sido dado en las comisiones temáticas y en la sesión plenaria de esta Convención, desde la Comisión de Redacción y Revisión traemos a la consideración este dictamen que involucra la creación de un Consejo Asesor Económico y Social. Cabe recordar que sobre este punto se han presentado iniciativas de los Bloques Viva Entre Ríos, de la Coalición Cívica, de la Unión Cívica Radical y del Frente Justicialista para la Victoria.

El pleno de esta Convención ha sancionado un texto que establece claramente la creación de este nuevo instituto en dos párrafos que forman parte del Artículo 1º, y en el Artículo 2º establece una Cláusula Transitoria que posibilitaba que el Consejo Asesor Económico y Social fuera instrumentado a través de un decreto del Poder Ejecutivo en caso de que se demorase la sanción de la ley que así lo estableciera.
Lo que se hizo en la Comisión de Redacción y Revisión –trataré de explicarlo brevemente aunque en la Comisión no fue nada breve el debate en torno a este tema– fue comprimir el texto tratando de abarcar todas las consideraciones que se habían efectuado y entendiendo que, en caso de que este dictamen sea aprobado por esta Convención, va a ser el primer instituto nuevo que se incorporará a la Constitución provincial.

La Comisión de Redacción y Revisión comprimió el texto sancionado por el pleno, lo ajustó tratando de respetar cada uno de los conceptos y de las cuestiones tenidas en cuenta al momento de aprobarse la creación de este instituto.
Se sustituyó la palabra “universitarios” por “educación” y se agregó la palabra “ambientalismo” en el párrafo donde se establecen los sectores que deben estar representados a través de miembros que sean designados por cada una de las entidades representativas.

Asimismo se llegó a la conclusión que no era necesario establecer la Cláusula Transitoria que establecía el Artículo 2º de la sanción anterior, en el entendimiento de que la Constitución actual tiene una cláusula en el mismo sentido y no era necesario plasmarla nuevamente.

La Comisión de Redacción y Revisión ha traído a la consideración esta nueva redacción que, de aprobarla los señores convencionales, constituirá –insisto– el primer nuevo instituto que se incorpora a la Constitución.

El artículo nuevo dice así: “El Consejo Económico y Social es un órgano de consulta de los poderes públicos cuya función será producir informes y dictámenes no vinculantes para la elaboración de políticas de Estado. Tendrá autonomía funcional y estará integrado por representantes de la producción, el trabajo, el ambientalismo, la educación, las profesiones, la ciencia y la tecnología, en los términos en que la ley lo establezca. Sus miembros serán elegidos por las entidades representativas de cada sector”.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y en particular, por constar de un solo artículo. La votación será por signos de acuerdo con lo establecido en el Artículo 111º del Reglamento de la Convención.

–La votación resulta afirmativa por unanimidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión para el ordenamiento final.
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ARTÍCULO 81. INCISO 18º. SUPRESIÓN
Texto Constitucional en la Sanción Nro. 10 de la Convención.
Consideración (Expte. Nro. 166)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 166– que suprime el inciso 18° del Artículo 81 de la Constitución vigente.

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente:

Ref.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 166
Honorable Convención:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nro. 10 C.R.R. efectuada por esa H. Convención; y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación con las modificaciones introducidas del siguiente texto constitucional.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Artículo 1º: Suprimir el inciso 18 del artículo 81° de la Constitución Provincial vigente.

Sala de Comisiones, 22 de abril de 2008
KUNATH – BAEZ – BARRANDEGUY – CARLÍN – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – DE PAOLI – MONGE – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano).
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Pido la palabra.

Señor Presidente, este dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión, ha tenido origen en un proyecto del Bloque de la Unión Cívica Radical que promueve justamente la supresión del inciso 18° del Artículo 81. Este artículo trata las atribuciones del Poder Legislativo, y este inciso refería a la autorización para la reunión y movilización de milicias y en su caso para aprobar o no la que hubiere hecho el Poder Ejecutivo sin autorización previa.

No está en el ánimo repetir el debate, o la fundamentación que se ha dado, ya que este inciso tenía razón de existencia en razones históricas que han dejado de ser, por lo tanto la comisión sugiere, tal como ha traído a través de este dictamen, mantener lo que ha sido el despacho de la comisión temática y lo que ha sido la sanción de la Convención, justamente propiciando la supresión de este inciso.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y particular por constar de un solo artículo.

La votación será por signos de acuerdo con lo establecido en el Artículo 111º del Reglamento de la Convención.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión para el ordenamiento final.
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ARTÍCULO 90. MODIFICACIÓN

Texto Constitucional en la Sanción Nro. 11 de la Convención.

Consideración (Expte. Nro. 361 y 577)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 361 y 577–, que modifican el Artículo 90 de la Constitución vigente.

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente:

Ref.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 361 y 577
Honorable Convención:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nro. 11 C.R.R. efectuada por esa H. Convención; y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto constitucional.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

“Artículo 90: Cuando se haga la publicación oficial de las leyes de la provincia, se enumerarán ordinalmente y, en adelante, se mantendrá la numeración correlativa por la fecha de promulgación.

La ley dispondrá las medidas que aseguren la actualización y consolidación permanente del orden normativo provincial. Se confeccionará además un anexo de derecho histórico, conteniendo las disposiciones derogadas.”
Sala de Comisiones, 22 de abril de 2008
KUNATH – BAEZ – BARRANDEGUY – CARLÍN – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – DE PAOLI – MONGE – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano) – ACEVEDO MIÑO.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Señor Presidente, en este dictamen lo que se ha tomado en consideración son dos iniciativas que había, una del Bloque del Frente Justicialista para la Victoria, y otra de la Unión Cívica Radical, en el sentido de agregar un párrafo al Artículo 90 que se refiere a la publicación oficial de las leyes.
En ese sentido, disponer que a través de una ley se asegure la actualización y consolidación permanente del orden normativo provincial, y además que se confeccione un anexo de derecho histórico conteniendo las disposiciones derogadas. Concretamente, se trata de agregar este párrafo al Artículo 90. Es lo que se ha aprobado en la comisión temática respectiva y también lo que ha surgido del pleno de esta Convención.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y particular por constar de un solo artículo.

La votación será por signos de acuerdo con lo establecido en el Artículo 111º del Reglamento.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión para el ordenamiento final.
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ARTÍCULO 29. MODIFICACIÓN

Texto Constitucional en la Sanción Nro. 12 de la Convención.
Consideración (Expte. Nro. 162)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 162– que modifica el Artículo 29 de la Constitución vigente.
–El texto del dictamen de comisión es el siguiente:
Ref.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 162
Honorable Convención:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nro. 12 C.R.R. efectuada por esa H. Convención, y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto constitucional con las siguientes modificaciones introducidas.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Artículo 29: “Queda prohibida toda especie de tormentos y vejámenes, bajo pena de destitución inmediata y sin perjuicio de las responsabilidades en que incurran los empleados o funcionarios que los apliquen, ordenen o consientan. Las cárceles y colonias penales productivas de la Provincia serán sanas y limpias, para seguridad y no para mortificación de los recluidos, debiendo constituir centros de trabajo”.

Sala de Comisiones, 22 de abril de 2008
KUNATH – BAEZ – BARRANDEGUY – CARLÍN – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – DE PAOLI – MONGE – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano) – ACEVEDO MIÑO.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Señor Presidente, este dictamen trata una modificación al Artículo 29. Solamente involucra lo que estaba habilitado por la Ley Nro. 9.768, que era la sustitución de la palabra "agrícolas" y que en el proyecto se propiciaba que sea reemplazado por la palabra "productivas".

En este mismo sentido fue dictaminado por la comisión respectiva y por el pleno de la Convención. Lo que hemos hecho en la Comisión de Redacción y Revisión, fue agregarle las palabras "de la Provincia" tal como estaba en el texto original de la Constitución vigente, entendiendo que justamente tenía más que ver con el espíritu del artículo, teniendo en cuenta su analogía con lo que establece el Artículo 18 de la Constitución nacional, en su parte final, que también refiere a las cárceles de la Nación.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y en particular.

La votación será por signos de acuerdo con lo establecido en el Artículo 111º del Reglamento de la Convención.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión para el ordenamiento final.
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ARTÍCULO 89, MODIFICACIÓN

Texto Constitucional en la Sanción Nro. 13 de la Convención.
Consideración (Expte. Nro. 215)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 215– por el que se modifica el Artículo 89º de la Constitución vigente. 

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente:
Ref.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 215
Honorable Convención:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nro. 13 C.R.R. efectuada por esa H. Convención; y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto constitucional con las modificaciones introducidas.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

“Artículo 89: Toda ley modificada en parte se publicará íntegra, incorporando a su texto las modificaciones, con excepción de los códigos de procedimientos u otras leyes que por su larga extensión hagan inconveniente la reimpresión, en cuyo caso, esta prescripción se cumplirá en cada nueva edición.

Cuando en una ley se citen o se incorporen prescripciones de otra, las partes que se citen o incorporen, se insertarán íntegramente.

El Poder Ejecutivo debe realizar la publicación dentro de los ocho días de promulgada la ley. En su defecto, el presidente de cualquiera de las cámaras legislativas, la dispondrá en un diario provincial de amplia difusión, teniendo la misma carácter de publicación oficial.”
Sala de Comisiones, 22 de abril de 2008

KUNATH – BAEZ – BARRANDEGUY – CARLÍN – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – DE PAOLI – MONGE – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano).
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración. 

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.
SRA. KUNATH – En este dictamen, concretamente, lo que se promueve –estamos hablando de la sanción de las leyes– es el agregado al Artículo 89º del siguiente texto: “El Poder Ejecutivo debe realizar la publicación dentro de los ocho días de promulgada la ley. En su defecto, el presidente de cualquiera de las cámaras legislativas, la dispondrá en un diario provincial de amplia difusión, teniendo la misma el carácter de publicación oficial”.
Concretamente, en la Comisión de Redacción y Revisión lo que se hizo fue modificar la redacción pero sin tocar el espíritu que tenía este proyecto en el sentido de que, ante el defecto de publicación por parte de quien debe hacerlo, existe un remedio supletorio para subsanar tal situación.
Simplemente lo que se hizo fue trabajar sobre la redacción del párrafo que se agrega y el que se ha leído es justamente el que propiciamos que sea aprobado por este pleno.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Si ningún otro señor convencional va a hacer uso de la palabra, se va a votar en general y particular por constar de un solo artículo.

La votación será por signos de acuerdo con lo establecido en el Artículo 111º del Reglamento de la Convención.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión para el ordenamiento final.
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ARTÍCULO 51. SIN MODIFICACIÓN
Texto Constitucional en la Sanción Nro. 15 de la Convención.

Consideración (Expte. Nro. 578)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 578– por el que se mantiene la actual redacción del Artículo 51 de la Constitución vigente.
–El texto del dictamen de comisión es el siguiente:
Ref.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 578
Honorable Convención:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nro. 15 C.R.R. efectuada por ésa H. Convención, y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto.

“No prestar aprobación al mismo, manteniendo la actual redacción del artículo 51 de la Constitución Provincial”.

Sala de Comisiones, 22 de abril de 2008
KUNATH – BAEZ – BARRANDEGUY – CARLÍN – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – DE PAOLI – MONGE – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano).
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración. 

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.
SRA. KUNATH – Señor Presidente, justamente este dictamen que se trae hoy tiene en cuenta dos proyectos, dos iniciativas que interesaban la modificación del Artículo 51 en cuanto al sistema de elección de los diputados provinciales. Los dos proyectos que se han evaluado tenían en común que el espíritu que los movía era, justamente, reemplazar este sistema e ir a un sistema proporcional puro. La comisión temática, la de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral realiza un dictamen en el sentido de rechazar estos proyectos y el pleno también lo sostiene.
La Comisión de Redacción y Revisión también propicia tal sanción en el mismo sentido que ha dictaminado, por mayoría, la comisión y lo que ha sostenido el pleno de la Convención.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.
SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente, sin reiterar los argumentos sobre los que ya hemos abundado en la sesión anterior, desde el Bloque de la Coalición Cívica y del Partido Socialista rechazamos esta decisión por cuanto entendemos, precisamente, que se trataba de una iniciativa que tenía como objetivo la modificación de ese artículo y sostenemos, evidentemente, la misma posición.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Brasesco.
SR. BRASESCO – Señor Presidente, quiero manifestar lo siguiente atento a que hay una disidencia… me dicen que no hay disidencia.
Simplemente quiero manifestar la ratificación del voto, en todas sus instancias, del Boque de la Unión Cívica Radical en cuanto al mantenimiento del Artículo 51.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Villaverde.
SR. VILLAVERDE – Señor Presidente, quiero aclarar que no hay disidencia en este dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión que, por unanimidad, aprobó este despacho, más allá de las posiciones que en el debate anterior hubo en este recinto.
En la comisión hubo acuerdo y el texto que se trae a esta Convención es por unanimidad.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.
SR. ROGEL – A los efectos, no digo de ilustrarlos porque sería una desconsideración de nuestra parte, pero viene bien porque ahora va a venir todo un proceso en el cual el debate y el posicionamiento que se ha repetido, y tiene el derecho de hacerlo el convencional Schvartzman y el convencional Brasesco respecto a sus posiciones, ha sido dado y votado, obviamente, y es así como ha quedado registrado.

En ese sentido entiendo que también los convencionales Reggiardo, Marciano Martínez y De la Cruz de Zabal, que no han votado, firmaron la  instancia, pero una instancia superadora donde los convencionales van a la comisión a ver si en la redacción final puede haber un texto que altere, empeore o mejore alguna cuestión, por eso hay despacho de comisión, por eso no hay despacho de minoría. Esa era la aclaración que quería hacer, es una instancia que no implica el tratamiento del despacho que ya se dio.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Reggiardo.

SR. REGGIARDO – Para señalar la peculiar naturaleza de la Comisión de Redacción y Revisión, de tal manera que en el caso de ésta como en las otras, puede haber despacho por unanimidad o por mayoría, pero se trata concretamente de si hay criterio unánime sobre la redacción final o no lo hay, habida cuenta que todas las conversaciones y discusiones para llegar a un texto ya fueron materia de debate en su oportunidad. 
Por lo expuesto quien habla ha acompañado este dictamen de mayoría. Y la exposición del señor convencional Schvartzman ha tenido por objeto reiterar en el recinto la disposición de la Coalición Cívica de no haber acompañado esta decisión –que no le corresponde a la Comisión de Redacción y Revisión– ya que fue adoptado en el plenario anterior.

Con esa inteligencia, nosotros nos vamos a abstener de votar, dejando en claro que no se trata de abrir una discusión ya terminada.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Muy breve, señor Presidente. Nosotros en la discusión del dictamen estuvimos en contra. Este mecanismo de doble votación va a traer estos inconvenientes a medida que los vayamos produciendo, de manera que debemos ser congruentes con la posición anterior. No nos corresponde votarlo, no por eso acompañamos con la presencia la decisión de la Convención, por lo que en ese sentido me voy a abstener de votar.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, yo creo que hay que dejar en claro que no obstante ser una cuestión reglamentaria –y lo hemos analizado al considerar el Reglamento correspondiente–, debemos tener en cuenta la existencia de un aspecto que me parece importante como es el doble tratamiento que tiene un asunto.
Primero, a través de la comisión respectiva que determina las exposiciones a favor o en contra de la propuesta que se hace en el proyecto pertinente. La evaluación la hace este plenario y una vez aprobado por la Asamblea pasa a la Comisión de Redacción y Revisión para que ésta redacte el texto de la manera precisa y más feliz posible, a los efectos de una mejor armonía del texto constitucional. No se trata, entonces, de reeditar en esta ocasión el tratamiento de la cuestión, el que se podría dar eventualmente si la Comisión de Redacción y Revisión señalara la contradicción con algún aspecto, alguna puntualización especial que motivara el debate, circunstancia que no se da en este caso donde simplemente se mantiene el criterio de una supresión que no modifica ni altera el texto, ya que se mantiene tal cual estaba el mismo en la parte más significativa de este artículo.

Por eso, señor Presidente, me parece que tenemos que dejar muy en claro esta situación para evitar la reedición de debates que no corresponden.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Esta Presidencia entiende que la discusión sobre el Artículo 51 se dio en el plenario, fue un debate muy largo y en donde todos los convencionales fijaron respetables posiciones. Se votó y pasó a la Comisión de Redacción y Revisión que ha emitido dictamen en forma unánime.

De cualquier manera, el Artículo 111º del Reglamento dice: “Las votaciones de la Convención Constituyente serán nominales por orden alfabético en todos los casos, salvo en aquellos supuestos en que medie despacho unánime de comisión o que se trate de una votación en cuestiones de mero trámite…”; si el plenario entiende que esto se puede votar por signos lo sometemos a su consideración y se votará de esa manera.

–Asentimiento general de los señores convencionales.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, mi intervención es para ponernos de acuerdo, no por esto porque ya está saldado, pero ya hice la aclaración de que la firma del despacho y la posibilidad de acompañar el despacho de la Comisión y de Redacción y Revisión, para nada implica lo que se ha vuelto a ratificar inclusive por parte de los convencionales Schvartzman y Alasino, lo que también se hizo desde nuestra parte; son dos cosas distintas.
Pero quiero dejar aclarado lo siguiente: porque se cree que debe haber una coherencia entre lo que se vota y el trabajo de la Comisión de Redacción y Revisión, que nosotros no compartimos porque son dos cosas totalmente distintas, el Bloque de la Unión Cívica Radical deja aclarado que va a adoptar como mecánica que aquellos despachos que no vote en el plenario no los va a acompañar en la Comisión de Redacción y Revisión, lo cual no nos parece conducente porque no tendría razón de ser nuestro trabajo en esa comisión, si algo podemos aportar en la redacción.

De todas maneras, mociono concretamente que se haga la votación nominal y que cada uno se exprese.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor convencional, se acaba de aprobar que la votación se haga por signos.
SR. ROGEL – Bueno, como se crea desde la Presidencia, pero lo que quise fue dejar aclarado para el futuro.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Señor Presidente, cuando comencé a fundamentar los primeros dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión en una sesión anterior, justamente indiqué que era el espíritu de esta comisión no reiterar aquí el debate que ya había sido dado tanto en la comisión temática como en el pleno de la Convención.
Cuando nosotros hemos tratado los diferentes proyectos en la Comisión de Redacción y Revisión, ha sido con un clima de absoluta disposición por parte de los convencionales de todos los bloques, en el entendimiento de que en caso de haberse aprobado una propuesta de nuevo texto, de modificación o de supresión, este debate ya había sido dado.
Sin duda que de todas las manifestaciones de los señores convencionales a través de proyectos, de sus manifestaciones en las distintas comisiones o a través de sus manifestaciones verbales en la comisión, hay debida constancia, no obsta que todos los despachos de la Comisión de Redacción y Revisión han sido firmados por unanimidad, justamente en el entendimiento de que estamos trabajando ya sobre lo que ha sido discutido y lo que va a ser el nuevo texto.

Simplemente hacía referencia a las propuestas que se habían rechazado y justamente las mencionaba en el entendimiento de que este había sido el espíritu de los otros bloques, pero insistiendo en que justamente la comisión despachó por unanimidad lo que ya había sido tratado en la Convención.

Concretamente propongo que pasemos a votar, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Los señores convencionales ya expresaron su asentimiento para que la votación sea por signos. Pero si se me permite, el Artículo 115º del Reglamento presenta una solución para los convencionales que no quieran votar, porque pueden dejar constancia de su voto, su abstención o el mantenimiento de la posición anterior, pero esto es a los fines de proceder a la votación por signos; si no, se va a votar nominalmente por orden alfabético.

Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Señor Presidente, habitualmente nadie puede dejar de votar en un cuerpo colegiado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Es lo que estoy diciendo, señor convencional.

SR. ALASINO – Claro. Entonces el trámite es el siguiente: los que tenemos este conflicto deberíamos pedir autorización para abstenernos y desde la Presidencia poner a votación el despacho por unanimidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Eso es lo que decía, porque el Artículo 115º expresa que ningún convencional puede dejar de votar sin permiso de la Convención Constituyente.

SR. ALASINO – Exactamente, señor Presidente. Si se nos autoriza a abstenernos en la votación, se votará por unanimidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Por supuesto.

Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, a mi me gustaría que quedara saldada esta discusión, porque de los contrario temo que va a entorpecer el trabajo en la Comisión de Redacción y Revisión.
Comparto plenamente lo que dice el señor convencional Rogel, porque una cosa es el espíritu y otra es la forma. El espíritu se trata en primera vuelta en el plenario y lo que sale a redacción es la forma, ahí se corrige la lingüística, se corrige el estilo del verbo, se hace otro tipo de corrección y son dos dictámenes totalmente diferentes. Por eso creo que los convencionales Reggiardo, De la Cruz de Zabal y Marciano Martínez, en ese sentido votaron el despacho unánime. Y si esto no lo dejamos claro y hoy le concedemos la posibilidad de abstenerse, la próxima vez que tratemos un despacho que no haya sido aprobado por unanimidad, van a decir: “Nosotros no firmamos porque en el pleno mantuvimos una posición diferente a la redacción final que le queremos dar a este artículo”.

Me parece que tanto el Bloque de la Coalición Cívica, como el de Viva Entre Ríos, deberían reconsiderar su postura y votar unánimemente, porque de lo contrario cuando nos sentemos a seguir trabajando en la Comisión de Redacción y Revisión, ya nos vamos a sentar con una interpretación errónea de lo que es este segundo dictamen –insisto– que nada tiene que ver con el primer dictamen que aprobó el pleno.

Me gustaría que esto se debata hasta el fin de la cuestión, porque de lo contrario no vamos a poder seguir trabajando correctamente como lo venimos haciendo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Romero.

SRA. ROMERO – Señor Presidente, yo quiero hacer una sugerencia para futuros debates, porque lo hemos estado pensando en la Comisión de Redacción y Revisión.

En mi opinión –creo que lo compartimos en la Comisión de Redacción y Revisión– aquellas supresiones de artículos y aquellos mantenimientos de los artículos tal cual están en la Constitución, no deberíamos volverlos a traer al plenario, sí deben ir a la Comisión de Redacción y Revisión a los efectos de que sean tenidos en cuenta el sostén del texto actual y la supresión de los artículos, al efecto del ordenamiento final que hace dicha Comisión. No tiene sentido ni que la supresiones de artículos, ni que el sostén de los artículos los estemos trayendo nuevamente al plenario.

Me parece que la Comisión de Redacción y Revisión tiene que traer al plenario los dictámenes sobre los que haya producido efectivamente un texto constitucional; y aquellas supresiones de artículos o sostén del actual texto de los artículos tienen que quedar en la Comisión de Redacción y Revisión hasta el texto final que sea remitido como dictamen final a este plenario, del texto completo de la nueva Constitución.

De esta forma vamos a evitar estas discusiones que son bizantinas e insustanciales, sobre un tema que ya hemos debatido en el plenario.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Marciano Martínez.

SR. ALASINO – Señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Cambiaron?

SR. ALASINO – Sí, cambiamos. Vamos a dejar sin efecto nuestra moción por los argumentos dados por los señores convencionales Márquez y Rogel y vamos a acompañar.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Reggiardo.

SR. REGGIARDO – En nuestro caso el Bloque de la Coalición Cívica también, porque realmente esto se trata de un tema técnico, en donde hubo unanimidad en la redacción, lo que no implica estar de acuerdo con el contenido. De manera que vamos a votar favorablemente el despacho de la Comisión; que no significa adherir a su contenido.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión. Los que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado y pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión para su ordenamiento final.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Acevedo Miño.

SR. ACEVEDO MIÑO – En cuanto a la propuesta de la señora convencional Romero, me parece que no hemos tomado una decisión en ese sentido, sobre que la Comisión de Redacción y Revisión no vuelva a traer al pleno la supresión o el mantenimiento de los artículos. Quería saber –que por Presidencia se me informara– cómo quedó la propuesta de la señora convencional Romero.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Creo que esto se tiene que tratar en la Comisión de Redacción y Revisión, no en el plenario, me parece.

Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – A ver si hay consenso. Concretamente la propuesta sería: que se debata y resuelva en la comisión; de no haber consenso en la Comisión de Redacción y Revisión donde están representados todos los bloques, traer la discusión al pleno nuevamente para saldar lo que no está resuelto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Hay una propuesta concreta del señor convencional Rogel, de que si no hay consenso en la Comisión de Redacción y Revisión, se traiga esa falta de consenso al plenario.

SR. ACEVEDO MIÑO – Perdón... ¿Sería en todos los casos o sólo en aquellos de supresión o mantenimiento de artículos?

SR. PRESIDENTE (Busti) – En caso de supresión o mantenimiento de artículos, señor convencional.

SR. ACEVEDO MIÑO – Perfecto, entendido. Gracias, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción formulada por el señor convencional Rogel. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

–La votación resulta afirmativa.
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ARTÍCULO 147. SIN MODIFICACIÓN

Texto Constitucional en la Sanción Nro. 17 de la Convención.

Consideración (Expte. Nro. 147)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 147– por el que se rechaza la modificación del Artículo 147 de la Constitución provincial, declarado pétreo por el Artículo 4º, inciso 13º, de la Ley Nro. 9.768 (Juicio por Jurado).
–El texto del dictamen de comisión es el siguiente:
Ref.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 147
Honorable Convención:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nro. 17 C.R.R. efectuada por ésa H. Convención, y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto.

“Rechazar el proyecto por considerar que comporta una modificación del artículo 147 de la Constitución Provincial declarado pétreo por el art. 4 inc. 13 de la Ley 9768.”

Sala de Comisiones, 22 de abril de 2008

KUNATH – BAEZ – BARRANDEGUY – CARLÍN – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – DE PAOLI – MONGE – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano) – ACEVEDO MIÑO.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Señor Presidente, en este caso, al igual que el anterior, se trata del rechazo de un proyecto que ha sido sostenido por la Comisión respectiva y también por el pleno, y la Comisión de Redacción y Revisión estimó conveniente sostener ese rechazo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión para su ordenamiento final.
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ARTÍCULO 126. SUPRESIÓN

Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

Consideración (Expte. Nro. 179)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, por unanimidad, en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 179– que suprime el Artículo 126 de la Constitución provincial.
–El texto del dictamen de comisión es el siguiente:
REF.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 179

Honorable Convención:

Vuestra Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral ha estudiado el proyecto obrante en el expediente número 179 que contiene la propuesta formulada por los señores convencionales Rubén Villaverde, Fabián Dulio Rogel, Silvina Cepeda; Juan Carlos Arralde, Luis Agustín Brasesco, Griselda Liliana De Paoli, Clidia Alba Allende de López, Raúl Darío Guy y Jorge Daniel Monge; y por las razones que se exponen en la fundamentación adjunta y/o la que en vuestro seno dará el miembro informante; aconseja prestar aprobación al siguiente proyecto de reforma a la Constitución.

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º): SUPRÍMESE el Art. 126 de la Constitución de Entre Ríos el que en su actual redacción expresa:

“El Gobernador y el Vicegobernador no podrán ausentarse de la Provincia sin permiso de la Legislatura hasta tres meses después de haber cesado en el ejercicio de sus funciones.”

Sala de Comisión, 11 de abril de 2008
CARLÍN – ROGEL – REGGIARDO – ALLENDE (José) – KUNATH – FEDERIK – ROMERO – BARRANDEGUY – MARTÍNEZ (Guillermo) – MONGE – ACHARTA – ACEVEDO MIÑO.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, se trata de un proyecto que tiene su origen en los señores convencionales de la Unión Cívica Radical, por el que propone suprimir el Artículo 126 de la Constitución de Entre Ríos, que en su actual redacción expresa que el Gobernador y el Vicegobernador no podrán ausentarse de la Provincia sin el permiso de la Legislatura hasta tres meses después de haber cesado en el ejercicio de sus funciones.

Obviamente, de la sola lectura del dispositivo constitucional se advierte que se trata de una norma que se vincula al antiguo “juicio de residencia” de la Edad Media, que todas las normas, a partir del Reglamento Orgánico de 1811 y sucesivas, lo han ido suprimiendo y que, con los avances de los criterios de enjuiciamiento, ha sido reemplazado por el juicio político.

En su trabajo sobre la Constitución de Entre Ríos, el ex convencional Medina, en la página 658, critica este dispositivo por estar en pugna con elementales libertades constitucionales. El “juicio de residencia” ha sido eliminado casi en la totalidad de las legislaciones, y digo “casi” porque solamente lo mantiene el Artículo 190 de la Constitución de Tierra del Fuego. Además, los Artículos 16 y 23, última parte, de la Constitución de la Provincia, que determinan que el funcionario que haya incumplido con sus obligaciones y que haya actuado irregularmente debe ser sometido a la justicia ordinaria, tornan francamente innecesario el mantenimiento de este dispositivo, razón por la cual la Comisión que me honro de presidir propone a este plenario la recepción del proyecto respectivo y la supresión del Artículo 126 de la Constitución vigente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Voy a ser muy breve, señor Presidente. 

Cuando se comenzaron a armar estos artículos, que se denominaron “de ordenamiento” y “formales”, en algunos casos, para adaptación de nuestro texto, quisimos hacer este aporte a los efectos de colaborar, y en este Artículo coincidimos plenamente los tres convencionales por el Bloque de la Unión Cívica Radical que integramos la Comisión, es decir, quien habla y los señores convencionales Arralde y Monge, pero además llevamos el espíritu de todo el bloque, ya que son proyectos que han sido firmados por todos nuestros señores convencionales.

Es así lo que ha manifestado claramente el señor Presidente de la Comisión acerca de lo que sostiene Medina. 

Ya había, en ese momento, dudas sobre el mantenimiento; y existiendo pleno Estado de derecho y todas las garantías, no tiene ninguna razón de ser mantener este artículo que obliga al Gobernador de la Provincia a permanecer por el término de tres meses en la provincia una vez finalizado el mandato.

Por estas razones, señor Presidente, y a efectos de no abundar sobre un tema que tuvo un importante debate en comisión, propiciamos la derogación de este artículo de la Constitución vigente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Marciano Martínez.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Adherimos al dictamen, señor Presidente, y simplemente quiero señalar que la obligación del Gobernador de permanecer en la provincia durante tres meses luego de la finalización del mandato, viene de los tiempos de la Colonia y era a los fines de la rendición de cuentas; es, por tanto, ajena al juicio político.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. De acuerdo con el Artículo 111º del Reglamento, la votación se hará por signo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ARTÍCULOS 121, 133 y 159. MODIFICACIÓN

Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
Consideración (Exptes. Nros. 160, 172, 206 y 357)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Sigue en orden de tratamiento el dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, emitido por unanimidad, en el proyecto de reforma –Exptes. Nros. 160, 172, 206 y 357 unificados– que modifica los Artículos 121, 133 y 159 de la Constitución vigente.
–El texto del dictamen de comisión es el siguiente:

REF.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 160, 172, 206 y 357
Honorable Convención:

Vuestra Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral ha estudiado los proyectos obrantes en los exptes. números 160, 172, 206 y 357 que contienen, respectivamente, las propuestas formuladas por los señores convencionales Rosario M. Romero, Miguel Augusto Carlín, Julio Federik, Sigrid Kunath, Guillermo Martínez, Fabián Dulio Rogel, Silvina Cepeda; Juan Carlos Arralde, Luis Agustín Brasesco, Griselda Liliana De Paoli, Clidia Alba Allende de López, Rubén Villaverde, Raúl Darío Guy y Jorge Daniel Monge y por las razones que se exponen en la fundamentación adjunta y/o la que en vuestro seno dará el miembro informante; aconseja prestar aprobación al siguiente proyecto de reforma a la Constitución.
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°): MODIFÍCASE el Art. 121 de la Constitución de la Provincia que quedará redactado de la siguiente forma:

El tratamiento oficial del gobernador y del vicegobernador será el de “Señor Gobernador” y “Señor Vicegobernador”.

Artículo 2°): MODIFÍCASE el Art. 133 de la Constitución de la Provincia que quedará redactado de la siguiente forma:

Los ministros tendrán el tratamiento oficial de “Señor Ministro” y gozarán por sus servicios de un sueldo establecido por la ley, que no podrá ser alterado durante el tiempo que desempeñen sus funciones
Artículo 3°): MODIFÍCASE el Art. 159 de la Constitución de la Provincia que quedará redactado de la siguiente forma:

Los magistrados y funcionarios judiciales tendrán el tratamiento oficial de “Señor”, antecediendo a la denominación del cargo que ocupa.

Sala de Comisión, 11 de abril de 2008

CARLÍN – ROGEL – REGGIARDO – ALLENDE (José) – KUNATH – FEDERIK – ROMERO – BARRANDEGUY – MARTÍNEZ (Guillermo) – MONGE – ACHARTA.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – A través de proyectos presentados por los convencionales del Bloque del Frente Justicialista para la Victoria y del de la Unión Cívica Radical se ha propiciado, señor Presidente, la modificación de los artículos de la Constitución de la Provincia en los que constan las fórmulas de tratamiento oficial para distintos mandatarios y funcionarios. En el Artículo 121, el título honorífico que se brinda al Gobernador y al Vicegobernador de la Provincia se reemplaza simplemente por las palabras “Señor Gobernador” y “Señor Vicegobernador”, respectivamente. Igual criterio de sigue en el Artículo 133 con los ministros, dándole el tratamiento oficial de “Señor Ministro”. Y en el Artículo 159, a los magistrados y funcionarios del Poder Judicial se les da simplemente el tratamiento de “Señor”.

Este parece ser un tema menor, pero no es tan así, si se advierte el rico debate que se produjo en la Convención de 1933, donde lamentablemente quedó en minoría la propuesta de los convencionales Sammartino, Aguirrezabala, Etchevehere, entre otros. Para no exponer palabras que ya se dijeron con claridad meridiana en aquellos debates, me voy a permitir la licencia de reproducir las expresiones del convencional Arturo Etchevehere, en las páginas 538 y 539 del Diario de Sesiones de la Convención de 1933: “... el tratamiento honorífico obligatorio es una fórmula propia de regímenes caducos. Una ley que lo sancione estaría en contra de su propia filiación democrática y en contra de su propio fin, porque la razón de existencia de una ley no puede ser nunca la de conferir dignidad, que es virtud exclusiva y recóndita de la personalidad humana y está fuera de la jurisdicción de toda norma escrita. No hay otra dignidad que la dignidad soberana del hombre, que tiene en sí misma el imperativo que la impulsa y el espíritu que la fortalece. El honor no se decreta, señores convencionales, y el prestigio no puede edificarse sobre un mandato legal. ¡El hombre no respeta lo que la ley ordena: respeta, simplemente, lo que es respetable!

“¿Cuál es la necesidad y cuál la eficacia, señor Presidente, de consagrar una fórmula legal de tratamiento a ciertos funcionarios? ¿Acaso un alto mandatario del pueblo se sentiría sinceramente honrado porque se le dijera «Excelencia», sabiendo de antemano que se lo dicen por obligación? ¿No sería, en cambio, legítima y verdadera su satisfacción si se le diera igual trato en forma espontánea y libre? 

“Los hombres y las instituciones de la democracia no han de necesitar de fórmulas deslumbrantes que cubran las apariencias. Tampoco la ley que debe expresar, en la forma más sobria, un contenido serio y trascendente tiene necesidad de esta hojarasca sin significado actual. El tiempo de la ficción ostentosa y de la pompa sin sentido se va, señor Presidente.”

Y culminaba, entre otros términos, diciendo Etchevehere: “Quede en el medioevo claudicante y en la vieja Europa, donde el discernimiento del título y la obligación del tratamiento –que involucraba honor, respeto, riqueza y privilegio–, estaban supeditados a la ciega casualidad del nacimiento.

“¡Quitemos, señores, de la ley fundamental de nuestro pueblo que es un pueblo fuerte y esperanzado que no vive de vacíos recuerdos, este pueril ornamento verbal, pregonero olvidado de supuestas especies sociales o políticas desconocidas en estas tierras de la ciudadanía pareja!”

Me pareció que nada más teníamos que agregar estas palabras, que lamentablemente en aquel momento constituyeron el voto de minoría. 

Por estas razones, señor Presidente, en nombre de la Comisión fundamento de esta manera el dictamen en consideración.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Hemos coincidido en que la fórmula que cabe utilizar para un tratamiento adecuado es solamente la de “señor” o “señora” y, en el caso de los miembros del Poder Judicial, con el cargo respectivo.

Quiero agregar a este debate, en honor a la verdad y a los hechos históricos que nos involucran a todos, que fue el gobierno radical de 1983 el que, haciéndose eco de todos los reclamos populares, suprimió mediante decreto algunos de estos tratamientos tal como va a quedar plasmado en el texto constitucional. No queremos con esto hacer ninguna mención partidista, sino solamente decir la verdad, fue en el gobierno radical del doctor Montiel, en el año 1983, y luego continuado por los sucesivos gobiernos que coincidían en el mismo espíritu. 

Para concluir –como ha hecho el convencional Carlín–, queremos leer algo de lo que escribieron los que hicieron la Patria, porque ellos sintetizan un pensamiento mucho más claro y preciso que nos ayuda, a la hora de resolver alguna cuestión, a saber cuál es el espíritu que inspiró a los convencionales a emitir este dictamen.

Buscando con la convencional De Paoli encontramos que aquel decreto de la Junta de supresión de honores, del 6 de diciembre de 1810, define con claridad nuestra posición respecto a este tema. Dice así: “La libertad de los pueblos no consiste en palabras ni debe existir en los papeles solamente. Si me considero igual a mis ciudadanos ¿por qué he de presentarme de un modo que les enseñe que son menos que yo? Mi superioridad sólo existe en el acto de ejercer la Magistratura que se me ha confiado. En las demás funciones de la sociedad, soy un ciudadano, sin derecho a otras consideraciones a las que merezcan mis virtudes”.

Dado en Buenos Aires en la Sala de la Junta 6 de diciembre de 1810.

Este concepto sintetiza seguramente en gran medida lo que fue el debate de la Convención, y lo que también en otro artículo ya derogado refiere a lo que pudieran ser algunos privilegios. Gracias, señor Presidente, señores convencionales y en ese sentido es que se ha puesto a consideración este despacho.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Marciano Martínez.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – En el Artículo 3° se establece que los magistrados y funcionarios judiciales tendrán el tratamiento oficial de “señor”, antecediendo a la denominación del cargo que ocupa. 

Como uno concurre diariamente a Tribunales, tiene que escribir y hablar con los miembros del Poder Judicial, al Juez de Instrucción o al Juez de Garantía en el futuro, o al juez Civil, ¿le voy a decir señor juez o señora jueza? Al camarista ¿le puedo decir señor camarista? y al miembro del Superior Tribunal de Justicia, ¿qué le voy a decir? …

SR. ROGEL – Señor miembro del Superior Tribunal de Justicia.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – ¡Ah!, señor miembro del Superior Tribunal de Justicia, claro. ¿O señor vocal? Porque en algunas provincias le dicen Ministro, señor Ministro, señor vocal. 

¿Pero dónde dice que si tiene que decir vocal? La Constitución tiene que ser autónoma, en algún lugar debe decir que al miembro del Superior Tribunal de Justicia se le va a designar con el nombre de “Vocal”.

Esta es una preocupación y quiero que la comisión manifieste algo con respecto al nombramiento del miembro del Superior Tribunal de Justicia. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, brevemente voy a intentar darle una explicación, como un ciudadano que no circula los pasillos de Tribunales y espero que al doctor Marciano Martínez, que circula desde hace muchos años dichos pasillos, pueda llegar a servirle. 

Cuando en el texto aprobado se hace referencia a la palabra “señor” antecediendo a la denominación del cargo que ocupa, es decir, a la designación de los magistrados, es claro, porque se refiere al cargo en el cual son designados. No creo que allí haya confusión.

Es cierto lo que dice en cuanto a que la Constitución no hace mención, pero está claro que las designaciones de los magistrados, cuando se realizan, tienen absoluta precisión del cargo, como por ejemplo: juez de Primera Instancia, vocal de Cámara, vocal del Superior Tribunal de Justicia, miembro del Superior Tribunal de Justicia o Presidente del Superior Tribunal de Justicia. Cuando son designados los magistrados –y podrán dar cuenta de ello personas que están aquí, que han trabajado por ejemplo recientemente en el Consejo de la Magistratura– la designación en cada uno de los ámbitos del Poder Judicial está absolutamente clara, por lo tanto, señor Presidente, intento dar una explicación a lo que razonablemente le preocupa, pero en lo que no hay duda, es en el cargo en el que cada uno de los magistrados es designado. Creo que eso corre por cuerda separada.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente: la Constitución no habla de cuál es la denominación, o el cargo, o el nombre específico, o el título de cada uno de los jueces, pero sí lo hace el Decreto Ley Nro. 6.902/82 ratificado por Ley Nro. 7.503 de la Provincia, en virtud de la cual señala en forma muy clara cuáles son las denominaciones que merecen los miembros del Superior Tribunal de Justicia, a los que llama vocales, cómo se llaman los miembros de Cámara, a los que también llama vocales y cómo se llaman los jueces, a los que también llama simplemente jueces.
Lo que nosotros le quitamos es la posibilidad que por una norma puedan establecerse títulos honoríficos que exceden el criterio republicano que tenemos que tener, de tal manera que no existe ningún error, y yo invito al convencional Martínez a que lea, siquiera ligeramente, la Ley Orgánica de Tribunales y va a encontrar respuestas a su interrogante. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Marciano Martínez.
SR. MARTÍNEZ (Marciano) – No, está bien. Yo no hablé de error. Yo pregunté y pedí una aclaración. La aclaración me parece que es buena. La voy a aceptar. En ningún momento hablé que el doctor Carlín cometa errores. Ha cometido algunos, pero ahora no.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Si ningún otro convencional va a hacer uso de la palabra, se va a votar en general el dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. Los que estén por la afirmativa, sírvanse expresarlo.
–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar en particular la modificación del Artículo 121 de la Constitución de la Provincia. Los que estén por la afirmativa, sírvanse expresarlo.
–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar en particular la modificación del Artículo 133 de la Constitución de la Provincia. Los que estén por la afirmativa, sírvanse expresarlo.
–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar en particular la modificación del Artículo 159 de la Constitución de la Provincia. Los que estén por la afirmativa, sírvanse expresarlo.
–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ARTÍCULO 81, INCISO 17. MODIFICACIÓN

Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
Consideración (Expte. Nro. 174)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, por unanimidad, en el proyecto de Reforma –Expte. Nro. 174– por el que se modifica el Artículo 81, inciso 17, de la Constitución provincial.
–El texto del dictamen de comisión es el siguiente:
REF.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 174
Honorable Convención:

Vuestra Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral ha estudiado el proyecto obrante en el expediente número 174 que contiene la propuesta formulada por los señores convencionales Fabián Dulio Rogel, Silvina Cepeda; Juan Carlos Arralde, Luis Agustín Brasesco, Griselda Liliana De Paoli, Clidia Alba Allende de López, Rubén Villaverde, Raúl Darío Guy y Jorge Daniel Monge; y por las razones que se exponen en la fundamentación adjunta y/o la que en vuestro seno dará el miembro informante; aconseja prestar aprobación al siguiente proyecto de reforma a la Constitución.
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: MODIFÍCASE el artículo 81 inc. 17 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Conceder amnistías por infracciones establecidas en sus leyes”

Sala de Comisión, 11 de abril de 2008

CARLÍN – ROGEL – REGGIARDO – ALLENDE (José) – KUNATH – FEDERIK – ROMERO – BARRANDEGUY – MARTÍNEZ (Guillermo) – MONGE – ACHARTA – ACEVEDO MIÑO.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración. 

Tiene la palabra el señor convencional Carlín.
SR. CARLÍN – Señor Presidente, en este dictamen de comisión se propone la modificación del Artículo 81, inciso 17, de la Constitución, que establece la posibilidad de acordar amnistía por el delito de sedición en la provincia.
Hete aquí, señor Presidente, que el delito de sedición está previsto en el Artículo 229º del Código Penal Argentino que reprime con prisión de uno a seis años “a los que sin rebelarse contra el Gobierno nacional, armaren una provincia contra otra, se alzaren en armas para cambiar la Constitución local, deponer alguno de los poderes públicos de una provincia o territorio federal, arrancarle alguna medida o concesión, o impedir, –aunque sea temporalmente–, el libre ejercicio de sus facultades legales, o su formación o renovación en los términos y formas establecidos en la ley”.
Este ilícito de sedición está dentro del Titulo X, que abarca a los delitos contra los poderes públicos y el orden constitucional, en el Código Penal Argentino. Y es indudable que una norma de este tipo, emparentada con el motín, que tiene en el Artículo 232º una excusa absolutoria en los Artículos 233º y 234º otras atenuaciones,  un agravante en el Artículo 235º, etcétera, son normas del Código Penal Argentino y que, por lo tanto, son sólo susceptibles de una eventual amnistías, si procediere, dictada por el Congreso, en los términos del Artículo 75, inciso 20, de la Constitución Nacional que emana de la soberanía que ejerce el Estado central. Mal podría, entonces, la provincia conceder amnistía por este tipo de delitos.
La concesión que se autoriza, sólo por infracciones establecidas en sus leyes, aparece sí aceptable porque se trataría simplemente de que la Legislatura concediera amnistía por infracciones o por faltas o contravenciones legisladas por las leyes provinciales sin una intromisión inadecuada en normas nacionales como el Código Penal Argentino.
Por tal motivo es que la Comisión, en forma unánime, ha despachado este proyecto que ha sido presentado por los convencionales del bloque de la Unión Cívica Radical dejando el texto del Artículo 81, inciso 17, en conceder amnistía por infracciones establecidas en sus leyes.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, hacemos nuestra la exposición que ha hecho el Presidente de la comisión y a nosotros nos ha parecido que la supresión de la palabra “delito de sedición” por la de “infracción establecida en sus leyes”, de alguna manera cerró el debate, mucho más importante –inclusive– que la proposición. De todas maneras el texto que habíamos propuesto era absolutamente similar, nos avenimos como corresponde al debate que fue enriquecido por todos los bloques; y por lo tanto no tenemos más que agradecer el enriquecimiento que se ha hecho y la aprobación que seguramente van a hacer los señores convencionales, haciendo nuestra la exposición que ha hecho el Presidente de la comisión respectiva.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no hace uso de la palabra, se va a votar por signos, de acuerdo al Artículo 111º del Reglamento.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ARTÍCULO 134. MODIFICACIÓN
ARTÍCULO 135. INCISOS 5º, 20º y 24º. SUPRESIÓN
Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
Consideración (Exptes. Nros. 167 y 384)
SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, por unanimidad, en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 167-384–, por el que se modifica el Artículo 134 de la Constitución Provincial.

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente:

REF.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 167 y 384
Honorable Convención:

Vuestra Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral ha estudiado los proyectos obrantes en los expedientes números 167 y 384 que contienen, respectivamente, las propuestas formuladas por los señores convencionales José Allende, Fabián Dulio Rogel, Silvina Cepeda; Juan Carlos Arralde, Luis Agustín Brasesco, Griselda Liliana De Paoli, Clidia Alba Allende de López, Rubén Villaverde, Raúl Darío Guy y Jorge Daniel Monge y, por las razones que se exponen en la fundamentación adjunta y/o la que en vuestro seno dará el miembro informante; aconseja prestar aprobación al siguiente dictamen parcial del proyecto de reforma a la Constitución.

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º): MODIFÍCASE el artículo 134 el que quedará redactado de la siguiente forma:

“El gobernador es el Jefe del Estado”
Sala de Comisión, 11 de abril de 2008

CARLÍN – ROGEL – REGGIARDO – ALLENDE (José) – KUNATH – FEDERIK – ROMERO – BARRANDEGUY – MARTÍNEZ (Guillermo) – ARRALDE – ACHARTA – ACEVEDO MIÑO.
REF.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 167 y 384
Honorable Convención:

Vuestra Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral ha estudiado los proyectos obrantes en los expedientes números 167 y 384 que contienen, respectivamente, las propuestas formuladas por los señores convencionales José Allende, Fabián Dulio Rogel, Silvina Cepeda; Juan Carlos Arralde, Luis Agustín Brasesco, Griselda Liliana De Paoli, Clidia Alba Allende de López, Rubén Villaverde, Raúl Darío Guy y Jorge Daniel Monge y, por las razones que se exponen en la fundamentación adjunta y/o la que en vuestro seno dará el miembro informante; aconseja prestar aprobación al siguiente proyecto de reforma a la Constitución.

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º): SUPRÍMASE los incisos 5, 20 y 24 del artículo 135 de la Constitución Provincial.
Sala de Comisión, 17 de abril de 2008

CARLÍN – REGGIARDO – KUNATH – FEDERIK – ROMERO – BARRANDEGUY – MARTÍNEZ (Guillermo) – ARRALDE – ACHARTA.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Si bien este despacho se vincula con el Artículo 134 de la Constitución de la Provincia, me voy a permitir la licencia de informarlo conjuntamente con el otro despacho que se refiere a la supresión de los incisos: 5º, 20º y 24º del Artículo 135 también de la Constitución actual, porque están ligados de una manera no escindible. 
En efecto, señor Presidente, el Artículo 134, confiere al Gobernador de la Provincia el título de Jefe del Estado provincial, y le agrega: “Comandante en Jefe de las Milicias de la Provincia”. Esta norma se vincula al ejercicio del poder de mando de aquellas milicias que han sido reemplazadas por el ejército nacional, tanto más se torna innecesario la indicación de comandante en jefe de las milicias, cuando el Artículo 135, inciso 25º y siguiente, señalan de manera muy clara, que el Gobernador es quien tiene a su mando a la Policía de la provincia.

Y los incisos 5º, 20º y 24º se relacionan también, por otro lado, con aquellos de las milicias provinciales que nosotros ya suprimimos a través de la derogación del Artículo 13 de la Constitución y del inciso 18º del Artículo 81 que se vinculaba a las potestades de la Legislatura de la Provincia para aprobar justamente los actos del Poder Ejecutivo, que en este momento estamos trayendo a consideración del plenario su supresión. De tal manera que en un mismo contexto y con las mismas razones que se dieron en este plenario para propiciar la expurgación del Artículo 13; la abrogación del inciso 18º del Artículo 81, es que ahora traemos la supresión de aquellos artículos vinculados al ejercicio por parte del Poder Ejecutivo, según los incisos 5º, 20º y 24º, de esa comandancia de las milicias provinciales y obviamente el título del Artículo 134 que convertía al Gobernador de la provincia, en titular de ese ejercicio de mando.
Por otro lado, hay que recordar, señor Presidente, que el Artículo 75, inciso 27º de la Carta Magna nacional, establece que es función del Congreso el mantener la regulación del ejército nacional y el carácter como Ejército de la República, no de las provincias, se ratifica en los incisos 13º y 14º del Artículo 99 que ponen en cabeza del Presidente de la Nación, el comando en jefe de los ejércitos nacionales.

Por otra parte, como contrapartida o como una ratificación de este carácter nacional, el Artículo 126 de la Constitución de la Nación prohíbe a las Provincias levantar ejércitos salvo en los casos excepcionales de invasión exterior o de un peligro tan inminente que no admita dilación. De tal manera que la regla, señor Presidente, es la abolición de los ejércitos provinciales y de ahí que las normas que los regulaban en forma de milicia resulten manifiestamente obsoletas, por ello la comisión ha recogido favorablemente la propuesta de la derogación de esta norma.

Por estas breves consideraciones, señor Presidente, propiciamos la aprobación del dictamen que se ha traído a este plenario.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, solamente restaría hacer una enunciación un poco más particular, puesto que en los fundamentos por escrito que el Bloque de la Unión Cívica Radical acercó sobre el Artículo 135, referido a las milicias, está contenido inclusive un trabajo que nuestro cuerpo de asesores hizo durante diciembre y enero para enriquecer con fundamentos de carácter histórico cómo se fue dando la organización nacional, para que este artículo de la movilización de las milicias no tuviera ya razón de ser, y modestamente invito a los convencionales a que lo lean –Fundamentos Expte. Nro. 167–.

Para no extenderme, es así que deben ser tratados los dictámenes en los proyectos de reforma, expedientes números 167 y 384.

–Ocupa la Presidencia la Vicepresidenta, señora convencional Romero.

SR. ROGEL – Particularmente, cuando se trató el proyecto identificado como expediente 167, el convencional Alasino hizo algunos aportes importantes sobre las  caracterizaciones históricas que había tenido la Provincia en cuanto de dónde venía la conceptualización de Jefe de Estado y cómo lo tomó la Constitución nacional; y nosotros concluimos en este dictamen que la expresión:”El Gobernador es el Jefe del Estado”, sintetizaba lo que nosotros habíamos querido expresar, cual era la atribución más completa que le correspondía a un Gobernador de Provincia y: “El Gobernador es el Jefe del Estado” fue la frase que todos avenimos para la firma de este despacho.

En lo que hace al dictamen en el proyecto identificado como expediente número 384, referido a los incisos 5º, 20º y 24º del Artículo 135, solamente quisiera agregar a lo dicho por el Presidente de la Comisión, que cuando hablamos del inciso 5º, específicamente se refiere –por eso hizo alusión el presidente de la comisión– al inciso 18º del Artículo 81, que ya fue derogado; que el inciso 20º se refiere a la designación de la Guardia Nacional, que también era menester suprimir; lo mismo que del inciso 24º del Artículo 135 correspondería su derogación, puesto que se refería nuevamente a la movilización de las milicias. Esto va a provocar un ordenamiento y una actualización general de los artículos que ya hemos modificado.

Sinceramente, más allá de esto, que es el punto número 7 de los dictámenes de comisión (Expte. Nro. 384), referido a los incisos 5º, 20º y 24º del Artículo 135, que provocan un ordenamiento a los artículos ya suprimidos respecto de la movilización de las milicias o la designación de la Guardia Nacional, saludo, en lo referido al Artículo 134, haber arribado entre todos a la fórmula que de alguna manera también responde a una tradición que nos viene de la época sana, importante e histórica de los caudillos, donde el Gobernador es el Jefe de los Estados. De alguna manera mantiene un texto que nos da una prominencia frente a los demás Estados provinciales, respecto del tratamiento, la importancia, la jefatura de quien ejerce la primera magistratura en la Provincia.
SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra el señor convencional Marciano Martínez.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Pido disculpas a la Convención, pero quiero hacer una mera referencia a las milicias provinciales, que ya no existen, que fueron destruidas por el Remington, la ametralladora americana y el cañón Krupp, por los ejércitos de la provincia Buenos Aires, cuando López Jordán los enfrentó.
Las milicias provinciales fueron la expresión de la autonomía de Entre Ríos. Nacieron en el año 1848, se caracterizaron por su desplazamiento muy rápido, hacían alrededor de 30 leguas por día, lo que llamó la atención al General Paz. Cruzaban los ríos a nado, dado que sus jinetes eran muy buenos nadadores, manejaban armas blancas, la lanza, las boleadoras, el facón y los oficiales el sable. Elegían a sus oficiales hasta el grado de coronel, se reunían por territorios, y armaban los ejércitos de inmediato.

Tuvieron una actitud bélica muy importante. Cruzaron el Río Uruguay en dos horas, derrotaron a Oribe. Luego cruzaron por Punta Gorda para ir a Buenos Aires y derrotaron a Rosas. Después tuvieron que enfrentar durante muchos años a los porteños, a la provincia de Buenos Aires.

López Jordán, al frente del pueblo de Concepción del Uruguay, impidió que las tropas de Buenos Aires tomaran a la provincia de Entre Ríos e impidieran la Convención Nacional del año 1853. Si no hubiera sido por las milicias provinciales, no hubiésemos tenido la Constitución en 1853.

Después acompañaron a Urquiza en Cepeda; pero en Pavón, cuando Urquiza decide no pelearlos a los porteños, se enojan con su caudillo, eso demuestra la autonomía que tenían las milicias. No era una tropa que se llevara atrás de su jefe, era gente de la provincia, que pensaba.

–Ocupa la Presidencia el titular del Cuerpo, señor convencional Busti.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Por eso, cuando Urquiza convoca a las milicias provinciales para ir a pelear contra el Paraguay, en dos oportunidades se sublevan en contra del jefe, eso demuestra que era gente pensante, que tenían ideales. Contra los porteños sí, contra los brasileños sí; pero contra los paraguayos no.
Después de la muerte de Urquiza, viene la designación de López Jordán como gobernador por parte de la Legislatura, viene la intervención armada del Poder Ejecutivo Nacional y viene la destrucción de las milicias provinciales. Fue un verdadero holocausto.

Beatriz Bosch, autora e historiadora que se ha dedicado a analizar la vida de Urquiza, no tuvo ningún inconveniente en decir que la mayor parte de las milicias provinciales fueron muertas en el campo de batalla con las armas modernas que había comprado el Gobierno nacional. Muchos de ellos se fueron, se exiliaron en la República Oriental del Uruguay y en Brasil, y los prisioneros fueron llevados atados para pelear contra los indios en el sur de la provincia de Buenos Aires. Ahí terminó nuestra milicia provincial.

Quiero tener este recuerdo, porque muchas familias criollas de Entre Ríos venimos y descendemos de aquellos hombres que hace muchos años pelearon por la Patria y por la organización constitucional de Argentina.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si ningún otro señor convencional hace uso de la palabra, se va a votar el despacho de la Comisión Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, por el cual se modifica el Artículo 134 de la Constitución provincial. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar el dictamen de la Comisión Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, por el cual se suprimen los Incisos 5º, 20º y 24º del Artículo 135 de la Constitución provincial. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Quedan sancionados. Pasan a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. PROHIBICIÓN DESIGNACIÓN DE FAMILIARES

Dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
Consideración (Expte. Nro. 246 y 508)
SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, por unanimidad, en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 246-508– que prohíbe el nombramiento de familiares en la Administración Pública.

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente:

REF.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 246 y 508
Honorable Convención:

Vuestra Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular ha estudiado los proyectos obrantes en los expedientes número 246 y número 508 que contiene la propuesta formulada por los señores convencionales Martín Acevedo Miño y Zabala y otros, respectivamente; y por los fundamentos que expondrá en el Plenario el Sr. Presidente y por mayoría; aconseja prestar aprobación al siguiente proyecto de reforma a la Constitución.
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

“Hasta tanto se sancione la ley que establezca y determine los cargos políticos sin estabilidad que pueden ser designados sin concurso, los funcionarios de los organismos, reparticiones públicas de la Provincia y sus municipios que gozan de la facultad de nombramiento de personal, no podrán ejercer dicha facultad en su entidad respecto de sus familiares comprendidos en el tercer grado de consanguinidad o de afinidad, en ningún empleo público permanente.”

Sala de Comisión, 03 de abril de 2008

BARRANDEGUY – DE PAOLI – SALOMÓN – SCHOENFELD – PÉREZ – ROGEL – ALLENDE (Clidia) – HAIEK – PESUTO – ACEVEDO MIÑO.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el señor convencional Barrandeguy.

SR. BARRANDEGUY – Señor Presidente, Honorable Convención: la génesis del presente proyecto es clara, no obstante lo cual y habida cuenta de la cantidad y variedad de asuntos tratados en la sesión de la fecha, se me impone una brevísima aclaración.

El 15 de abril, Honorable Convención, se aprobó en este recinto un dictamen –que lleva el Nro. 4– de la comisión que me honro en presidir, que establecía –lo sintetizo– la obligación terminante y categórica de dar el alta a los empleados públicos de la Provincia de Entre Ríos previo concurso público, y que proscribía –y quiero en esto ser cuidadoso, porque motivó innumerables intervenciones coincidentes, alguna de ellas, como la de la señora convencional Celeste Pérez en este recinto– cualquier forma de discriminación.

Este artículo, para regocijo de todos los que integramos la comisión, que lo suscribimos por unanimidad, y de quienes pudieron enterarse de las escasas noticias con que la prensa entrerriana se ocupó del asunto, quedó –como decía– sancionado el 15 de abril. Pero la celebración de esta circunstancia, simplemente debe servir, yo diría, de disparador, señor Presidente, para comprender las razones que quedaron sancionadas en el despacho número 4 de la Comisión Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, que estamos considerando.

Ocurrió que los proyectos tramitados en los expedientes 246, del señor convencional Acevedo Miño y 508, del señor convencional Zabala, que expuso el señor convencional Schvartzman en la pertinente reunión de la comisión, planteaban reglamentar con mucho detenimiento aquel tramo posterior a la sanción de esta Convención y previo a la ley que debía reglamentar a este nuevo Artículo 12 que habíamos sancionado. Estos proyectos –decía– proponían reglamentar el alta de los empleados públicos proscribiendo la designación de parientes –aquello que se conoce como nepotismo–, lo que fue debidamente desarrollado en la reunión de comisión.

Este Artículo 12 –a mí me correspondió la responsabilidad de defenderlo en el pleno–, con el propósito de permitir a las autoridades elegidas gobernar con cierta libertad y con cierta comodidad, da la posibilidad de designar sin las formalidades del concurso a todos aquellos funcionarios de índole política y sin estabilidad, que se irían cuando quien los designó terminara su mandato. El esquema es: concurso riguroso para el ingreso a la Administración en forma estable y designaciones sin concurso en todos aquellos cargos que la ley –nosotros hablábamos de Ley de Ministerio, pero en definitiva se trata de una ley especial dictada al efecto–, le autorizaba al Poder Ejecutivo a designar.

El señor Presidente de la Convención intervino activamente en aquella discusión, tanto es así que, más allá de que –como informé en este recinto– se utilizaron expresiones, giros e ideas de todos los proyectos, la estructura de la norma correspondió a la del proyecto de reforma registrado con el número de expediente 270, presentado por el señor Presidente de la Convención.

Los proyectos contenidos en los expedientes números 246 y 508 nos ponían en la necesidad de considerar lo que a varios de los integrantes de la Comisión de Nuevos Derechos. Formas de Participación Popular les parecía innecesario: legislar –como yo decía– para un tramo verdaderamente corto, porque sancionada la ley que reglamentara el Artículo 12, no aparecía ninguna necesidad de complementarlo de otro modo.

Voy a recurrir a las constancias en las actas de la sesión de nuestra comisión, porque a veces una serie de circunstancias y episodios que enriquecen el debate y desarrollan los alcances y la verdadera significación de los consensos alcanzados se pierden para quienes no han asistido a la Comisión o no han tenido la suerte de que después algún medio los captara con prolijidad. Decía que su intervención, señor Presidente, diluyó algunas de las diferencias que allí se estaban planteando, porque propuso que esto se estableciera como una suerte de cláusula transitoria, lo que permitió alcanzar el consenso en este dictamen que, por unanimidad, hemos emitido los miembros de la comisión.

En verdad, no lo destacaría si lo hubiera visto reflejado al día siguiente en los medios de comunicación masiva de la provincia o de la ciudad, pero no fue así; por eso, debo destacar que en su intervención el señor Presidente de la Convención señaló que en las numerosas oportunidades en que la soberanía popular lo eligió primer mandatario, tanto del Gobierno provincial como del Gobierno municipal de Concordia, o lo ungió con la representatividad en el Congreso de la Nación como diputado o como senador, solamente había designado a un solo familiar, y habló de su hija, cuestión de la que nos ocupamos que quedara constancia en el acta.

Esto lo digo, señor Presidente, porque en verdad esta cuestión del nepotismo habitualmente se lleva y se trae con escasa responsabilidad e incluso en algunos casos con intenciones subalternas produciendo descrédito en las instituciones. No se trata ni puede tratarse, en ningún momento, de habilitar los abusos con que algunos gobiernos decadentes incurren en la designación de familiares al frente de cargos significativos en la lista de funcionarios. No se trata de eso, se trata nada más ni nada menos que de la verdad.

Celebramos el acuerdo al que arribamos en la comisión –para decirlo con toda claridad y para que el día en que esto necesite ser interpretado no exista ninguna duda– en cuanto a que se deja fuera a aquellos funcionarios políticos que durante este tramo de falta de vigencia de la ley reglamentaria podrían designarse.
Para terminar, voy a leer el texto que proponemos para interesar la aprobación: “Hasta tanto se sancione la ley que determine los cargos políticos sin estabilidad que pueden ser designados sin concurso, los funcionarios de los organismos y reparticiones públicas de la Provincia y sus municipios que gozan de las facultades de nombramiento de personal, no podrán ejercer dicha facultad en su entidad respecto de sus familiares comprendido en el tercer grado de consanguinidad o de afinidad en ningún empleo público permanente.”

Esto es lo que quería decir y dejo interesada formalmente la aprobación de este texto por el pleno de la Convención.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Acevedo Miño.

SR. ACEVEDO MIÑO – Quiero manifestar mi complacencia por el acuerdo arribado en la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías tal como lo expusiera el convencional Barrandeguy. Como autor de uno de los proyectos que sobre esta temática se trataron, quiero decir que este artículo sirve para complementar el Artículo 12 al que ya hiciéramos referencia en su momento y que instauraba en la provincia de Entre Ríos la meritocracia, es decir, el acceso al cargo público por mérito comprobado a través de concurso.
Esto viene a concretar el anhelo expresado en el Artículo 12 y, por otra parte, a reforzar también un concepto que no debe escapársenos y que es aquel que expresa el Artículo 16 de la Constitución de la Nación cuando habla de las prerrogativas de la sangre y del nacimiento.
En este sentido los entrerrianos sabrán a partir de este momento que, hasta tanto se sancione la ley que establezca los concursos para el acceso a la Administración Pública, todos los ciudadanos se encuentran en pie de igualdad, sin que esto signifique darle a algunos privilegios que no se conceden a otros.

Celebro que hayamos podido acordar un texto entre todos los bloques y nuevamente manifiesto mi complacencia por el refuerzo al Artículo 12 que aprobamos en la sesión anterior.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Allende.

SRA. ALLENDE (Clidia) – El Bloque de la Unión Cívica Radical adhiere a esta norma que se sanciona y también intervino en este rico debate que se dio en la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, en la cual este bloque presentó proyectos con respecto al derecho de todo ciudadano a acceder a la Administración Pública.

Creemos desde este bloque, que debe quedar expresado que todo ciudadano para acceder a la Administración Pública lo debe hacer a través del concurso igual que para el caso del ascenso. Esto demostraba que no va a haber ningún tipo de privilegio para acceder a la Administración Pública.

Pero de acuerdo al debate que se dio en la comisión, con esta cláusula transitoria que hoy estamos aprobando, queda bien claro que todo funcionario político que llega, ya sea tanto a la Administración Pública o a los municipios, se vaya junto con el Poder Ejecutivo que lo puso en sus funciones. Queda bien claro que la Unión Cívica Radical está de acuerdo con esta cláusula transitoria, y también invitamos a todas las instituciones tanto estatales como privadas a que lean y apliquen esta nueva norma.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Schvartzman.
SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente: le cedo la palabra al convencional Zabala que es el autor del proyecto original.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Zabala

SR. ZABALA – Señor Presidente: nuestro bloque también va a adherir al dictamen de la Comisión. Personalmente creía que debía haber tenido un poco más de profundidad, porque la inclusión de familiares en la estructura de gobierno es considerada en general como uno de los vicios políticos más usuales. Si bien en la provincia de Entre Ríos no hemos tenido gobiernos decadentes –como bien lo expresaba el Presidente de la comisión– no estamos exentos de que podamos llegar a tenerlo en el futuro y por eso mi preocupación que quede establecido así en la Constitución.

También intereso a futuro para que se tenga en cuenta lo importante que sería la incompatibilidad de nombrar en los organismos de control y en el Consejo de la Magistratura a familiares de quienes están ejerciendo las funciones de gobierno.

De cualquier manera adelanto nuestra aprobación al dictamen de la Presidencia de la Comisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos…

SR. ROGEL – Señor Presidente: respecto de una aclaración que recién mencionó claramente la convencional Clidia Allende, quiero saber si corresponde o no hacer mención en el texto, en el sentido de que se trata de una cláusula transitoria. Es una cuestión formal –ya lo manifestó la convencional a Clidia Allende– pero como en el texto no está, tendríamos que hacer mención como cláusula transitoria.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Lo hacemos, entonces como cláusula transitoria se va a votar el dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ARTÍCULO 22. MODIFICACIÓN

Dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías y Formas de Participación Popular.
Consideración (Exptes. Nros. 177, 270, 308 y 387)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, por unanimidad, en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 177, 270, 308 y 387– que modifican el Artículo 22 de la Constitución provincial. 

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente.
REF.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 177, 270, 308 y 387
Vuestra Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de participación Popular ha estudiado los proyectos obrantes en los expedientes número 177 del señor convencional Rogel y otros, número 270 del señor convencional Busti, número 308 de la señora convencional Pérez y 387 del señor convencional Allende; y por los fundamentos que expondrá en el Plenario el Sr. Presidente y por unanimidad aconseja prestar aprobación al siguiente proyecto de reforma a la Constitución.
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Modificar el artículo 22 de la constitución Provincial que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 22: “No podrán ser empleados, funcionarios ni legisladores los deudores de la Provincia, que ejecutados legalmente no hayan pagado sus deudas y los inhabilitados por sentencia”.

Sala de Comisión.03 de abril de 2008
BARRANDEGUY – DE PAOLI – SALOMÓN – SCHOENFELD – PÉREZ – ROGEL – ALLENDE (Clidia) – HAIEK – PESUTO – ACEVEDO MIÑO.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el señor convencional Barrandeguy.

SR. BARRANDEGUY – Señor Presidente, por la comisión va a informar el señor convencional Federik.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Federik.

SR. FEDERIK – Señor Presidente: cuando leíamos nuestra Constitución, nos encontrábamos con el Artículo 22 y la cláusula que decía que no podían ser empleados, funcionarios ni legisladores de la Provincia los afectados por incapacidad física o mental, recibíamos un golpe en la frente. No podíamos entender cómo y por qué dentro de nuestra Constitución nos encontrábamos con una limitación que establecía una clara discriminación a aquellas personas que tenían este tipo de incapacidad. 

Obviamente, esta situación mereció que de una manera clara quedara habilitada la ley que abre la posibilidad de la reforma y, por otra parte, la presentación de varios proyectos de reforma referidos a este punto, entre ellos el expediente 177 del señor convencional Rogel; el 270, del señor Presidente de esta Convención; el 308 de la señora convencional Pérez y el 387 del señor convencional Allende. Todos ellos se alzaron ante esta imposibilidad expresa que estaba estableciendo nuestra Constitución provincial.
Entonces, esto motivó también, con el tratamiento conjunto de estos despachos, de estos proyectos de despachos, una ardua discusión, donde no solamente se revisó porqué no debíamos dejar que en nuestra Constitución  quedara esta frase, quedara esta prohibición a los que tienen incapacidad física o mental. Es más, señor Presidente, cuando discutimos las causales por el juicio político, señalamos expresamente que la incapacidad física o la incapacidad que sobreviniera a quien estuviese a cargo del Poder Ejecutivo, o quien estuviese como miembro del Superior Tribunal, ese tipo de incapacidad debía ser una incapacidad que tuviera una efectiva contradicción con el cargo y con las funciones que debía cumplir.
Entonces, no quedó ninguna duda de que esto lo teníamos que sacar de la Constitución, pero también dijimos “¿cómo puede ser que los Constituyentes del 33 hayan colocado una  norma en este sentido?”. Y ahí vino un enriquecedor debate donde participó el convencional Rogel y trajo una razón que nos pareció sumamente plausible cuando revisó la discusión sobre el punto. Es que la interpretación que en aquel tiempo se daba a la incapacidad física o mental estaba en un plano realmente tuitivo, en un plano en el que evidentemente no podían estar dentro de la categoría de empleados, funcionarios y legisladores.
No fue ni es el mismo sentido que se tiene hoy día respecto de las incapacidades. Es una forma diferente. Lo que también nos trae a la reflexión cómo y porqué, muchas veces, la interpretación exegética de los textos constitucionales o de los textos legales o, en definitiva, de cualquiera de los textos normativos no siempre, no siempre nos traen la interpretación correcta. La interpretación que le dio el Convencional del 33 a esta parte “afectados por incapacidad física o mental” era tuitiva, era diferente a la que hoy le damos. Hoy decimos “bueno, no, no puede ser por tal razón y estamos discriminando”, en aquel momento tenía otra razón que fue expresamente fruto del debate en el que –señalo– participó tanto el convencional Rogel como el convencional Barrandeguy.
Hoy todos estamos de acuerdo en que este texto no debía estar dentro del Artículo 22 de nuestra Constitución provincial y estamos proponiendo que sea retirado.
Otra cuestión se plantea con este Artículo, señor Presidente. La otra cuestión tiene que ver con la habilitación de la ley que nos permite realizar esta reforma, que tiene, seguro, una interpretación restrictiva, acá choca con la legislación nacional. La legislación nacional ha eliminado los quebrados fraudulentos. Ya no existen los quebrados fraudulentos dentro de la legislación comercial pertinente. Entonces, ¿cómo podíamos dejar nosotros esta categoría dentro del Artículo 22º? Era absolutamente imposible. Por ahí queda algún rezago en alguna legislación penal, pero totalmente fuera por el reenvío que el derecho penal necesariamente debe hacerle al derecho comercial, porque es ahí donde está establecido. Entonces prima este criterio, que si una categoría desaparece del ámbito del ordenamiento jurídico no podíamos dejarla acá como un rezago. Precisamente por esa razón, el texto que propone nuestra comisión es que: “No podrán ser empleados, funcionarios, ni legisladores, los deudores de la Provincia, que ejecutados legalmente, no hayan pagado sus deudas", ahí queda perfectamente la letra pétrea del Artículo 22.
Por supuesto que dice: aquellos que ejecutados legalmente no hayan pagado sus deudas y también queda la inhabilitación, es decir, aquellos que hayan sido inhabilitados por sentencia, ésta es letra pétrea de nuestra Constitución; y está muy bien que quede lo de inhabilitado por sentencia, pero no cabe ninguna duda que se trata de una inhabilitación especial y tampoco que se trata de una sentencia firme.
Por eso, el texto que se ha propuesto y que respeta claramente la ley de convocatoria es el que voy a leer, señor Presidente: “No podrán ser empleados, funcionarios, ni legisladores los deudores de la provincia que ejecutados legalmente no hayan pagado sus deudas y los inhabilitados por sentencia.” Este texto es la primera parte del Artículo 22 en vigencia. ¿Qué es lo que se quita? Los quebrados fraudulentos que desaparecieron del ámbito del ordenamiento jurídico argentino, y los afectados por incapacidad física o mental, por esas razones que señalé precedentemente. Es todo, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Brasesco.

SR. BRASESCO – Señor Presidente, señores convencionales, indudablemente frente a muchos comentarios que se hicieron, cuando recién se hablaba de la reforma de la Constitución, se habló en forma inexacta y equívoca sobre los afectos de incapacidad física y mental vedados por la Constitución del 33 al entrar a un empleo público.

Y acá es necesario hacer una pequeña explicación. Constitución del año 1933. Vigencia plena de constitucionalismo social. Constitución del año 1949 de la provincia de Entre Ríos. Vigencia plena del resurgimiento vigoroso del derecho del trabajador, derecho del peón, derecho del anciano, del niño, negociaciones colectivas de trabajo; ley de asociaciones profesionales. ¿Qué es lo que pasa? Pasa una cosa sencilla; tanto en el proceso de constitucionalismo social como en el proceso de la vigorización del insipiente derecho laboral, este problema no estaba tratado por el derecho del trabajo; estaba tratado por la seguridad social, por la necesidad de que el incapacitado tuviera la asistencia médica, la asistencia psicológica, de rehabilitarlo en todo caso, es decir, era el cuidado, como lo dije cuando tratamos el ingreso a la administración pública, había una mezcla de calidad, de justicia, de bondad en la rehabilitación de un hombre. Pero todavía no se hablaba de que el discapacitado o el hombre que tenía una capacidad especial, podía entrar a trabajar, se lo tenía en el terreno de la necesidad de curarlo, protegerlo, darle todos los servicios necesarios para llegar a su posible rehabilitación.

Por eso la Constitución de 1949 también consagra este mismo artículo con punto y coma, idéntico al del 33. Recién las Naciones Unidas, la Organización Internacional del Trabajo están trabajando profundamente en todo este problema que significa el acceso al trabajo de los discapacitados, o de los que tienen capacidades especiales. Y lo están haciendo con distintos instrumentos, distintas disposiciones y distintos planteamientos.

Por eso, tal como lo dijo el convencional Federik en su informe como Presidente de la comisión, a lo cual adhiero, es necesario tratar esto con mucho cuidado.

Hoy estamos en el avance de los que tienen capacidades especiales y que tienen que entrar a trabajar; y sobre el particular hay proyectos en esta Convención a los efectos de crear las condiciones necesarias y los cupos correspondientes para ello.

Por eso, señor Presidente, es necesario que este hecho justiciero, sea justiciero por la evolución del derecho, por la evolución de la capacidad del hombre para evitar todas las diferenciaciones y las discriminaciones. Pero también debo decir que tanto los constituyentes del 33 como del 49 no hicieron esas normas no porque estuvieran apegados a hechos negativos, a hechos discriminatorios, sino, muy por el contrario, para proteger la vida del hombre y tratar de enaltecerlo.

He querido hacer esta pequeña referencia, señor Presidente, para enaltecer el pensamiento tanto de los hombres del 33 como del 49. Aquellos fueron hombres que en vigencia de la eclosión del problema socio–laboral y del derecho laboral en sí, tanto individual como colectivo, consagraron esta norma, pero la consagraron en ese momento en beneficio del hombre y no de una discriminación.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Señor Presidente, solamente quería aclarar que la categoría de quebrados fraudulentos, igual que la de quebrados culpables, todavía existe en el Código Penal. Lo que se derogó con la reforma al régimen concursal por Ley Nro. 24.522 en agosto del 95, es lo que se conocía como calificación de conducta en sede comercial o no penal. Justamente la fundamentación de la derogación en sede no penal de la calificación de conducta como quebrado fraudulento o quebrado culpable, se debió a esta coexistencia de un doble análisis de la conducta del deudor fallido.

Me parece más adecuado establecer que la eliminación de la referencia a “quebrado fraudulento” en la enunciación del Artículo 22 se debe exclusivamente a que esa situación queda incluida o abarcada cuando en el Artículo 22 que se propone aprobar con el texto que tenemos a la vista. La figura del quebrado fraudulento queda incluida dentro de la inhabilitación, teniendo en cuenta que los delitos contemplados en los Artículos 176º, 177º, 178º, 179º y 180º del Código Penal, que están vigentes, prevén aparte de la pena privativa de la libertad, justamente, la inhabilitación por sentencia..

Por lo tanto, los quebrados fraudulentos no quedan excluidos del ingreso a la Administración Pública, sino que quedan subsumidos en los inhabilitados por sentencia.

Con todo el respeto del mundo me permito esta aclaración, teniendo en cuenta mis 14 años de docente de Derecho Concursal.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Si la Presidencia me autoriza, antes de mi intervención, para corroborar si hemos entendido bien le quiero preguntar a la convencional Pasqualini –porque nosotros hemos tenido algún intercambio de palabras con el Presidente de la comisión– si ella, en definitiva, comparte la supresión de los quebrados fraudulentos no rehabilitados, digamos, más allá de que hemos comprendido de qué manera quedan incorporados.
Si ella lo comparte, esa sería la primer pregunta que quisiera hacer, antes de hacer una aclaración respecto de este Artículo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Sí, señor convencional. Quedan subsumidos en la figura de inhabilitados por sentencia. Incluso en ese supuesto, no solamente quedarían incluidos los quebrados fraudulentos, sino cualquiera que fuera la razón que ha llevado a la quiebra. En la antigua legislación concursal –diríamos– abarcaría todos los supuestos.

Teniendo en cuenta el régimen concursal actual, donde no hay una calificación o una valoración en la conducta del deudor, sino que directamente se lo inhabilita automáticamente por el solo hecho de estar declarado en quiebra.

SR. ROGEL – Le aclaro que…

SR. PRESIDENTE (Busti) – Le pediría que me deje manejar la sesión, señor convencional Rogel, pida la palabra. Estoy dando la palabra yo.

Tiene la palabra el señor convencional Barrandeguy y después usted.

SR. ROGEL – Ah, creí que al hacerle la pregunta, después yo tenía el uso de la palabra. Por eso la hice señor Presidente, no era para faltarle el respeto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Convencional Barrandeguy, ¿le cede el uso de la palabra?

SR. BARRANDEGUY – No tengo inconveniente, señor Presidente, el Presidente de bloque es un amigo.

SR. ROGEL – Muchas gracias, señores Presidentes, de comisión y de Convención.

La Unión Cívica Radical cuando presentó el proyecto, lo presentó vinculado específicamente a esto que con generosidad se ha referido el señor convencional Federik, por algunas malas interpretaciones y con el solo hecho de la derogación de lo que era la incapacidad física y mental.
Cuando nosotros estuvimos mirando la redacción definitiva del despacho vimos que apareció en el mismo la supresión de los quebrados fraudulentos no rehabilitados, por eso pedimos la aclaración sobre la base de qué conceptos –por eso nos parecía atinada también la exposición de la señora convencional Pasqualini, para que quedara claro–, qué se entendía y cómo quedaba resumido el concepto de los quebrados fraudulentos no rehabilitados.

¿Por qué señor Presidente? Porque si hay algo que nos hemos propuesto entre todos los convencionales fue respetar, como corresponde, la Ley Nro. 9.768. Y esta ley, expresamente en el Artículo 22, que habla de los requisitos para el acceso a la Administración Pública, refiere a la incapacidad física o mental. ¿Me entiende, señor Presidente? Nosotros queríamos que, al menos en el recinto, quedara claro que esto no era una modificación, más allá de lo que nos habilitaba la Ley Nro. 9.768, señor Presidente, sino, en todo caso, si se sigue compartiendo el concepto de que esta supresión de los “quebrados fraudulentos no rehabilitados” es a los efectos de comprender la anulación de los textos jurídicos, que ya no los contemplan.
Si es así, la Unión Cívica Radical quería hacer esta aclaración, como ya lo hemos aclarado con el Presidente de la Convención, que no estamos violentando el Artículo 1º de la Ley Nro. 9.768, bajo ningún punto de vista.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor Presidente de la comisión, convencional Barrandeguy.

SR. BARRANDEGUY – Seré muy breve, porque me parece que el miembro informante de la Comisión nos dejó un panorama absolutamente completo de los fundamentos y alcances de esta reforma.
En primer lugar, la reforma que estamos proponiendo observa pulcramente las limitaciones de la ley de convocatoria, fíjese que dice: “No podrán ser empleados, funcionarios, ni legisladores, los deudores de la Provincia, que ejecutados legalmente, no hayan pagado sus deudas” y “los inhabilitados por sentencia”, cuando el criterio hubiera sido agregarle “por sentencia firme”, según hemos considerado al tratar una cantidad de instituciones similares. Nadie le agregó absolutamente nada, porque se lo estimó pétreo.

El punto es que –lo dijo bien el señor convencional Federik– el Artículo 22 considera originariamente: los inhabilitados como consecuencia de una condena penal y los quebrados fraudulentos no rehabilitados como consecuencia de una sentencia mercantil, o civil y comercial para aquellos lugares donde los fueros están integrados.

Mucho antes de hace 14 años, cuando la señora convencional Pasqualini comenzó a dar sus clases de Derecho Comercial y concretamente de Quiebras, me estoy refiriendo en verdad a un tiempo anterior al año 1980, la Nación tenía una Ley de Quiebras que establecía lo que se llamaba el “incidente de verificación de conducta del fallido”. Allí, con independencia del fallimento y de la realización del patrimonio común de los acreedores, se verificaba si existían o no existían conductas que requerían del juez este tipo de calificación.
Esto fue suprimido por la ley comercial, la Ley Nro. 19.551 y la Ley Nro. 24.522 que posteriormente la reformó. Esto no existe más. Lo que existe hoy es el derecho penal, que en su Código establece formas de castigar los delitos cometidos en el ámbito de los concursos y las quiebras, y los efectos de la sentencia judicial que son, en este caso, inhabilitantes y están comprendidos en la primera parte del Artículo 22. En la segunda, como no existen más los quebrados fraudulentos, lo explicó muy bien el doctor Federik, cumpliendo la directiva que la Constitución nacional le indica a los gobiernos provinciales en el Artículo 31, cuando dice: “Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada Provincia están obligadas a conformarse a ellas, no obstante cualquiera disposición en contrario que contengan las leyes o constitucionales provinciales...”, hemos  propuesto suprimir dicho párrafo.
Cumpliendo esta directiva, que con buen criterio aquí estamos sosteniendo después de un debate que no fue tampoco extremadamente complejo, la Comisión decidió auspiciar el texto que estamos proponiendo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.
SRA. PASQUALINI – En verdad, no tengo ánimo de controvertir sino de aclarar la situación.
En el Artículo 234º de la Ley Nro. 24.522, mantenido por las sucesivas reformas posteriores a agosto de 1995, se prevé la inhabilitación conocida como “inhabilitación comercial” para el deudor fallido, y en el caso de sociedades fallidas, para quienes ejerzan la administración de éstas por el plazo de un año, sin tener en consideración si la quiebra fue o es culpable, fraudulenta o casual, por el hecho y circunstancia de que –como bien dijo el doctor Barrandeguy– este incidente de calificación de conducta fue derogado por la Ley Nro. 24.522.

Me parece que en el concepto “inhabilitado por sentencia” queda igualmente incluido, entonces, el deudor declarado en quiebra en esa situación o el administrador societario. También queda incluido dentro de la definición de inhabilitado por sentencia que se sugiere como proyecto a aprobar, el inhabilitado por sentencia civil, podríamos llamarlo, por ejemplo, al del Artículo 152º bis del Código Civil, cuando se ordena no ya la declaración de insania, sino en su caso la inhabilitación con la designación de curador asistente por parte del juez que así lo declare, a los pródigos, toxicómanos consuetudinarios y las figuras que están enunciadas desde el año 1968 en el Código Civil.

Si la intención del proyecto es que queden solamente inhabilitados no ingresantes a la administración, a los inhabilitados por sentencia penal, me parece que entonces debería ser motivo de esa aclaración.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.
SR. SCHVARTZMAN – Desde el Bloque Coalición Cívica–Partido Socialista, nosotros hemos respaldado en el ámbito de la Comisión esta iniciativa, en el entendimiento de que como bien fue expresado en los distintos fundamentos, hay una cuestión de época en la formulación original de este Artículo, cuestión de época que esta Convención tenía la obligación de actualizar.

Nosotros entendemos también que toda Constitución es una totalidad, es una compleja y abarcativa obra de diseño de las relaciones sociales de la comunidad sobre la que pretende regir, que si está dividida en artículos y en capítulos, es exclusivamente por una cuestión de ordenamiento, de posibilitar su abordaje; pero, en realidad, las imbricaciones entre cada uno de los artículos y de las partes que la componen necesitan tener una coherencia; pero el caso de este artículo que nos convoca al debate no amerita –lo digo con absoluto respeto– tamaño debate, tamaña discusión.

Entendemos que hay coincidencia plena en los convencionales de los distintos bloques acerca de que nuestro texto constitucional no puede incluir elementos discriminatorios, más allá de las explicaciones que se dieron sobre el origen de esta cláusula. A primera vista podría parecer incoherente que no se haya optado en este artículo por una formulación que incluyera la objeción que sí se realizó al tratar –por ejemplo– las causales de juicio político: la incapacidad física o mental sobreviniente o que inhabilite a determinada función.
Pero como acá nos estamos refiriendo a un requisito para la universalidad de los posibles aspirantes al empleo en la Provincia, a la candidatura a algunos de los cargos electivos o, incluso, al nombramiento de los funcionarios, lo correcto, lo coherente, lo pertinente era que se eliminara esa expresión que, a todas luces, tiene poco que ver con las aspiraciones de igualdad de los ciudadanos que consagran nuestras Constituciones nacional y provincial y la filosofía humanista a la que creo adscribimos absolutamente todos los integrantes de este Cuerpo.

De manera que, más allá de los debates de filosofía jurídica, entiendo que hay un consenso unánime en la necesidad de dar actualidad a este artículo, con la modificación que correctamente –a nuestro juicio, por eso la hemos respaldado– ha dictaminado la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y han fundamentado con tanto detalle primero el convencional Federik y luego el Presidente de la Comisión, convencional Barrandeguy.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Monge.

SR. MONGE – Cuando me agregaron a la lista de oradores, señor Presidente, no había hecho uso de la palabra la convencional Pasqualini, y yo quería traer a colación el Artículo 152 bis del Código Civil argentino. No obstante que lo introdujera la convencional preopinante, creo que debemos dejar sentada la posición de nuestro bloque en el sentido que no interpretamos que el texto del Artículo 22, cuando se refiere a los inhabilitados por sentencia, no puede incluir en modo alguno a los inhabilitados por sentencia civil a través del Artículo 152 bis del Código de esa rama del derecho privado.

Compartimos el espíritu de lo dicho por el miembro informante de la Comisión. Si comparamos el texto histórico de 1933 con la legislación nacional, vemos que aquí se ha dado un caso inverso al que planteaban los señores convencionales Federik y Barrandeguy, porque a posteriori de la inclusión de la expresión “los inhabilitados por sentencia” en el texto del Artículo 22, en el año 1968 vino a sancionarse, mediante la Ley Nro. 17.711, la importante reforma del Código Civil con los inhabilitados del Artículo 152 bis.

Queremos que quede bien claro y será importante que el Presidente de la Comisión haga la aclaración para que no existan dudas el día de mañana cuando se realice una interpretación que entendemos que debe ser dinámica y no exegética. En esa interpretación dinámica del Artículo 22, cuando se refiere a los inhabilitados por sentencia, entendemos que es a modo de una sanción al inhabilitado y no en el caso de los inhabilitados del 152 bis donde la misma –que también se da por sentencia judicial– tiene un carácter tuitivo.
No nos parece razonable teniendo en cuenta el trabajo de esta comisión y los textos que se han venido aprobando que, por ejemplo, los débiles mentales, los ebrios consuetudinarios y los pródigos puedan estar excluidos de ser empleados de la provincia de Entre Ríos. Por ahí puede ser para el caso de los seniles, pero los débiles mentales, los ebrios consuetudinarios y los pródigos entendemos que no deben quedar atrapados por la norma del Artículo 22. Como no integro la comisión de Nuevos Derechos y Garantías, solicito que las autoridades de la misma hagan referencia a este tema para que cuando se realice la interpretación no suceda que estemos sancionando veladamente, de contrabando, inconscientemente, una discriminación que, supuestamente, queremos eliminar.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor Presidente de la comisión, convencional Federik.

SR. FEDERIK – Nosotros tuvimos que trabajar en un artículo cuyo marco y contenido principal es pétreo. Es decir que acá no teníamos ninguna posibilidad de hacer la aclaración de que los inhabilitados por sentencia eran inhabilitados penalmente por sentencia. Pero surgía claro de la consideración del artículo cuando la inhabilitación comercial estaba en la otra frase, es decir, los quebrados fraudulentos. Me parecen atinadas, consecuentes con el texto constitucional, las palabras que acabamos de escuchar del convencional Monge.
Advierta, señor Presidente, que esta expresión de los quebrados fraudulentos que en definitiva era la cuestión, si teníamos que dejarlos o no, está expresión –digo–desaparece del ámbito del derecho comercial, queda en un resabio, en una letra muerta del Código Penal. ¿Y por qué digo que es letra muerta? Porque jamás se podría aplicar hoy una pena basándose en un quebrado fraudulento que no existe en el plano del derecho comercial, es una letra absolutamente muerta que debería eliminarse en la próxima reforma del Código Penal como ha sucedido en los sucesivos proyectos de reforma del Código Penal –que no han llegado a ser ley de la Nación Argentina– de donde ya se los sacó; por lo tanto, no podíamos dejarlos nosotros.

Por eso digo que no estamos infringiendo la ley de convocatoria, ¿por qué? Porque es algo que no está más; lo que queda es un resabio en el Código Penal que es letra muerta y que no tiene ningún tipo de operatividad. Y esa otra interpretación, que permitiría colocar acá, sobre quiénes no pueden ser empleados, funcionarios ni legisladores, aquellas personas que han sido inhabilitados por una sentencia civil, me parece que no cabe en la más mínima interpretación –no digo exegética– histórica, en la interpretación sistemática, en la interpretación declarativa, en la interpretación finalista que debe tener el Artículo 22 de nuestra Constitución.

No colocamos ni siquiera lo de sentencia firme, no sólo no podíamos poner sentencia penal porque estamos con una norma pétrea. Entonces qué fue lo que hicimos, sacamos lo que estaba muerto dentro del ordenamiento jurídico, que eran los quebrados fraudulentos no rehabilitados y aquellos vinculados a los afectados por incapacidad física o mental.
Con esto, señor Presidente, creo que queda perfectamente aclarada la posición de nuestra Comisión y de nuestro despacho.

SRA. PASQUALINI – Solicito una aclaración al miembro informante, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Vamos a seguir aclarando?

SRA. PASQUALINI – No, señor Presidente. Entiendo perfectamente cuáles son los fundamentos para que el inhabilitado civil no quede incluido en la prohibición del Artículo 22, pero al final, lo que no me queda claro es si el inhabilitado comercial, que continúa existiendo en la figura de la inhabilitación comercial, está o no está incluido en la prohibición que contiene el Artículo 22.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Federik para contestar.
SR. FEDERIK – Señor Presidente, ni aún cuando hubiésemos dejado los quebrados fraudulentos se hubiese podido hacer una analogía in malan partem en contra del inhabilitado comercial, por lo que hubiera sido una barbaridad desde el punto de vista jurídico, así que no cabe ninguna duda de qué es lo que queda dentro de la Constitución.

SR. ROGEL – Una moción, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Otra aclaración?

SR ROGEL – Solicito la palabra para formular una moción.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Rogel.

SR. ROGEL – En honor al trabajo que se ha hecho –lo que creo que habla de la responsabilidad, porque todos terminamos de ver el despacho y las firmas que contienen los despachos de las cuales como corresponde, nos hacemos cargo– habiendo otra instancia que puede ser la Comisión de Revisión y Redacción, cualquier último detalle que pudiera merecer otra interpretación, quedaría absolutamente saldado.

Por lo tanto, señor Presidente, habiendo firmado el despacho, con las aclaraciones que se han hecho respecto de la Ley Nro. 9.768 y con las aclaraciones que se han resuelto, si hay asentimiento de los señores convencionales de todos los bloques, debería pasarse a la votación, sabiendo siempre que a buen resguardo queda una instancia que todos nosotros hemos resuelto por unanimidad en el Reglamento, que es la posibilidad de revisión si es que hubiera alguna duda sobre lo que estamos votando.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Reggiardo.

SR. REGGIARDO – Coincido con lo que dice el convencional preopinante en cuanto a que en última instancia la Comisión de Redacción y Revisión podrá pulir el texto para ordenar las inquietudes planteadas.

Pero quería decir algo más. También para la Comisión de Redacción y Revisión, respecto del último punto, que se refiere a los afectados por incapacidad física o mental, porque estoy totalmente de acuerdo en la supresión de la norma porque es de carácter discriminatoria, me queda la duda de que si no ponemos nada, en forma similar a lo que pusimos en materia de juicio político, pueda quedar de alguna manera habilitado algún discrecionalismo de admisión, aunque no diga nada la Constitución. 

¿Qué pasa con algún incapacitado que no pueda desempeñar todas las tareas pero sí algunas? Entonces creo que debería ser como lo pusimos para el juicio político, “incapacidad física o mental que impida el ejercicio del cargo, o función, o tarea”, porque puede haber muchos incapacitados para alguna tarea pero no para todas de la Administración Pública y que, desde ya, deben ser habilitados. Mi duda es si al no poner nada, sino queda ningún parámetro constitucional orientador de lo que luego va a ser el régimen de concursos para acceder a la Administración Pública, pueda llegarse a un fin no querido por todos nosotros que es justamente eliminar toda barrera discriminatoria.

Por lo tanto, lo dejo a consideración de la Comisión de Redacción y Revisión si no cabe por ahí alguna expresión o alguna directiva constitucional de incapacidad que le impida el ejercicio de la tarea o función, de lo contrario esta totalmente habilitado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tomando las sugerencias para que en la Comisión de Redacción y Revisión se hagan las observaciones que han expuesto los señores convencionales, se va a votar el dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular por el cual se modifica el Artículo 22 de la Constitución provincial.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ARTÍCULO 37. INCORPORACIÓN NUEVO PÁRRAFO
Dictamen de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.
Consideración (Exptes. Nros. 394, 425, 675, 781, 810 y 835)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, por unanimidad, en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 394, 425, 675, 781, 810 y 835– que incorporan un texto al Artículo 37 de la Constitución provincial.

–El texto del dictamen de comisión es el siguiente:
REF.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 394, 425, 675, 781, 810 y 835

Honorable Convención:

Vuestra Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable ha estudiado los proyectos obrantes en el expediente 394 que contiene la propuesta formulada por los señores convencionales Salomón Jorge, Gastaldi Laura y Motta Héctor; el expediente 425 que contiene la propuesta de Cepeda Silvina y Rogel Fabián; el expediente 675 que contiene la propuesta de Busti Jorge Pedro; el expediente 781 que contiene la propuesta de Reggiardo Santiago y Díaz Carlos Claro; 810 que contiene la propuesta de Alasino Augusto y Pasqualini Flavia; y el expediente 835 que contiene la propuesta de Márquez Luis, Schoenfeld Zulema y Heyde Mario; y por las razones que expondrá el miembro informante; aconseja prestar aprobación al siguiente proyecto de reforma a la Constitución.
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorporar al artículo 37 de nuestra Constitución Provincial el siguiente texto:

El estado promoverá las condiciones esenciales para la diversificación, industrialización y participación equitativa en toda la cadena de valor de la producción, posibilitando el incremento de su rendimiento de manera sustentable. Especialmente resguardará al pequeño y mediano productor, y garantizará su participación en el marco del Consejo Económico y Social.

Procurará para la población rural el acceso a la propiedad de la tierra y promoverá su defensa.
Sala de Comisiones, 22 de abril de 2008

MÁRQUEZ – ALLENDE (Clidia) – PASQUALINI – MOTTA –SALOMÓN – DÍAZ (Gustavo) – MARTÍNEZ (Guillermo) – GASTALDI – CALZA – SCHOENFELD – BRASESCO – CEPEDA – HAIEK – DE LA CRUZ DE ZABAL – ACEVEDO MIÑO.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.
Tiene la palabra el convencional Márquez.
SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, hemos llegado, sin lugar a dudas, en un dictamen que ha sido fruto del consenso y de una unificación de distintos proyectos que apuntaban básicamente a la defensa del pequeño y mediano productor entrerriano.
La unificación de estos expedientes es: el número 394, que contiene la propuesta formulada por los señores convencionales Jorge Salomón, Laura Gastaldi y Héctor Motta; el expediente 425, que contiene la propuesta formulada por los convencionales Silvina Cepeda y Fabián Rogel; el expediente 675, que contiene la propuesta del doctor Jorge Busti; el expediente 781, que contiene la propuesta formulada por los convencionales Santiago Reggiardo y Carlos Díaz; el expediente 810, que contiene la propuesta de los convencionales Augusto Alasino y Flavia Pasqualini; y el expediente 835, que contiene la propuesta de quien habla, de Zulema Schoenfeld y de Mario Heyde.
Se trabajó arduamente en un despacho que pretendía comprender cual había sido la visión que había tenido el Constituyente en el año 33 que, sin lugar a dudas, fue una visión extraordinariamente sorprendente porque después lo vemos sancionado en otra constitución al régimen económico, al régimen del trabajo. En esta ocasión nos vamos a referir al régimen económico. También cuando se analizó no solamente la coincidencia sino la convicción de que figure expresamente la defensa del pequeño y mediano productor entrerriano. No solamente este análisis sino lo que es considerado núcleo pétreo en esta sección de la Constitución provincial.
También se incorporaron conceptos que hacen a esta nueva época que nos toca transcurrir a los entrerrianos, que aparecían en todos y cada uno de los expedientes que anteriormente cité, y que si bien había un común acuerdo, había que tratar de incorporarlo teniendo en cuenta –insisto– lo que era pétreo. Y, en este marco, nos ofrece una limitación muy especial cuando se incorpora algo nuevo para comprender aquella época y esta nueva época, se hace una incorporación al texto constitucional.
Tal vez la debemos situar en el debate del 33, cuando los constituyentes sentían o sostenían la necesidad de generar lo que nosotros denominamos la agroindustria, de generar riqueza arraigando industrias transformadoras de la producción, las llamaban industrias madres como dice el Artículo 37º, pero básicamente agropecuaria y también está contemplada la organización comercial, dos aspectos que los entrerrianos hemos venido hablando mucho, principalmente las agroindustrias, que vemos como nuestros productos primarios salen de nuestra provincia, muchas veces, con un valor agregado que desearíamos todos los entrerrianos fuese mucho mayor que el que eventualmente está saliendo.
Pero también la Constitución de 1933 hace un planteo a la organización comercial que, obviamente después de setenta y cuatro años, ha cambiado y mucho en cuanto a los sistemas de comercialización, y principalmente, los mercados nuevos que hoy la provincia de Entre Ríos tiene y que no había en aquella época.
De ahí esta necesidad de analizar en qué contexto se aprobó o se incorporó este régimen económico y del trabajo que estamos analizando. Se hablaba mucho del productor, pero básicamente se hablaba del productor agrícola y del productor ganadero, y hoy también estamos reconociendo, incluso en cada uno de los textos de reforma constitucional está planteada la diversificación de la producción. Máxime cuando se habla hoy de un monocultivo como es el de la soja, que todos vemos la necesidad de que se diversifique porque un monocultivo genera algunas cuestiones no deseadas como, por ejemplo, la pérdida de fertilidad de nuestros recursos como el recurso de la tierra que es un deber del Estado el conservarlo, más allá del dominio privado que pueda tener o no.
Desde el 33 a la fecha –insisto– se ha diversificado esta producción y, obviamente, lo que se apunta a hacer es defender a todos los pequeños y medianos productores, no solamente a aquel agricultor o a aquel ganadero de la época, sino que hoy tenemos los apicultores; tenemos los pescadores que apareció hace doce o quince años, porque aparece un mercado nuevo, el mercado del sábalo internacional y que naturalmente aparece el pescador como un productor de río, y que es un recurso nuestro, de los entrerrianos, con la característica de un recurso genuino como la Constitución Nacional dice, en función del Artículo 124, del dominio originario de nuestro recurso.

También tenemos la realidad de los arroceros, tenemos la realidad de los citricultores, tenemos realidades nuevas como la producción de arándanos, y este nuevo boom de la soja, que obviamente en el 33, como lo dijo en alguna ocasión el convencional Motta, nadie se hubiera imaginado  que iba a aparecer este cultivo que iba a revolucionar realmente el mundo.

Insisto, fueron visionarios los constituyentes del 33 respecto de la incorporación de este régimen económico; en la incorporación también de la defensa de la producción como objeto de defensa y sujeto del Estado, que tiene el deber de defenderla, acá también el Estado como sujeto va a defender a los pequeños y medianos productores. Conceptos tales como la promoción de la inmigración, la colonización, la construcción de ferrocarriles, canales y otros medios de comunicación y de transportes; la implantación y explotación de industrias o empresas que interesen al bien público; la construcción y mejoramiento progresivo de los caminos. Sin lugar a dudas, estos convencionales fueron muy sabios en incorporar estos conceptos que luego podemos evidenciar en otras reformas constitucionales que también son incorporados.

Desde aquella época hasta ahora el Estado cumplió, seguramente mucho no le falta al Estado cumplir aquel pensamiento del 33. Pero se avanzó en algo que los entrerrianos muchas veces nos sentimos orgullosos de serlo y que es por la distribución demográfica de nuestra provincia dada la cantidad de pueblos y ciudades que tiene. Como decía el convencional Brasesco en el tratamiento en nuestra Comisión  cada 35 o 40 kilómetros siempre hay un pueblo o una ciudad en el ámbito provincial, y esta es una característica que realmente nos diferencia del resto de las provincias argentinas, y que el constituyente del 33 lo quería conservar.
El Estado mucho ha hecho porque ha creado escuelas en zonas rurales, en zonas de islas, ha desarrollado muchos caminos los que se denominan de la producción. Sin duda que faltan muchos, como centros de salud, pero no importaba muchas veces la cantidad de pobladores sino tratar de que el Estado estuviera presente en los servicios mínimos indispensables. La llegada de la luz eléctrica al campo; las comunicaciones, la nueva era de las comunicaciones, han cambiado mucho la situación del pequeño y mediano productor, también la informática.
Pensar que hace veinte años atrás la telefonía celular en casi todo el ámbito provincial era un sueño; hoy está presente. Pero sin lugar a dudas esta globalización que apareció en esta nueva época que nos toca vivir, toda la modernización que hubo y que hay en todo lo que significa innovación tecnológica, ha favorecido muchas veces a la economía de escala en detrimento de nuestros pequeños y medianos productores.
Por eso hoy los convencionales hemos coincidido en tratar de proteger a los pequeños y medianos productores en el sentido de que es seguramente el eslabón más perjudicado de todo esto; y sabemos que si el pequeño y mediano productor desaparece de nuestro sector rural entrerriano, seguramente ese pequeño productor –como lo manifestó en su proyecto el doctor Busti– como pasó en la década del 60, 70 y 80 muchos productores del campo pasaron a las grandes urbes como Buenos Aires, Rosario, y también se produjo un éxodo hacia la capital provincial Paraná, hacia Concordia, buscando tal vez, los habitantes rurales, satisfacer sus necesidades básicas porque Entre Ríos está dentro de un contexto nacional. Es una provincia que está integrada al régimen federal y muchas veces las decisiones de los gobiernos nacionales inciden en el desarrollo, en el arraigo y desarraigo de nuestro pequeño y mediano productor.

La necesidad es clara, es defender al pequeño y mediano productor frente a aquel gran productor que seguramente trabaja con un acceso a la tecnología, a la informática y al mercado de capitales, muy diferente al que tienen los pequeños y medianos; y esto hace que los pequeños y medianos dejen de ser productores para, en muchos casos, pasar a ser simplemente rentistas, arrendando sus pequeñas extensiones de tierra porque, naturalmente, no pueden hacer frente a lo que impone hoy el desarrollo tecnológico, y su posibilidad de rendimiento es muy escasa y probablemente si apuesta al trabajo y a la producción pierde; entonces pasa de la cultura del trabajo a la cultura de la renta y está muy cerca de pasar de la cultura de la rente a vender su propiedad.

De manera que esta necesidad ha surgido y, sin lugar a dudas, el debate que se dio en la coyuntura de este reclamo del sector agropecuario tampoco estuvo ausente en nuestra comisión y lo discutimos. Pero más que todo, esta discusión actual nos sirvió, no para quedarnos pensando en la coyuntura, sino en qué nos ocurrió a los entrerrianos desde 1933 al 2008 y, preferentemente, pensar dónde tenemos que buscar una norma que garantice que estos pequeños y medianos productores, desde el 2008 hasta los próximos 50 años, sigan produciendo en sus lugares de origen, que sigan viviendo arraigados a su tierra. Porque, sin duda, estamos mejorando la calidad de vida, no solamente de ellos, sino del conjunto de la sociedad entrerriana en tanto y en cuanto se van a seguir sintiendo satisfechos y, de alguna manera, realizados, en su propia tierra y no tener que emprender un éxodo muchas veces no deseado.

El articulado que se propone como una incorporación a posteriori del Artículo 37 de la Constitución Provincial y que la Comisión de Redacción y Revisión definirá si va a ser un párrafo más del Artículo 37 o probablemente un Artículo nuevo, concretamente dice que: “El Estado promoverá las condiciones esenciales para la diversificación, industrialización y participación equitativa en toda la cadena de valor de la producción, posibilitando el incremento de su rendimiento de manera sustentable. Especialmente resguardará al pequeño y mediano productor y garantizará su participación en el marco del Consejo Económico y Social. Procurará para la población rural el acceso a la propiedad de la tierra y promoverá su defensa.”

Como bien se plantea acá, el articulado responde a conceptos de la época, insisto, cuando se habla de diversificación; fue muy claro también el convencional Busti cuando hizo la defensa de su proyecto dando a conocer cómo varió la producción en los últimos años, especialmente en las exportaciones entrerrianas y en la incidencia de los productos primarios en las exportaciones, en la exportación de productos manufacturados agroindustriales e industriales, en la cantidad de empresas que exportaban antes y las que exportan ahora, en la cantidad de pequeñas y medianas empresas que exportaban antes y ahora.

Si bien todo estos análisis fueron importantes, como en el 33 se buscaba defender la industria madre, hoy tratamos de defender a la producción en toda la cadena de valor y que el Estado esté presente en toda la cadena de valor, porque sabemos que esta cadena se corta muchas veces porque no es rentable y se deja de producir o se deja de trabajar o de desarrollar un producto que probablemente para otros sectores de esa cadena de valor son muy importantes.

De manera que este concepto de cadena de valor que se incorpora es un concepto moderno, como también lo es la participación equitativa en cuanto a los rendimientos. Cuando vamos al diccionario de la Real Academia Española y buscamos el término “equidad”, dice que es la disposición del ánimo que mueve a dar a cada uno lo que merece. Y esto es lo que vulgarmente muchas veces escuchamos cuando los productores dicen: “Mi producción no vale nada pero cuando la van a vender en un mostrador cuesta cuatro o cinco veces más”.

Evidentemente hay que defender en toda esa cadena de valor, repartir con equidad el producto de su trabajo, porque seguramente cuando se analizan esos contenidos vemos que muchas veces hay pícaros que están en esa cadena de valor que dejan mucho para su ganancia en detrimento de quien la produce.

También es moderno el concepto de diversificación, que es convertir en múltiple y diverso lo que era uniforme y único; y hoy esto se hace muy valioso en cuanto a que tenemos el caso de la soja, que a todo el mundo preocupa, y como el señor convencional Motta planteó en su alocución la necesidad de cultivos alternativos frente a la soja para salir de este modelo, que sin lugar a dudas va a agotar nuestros campos entrerrianos, por eso también está la incorporación de la palabra “sustentable”, cuando hablamos de que se posibilitará el incremento de su rendimiento de manera sustentable; esto básicamente busca una visión sumamente importante, no solamente hay que pensar que el rendimiento tiene que subir o tener más producción sin importarnos las generaciones futuras. Y acá está este concepto que sin lugar a dudas guarda gran relevancia en esta instancia.

Por supuesto que va a ser labor de las sucesivas composiciones de la Legislatura definir qué es el pequeño y mediano productor. Si vemos distintos organismos naciones, distintas reparticiones de índole nacional y provincial, la categorización que se hace no puede ser única. Acá, en la provincia de Entre Ríos debemos tener en cuenta que tenemos diferentes regiones, diferentes producciones, diferentes pequeños y medianos productores. Hoy está categorizado que un pequeño productor es aquel que posee menos de 40 hectáreas, que de 40 a 70 hectáreas es un pequeño y mediano productor, y mediano productor se circunscribe de 70 a 200 hectáreas. Pero nos parece que todavía hace falta incorporar otras variables más para el análisis del pequeño y mediano productor, para que de ahí en más el Estado lleve adelante todas las políticas activas que hay que tener presentes a los efectos de potenciar este texto constitucional que, sin lugar a dudas, es un texto superador del actual, incluso de otras Constituciones comparadas.

Agradezco, obviamente, a todos los convencionales constituyentes que hicieron el aporte, la disposición de cada uno de ellos para arribar a este texto único y apostar obviamente a que este texto constitucional que hemos tratado de incorporar a esta Constitución dé sus frutos con políticas activas que el Estado provincial deberá ejercer para que nuestro pequeño y mediano productor no esté solamente defendido desde su carácter de productor, sino también de defender un aspecto cultural y de arraigo, como también va a ser deber de la Legislatura en el futuro, tener una política de arraigo o de desmotivación del desarraigo de la zona rural, como trata de promover la última parte del articulado que dice: “Procurará para la población rural el acceso a la propiedad de la tierra y promoverá su defensa”. 
Esto debo citarlo, estuvo bien fundamentado por el señor convencional Salomón, en cuanto a defender al pequeño y mediano productor de los avatares de la vida cotidiana, de la política, incluso nacional, que muchas veces se ve que le va mal en una cosecha y está en jaque la propiedad de su tierra. El Estado está presente, pero muchas veces ha estado presente como es hoy el debate de las hipotecas del Banco Nación, muchas veces el Estado tiene que salir a cubrir o a garantizar a los pequeños y medianos productores, pero es necesario que esté en la Constitución para que le quede claro al Estado, que la defensa irrestricta de este pequeño y mediano productor es el horizonte por el cual tiene que velar en su acción política y de gobierno.

De manera que, muchas gracias, y esperemos que el pleno entienda el fundamento que seguramente otros señores convencionales van a seguir argumentando, y proponer la aprobación de su texto tal cual ha sido leído.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Cepeda.

SRA. CEPEDA – Señor Presidente, saludo con beneplácito que esta Honorable Convención acompañe nuestro proyecto de protección al pequeño y mediano productor, cuya letra inicial se enriqueció con el aporte de todas las bancadas.

Debemos aclarar que en el devenir de los acontecimientos hay tiempos estructurales, hay tiempos procesales y hay tiempos coyunturales. Cuando vinimos a esta Convención, trajimos este proyecto en la idea de que no sea analizado desde la coyuntura, sino desde el proceso. Y nuestro artículo, que fue variado con nuestro asentimiento, comenzaba teniendo como sujeto al pequeño y mediano productor.

Esta frase, señor Presidente, permítame ilustrarla con tres símbolos del campo: la tapera, aquel lugar que el estudioso Gaspar Benaventos dijera: “...era el lugar que le dejaba el blanco al indio, al tape para que la habitara...” Y hoy nuestro campo está lleno de taperas, taperas que nos hablan de proyectos inconclusos o desarrollados en otros ámbitos. El segundo símbolo, señor Presidente, que usted lo debe conocer muy bien, es el alambrado de un solo color, y que a bastante distancia aparece una tranquera que indica que ese alambrado monocolor tiene un solo dueño y que, seguramente, no vive allí. El tercer símbolo, es el de otra institución que tiene las aulas semi vacías y que está languideciendo, y es la escuela rural.

Estos símbolos son evidencia de lo que nos dicen los datos. Los datos nos dicen que nuestra Provincia, en los dos últimos censos, viene expulsando población. Corrientes y Chaco crecieron el 17 por ciento, Formosa y Misiones más del 22 por ciento, y nosotros el 13,5 por ciento. No es porque procreemos menos, sino porque estamos expulsando a los hijos de la tierra.

Si miramos los últimos 50 años, desde 1947 a 2001, nosotros aumentamos la población en un  47 por ciento, mientras que Santa Fe y Corrientes lo hicieron en un 76 por ciento. La decadencia poblacional demuestra que en 1869 el 7,7 por ciento de los argentinos vivía en Entre Ríos; y hoy, el 3,19 por ciento.

Teníamos población con distribución equilibrada. En 1960, el 50 por ciento de la población estaba en el campo; en el 2001, sólo el 18 por ciento. El 82 por ciento de la población está en las ciudades.

¿Cuáles son las razones para este lamento, que esperamos que no sea tardío? Lo señaló el Presidente de la comisión: el avance de los agronegocios, que conllevan el aumento de precios de insumos para el laboreo de la tierra, y que deja al pequeño y mediano productor, por falta de competitividad, fuera del alcance de poder sobrevivir con esa producción.

Y le reconozco al señor Presidente de la comisión que ha habido un avance del Estado entrerriano, que llegó con servicios de escuela, de centros de salud, y de servicios –como él señalaba– de telefonía, con luz en algunos casos.

Pero falta cumplir el Artículo 39, que se refiere a los caminos. El departamento del que vengo tiene prácticamente el 80 por ciento de caminos de tierra. Pero esto no es para reclamarnos, es –como les dije– para buscar las razones por las que estamos donde estamos.

También hay que incluir a la tecnología, es ineludible afirmar que la tecnología ha venido reemplazando a la mano del hombre. Aquellas trilladoras con los mozos trabajando en el campo, –que son fotos de la historia–, hoy están siendo reemplazados por una sola persona; esto es innegable, y desde el Estado no lo vamos a cambiar. También hay otro elemento: el vecino que vive en el campo naturalmente busca mejores condiciones de vida en la ciudad.

De acuerdo con estas y otras razones que seguramente irán agregando quienes me sigan en la exposición, me pregunto: ¿qué ha pasado en la provincia con los establecimientos agropecuarios? El censo agropecuario del 2002 muestra una caída del 29 por ciento en los establecimientos agropecuarios de la región pampeana, y las explotaciones más afectadas son las que llegan hasta las 500 hectáreas de campo. Aquí voy a tener una divergencia con el Presidente de la Comisión. Se dijo que la categorización de las explotaciones iba a ser materia legislativa, según el tipo de explotación, según el lugar, etcétera; pero, en general, las estadísticas consideran mediano productor a aquel productor que explota hasta 500 hectáreas de campo. Digo esto, por ejemplo, porque un campo mediano necesita 296 hectáreas para ser rentable. Son menos las hectáreas explotadas por los propietarios y han crecido los arrendamientos y las aparcerías, como él bien lo señaló.

¿Qué está pasando? El otrora Granero del Mundo se ha convertido en un modelo de pobreza rodeado de opulencia, de hambre con gran disponibilidad de alimentos. ¡Qué paradoja, no? El campo no estuvo ni está ajeno a un modelo que incentiva la desaparición de gran parte de aquellas explotaciones. No lo digo yo, sino los investigadores del más alto nivel de nuestro país.
Este modelo está dominado por empresas transnacionales que dominan capital y tecnología, a las que se suman los grandes supermercados, la gran industria alimentaria, el capital financiero concentrado en la industria semillera y agroquímica. Si hay que buscar un actor que tenga estrecha relación con las ganancias del sector agropecuario, miremos para este lado. Donde había arroz, hoy hay soja transgénica; donde había tambos, están sembrando los arrendatarios; donde había ganadería, hay cada vez menos ganado; donde había montes, en estos mismos momentos las topadoras, con toda la ilusión del dueño, están desmontando.
Estamos llegando así a una agricultura sin agricultores, a una diversidad productiva inexistente, y de la seguridad alimentaria nos podemos ir despidiendo... Pero para no ser tan apocalípticos vamos a decir: ¿el Estado debe permanecer impávido frente a esta situación? No es que vayamos a ir contra el capital –sería una necedad, ¿no es cierto, señor Presidente?–, pero sí tenemos herramientas para instrumentar lo que mucho pregonamos y poco concretamos, que es la justicia social.

La población rural –el 18 por ciento de la provincia– está en una situación grave, y hoy va a tener la decisión de los señores convencionales de darle prioridad en todas las políticas de Estado –¡en todas!– al apicultor, al arrocero, al pescador, al tambero... por la sencilla razón que familias que se desarraigan del campo, no regresan; tambos que se cierran, no se reabren; y vientres que se liquidan, son muy difíciles de recuperar.

En la parte final de este artículo, señor Presidente, también abordamos otra situación, que es la que estaría comprendida en lo que el Presidente de la Comisión mencionó, que es la regularización de la tenencia de la tierra, en referencia a los sucesorios sin partición, a los sucesorios en curso o no comenzados, o situaciones sucesorias nunca resueltas por falta de recursos económicos.

Es la gente que puede ser dueña de 5, 10, 15 hectáreas que se reciben en herencia y nunca pueden legalizar esos títulos. Ese es el “paria” del campo, no es ni siquiera pequeño productor; ¿por qué paria? Porque al no poder ser propietario no le dan crédito, al no ser propietario ni siquiera puede bajar la luz y al no ser propietario no puede ingresar a los programas sociales que existen a nivel estatal, ni siquiera a aquellos subsidios para hacer un pozo de agua.
Esto no es una situación tan generalizada, debería ser motivo –como bien lo dijo el Presidente– de la legislación correspondiente. Creo que estamos a tiempo para que haya firmeza y convicción federal también para revisar el entramado jurídico tributario que los pone a todos en un pie de igualdad cuando no lo son.
Ratifico, señor Presidente, mi convicción, la de mi bloque que esta es una definición histórica. Que los legisladores y ejecutivos sabrán interpretar cómo implementar tan magna decisión y sino acompañaremos a aquella madre árabe que, cuando perdió Granada, le dijo a su hijo que “no llorara como mujer, lo que no había sabido defender como hombre”. Esperemos que los entrerrianos no debamos lamentar y llorar lo que no sabemos defender como ciudadanos.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional de la Cruz de Zabal.

SRA. DE LA CRUZ DE ZABAL – Señor Presidente, resoluciones como estas son para celebrar porque estamos hablando de la protección de los pequeños y medianos productores que día a día y sol a sol hacen grande esta patria chica. Frente a esta situación en la que ellos son castigados muchas veces e incomprendidos otras era un deber para nosotros llegar a este acuerdo unánime que, como bien dijeron los convencionales preopinantes y los autores, fuimos enriqueciendo poco a poco con aportes no menos sustantivos.
Este bloque hizo dos aportes, uno de ellos lo hizo el convencional Reggiardo –a quien le voy a pedir que apenas concluya mi intervención pueda explicarlo– y la incorporación, no menor, cuando dice “posibilitando el incremento de rendimiento de manera sustentable”.
La palabra sustentable marca el rumbo sobre la conciencia del cuidado del ambiente que vienen teniendo los proyectos o resoluciones pertinentes que se han ido aprobando, teniendo en cuenta la necesidad de que los próximos años deben tener normas que protejan este ambiente de manera tal que pueda ser el lugar propicio para que nuestros hijos y nuestros descendientes puedan vivir mejor que nosotros o al menos de la misma manera que lo estamos haciendo hoy y es por eso, lo medular, lo importante, de esta palabra sustentable.

Voy a permitirme y espero que usted me lo permita, señor Presidente, leer el concepto de sustentabilidad que deviene de un Manifiesto por la Vida; por una ética para la sustentabilidad, que se elaboró en el Simposio sobre Ética y Desarrollo Sustentable celebrado en Bogotá, Colombia del 2 al 4 de mayo del 2002, en donde participaron personas destacadas de toda América Latina y Argentina fue representada por Carlos Galano.

Dice así: "El concepto de sustentabilidad se funda en el reconocimiento de los límites y potenciales de la naturaleza, así como la complejidad ambiental inspirando una nueva comprensión del mundo para enfrentar los desafíos de la humanidad en el tercer milenio. El concepto de sustentabilidad promueve una nueva alianza naturaleza–cultura fundando una nueva economía, reorientando los potenciales de la ciencia y la tecnología y construyendo una nueva cultura política fundada en una ética de la sustentabilidad en valores, creencias, sentimientos y saberes que renuevan los sentidos existenciales, los mundos de vida y las formas de habitar el planeta Tierra."
Agrega mas adelante: "la ética de la sustentabilidad remite a la ética de un conocimiento orientada hacia una nueva visión de la economía, de la sociedad y del ser humano, ello implica promover estrategias de conocimiento abiertas a la hibridación de las ciencias y la tecnología moderna con los saberes populares y locales en una política de interculturalidad y el diálogo de saberes."
Es este aporte de este manifiesto el que sintetiza, de alguna manera, el concepto de sustentabilidad y de ahí la importancia medular que tiene la incorporación de este proyecto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Convencional Reggiardo, ¿usted va a complementar lo que dijo la convencional?

SR. REGGIARDO – Sí, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Reggiardo.

SR. REGGIARDO – Desde ya quiero señalar el aspecto trascendental que tiene el contenido de este artículo para los productores de Entre Ríos, que refleja parámetros constitucionales fundamentales sobre los cuales deberán edificarse las futuras acciones de gobierno y las futuras acciones legislativas.

Además, quiero remarcar el ejemplo de los constituyentes de Entre Ríos que por unanimidad han votado el despacho de esta Comisión referido a este artículo, el ejemplo de los constituyentes de Entre Ríos hacia los gobernantes en esta hora actual, el ejemplo de los constituyentes de Entre Ríos a los legisladores nacionales para que asuman plenamente sus funciones y definan claramente a través de las leyes la división de poderes y a través de ello las leyes que deben sancionar un Régimen Fiscal que asegure el federalismo, que asegure justamente la vigencia de la producción y del trabajo en todas las provincias, en los pueblos del interior y naturalmente de Entre Ríos.

En este sentido, el contenido de este artículo, permítanme abundar en algunos conceptos que ya se han expresado, es realmente trascendente. Por primera vez creo yo en un texto constitucional, en esta materia, de defensa irrestricta de la pequeña y mediana producción. Aparece el término de participación equitativa en toda la cadena de Valor como un deber del Estado para promover esta participación equitativa de la producción. 

Todos sabemos –pero es bueno reiterarlo– que los productores, que la producción agropecuaria no es formadora de precios, porque se vende en remates sujetos a reglas del mercado, se vende a frigoríficos, se vende a industrias lácteas, se vende a la exportación, se vende a molinos, etcétera, donde en general –sin entrar a demasiada disquisiciones– existe una demanda en cierto modo caracterizada. Todos sabemos que los frigoríficos se ponen de acuerdo en los precios, puede haber algunos márgenes pero en definitiva no pone el precio al productor. Lo mismo pasa con las industrias lácteas, lo mismo pasa nada menos que con los exportadores, fundamentalmente constituidos por empresas multinacionales.

Frente a esta realidad el reclamo de la producción de participación equitativa en la cadena de valor por no ser formadores de precio, cobra una relevancia muy importante, y es importantísimo que los constituyentes de Entre Ríos introduzcan en la Constitución este texto que va a ser de avanzada en los textos constitucionales de toda la República Argentina.

Además, desde ya, decir lo que se refiere también –como muy bien señalara el Presidente de la comisión, convencional Márquez, este concepto de la diversificación que es clave. El concepto de proceder a darle valor agregado a la industrialización, que también es clave, el concepto que acaba de expresar recién la Constituyente preopinante sobre el importantísimo concepto de sustentabilidad de todo aumento productivo y, algo que tiene muchísimo que ver con el arraigo de la familia en su tierra, que es, nada menos, desde el Estado, promover todo el esfuerzo para facilitar el acceso a la propiedad de la tierra a la producción rural.
Por eso, señor Presidente, con satisfacción hemos participado en algunas de estas reuniones. No soy miembro de la Comisión pero con satisfacción hemos participado de la misma y, reitero, que con la sanción de este texto estamos dando un ejemplo a la República Argentina, desde Entre Ríos, de conceptos que son de avanzada y que hacen justicia al pequeño y mediano productor rural de nuestra tierra y de todas las tierras de nuestro querido país.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Motta.
SR. MOTTA – Señor Presidente, realmente yo creo que se ha destacado acá lo atinente a la redacción de este artículo, y quiero resaltar, entre otras cosas, el concepto que se ha manifestado respecto a que hemos logrado este despacho por unanimidad gracias a una rica participación y a una conducción eficaz de la Presidencia.

Me parece que este artículo tiene un valor muy importante a la altura del mes y del año que estamos porque casi todos los proyectos que se trataron para arribar al mismo, lo hicieron prácticamente en su totalidad antes de que se produjese este desencuentro entre el campo y el gobierno nacional, o entre el gobierno nacional y el campo. Por lo tanto tiene un doble valor el alcance y el contenido de su redacción.
Creo que recién el convencional Reggiardo hacía mención a una palabra que para mí también es muy importante, y es que tienda este artículo a lograr una participación equitativa y, en un concepto muy amplio, como es el de la cadena de valor.

La convencional Cepeda hacía referencia al granero del mundo y, personalmente, pienso que el mundo ha evolucionado desde aquel 33 a la fecha para una mejora de la humanidad en su totalidad. Ha permitido una incorporación de tecnología de manera abundante y, en apariencias, tendió a reemplazar ese arraigo que por naturaleza tiene la provincia de Entre Ríos en esta división territorial, ya que los pequeños y medianos productores por tenencia de la tierra, siguen siendo importantes.
Por lo tanto, yo celebro que hayamos sido capaces de arribar a este dictamen por unanimidad, en donde reconozcamos este concepto de agregar valor y al agregar valor le veamos la posibilidad de que esto suceda en nuestra Provincia, y si sucede en ella le estaremos dando el alcance suficiente –justamente– a ese desarrollo de las cadenas de valor.
Por último, quiero reafirmar el concepto éste de que la última parte de este artículo que estamos exponiendo o poniendo a consideración del plenario hoy, es que el Estado deberá asumir el compromiso de brindarle todo lo disponible para que el pequeño productor pueda realmente tener el acceso a la propiedad y no se sienta desarraigado de la misma.
Así que celebro, una vez más, que este despacho que sacó esta comisión por unanimidad, lo tome el plenario en el día de hoy.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.
SR. ALASINO – Señor Presidente, no quiero desautorizar al miembro de mi bloque que suscribió este proyecto. Pero la verdad es que hago un esfuerzo enorme para entender y darle sentido a la redacción; y me cuesta horrores.

Busco los antecedentes. Su proyecto, señor Presidente, es mucho más claro, el mío, es más claro, el del convencional Reggiardo, es mucho más claro, el de la convencional Cepeda es más claro. Cualquier proyecto es más claro que éste que es el que vamos a votar y que mi colega ha suscripto.
La verdad, señor Presidente, que quiero entenderlo. Han incorporado palabras nuevas, el criterio de sustentabilidad, uno vinculado al medio ambiente, uno vinculado a la no depredación de las tierras. Pero en realidad, el sentido final de esta norma –creo que acá va a tener una enorme labor la Comisión de Redacción y Revisión– se lo va a tener que dar la Comisión de Redacción y Revisión, y si queremos hablar de productor rural hablemos de producción rural y no de todas las producciones, acá no dice a qué producción se refiere. En ningún lado dice concretamente que protejamos, de alguna manera, los intereses del productor, ni tampoco lo que nosotros decíamos, si queremos hacerlo a través de subsidios.
Está también el hecho concreto de que queremos proteger a la familia para que se mantenga en el campo; y si se mantiene en el campo para que lo haga hay que darle además de ganancias, servicios. Si usted se queda en un lugar, y allí además de ganar plata puede mandar sus hijos a la escuela, puede acceder a la cultura, a la información, al transporte, a los medios, a la salud, no se va al pueblo. Yo creo que ese es el sentido de todos los proyectos que miro, con más precisión el de la convencional Cepeda. Aspiraba a esta norma, y estamos diciendo que ni siquiera tenemos el compromiso, que en el proyecto del convencional Reggiardo estaba más claro, de acceder a la propiedad y asegurar que vale una actitud concreta en ese sentido, y no promoverá como diciendo: bueno, hará lo posible.

Entonces, me da la impresión que todo lo que se debatió sobre este tema fue para, de alguna manera, alcanzar los objetivos que eran proteger los intereses y los derechos de las familias agrarias, y sus ganancias que le permitan decorosamente mantenerse en su lugar, y me parece excesivamente declamativo y confuso.

Señor Presidente, voy a acompañar este proyecto por una cuestión de decisión de la comisión y por la participación de nuestro bloque allí, pero hemos intentado denodadamente durante veinte minutos con el convencional Marciano Martínez encontrarle sentido a la norma, y no sabemos cómo es. Inclusive, la incorporación de cosas modernas y ciertas, necesarias, quedan como descolgadas porque no se sabe de qué esta hablando o a qué se está refiriendo. 

De todas maneras, señor Presidente, valga la contradicción vamos a acompañar el proyecto tal cual está redactado, aspirando a que la Comisión de Redacción y Revisión lo mejore.

–Ocupa la Presidencia la Vicepresidenta, señora convencional Romero.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra el señor convencional Busti.

SR. BUSTI – Señora Presidente, señores convencionales, como soy autor de un proyecto y participé activamente en una excelente reunión de la Comisión  de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, que fue realmente muy buena, y todos los proyectos son realmente muy buenos quiero resaltar que como creo que las verdades son relativas, nunca son verdades absolutas, yo trataré de dar mi visión relativa sobre la realidad del campo entrerriano, en medio de una coyuntura turbulenta en la cual sin ninguna duda la Argentina va a salir.

Yo creo que hay que mostrar la otra cara. La convencional Cepeda mostró una cara que sí es cierta, pero también hay que mostrar la que en el año 2003 Entre Ríos exportaba 532 millones de dólares de exportaciones entrerrianas; y en el año 2007 tuvo un récord histórico de 1.150 millones de dólares, es decir, un crecimiento del 116 por ciento. La incidencia de los productos primarios disminuyó de un 64,1 por ciento a un 45,1 por ciento, es decir, cada vez mayor valor agregado, cada vez mayor cantidad de productos manufacturados agroindustriales, pasando de un 35,9 por ciento a un 54,9 por ciento. 

Las empresas exportadoras en el año 2003 eran 345 firmas y en año 2007, 496 firmas, es decir que hubo un crecimiento de un 44 por ciento. Si analizamos solamente las pymes exportadoras, el crecimiento fue mayor, pasando de 264 en el 2003 a 462 firmas en el 2007; es decir, se dio una evolución del 56 por ciento.
Hubo también una asistencia crediticia a 1.245 proyectos en distintas líneas y a través del CFI a 689 proyectos; es decir, se volcaron 130 millones de pesos entre estas asistencias financieras del Estado provincial, del Estado nacional, del Consejo Federal de Inversiones y de entidades privadas, que significaron la creación de 3.000 puestos de trabajo. Esto es importante decirlo.
También es importante decir que en esta historia democrática reciente de Entre Ríos se ha trabajado, es decir, hubo leyes importantes que tuvieron efecto positivo, como por ejemplo, la Ley de Conservación de Suelos, Ley Nro. 8.318, del año 1989, que permitió que Entre Ríos, que tiene grandes dificultades para la conservación de su suelo, de 1.700.000 o 1.800.000 hectáreas para sembrar, tenga 450.000 hectáreas conservadas. Y, hoy, me ha informado el Poder Ejecutivo que ya tiene lista para reglamentar la modificación a la Ley Nro. 8.318, modificación que la Legislatura anterior aprobó a pedido de las entidades rurales, fundamentalmente de Federación Agraria, por la cual a los pool de siembra, aquellos que no tienen domicilio en la Provincia de Entre Ríos, aquellos que vienen, sacan la riqueza y se la llevan, se les va a cobrar un tributo por el derecho de uso de suelo; y eso no va a ir a Rentas Generales, sino que va a ir, precisamente, para ampliar esta política de conservación de suelos en la provincia.

Entiendo también que hay que hay que mantener el Consejo Provincial de Política para el Desarrollo Rural, esto es muy importante, porque allí se planifica la política de la provincia de Entre Ríos para el ámbito rural.

Tomando las palabras del convencional Reggiardo, creo que los entrerrianos en su conjunto, los legisladores nacionales, los que estamos con este Gobierno nacional y provincial, y los que no lo están, tenemos que defender los intereses provinciales en las cosas trascendentes. Y, por supuesto que nosotros estamos dispuestos a hacerlo, y lo vamos a hacer, porque somos auténticamente federales, porque creemos que Entre Ríos no es la región pampeana, porque no se la puede igualar a la región pampeana, en cuanto que acá cuesta mucho más producir, por ejemplo,  que en Pergamino y, por lo tanto, esa diferencia tenemos que mostrarla, pero mostrarla con fuerza en todos los estamentos nacionales, en el Congreso Nacional, en las gestiones que sean.
Yo le escribí a la Presidenta de la Nación una carta explicándole todas estas cosas y también los legisladores nacionales del Frente Justicialista para la Victoria han presentado proyectos concretos en ese sentido, es decir, para que nos saquen de la categoría de región pampeana y que también nos den el subsidio para el frente porque lo necesitamos en el centro–norte entrerriano, fundamentalmente en los departamentos Federación, el norte de Villaguay, Federal, Feliciano, La Paz, porque realmente 150 hectáreas no es una unidad productiva eficaz para un pequeño productor, se necesitan por lo menos entre 400 y 500 hectáreas.
También hemos pedido desde nuestra identidad política y de nuestro apoyo al gobierno nacional y provincial –porque los apoyos se dan en las buenas y en las malas, y sobre todo cuando hay turbulencias–, porque si se quiere diversificar la actividad productiva hacia el maíz o hacia el sorgo, hay que utilizar parte de las retenciones y subsidiar a los productores, dado que ellos van, naturalmente, hacia la soja porque tiene mayor rentabilidad.

Acá tengo el diario “La Voz del Interior” del año 2004, cuando nosotros con  los amigos y ex colegas Obeid y De la Sota, decíamos en Córdoba, en esta idea estratégica que espero sea mantenida ahora en esta oportunidad por más que haya diferencias políticas, que sea mantenida, porque esta es una idea estratégica para protegernos, dado que tenemos similitudes productivas, porque nos permitió ganar mercados en el exterior y porque realmente es un bloque regional muy importante en el Congreso Nacional.
Nosotros ya pedíamos en esa oportunidad que se eliminen las retenciones agropecuarias a las economías regionales, pedíamos la eliminación. Ahora pedimos que se forme un fondo para la reconversión del pequeño citricultor, para que se lleve electrificación al pozo arrocero y para que se le dé mayor rentabilidad al apicultor.

Creemos que hay que continuar con políticas como la de los grupos GISER, políticas de solidaridad, políticas asociativas. Esto fue una creación en 1989 de juntar, en una palabra, de 8 a 12 productores para que compren mejor, para que produzcan mejor y para que vendan mejor. Ahora se ha anunciado que se van a crear 100 más, y esto me parece una idea acertada, importante, fundamental, porque va hacia el pequeño productor desprotegido, aquel que quizás no puede entrar al banco porque no tiene forma de conseguir un crédito; como también continuar en estos planes de vivienda que algunos no los entendían o algunos elaboradores de políticas de café, decían: “¡Pero qué van a hacer con eso, con el Plan Evita!”, y el Plan Evita, precisamente, era una plan de un conocedor de cada Junta de Gobierno por haberla recorrido 3 ó 4 veces acá en la Provincia de Entre Ríos, porque en la Junta de Gobierno hay una casa aquí, otra a lo mejor a los 200 metros, y una persona que vive en esa zona quizás necesite una galería para vivir con más dignidad, otra un baño digno, otra una habitación; y con el Plan Evita se arreglaron miles de viviendas en la provincia de Entre Ríos.

En una palabra, yo creo que son un conjunto de cosas que se van a seguir tratando en esta Convención, en la cual iremos por distintos caminos, pero que fueron disparadores como cuando el convencional Reggiardo dijo: “No a la extranjerización de la tierra”, lo mismo que el convencional Rogel, de la Unión Cívica Radical. Nosotros tampoco queremos la extranjerización, la concentración. Y vamos a buscar distintos caminos; para nosotros se tiene que hacer a través de la política impositiva, pero sin vulnerar el Artículo 20 de la Constitución Nacional.

También, por supuesto, impulsar fuertemente el cooperativismo y el mutualismo...
–Dialogan varios señores convencionales.

SR. BUSTI – No importa que no escuchen, no importa, yo los escucho a ellos atentamente.

Creo que estas ideas estratégicas de la Región Centro, todas estas cuestiones, son fundamentales.
Quiero terminar con algo porque después de 1933 pasaron cosas en la República Argentina y es bueno recordarlas. El primer argentino que se preocupó en serio en cómo distribuir el ingreso en la Argentina, en cómo hacer que un sector social menospreciado por la sociedad oligarca pasara a entrar en el ingreso nacional y ser artífice de la vida social, económica y política de los argentinos, fue el General Perón.
Y el General Perón no fue vilipendiado como fue, ni estuvo 18 años en el exilio mientras al mismo tiempo se lo acusaba de ser amante de Archie Moore y de una adolescente, se lo acusaba de estupro y se lo acusaba de tener lingotes de oro; sino porque precisamente creó el IAPI. Creó el IAPI para manejar el comercio exterior, para sacar a Bunge y Born del manejo del comercio exterior argentino y obtener los ingresos del comercio exterior, y a través de esos ingresos promover la industrialización del país y darle a los pobres, a los excluidos, para que tengan dignidad y tengan una vida mejor en la Argentina. (Aplausos.)

Por eso, mi homenaje a este hombre que fue pionero, y que es mentira que por algunas cuestiones de falta de democracia se lo volteó, se lo vilipendió, se lo atacó, hasta se prohibió que se dijera su nombre. Se lo hizo, precisamente porque él tomó las riendas del comercio exterior a través del IAPI. El IAPI fue la herramienta fundamental que permitió que dejara de manejar el comercio exterior un sector concentrado, en ese entonces, de la oligarquía argentina y lo manejara el Estado, para distribuir mejor las riquezas y para promover la industrialización del país.

Yo celebro este dictamen. Como todo dictamen, podrá tener algunas palabras que puedan gustar, otras que puedan no gustar; a mí me gustan todas, creo que ha sido un gran esfuerzo del señor convencional Márquez para buscar una síntesis entre todos, todos nos despojamos de muchas cosas, pero creo que en el medio de esta coyuntura –que siempre la coyuntura tiene solución, no se va a romper la paz social en la Argentina, no vamos a ir a la guerra por un conflicto agropecuario, creo que como todos los conflictos, se van a acercar las posiciones y se va a llegar a una solución– pero incorporar –decía– en el medio de esta turbulencia en la Constitución de Entre Ríos este Artículo para proteger al pequeño y mediano productor entrerriano, es realmente un avance significativo que yo de mi parte felicito. (Aplausos.)

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

–Ocupa la Presidencia el titular del Cuerpo, señor convencional Busti.

SR. SCHVARTZMAN – Antes que nada, quiero señalar que aunque por ahí pueda parecer una pérdida de tiempo o un vicio de extensión algunas de las fundamentaciones, creo que deben agradecerse las alusiones y las referencias a episodios históricos y a interpretaciones de nuestra historia, tales como las que realizaba más temprano el señor convencional Marciano Martínez o como las que recién realizaba el señor Presidente de la Convención desde el lugar de convencional. Me parece que no está de más. Me parece que siempre es bueno mirar desde dónde venimos.

Ahora, también es verdad que es necesario, para eso, hacer precisiones para poder seguir mirando hacia dónde vamos. Y partiendo de la base de la trascendencia que efectivamente –creo que todos compartimos– tiene este dictamen, más allá de alguna contradictoria e incomprensible intervención para fundar que se va a votar exactamente lo contrario de lo que se fundó, me parece que se valora desde distintas miradas, con intervenciones que creo que están entre lo más interesante y conceptual que uno ha escuchado en esta Convención hasta el momento, como la de la convencional Cepeda, insisto, creo que es importante hacer algunas puntualizaciones.

Se puede tener la interpretación histórica que se desee, pero no es cierto que haya sido el general Perón el primero en plantear este tema. Sí es cierto que buscó una solución desde el gobierno, desde la gestión, pero ya el general Artigas planteó esta problemática, y aquí en nuestra Provincia, el gran Alejo Peyret lo planteaba como un tema que había que discutir ya hace 130 años: “¿Seremos una democracia agrícola o seremos una oligarquía territorial?”, decía en 1870 en el segundo tomo de Una visita a las colonias argentinas. “La cuestión merecía ventilarse alguna vez...”. Yo creo que esta es la vez, esta es la ocasión en la que los entrerrianos podemos pretender ventilar esta cuestión.

Es verdad, como señalaba el convencional Busti, que desde el gobierno justicialista se intentó encontrar alguna vía de solución a este grave problema de la concentración de la tierra, de las tierras en manos ajenas; y a tal punto es verdad, que en 1949, en mis pagos, en el departamento Uruguay, en lo que hoy es la Colonia Los Ceibos, la tierra natal de Claudio “Pocho” Lepratti, conocido por todo el país en 2001 por ser asesinado vilmente por las fuerzas represivas en los sucesos que todos conocemos y recordamos con mucho pesar; por esos pagos –decía– anduvo nada menos que el gran Raúl Scalabrini Ortiz cumpliendo su labor de agrimensor, subdividiendo las tierras que pertenecían al Estado por orden directa del general Perón, y así nace, por ejemplo, la Colonia Los Ceibos.
Pero hay que decir, porque también han sido gobiernos justicialistas los que tuvimos en los últimos años, que algo más de medio siglo después, casi esas mismas tierras han sido compradas por un pulpo transnacional, al que lamentablemente ninguna cláusula contra la extranjerización de la tierra hubiera podido frenar, como es el grupo Soros, como es el grupo Cresud, que se quedó con más de 30.000 hectáreas que pertenecieron originalmente al general Urquiza, la Estancia San Pedro, y el Estado entrerriano, la Legislatura, la ley actual, evidentemente no pudieron hacer nada para frenar.

En este mismo proceso, en estos mismos años, nuestra provincia perdió 5.555 productores agropecuarios, que ya no están produciendo en el campo, que ya no están logrando que en alguna mínima medida se revierta ese proceso expulsor que había señalado –entre otros– con muchísima preocupación Alejo Peyret en esos textos de hace más de un siglo, indicando la dañina, la irreversible consecuencia del latifundio, en una provincia como la nuestra, como Entre Ríos, que nunca se había caracterizado por tener esas concentraciones en pocas manos.

Entonces, creo que efectivamente, ese momento, esa oportunidad que reclamaba Peyret para ventilar esta cuestión es esta Convención Constituyente. Me parece que hay un consenso generalizado de las convencionales y los convencionales que integran este Cuerpo en que la aprobación de este dictamen emitido por unanimidad de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable es un importante paso adelante en ese sentido.

Pero no alcanza. Distintos convencionales somos autores de otros proyectos que también pretenden poner a discusión el acceso a la propiedad de la tierra; la forma en la que actualmente se produce; la vinculación de esta cuestión con lo que los especialistas llaman derechos de segunda generación, oportunidad perdida en la reforma de 1994 de la Constitución nacional, en la que por una suerte de temor reverencial o mágico por las palabras, no se pudo incorporar otro concepto que sí había incorporado la Constitución de 1949, que es la de la función social de la propiedad, que sigue esperando en la Constitución nacional, porque en el año 1994 lamentablemente estaban preocupados por otras prioridades, aunque hoy nos vengan a dar lección de cómo se escriben los artículos de la Constitución.
Como lo enseñan también los especialistas, pasamos de los derechos de primera generación, aquellos que hacen referencia a la bandera de la libertad de la Revolución francesa –para ponerlo en esos términos–, directamente a los derechos de tercera generación, a la solidaridad intergeneracional, solidaridad con las generaciones futuras para cuidar la sustentabilidad y el ambiente –cosas que, por supuesto, son valiosísimas–. Pero de la segunda generación, por el modelo perverso de enajenación de nuestras riquezas que expresaban quienes conducían ese proceso, en el año 94, no se podía hacer ninguna alusión y por eso pasó de largo la discusión de la función social de la propiedad.
Por eso fundamentalmente creo que hoy, a esta altura, en Entre Ríos y en esta Convención Constituyente, este tema es absolutamente inexcusable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor convencional, le solicita una interrupción el señor convencional Alasino.

SR. SCHVARTZMAN – Lo escucho después que termine, señor Presidente. Ya estoy terminando; luego podemos seguir escuchando a cualquier otro convencional.

Esta es la oportunidad, hay mucho más que se va a discutir en el seno de la Convención que ya está formando parte de las agendas de las distintas comisiones y me parece que en ese sentido debemos saludar este dictamen que nos trae la comisión que preside el convencional Márquez porque por primera vez, en nuestra Constitución provincial, se hace referencia expresa tanto a la función social de la propiedad como a la necesidad de que la población rural acceda a la propiedad de la tierra.
Creo que en ese sentido es absolutamente trascendente, es un paso adelante y esperamos que en los debates que restan sobre estos temas podamos responder con la altura que se espera de quienes integramos esta Convención Constituyente frente a este desafío histórico que se nos presenta.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Le concedemos, si los señores convencionales aceptan, la interrupción que solicita el señor convencional Alasino.
SR. ALASINO – Quería completar, señor Presidente, el enjundioso discurso del señor convencional preopinante y decirle que la función social de la propiedad fue incorporada al Código Civil por la reforma del general Onganía. Por obra y gracia de Onganía y sus seguidores, en nuestro Código Civil, está aquella famosa reforma que alguna vez alguien llamó bastarda pero que hoy es ley.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Brasesco.

SR. BRASESCO – Quiero hablar sobre este tema porque, si bien no soy autor de ningún proyecto, he tenido una participación activa en la comisión y una participación activa para buscar el consenso.

Este artículo está vinculado también fundamentalmente a una política poblacional que es importante decirla y estudiarla ya que hemos hablado mucho del pequeño productor vinculado a su gran actividad laboral y a las distintas cadenas de producción que encontramos en nuestro mundo rural.

Entre Ríos tiene –y lo dijo el Presidente de la comisión– una distribución de población totalmente europea, única en la República Argentina, en donde hay pueblo distantes entre 25 y 40 kilómetros, una distribución que cubre toda la geografía de la Provincia aún cuando hay concentración humana en algunos sectores y despoblación en otros.

Esta distribución de la población viene de la época en donde se hizo la trama ferroviaria del país, en donde los ferrocarriles iban uniendo las cabeceras de estancias para levantar la producción agrícolo–ganadera y llevarla al Puerto de Buenos Aires.

Esta distribución de la población en Entre Ríos, que la hace potente, que la hace vigorosa, determina claramente la necesidad de que quede definitivamente radicada esa población; ahí, históricamente, se va realizando en materia agrícola en nuestra provincia desde la colonización de Urquiza, de la famosa colonización de la Jewish Colonization y del Barón de Hirsch, radicando las grandes colonias judías en la provincia de Entre Ríos, de la afluencia de inmigrantes de distintas partes de Europa que se radican en el territorio provincial protegidos por las leyes nacionales por supuesto, pero con una gran potencialidad de la política entrerriana.
Entre Ríos sigue preocupándose en eso; por eso las grandes concreciones de la política colonizadora de la Provincia que no la tenemos que olvidar, tenemos que ser bien claros y concretos que eso existió en Entre Ríos y que se fue destiñendo porque no hubo consecuencia histórica en la continuación de esa política.

Cuando nosotros vemos en distintos articulados de nuestra Constitución, garantizando la profesión del credo de todas las religiones, está todo apuntando a una política totalmente poblacional. Cuando repasamos también la preocupación, porque claro, hace tiempo y hace rato que no se hablaban de algunas cosas, cuando nosotros éramos muchachos de 18 años se hablaba de la reforma agraria, se hablaba de tierra, pan y libertad, se hablaba de la colonización de las tierras fiscales, del proyecto de Alfredo Palacios, de todas esas cosas. Por ejemplo en Entre Ríos Luis Etchevehere, Bernardino Horne y Luis Mc Kay, fueron pioneros de una política agraria profunda, de distribución del ingreso. No estoy haciendo competencia, por favor, con los distintos actores de nuestra historia, sino que simplemente estoy haciendo la historia que es de todos y en conjunción de distintas ideas políticas, pero que trabajaron por el bien del país, y que indudablemente esas distintas ideas políticas tuvieron en el tropezón de nuestra vida, enfrentamientos y los enfrentamientos traen distorsiones, traen agravios y traen, a veces, malestares.

Aparte de eso, hay un hecho, señor Presidente, señores convencionales, que se está hablando: no somos de la Pampa Húmeda. Hubo una distorsión al expresar cuáles son las regiones de nuestro país, porque lo que aprendimos en la escuela primaria hace tiempo y allá lejos, lo que se daba en política económica, en las universidades argentinas, nos decían que Entre Ríos no podía ser nunca Pampa Húmeda. Hablaban de que había una región que la integraba Entre Ríos, Corrientes y Misiones que es la Mesopotamia, hablaban de la Pampa Húmeda, que la integraba la provincia de Buenos Aires con un pedazo de La Pampa y Córdoba, y el sur de la provincia de Santa Fe; hablaban de la Llanura Chaqueña o Boscosa que comprendía el norte de la provincia de Santa Fe, Chaco, Formosa y un pedazo de Santiago del Estero; de la Llanura del Interior, de los Andes Patagónicos, Fueguinos Centrales y Septentrionales, hablaban de la Meseta Patagónica, pero bajo ningún punto de vista hablaron de que Entre Ríos pertenecía a la Pampa Húmeda como tampoco, a pesar de que hubo una ley de que La Pampa, la Provincia La Pampa fuera parte de la Patagonia, como irrisoriamente se aprobó, para beneficiarla con una política de tipo fiscal.

Entonces tenemos que volver a esas fuentes. Tenemos que darnos cuenta que nosotros tenemos que vincularnos profundamente con esta gran isla que es la Mesopotamia, que esta siendo en este momento la gran pista que recorre internacionalmente nuestro país, que recibe nuestro país en el contexto internacional del transporte y del envío de las mercaderías.

Todas estas cosas las tenemos que vincular con este artículo. Yo no voy a discutir la historia. La historia está escrita. Los que somos ya viejos hemos participado en esa historia pero también, porque yo lo quiero decir, cuando Perón vino al país –y esto es una cosa que nos olvidamos mucho y habla un hombre que estuvo en la vereda de enfrente de Juan Domingo Perón–, y se encontró con Balbín, hablaron más que de una gran reconciliación nacional, hablaron de trabajar por un futuro de un país en el que sectores que se habían enfrentado descarnadamente, habían llegado a la conclusión de cuales eran los ejes fundamentales para ir adelante.
¿Y por qué digo todo esto? Digo porque este artículo, que habla del Consejo Económico y Social, va a tener que ser la recepción de todas estas cosas que estoy hablando y de muchas otras cosas que van a venir. Por eso la preocupación, que a veces se dice, en el sentido de que este artículo es demasiado amplio, no nos tiene que asustar, lo es porque es amplia la problemática que tiene nuestra Provincia para revigorizarse, sin perjuicio de todo lo que se pudo haber hecho en estos últimos veinte años.
Por eso, señor Presidente, creo, simplemente para completar el pensamiento que tuvo la Comisión y los que trabajamos para consensuar, que este es un artículo que se basa fundamentalmente en una política poblacional. Y, al mismo tiempo, el consenso demuestra que entre los diferentes podemos consensuar, y que es mucho más importante ya que el consenso es para bien de la Provincia, que el disenso cuando está basado en el odio, en el rencor y viejos antecedentes que tenemos el deber de sepultarlos, sin perjuicio de recordarlos a los efectos de no cometer nunca más las imprudencias que se pudieron haber cometido.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel, luego cierra el Presidente de la comisión y ponemos a votación.
Doctor Marciano Martínez ¿también quiere hacer uso de la palabra?
SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Muy breve, señor Presidente.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Bueno, esta Presidencia no le niega a ningún convencional el uso de la palabra.
Tiene la palabra el señor convencional Rogel.
SR. ROGEL – Muy breve, señor Presidente, puesto que la exposición de la señora convencional Cepeda ha preparado el tema en la división que hacemos en el bloque, y las aclaraciones, o los aportes que ha hecho Luis Agustín Brasesco, no ameritarían mayores comentarios. Pero como yo lo escuché detenidamente, señor Presidente, y como simplemente lo que voy a intentar, muy brevemente, es decir tres o cuatro cosas para redondear destinado a la gente que nos está escuchando, o la que pueda llegar a leer algún día lo que hemos dicho.
Evidentemente, yo lo tomo por la positiva a lo que dice el señor convencional Alasino porque ha adelantado que va a votar, entonces lo tomo en ese sentido. Es claro, tiene razón, siempre que uno tiene la necesidad de articular cuatro o cinco proyectos, a mi me gusta mucho redactar documentos, solicitadas y cuando me dicen  que redactan cuatro o cinco yo ya se que va a ser imposible, hay que trabajar sobre un borrador y siempre es traumático, así que ni disculparlo al Presidente de la comisión sino entender que cuando uno tiene que amalgamar cuatro o cinco proyectos no siempre sale el texto más adecuado, pero habiendo una Comisión que va a tener la posibilidad de ayudarnos a todos en esta tarea, me resulta –no diría irrelevante– pero sí secundario respecto a la posibilidad de consagrar el derecho.

El silencio que se ha hecho aquí, señor Presidente, muestra de que hay un debate de algún nivel que la Convención está para eso. Por lo tanto, no hay ningún inconveniente que en la Comisión de Redacción y Revisión se pueda llegar a amalgamar algunas cuestiones de texto.

Segundo, lo ha dicho usted y quiero reforzarlo, también lo ha dicho aquí el convencional Schvartzman,  Entre Ríos tiene –y le pasó a los constitucionales del 33 que tuvieron una gran posibilidad–, por ser casi la última Provincia en reformar su Constitución, inclusive que la del 94, tiene una sana ventaja de mirar el derecho comparado. No para copiar sino para ver qué cosas anduvieron bien y cuáles mal. Es una gran ventaja. Esta reforma de la Constitución se enmarca en una gran explosión de participación y demanda, de todo tipo.

Por lo tanto, si en Entre Ríos logramos articular bosques nativos, tenencia de la tierra, agua, facultades no delegadas, cooperativismos, por decir algunos de los tantos proyectos que hacen al conjunto de este derecho que estamos consagrando del pequeño y mediano productor, podemos ser la primera Provincia que, mediante determinados artículos complemente este extraordinario régimen del trabajo que tiene esta Constitución, y muestre lo que hoy está reclamando y está en debate que es un modelo productivo. Puede ser la primera Provincia que tenga un modelo productivo.

Digo esto para complementar, para que no quede como que este artículo es una mera expresión de deseo que el Estado alentará. No, no. Seguramente, ha sido puesto con todo un andamiaje que está esperando.

Lo otro que tengo para decir es lo siguiente, señor Presidente: En 1933 el desafío era poblar, colonizar y producir. Si bien usted lee el artículo del régimen económico y del trabajo, y llega a leer el Artículo 37, y no se lo estoy diciendo a ninguno de los convencionales en particular sino a quien nos esté escuchando o leyendo, y hasta podría llegar, tal vez un poco forzadamente para los tiempos, pero da una interpretación tan importante a lo que se ha hablado aquí y sobre todo de parte de usted, sobre la equidad social, la distribución de la riqueza es fenomenal como herramienta, ¿no? Pero la mirada de los convencionales del 33 no era la mirada que tenemos hoy, porque los desafíos eran éstos: producir, poblar, colonizar, hasta ahí llegaban. El desarrollo –que se hablaba aquí– de cómo la tierra ha ido pasando y jugando como dominio hace que hoy sí este concepto del pequeño y mediano productor que no estaba conceptualizado en esta Constitución, debamos establecerlo, como dirección de modelo productivo del Estado, como lo han hecho los Estados europeos. No estaba en su consideración y sin embargo se animaron a poner el tema del cooperativismo. Se animaron a hacer este régimen del trabajo, pero este concepto de hacia dónde va a ir dirigido el modelo productivo que como el pequeño y mediano productor no estaba. Así que corresponde, señor Presidente, que nosotros hoy aquí sancionemos esta norma. Va a ser el primer artículo que va a ir definiendo en la República Argentina, si logramos articular entre otras cosas, un modelo productivo como el que está en debate hoy en la República Argentina.

Finalmente, señor Presidente, como dijo el convencional Brasesco, me permito con toda mi humildad y saliendo de la expresión del bloque, al cual no quiero involucrar con mis expresiones en esto, me parece bien que todos los convencionales del justicialismo, y particularmente usted, haga resaltar cuando hay un diagnóstico que muestra una cara se pueda resaltar la otra cara de la que usted cree que son las políticas activas de los distintos gobiernos. Particularmente, yo creo que el general Perón vino a retomar, caído Irigoyen, tantas banderas que ni Alfredo Palacios pudo concretar y que el propio Irigoyen por tener lo que se llamó el contubernio en el Senado, no pudo plasmar.
Pero en verdad, si yo hablo de la provincia, tenemos la Ley de Transformación y Colonización Agraria de Bernardino Horne, a que hizo alusión el convencional Brasesco, el Banco de Entre Ríos, este capítulo del Régimen del Trabajo y, en lo referido a don Hipólito Yrigoyen, el cierre de la Caja de Convertibilidad, señor Presidente, que representaba el momento de usura más escandaloso para los pobres y los trabajadores en este país, fue una de las decisiones más extraordinarias que se pudieron tomar; la Ley de Alquileres para los inmigrantes, que puso en marcha Yrigoyen, con lo que representaba en ese momento el inquilinato para el hombre al que lo desalojaban como perro y lo dejaban en la calle. Esto por no hablar de toda la legislación laboral, que alguna la tuvo que concretar por decreto y otra que durmió. Y siento la necesidad de decirle que sí, señor Presidente, el General Perón hizo su tarea; pero don Hipólito Yrigoyen abrigó, a partir también de su primer gobierno en adelante, un sendero importantísimo en la distribución de la riqueza y en las conquistas populares.

Lo digo simplemente para que también nosotros podamos dejarlo plasmado en este debate importante de la historia que estamos escribiendo; coincido con el convencional Schvartzman, está bien que se diga, porque los que lean esto que estamos diciendo hoy, no sé si habrán tenido la posibilidad de leer la historia de este país. Se ha hablado mucho, cada vez se lee menos y es importante que estas cosas no estén descontextualizadas.

En el 33 no se pensaba en estos modelos productivos y hoy tenemos la obligación de hacerlo. La cuestión de la redacción la tomo como secundaria, producto de que cuando uno tiene que sumar varios proyectos ocurren estas cosas, no es fácil. Y si logramos avanzar en lo otro que se ha descripto acá, señor Presidente, tenemos la gran posibilidad de que sea Entre Ríos la primera Provincia que en un articulado constitucional demuestre el modelo productivo, que es lo que está en debate en la Nación.

Muchas gracias por la atención y el silencio de todos los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Es el silencio que se merecen todos los señores convencionales.

Tiene la palabra el señor convencional Salomón.

SR. SALOMÓN – Señor Presidente, he pedido el uso de la palabra, porque soy autor del proyecto que lleva el número de expediente 394. Adelanto que apoyo totalmente los fundamentos que ha expresado el miembro informante, convencional Márquez.
Pero quiero expresar que presenté un proyecto independiente del Artículo 37 y, más allá de que interpretaba que iba incluido en el núcleo pétreo, principalmente veía que este artículo se refería más a las industrias madre y a la promoción de sus capitales; de ahí que propiciaba un artículo separado.
¿Por qué mi idea de este artículo? Lo puedo expresar desde un punto de vista sentimental, cuando hablo del pequeño productor. En mis mocedades fui propietario de una pequeña fracción de campo y cuando visitaba esa zona y hablaba con los pequeños productores, veía que dentro de sus necesidades eran felices porque tenían un pedazo de tierra y la podían trabajar a su manera. Pero el tiempo les ha venido jugando la contra y hoy día vemos a estos pequeños y medianos productores que ya no son felices en su tierra con su familia y sus hijos, como lo eran antes, porque ahora el que no está lleno de deudas tiene un juicio pendiente para que lo desalojen.
Esta situación es la que me ha llevado a proponer un artículo que específicamente se refiera al productor rural, a la protección de la familia, de buscar el arraigo del productor rural y que se le dé toda la protección necesaria para que pueda continuar siendo dueño de ese terruño, más allá del sacrificio que le significaba poder mantenerlo, pero en el que era feliz con su familia y con sus hijos.
Hoy día vemos que cada vez hay una menor cantidad de pequeños productores y, ¿adónde van a parar? Van a engrosar las villas miserias de las grandes ciudades.

Por eso, señor Presidente, mi proyecto buscaba establecer varias medidas de protección expresa al productor rural.

Dejo estos fundamentos y estos sentimientos porque yo fui propietario de una fracción de tierra allá en el departamento Feliciano, en San Víctor, que debe conocer la señora convencional Allende, y he visto la forma cómo vivía esa gente, vivían felices en su miseria y hoy viven tristes, desesperados. Más allá que mi proyecto ha sido compatibilizado y algunas de sus disposiciones incluidas en el nuevo proyecto, yo he apoyado el que hoy se ha presentado.

He querido expresar esto como exposición para dejar en firme cuál fue el propósito.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, voy a hacer una moción de orden. Tratándose de un proyecto unánime donde han tenido oportunidad de expresarse todos los bloques, hago indicación –ya que hay varios convencionales anotados– para que se cierre la lista de oradores.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda el señor convencional Marciano Martínez y el Presidente de la comisión. Si hay asentimiento de los señores convencionales, así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Cerrada la lista de oradores, tiene la palabra el señor convencional Marciano Martínez.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Señor Presidente: satisface y gratifica estar en una Convención donde se analiza en profundidad el problema de la Provincia. No es un problema exclusivamente jurídico o constitucional, es un problema integral en donde la economía juega un rol protagónico.

Me satisface haber escuchado los mensajes, los discursos, porque creo que hay en todos ellos un común denominador, que es una especie de actitud crítica hacia lo que está ocurriendo, hacia lo ocurrido, y un deseo de cambio revolucionario de la estructura productiva de nuestra Provincia. Por eso me satisface profundamente el análisis de la señora convencional Cepeda, del señor Presidente, del convencional Schvartzman, del Presidente de la Comisión y de todos los que han participado.
Podemos no coincidir, pero seguimos preocupados, porque ha sido un problema de Argentina de siempre, incluso desde sus albores. Nosotros tuvimos un destino, que fue el de ser “el granero del mundo”; un destino que se transformó en una cultura impuesta en contra de las economías regionales, en contra del interior, a quien se trató como la barbarie, como los caudillos, como las montoneras, que no tenían capacidad para sobrevivir.

Esto no es cierto. Lo que pasa es que estábamos destinados a ser vendedores de materias primas cada vez más baratas y compradores de productos manufacturados cada vez más caros. Eso nos provocaba un deterioro permanente y nos hizo ser un país pobre.

Acá se dieron ejemplos muy claros y muy precisos. Destacar el mérito protagónico de algún político no supone denigrar al resto. Todos hemos participado. No por nombrar a Perón vamos a omitir la presencia de Yrigoyen. Pero evidentemente, el país necesitaba un cambio. Lo pudo haber hecho allá por los años 1930–1933, pero nosotros, en vez de salir del sistema de ser granero del mundo, ratificamos esa condición e hicimos con Inglaterra el pacto Roca–Runciman, mientras otros países que estaban en las mismas condiciones que nosotros, como Canadá, Australia o Nueva Zelanda, hicieron una transformación revolucionaria y se hicieron países industriales. Nosotros no pudimos, porque nuestra clase dirigente creía que nuestro destino era ser el granero del mundo.

Por eso es importante, creo que es histórico, más allá de Yrigoyen, que fue víctima de este grupo que manejó el país, la presencia del Justicialismo, del Peronismo, que crea un sector social que es revolucionario por su propia naturaleza, que es el movimiento obrero. El movimiento obrero no surge espontáneamente, surge porque hay condiciones materiales y económicas que permiten que exista, que es el proceso de industrialización, donde el trabajador adquiere conciencia de su rol protagónico en la sociedad, adquiere conciencia del sector al que pertenece, de su salario y que las condiciones de trabajo son fundamentales para que pueda subsistir, él y el país. Por eso el movimiento obrero está atado a la industrialización. Si no hay industrialización, no hay movimiento obrero.

Y así tuvimos en nuestro país distintos avatares. Cae el Justicialismo por la Revolución del 55. Pero dentro de 3 días se van a cumplir 50 años del acceso al poder de dos hombres que yo quiero destacar. Uno de ellos fue Arturo Frondizi, que plantea el problema de la política desde la perspectiva de la economía, y dice que este país tiene un serio problema, es un país subdesarrollado. Por primera vez escuchamos esta palabra: “subdesarrollado”. ¿Qué es ser un país subdesarrollado? Es ser un país dependiente, es ser un país productor de materias primas, porque los países desarrollados, la otra categoría, eran los países industriales, los países centrales, los países que tenían la capacidad de autofinanciar su propio desarrollo económico. Y él sostiene que no hay transformación del subdesarrollo al desarrollo sin una alianza de clases y sectores, alianza en la que necesariamente debe estar el movimiento obrero.
Por eso, cuando las elecciones que se hicieron hace 50 años, sin ningún rubor, como se pensaba en aquel entonces, Arturo Frondizi pidió y obtuvo el apoyo de Perón, del peronismo y del movimiento obrero para asumir la Presidencia; y planteó el tema del desarrollo económico en la transformación cualitativa y cuantitativa de la industria.

Y acá en Entre Ríos, el gobernador Raúl Uranga –dentro de cuatro o cinco días vamos a celebrar el cincuentenario de su asunción– planteó tres cosas esenciales: sacar a Entre Ríos del barro, porque había muy pocos caminos pavimentados; industrializar la provincia a través del crédito; y comunicar a Entre Ríos con el resto de la Argentina a través del Túnel Subfluvial y de otros proyectos que tenía.

Estas eran transformaciones sustanciales, cualitativas, que tenían como objeto el desarrollo nacional. Después vino aquello de lo que todos somos testigos y partícipes de algún modo u otro, y vinieron los avatares económicos y las normas legales y las Constituciones que tenemos. Porque una mera decisión económica, un levantar las barreras aduaneras, una paridad cambiaria destruye todas las normas legales y constitucionales, destruyen incluso hasta la realidad. Nosotros padecimos problemas muy graves, hasta desapareció el movimiento obrero. Ya el movimiento obrero no estaba formado por el obrero industrial, el obrero productor, el creador de la riqueza, sino que el movimiento obrero languidecía a través de los gremios de servicios.

Hoy pensamos que debemos renacer, pensamos y sabemos qué es lo que debemos hacer. Ya no se discute más problema del Granero del Mundo, ya no se discute más la necesidad de integrar la economía, ya no se discute más la necesidad de que Entre Ríos no debe ser catalogada junto a otros sectores que tienen otra estructura productiva. Los entrerrianos sabemos qué nos pasa; sabemos que una Entre Ríos aislada tiene muy poco valimiento, porque depende de las políticas nacionales, y las políticas nacionales dependen algunas veces de las coyunturas internacionales. Nosotros debemos tener normas provinciales que hagan referencia a lo nacional. Nosotros tenemos una concepción del derecho constitucional aislado, como si esta provincia viviera sola. En ningún momento establecemos normas referidas a nuestros representantes ante el Estado federal, no les decimos cómo debemos integrarnos, no les decimos cómo debemos participar, incluso ante cosas tan simples como la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos. No damos normas, no damos directivas, no establecemos políticas. Yo creo que esto es importante.

Señor Presidente: este es un tema importante que merece que la Convención lo profundice; pero creo que acá se han dicho muchas cosas. Lo fundamental es que tengamos inquietud, que tengamos un espíritu, que no estemos satisfechos, que no nos conformen las expresiones históricas, sino que luchemos todos juntos, porque sin alianza de todos los sectores no va a haber revolución económica en la Argentina ni en la provincia.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Terminando con la lista de oradores, tiene la palabra el Presidente de la comisión, señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – La verdad es que cada uno de los convencionales intervinientes ha dado una fundamentación muy clara del dictamen unánime; por eso, creo que se defiende por sí mismo frente a los planteos que hizo el convencional Presidente del Bloque Viva Entre Ríos, quien trata de menospreciar el trabajo y el consenso al que se arribó, porque ha ido a la comisión a plantear alguna cuestión, se ha ido y ni siquiera ha escuchado a los demás, como cuando usted estuvo presente, señor Presidente, y le contestó rebatiéndole algunos planteos que había hecho, pero después se va. Como quien dice, acostumbra a tirar la bomba y después se va, no escucha, y ni siquiera trabaja para lograr el consenso necesario.
Esto de desacreditar frente a la opinión pública el trabajo del conjunto de los convencionales, realmente me parece lamentable. Y lo quiero tomar a esto como una forma más de actuar del Presidente del bloque, en el sentido de que tal vez no ha leído el Régimen Económico, seguramente no me escuchó cuando dije las limitaciones que teníamos en la elaboración de este dictamen que era ver qué parte era núcleo pétreo, ver lo mucho que habían avanzado los constituyentes del 33 y que ahora era un nuevo tiempo. 

Lo quiero tomar desde el punto de vista humorístico. En ese sentido me hace recordar al viejo sketch de Calabró, que se llamaba “El Contra”, en todo lo que nosotros sacamos por unanimidad, para él es importante decir “yo estoy en contra”, para ver si esto hace en la opinión pública tener una nota más de prensa y diferenciarse del resto.

Quiero creer que el espíritu que hemos tenido y que nos animó a todos cuando elaboramos esto fue la convicción, que desde el sujeto Estado queremos proteger al otro objeto que es el pequeño y mediano productor, no solamente de defender, como se hizo en el 33, desde el sujeto Estado al objeto producción, como lo cita el Artículo 37 que dice: “El Estado fomentará y protegerá la producción…”.

Hemos analizado claramente las limitaciones que nos ofrecía el núcleo pétreo. Dice el convencional Presidente del Bloque Viva Entre Ríos: “acá no hay precisiones” y ¡claro que no vamos a ver precisiones!, si dijimos que no íbamos a hacer una Constitución reglamentarista, claro que no podemos hacer precisiones cuando nuestra Constitución actual es sintética y clara en su objetivo y así tiene que ser, como se definió en la Comisión de Redacción, el espíritu que nos tiene que mover a los constituyentes en el 2008.
Claro que en el Artículo 36 dice: “El Estado, mediante su legislación promoverá el bienestar económico y social de la colectividad…” y desde ahí en adelante, desde el sujeto Estado defiende al objeto que es la producción y hoy nosotros venimos a defender al pequeño y mediano productor.

Por supuesto que la Legislatura actual o la que vendrá –lo dijimos todos los convencionales constituyentes– tendrá que diseñar cuál es el pequeño y el mediano productor, precisarlo de una manera clara de acuerdo a todas las microrregiones que tiene nuestra Provincia, de acuerdo al tipo de producción y, de ahí en adelante, fijar las políticas activas que en su proyecto, señor Presidente, y en otros proyectos más estaban claramente identificadas.
Por supuesto que utilizamos algunos verbos como “defender”, porque si se fijan en el Artículo 37 y subsiguiente habla de “fomentará y protegerá” y como no queríamos poner nuevamente la palabra “protegerá” buscamos un sinónimo como “resguardará” al pequeño y mediano productor. ¿Y de quién, señor Presidente? Lo resguardará de los grandes productores y de la economía de escala que son la realidad contemporánea. Eso que tal vez no se animaron a poner en el año 94 en la Constitución nacional, nos animamos hoy los entrerrianos a decir desde acá: “los entrerrianos tenemos identidad y nos animamos a defender al pequeño y mediano productor”. Esto es lo que nos motiva hoy a nosotros.

Entonces cuando vemos que tan alegremente se viene a decir: “qué payasada, esto no se entiende nada, queremos hacer una interpretación”, ¿cómo que no? Esto es una falta de respeto a todo el mundo que ha trabajado en este dictamen y lo peor es generar una falsa expectativa o desacreditar frente a la opinión pública. Esto no ayuda a la política grande, en absoluto, y me extraña de quien viene, que dice defender a la política grande. Y me extraña de quien viene, que sabe muy bien cómo se hace una ley porque estuvo 12 años al frente del Bloque de Senadores Justicialistas en la época de Menem, mucha legislación hizo y en esta instancia debe saber que la parte reglamentaria y de precisión de la norma va a estar en la Legislatura y en los Poderes Ejecutivos próximos.

Dije, cuando comenzamos, que teníamos muchas limitaciones: el núcleo pétreo, la forma de utilizar los verbos, la forma de utilizar las palabras, de no caer en palabras repetitivas y caímos en conceptos sumamente claros. Por eso desecho totalmente lo que dijo el Presidente del Bloque Viva Entre Ríos, y lo invito a que no vote. Hoy le dije que se retractara y que votara positivamente porque no iba a dar una discusión. Me canso que diga: no estoy en nada de acuerdo y lo voy a votar por las dudas; que no lo vote, que tenga suficiente coraje de no votarlo si no está de acuerdo, porque así se defienden con convicción las cosas, no diciendo: bueno, lo voy a votar por las dudas.

Por eso, señor Presidente, ratifico totalmente que éste ha sido el mejor dictamen. El convencional Brasesco en el medio del debate en la comisión, me dijo: Presidente de la comisión, hemos llegado al punto neurálgico, maduró –y está en los libros de actas– maduró el dictamen del consenso, maduró el dictamen posible. Esto es lo que hoy estamos tratando acá. Por eso, si hubiera estado en la Comisión, tal vez hoy estaría defendiendo este proyecto con total entereza, pero no de esta forma, del descrédito, de ser el contra permanente para tal vez desacreditarnos todo el día de mañana como convencionales constituyentes.
Simplemente como convencional constituyente digo que no me gusta esa actitud, sinceramente no me gusta, porque respeto en el disenso a todo aquel que viene, participa y trabaja, pero no el que tira una bomba, se va y después desacredita en todos los medios de la opinión pública lo que con trabajo, esfuerzo y en la búsqueda del consenso tratamos de hacer todos.

Señor Presidente: los conceptos acá planteados están muy claros, porque dice: "el Estado promoverá" palabra que utiliza; el sujeto es: "Estado" el verbo es "promoverá", y sigue diciendo: "las condiciones esenciales", que quiere decir las básicas, "para la diversificación" algo que estuvo en su proyecto y en todos, porque la palabra "diversificación" que antes no estaba presente, porque el constituyente del 33 hablaba de la industria madre, nosotros estamos hablando de diversificación y de la cadena de valor que hoy muchas instituciones de la Provincia están trabajando desde ahí para ese fortalecimiento.

Hablábamos de la participación equitativa que se incorporó y que fundamentó el convencional Reggiardo, que es un concepto que nos animamos a ponerlo, que lo deje tal cual decía la Real Academia Española el concepto de equitativa. Hablamos del incremento de la producción de una manera sustentable que es lo que hoy desde la sociedad se nos está pidiendo a los convencionales en el sentido de que no tenemos que ir locos por el aumento de la producción si no hay sustentabilidad en la misma, protegiendo al medio ambiente, protegiendo las generaciones futuras porque no tenemos derecho a malgastar los recursos que bien tenemos hoy en detrimento de otras generaciones.

Ahí es donde incorporamos el nuevo objeto que planteamos que es el pequeño y mediano productor. Pusimos la palabra “resguardará” porque la palabra “protegerá” se repite en este régimen económico y ni que hablar cuando avanzamos en que el Estado procurará para la población rural acceso a la propiedad de la tierra, y promoverá su defensa frente a estos avatares que el doctor Salomón explicó, con los que más de una vez se encuentra el pequeño y mediano productor, necesitando de la mano del Estado para poder sortear distintas contingencias, que no están en sus manos ni en la de los gobiernos provinciales, porque son avatares de la vida cotidiana.
Por eso desecho totalmente lo dicho por el Presidente del Bloque Viva Entre Ríos. Sí felicito a la convencional Pasqualini que estuvo presente en el debate, y nos dijo: voy a acompañar. Es más, le agradecimos porque ella sí formó parte del dictamen que fue unánime, lo firmó convencida de que estaba en presencia de un avance importantísimo, de un rango constitucional de defensa y dando respuesta también a una coyuntura que hoy es importante establecer en la Constitución.

Por eso, señor Presidente, como está la moción de cierre del debate y habiendo dado las contestaciones que se merece por el trabajo que todos los convencionales han hecho con respecto a esta incorporación de esta norma constitucional, solicito al pleno la votación en general y en particular en tanto que tiene un solo artículo el dictamen propuesto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Terminada la lista de oradores, se va a votar el dictamen de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable de incorporar al Artículo 37 de nuestra Constitución provincial, el siguiente texto: “El Estado promoverá las condiciones esenciales para la diversificación, industrialización y participación equitativa en toda la cadena de valor de la producción, posibilitando el incremento de su rendimiento de manera sustentable. Especialmente resguardará al pequeño y mediano productor, y garantizará su participación en el marco del Consejo Económico y Social. Procurará para la población rural el acceso a la propiedad de la tierra y promoverá su defensa.”

Se va a votar por signos, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 111º del Reglamento, habiendo dictamen de comisión por unanimidad. Los que estén por la afirmativa, sírvanse expresarlo.
–La votación resulta afirmativa.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Aprobado por unanimidad. Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión. (Aplausos.)

24

DÍA Y HORA DE PRÓXIMA SESIÓN

SR. PRESIDENTE (Busti) – Quiero informarle a los señores convencionales que habiendo tomado contacto con todos los Presidentes de bloque y dado que el jueves es feriado por el 1º de Mayo, está la propuesta, de ser aceptada por este plenario, de sesionar a partir de las 9 de la mañana del día miércoles. Si este plenario presta su asentimiento, así se hará.
–Asentimiento general de los señores convencionales.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Hay asentimiento.
Bueno, el Orden del Día de la próxima sesión es, en primer lugar, dos dictámenes unánimes referidos a la tramitación del juicio político ante el Senado asegurando la defensa del enjuiciado, y la modificación del Artículo 17 referido a la acción de vindicarse de los funcionarios y empleados públicos. Por otro lado, está el tratamiento de la prórroga al plazo de la Convención y, en tercer lugar, los Órdenes del Día, en los cuales está el número de los ministerios, que tiene despacho en disidencia, y las condiciones para ser ministro, que tiene despacho en disidencia.
Por lo tanto, quedan notificados todos los señores convencionales para el día miércoles a las 9 de la mañana. 

No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.
–Eran las 21 y 58.
     Norberto R. Claucich



Claudia Ormazábal

Director del Cuerpo de Taquígrafos

Directora Diario de Sesiones
* Los textos de los proyectos de los señores convencionales no fueron sometidos a corrección, respetándose su original. 
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